
LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS,
LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE Y LA LEY GENERAL
DE PROTECCION CIVIL

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Iniciati-
va que reforma y adiciona diversas disposiciones de las Le-
yes Generales de Asentamientos Humanos, del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, y de Protección Ci-
vil, a cargo de la diputada Rosa Elba Pérez Hernández, del
Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, Rosa Elba Pérez Hernández, diputada fe-
deral del Partido Verde Ecologista de México en la LXII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, nu-
meral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley General de Asentamientos Humanos, de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente y la Ley General de Protección Civil al tenor del
siguiente

Planteamiento del problema

En México como en muchos países en vías de desarrollo,
el crecimiento urbano acelerado dificulta el cumplimiento
de los lineamientos de los planes o programas municipales
de desarrollo urbano o de ordenamiento ecológico; los pla-
nes son simplemente rebasados por la demanda de vivien-
da, de infraestructura e industria y en consecuencia las
grandes metrópolis se extienden indefectiblemente hacia el
suelo de conservación que les circunda o bien hacia ciertas
áreas de alto riesgo dentro del polígono urbano. Es el para-
digmático caso de las barrancas. 

Las barrancas son reductos ambientales ubicados en los
centros de población, frecuentemente en zonas de alto ries-
go, que prestan valiosos servicios ambientales; no obstan-
te, el modelo económico no imprime ningún interés en sal-
vaguardar sus recursos. A lo largo y ancho del país las

barrancas presentan no solo un alto deterioro, sino que allí
se instalan asentamientos de origen irregular que derivan
en situaciones de riesgo, cumpliendo frecuentemente con
la siguiente ecuación:

peligro + vulnerabilidad = riesgo para sus habitantes y
sus bienes.

En algunos estados de la república y en el Distrito Federal,
el uso de suelo de las barrancas ha sido reglamentado co-
mo áreas de valor ambiental para proteger los servicios am-
bientales que sus ecosistemas prestan a las ciudades y su
contribución a la sustentabilidad. No obstante, a nivel fe-
deral no existe un ordenamiento que vincule las políticas
de control de riesgo y de adaptación al cambio climático,
con las políticas para la planeación territorial y la preser-
vación de los servicios ambientales en el polígono urbano. 

La política nacional de cambio climático y su marco nor-
mativo crea la posibilidad de vincular las medidas de adap-
tación con los planes de desarrollo locales y con los pro-
gramas municipales de desarrollo urbano para así controlar
los asentamientos en zonas no aptas para la urbanización
(como las barrancas y riberas). La intención de esta inicia-
tiva es armonizar los ordenamientos correspondientes.

En virtud de lo anterior, esta iniciativa propone reformar la
Ley General de Asentamientos Humanos, la Ley General
del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente y la Ley
General de Protección Civil a fin de determinar que las zo-
nas de alto riesgo que mantienen ciertas características bio-
físicas y escénicas que les permiten contribuir a la calidad
ambiental de la zona, deben clasificarse como áreas de va-
lor ambiental de utilidad pública.

Exposición de motivos

México se ha urbanizado rápidamente; en la década de
1980 más de la mitad de la población habitaba en ciudades,
para 2000 el 63% de la población nacional se concentraba
en 343 ciudades de más de 15 mil habitantes, lo que deri-
vó en el cambio de su paisaje al extenderse hacia la perife-
ria rural urbana y hacia áreas con estatus oficial de protec-
ción ecológica, como son humedales y áreas de valor
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ambiental. Algunas investigaciones sugieren que de conti-
nuar con el actual índice de urbanización, las áreas que
proveen servicios ambientales a la Ciudad de México des-
aparecerán para el año 2057, lo que acarreará un modelo de
deterioro exponencial; no obstante, se reconoce que en las
etapas de transición esos suelos se podrían restaurar, por lo
que resulta indispensable su ordenamiento mediante usos
de suelo con categoría de protección ecológica.

El Programa Nacional de Desarrollo Urbano 2013-2018
reconoce que el proceso de urbanización continuará y cal-
cula que para el 2030 la población urbana pasará de 71.6%
registrado en 2010 a 83.2%. También señala:

El proceso de urbanización tuvo serias consecuencias
sobre la configuración de los asentamientos humanos
urbanos y rurales en el país. […]Aún en épocas recien-
tes la inexistencia de suelo apto al interior de las ciuda-
des y accesible para los sectores más desfavorecidos de
la población, continúa siendo un factor que impulsa el
asentamiento de dicha población en zonas de riesgo. A
nivel nacional, 11 % de las viviendas en localidades ur-
banas se ubican cerca o sobre el cauce de un río; 2.3 %
se encuentra sobre rellenos sanitarios, cuevas o minas y
9% sobre barrancas.

Las manifestaciones más dramáticas de la presencia de po-
blación en zonas de alto y muy alto riesgo se ven reflejadas
en fenómenos como el hundimiento del terreno en calles y
casas, reportado como un hecho frecuente en 4% de los ho-
gares urbanos, cuarteaduras de muros por reblandecimien-
to reportado por 5% de los hogares y deslaves y derrumbes
de cerros por lluvias reportado por 4%.

Con relación a los asentamientos humanos en zonas de
riesgo y la vulnerabilidad de la población urbana ante de-
sastres naturales, el Programa Nacional de Desarrollo Ur-
bano 2013-2018 dice:

Un tema fuertemente asociado a las condiciones am-
bientales urbanas, es la vulnerabilidad y la ocurrencia de
desastres.[…]Los efectos previsibles del calentamiento
global por la emisión de gases de efecto invernadero
(GEI), se traducen en un incremento en la frecuencia e
intensidad de fenómenos como huracanes, inundacio-
nes, sequías, desertificación, pérdida de cubierta vegetal
y en consecuencia procesos de erosión del suelo causa-
da por aire y lluvias.[…] Estas circunstancias obligan a
la sociedad mexicana a adoptar estrategias de adapta-
ción al cambio climático que reduzcan la vulnerabilidad

de los asentamientos humanos y minimicen las pérdidas
humanas, económicas y patrimoniales de la población.

Cifras del Centro Nacional de Prevención de Desastres
(Cenapred), consignan que hoy día 87.7 millones de ha-
bitantes en el país residen en zonas de riesgo por distin-
tos tipos de fenómenos, de los cuales cerca del 70% ha-
bitan en zonas urbanas, el 9.5% en zonas semiurbanas y
el resto (20.5%) en zonas rurales. Sólo en el periodo
2000-2010, más de 15 millones y medio de habitantes
fueron afectados por tres tipos de fenómenos, de los
cuales el 95.9%, corresponde a eventos hidrometeoroló-
gicos.

Y concluye:

La insuficiencia de medidas de planeación, prevención
y mitigación a nivel de las regiones o zonas vulnerables
se ve reflejada en la casi inexistente vinculación entre
la información proporcionada por los atlas de riesgo
y la toma de decisiones en temas como la concesión
de permisos sobre uso de suelo, la provisión de in-
fraestructura y la construcción de vivienda. Lo anterior
se agrava debido a que no existen obligaciones claras
acerca de la actualización de los atlas de riesgos por par-
te de las autoridades locales. En tanto la actualización
de los atlas de riesgo no sea considerada como un insu-
mo indispensable para la gestión del desarrollo urbano,
la población asentada en zonas irregulares continuará
asumiendo los costos de una política de desarrollo urba-
no incompleta.

El desarrollo urbano ordenado y el respeto irrestricto a
las condiciones ambientales de las áreas no urbaniza-
das, son condiciones indispensables para la gestión de
los riesgos. La gestión de riesgos debe incluirse de for-
ma prioritaria dentro de las agendas pública y social.

De acuerdo con la Convención Marco de las Naciones Uni-
das sobre el Cambio Climático, el peligro o amenaza se de-
fine como la posibilidad de que ocurra un evento en espa-
cio y tiempo determinados, con suficiente intensidad como
para producir daños.

La vulnerabilidad se refiere a la probabilidad de que debi-
do a la intensidad del evento y la fragilidad de los elemen-
tos expuestos, ocurran daños.

El riesgo es la suma o conjunción del peligro o amenaza
con la vulnerabilidad peligro + vulnerabilidad = riesgo



Ante el riesgo se puede desarrollar la capacidad de adapta-
ción que se define como la habilidad de un sistema de ajus-
tarse para moderar daños posibles, aprovechar oportunida-
des o enfrentarse a las consecuencias; en otras palabras, la
vulnerabilidad se reduce vía el incremento de medidas de
adaptación (medidas adoptadas por una localidad ante una
amenaza).

En atención a los efectos del cambio climático, según da-
tos del Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático
(INECC) los factores ambientales que agravan las condi-
ciones de vulnerabilidad de los asentamientos humanos y
generan las condiciones de riesgo más evidentes, son por
un lado los que se crean a partir del relieve - que pueden
agravar deslizamientos de tierra - y por otro, la configura-
ción de los cauces naturales, que en combinación con lo
anterior pueden favorecer las inundaciones que no solo
causan disrupción en la vida urbana, sino además la pérdi-
da de vidas humanas y bienes materiales. Los retos ante los
crecientes e intensos riesgos y peligros naturales son com-
plejos y se ven incrementados por nuevas amenazas o vul-
nerabilidades sociales como son la urbanización caótica: la
gente pobre se asienta en las barrancas o los lechos de los
ríos y otros sitios peligrosos cuya vocación es distinta a la
urbana y responde a otro tipo de manejo.

Cuando fenómenos como las inundaciones, las sequías, las
tormentas, los terremotos y los incendios coinciden con
“motores de riesgo” como el aumento de la urbanización,
una gobernanza deficiente, unos medios de vida vulnera-
bles y la degradación de los ecosistemas, es posible provo-
car sufrimiento humano a escala masiva y pérdidas econó-
micas incalculables.

Los costos que se relacionan con las manifestaciones de
riesgo extensivo son importantes. El atributo más fiable en
las bases de datos sobre desastres es el de destrucción y da-
ños causados en el sector vivienda. En México los infor-
mes de pérdidas por desastres documentaron 316 918 vi-
viendas destruidas y 471,708 hogares dañados en
manifestaciones de riesgos intensivos entre 1980 y 2006 y
29,510 hogares destruidos y 1’468,509 hogares dañados en
relación con manifestaciones de riesgos extensivos. El cos-
to de cada vivienda destruida en México fue entonces esti-
mado en 16,800 dólares y de una vivienda dañada en un 20
por ciento de su valor.

El Informe de evaluación global sobre la reducción de
riesgo de desastres 2009 de la ONU señala que los riesgos
medioambientales deben reducirse con la colaboración de

los gobiernos locales y las medidas deben incluirse en pla-
nes de desarrollo integrales que incluyan impactos ambien-
tales; en esencia deben existir planes de acción para cada
tipo de problema ambiental pero las soluciones deben estar
interconectadas e incorporar a todos los actores posibles.

Por su parte, la Ley General de Cambio Climático institu-
ye que tanto las políticas de mitigación como las medidas
de adaptación deben ser incluidas en los planes de desarro-
llo locales, como son los programas municipales de desa-
rrollo urbano, así como diseñar estrategias para redistribuir
población en zonas menos vulnerables y controlar los asen-
tamientos en zonas no aptas para la urbanización como las
barrancas y riberas, mediante la creación de áreas de valor
ambiental.

La política nacional de adaptación frente al cambio climá-
tico, plasmada en el Título Cuarto Capítulo II de dicha ley,
tiene entre sus objetivos identificar la vulnerabilidad y ca-
pacidad de adaptación de los ecosistemas ante los efectos
del cambio climático y prevé que en el ámbito de sus com-
petencias, los municipios deberán determinar la vocación
natural del suelo y ejecutar programas de ordenamiento
ecológico del territorio y desarrollo urbano; asimismo ins-
tituye como acciones de adaptación el establecimiento de
nuevas áreas naturales protegidas, corredores biológicos y
otras modalidades de conservación.

La primera acción de adaptación establecida en su artículo
30, para ser implementada por entidades federativas y los
municipios, constituye la elaboración y publicación de los
atlas de riesgo, que consideren los escenarios de vulnerabi-
lidad actual y futura ante el cambio climático y la utiliza-
ción de su información para la elaboración de los planes de
desarrollo urbano, reglamentos de construcción y el orde-
namiento territorial de las entidades federativas y munici-
pios.

No obstante lo anterior, resulta pertinente reflexionar sobre
los desincentivos a los que tiene que hacer frente el mane-
jo de riesgo, fundamentalmente debidos a la especulación
en el mercado inmobiliario; uno de ellos se manifiesta con
las ganancias en las inversiones en tierra y propiedades.
Diversas investigaciones muestran el importante papel de
la especulación inmobiliaria en las economías de rápido
crecimiento.

El segundo desincentivo es el débil marco regulatorio. En
varios países los gobiernos nacionales, locales o estatales
tienen responsabilidades para regular las inversiones en el
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desarrollo urbano con diversos instrumentos regulatorios
que incluyen los planes maestros o lineamientos determi-
nados para orientar el desarrollo urbano a largo plazo de
una región o una ciudad; en México a nivel local se aplican
los usos de suelo y los planes de desarrollo urbano así co-
mo requerimientos específicos para proyectos de gran es-
cala como son los impactos ambientales.

Los planes de desarrollo urbano son instrumentos que de-
ben de ser utilizados para desincentivar las inversiones del
sector inmobiliario o el desarrollo de infraestructuras que
contribuyen a elevar el riesgo a desastres; desafortunada-
mente la normatividad sola es rara vez efectiva en el ma-
nejo de desastres. No debemos olvidar que la desincorpo-
ración de tierra de propiedad pública para el desarrollo
urbano ha favorecido el gradual incremento de la inversión
privada en el desarrollo urbano y ha propiciado no solo la
especulación, sino la edificación de casas en áreas expues-
tas al riesgo en suelo sin norma para la construcción.

El Diagnóstico nacional de prevención de riesgos en asen-
tamientos humanos realizado por la Secretaría de Desarro-
llo Social (Sedesol) ubica como causa del problema del
riesgo la ausencia de planeación adecuada, especialmente
en las ciudades de rápido crecimiento demográfico donde
se han ido estructurando de forma improvisada, la irregu-
laridad de asentamientos humanos en todo el país, cuyo
proceso de urbanización informal implica no solo la ruptu-
ra del tejido urbano y la reducción de la competitividad, si-
no la ocupación irregular en condiciones de alto riesgo
frente amenazas naturales o antrópica combinados con una
geografía compleja que hace que gran parte del territorio
mexicano sea susceptible a diversos tipos de amenazas.

Las acciones propuestas dicho diagnóstico para reducir la
vulnerabilidad socio-ambiental de la población y para re-
solver el problema del riesgo en los asentamientos huma-
nos y prevenir desastres son entre otras, las siguientes:

• Reforestación y mantenimiento de la capa forestal pa-
ra reducir la relación lluvia escurrimiento y aumentar el
tiempo de concentración del agua pluvial que evite in-
undaciones y proteja las laderas, permita regular el am-
biente y para mejorar la calidad de vida de los asenta-
mientos humanos.

• Acciones de limpieza de barrancas y áreas públicas pa-
ra evitar el azolve de cauces y reducir riesgos sanitarios,
fomentando la participación social en el cuidado del en-
torno.

• Recuperación artificial de acuíferos, incluye obras y
acciones para la recarga artificial de acuíferos, elabora-
ción de estudios geohidrólógicos, construcción de obras
de inyección e infiltración con la finalidad de garantizar
la sustentabilidad de los asentamientos humanos y redu-
cir los riesgos derivados del hundimiento regional por
sobreexplotación de acuíferos.

Asimismo, como acciones de mitigación del riesgo, propo-
ne:

• Reubicación de asentamientos humanos con base en
estudios técnicos, sociológicos, antropológicos y econó-
micos y urbanísticos para identificar las mejores alter-
nativas para una reubicación exitosa.

• Adquisición de suelo apto para el desarrollo urbano.

• Construcción de infraestructura básica para las fami-
lias reubicadas.

El manejo de las zonas de alto riesgo donde los ambientes
originales han sido modificados por las actividades antro-
pogénicas puede ser transcendental como medida de adap-
tación a los efectos del cambio climático y para reducir la
afectación de las áreas de valor ambiental. 

Dichas áreas podrán ser restauradas o preservadas, en fun-
ción de que mantienen ciertas características biofísicas y
escénicas que les permiten contribuir a la calidad ambien-
tal de la zona; de no preservarlas, tenderán a desaparecer
devoradas por la expansión de la mancha urbana y la polí-
tica ambiental servirá para enmascarar el desarrollo inmo-
biliario depredador, que ha prevalecido en nuestro país. 

Nuestro país carece de mecanismos sensibles al riesgo que
regulen la inversión en el desarrollo urbano; esta carencia
constituye un incentivo perverso y motiva a los inversio-
nistas y desarrolladores a manipular la normatividad para
obtener el codiciado uso de suelo en áreas que no tienen
vocación habitacional y que debieran estar designadas pa-
ra regularse por riesgo de desastre. 

En México el Sistema Nacional de Protección Civil reco-
noce, de acuerdo con su origen, a los Fenómenos geológi-
cos1 como agentes perturbadores; no obstante, se ha man-
tenido un enfoque predominantemente conservador en la
gestión del riesgo que se circunscribe a la idea de “protec-
ción civil” frente a eventos impredecibles e inevitables. La
gestión de riesgo se ampara a la sombra de monitoreo de



fenómenos, soluciones tecnológicas, regulaciones normati-
vas o acciones de carácter operativo cuando el evento o de-
sastre ya se produjo.

Además, aunque contamos con políticas relacionadas con
la reducción del riesgo y con la organización institucional
que establece la Ley General de Protección Civil, los ins-
trumentos de dicha ley se sustentan en la limitada noción
de preparativos, respuesta y coordinación institucional. No
existe un vínculo de este instrumento legal con otros rela-
cionados con la planeación territorial, la protección al am-
biente o el desarrollo social, por lo que en muchos casos la
reducción de riesgo depende de la voluntad o la creatividad
de los líderes en el tema.

Según lo establece la Ley General de Protección Civil
(LGPC), en su artículo 12 fracción XVII, es atribución de
la Secretaría de Gobernación desarrollar y actualizar el
atlas nacional de riesgos. Para tal efecto, el Centro Nacio-
nal de Prevención de Desastres (Cenapred), como órgano
de apoyo técnico del Sistema Nacional de Protección Civil,
tiene la tarea de realizarlo. El reto que se ha establecido es
la integración de un sistema de información sobre el riesgo
de desastres detallado a nivel municipal y de comunidades
en zonas de riesgo. La integración de este Atlas Nacional
de Riesgos (ANR) demanda un enorme esfuerzo de inves-
tigación, recopilación de datos, trabajo de campo y sobre
todo coordinación interinstitucional, siendo indispensable
la participación de los tres órdenes de gobierno, las autori-
dades de Protección Civil, organizaciones públicas y pri-
vadas así como la población en general.

El ANR será consistente con los altas estatales y municipa-
les de riesgo y deberá contar con diagnósticos a nivel local,
partiendo de criterios homogéneos y siguiendo una meto-
dología común. Cenapred, con base en sus lineamientos,
identifica y cuantifica los peligros para establecer las fun-
ciones de vulnerabilidad y estimar el grado de exposición.

Cabe señalar que de acuerdo con la LGPC, el gobierno fe-
deral con la participación de las entidades federativas y el
Gobierno del Distrito Federal, deberán concentrar la infor-
mación climatológica, geológica y meteorológica y astro-
nómica que dispongan para con ello establecer las zonas de
riesgo para la población que posibilite a las autoridades
competentes regular la edificación de asentamientos. Asi-
mismo, la LGPC valida la construcción de asentamientos
humanos en aquellas zonas de riesgo que cuenten con un
análisis de riesgo, que es indispensable para definir las me-

didas para su reducción, tomando en cuenta el uso de sue-
lo, la normatividad aplicable y la autorización de la autori-
dad competente.

Al respecto, y como tema medular de esta propuesta, se
pretende la protección de aquellas zonas que han quedado
establecidas en los Atlas Estatales y Municipales de Ries-
go o en el ANR que por su alto riesgo no constituyen zonas
donde se puedan instituir medidas para reducir el riesgo y
que son a su vez reductos ambientales ubicados en los cen-
tros de población donde los ambientes originales han sido
modificados por las actividades antropogénicas y que re-
quieren ser restauradas o preservadas, en función de que
mantienen ciertas características biofísicas y escénicas les
permiten contribuir a la calidad ambiental de la zona.

En materia de ordenamiento territorial, en la legislación
mexicana para el ámbito federal existen dos leyes que es-
tablecen las normas básicas para la regulación del uso de
suelo: por un lado está la Ley General de Asentamientos
Humanos, cuyo objeto es establecer la concurrencia de la
federación para la ordenación y regulación de los asenta-
mientos humanos así como definir los principios para de-
terminar las provisiones, reservas, usos y destinos de áreas
y predios que regulen la propiedad en los centros de pobla-
ción. Por otro lado está la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y Protección al Ambiente (LGEEPA) y sus regla-
mentos, que a través de los ordenamientos ambientales
regulan los usos de suelo del ámbito federal en materia de
Áreas Naturales Protegidas y de Ordenamiento Ecológico.

La LGEEPA, con el propósito de contribuir al logro de los
objetivos de la política ambiental, la planeación del desa-
rrollo urbano y la vivienda, mantiene regulación ambiental
en materia de asentamientos humanos y establece entre los
lineamientos para el crecimiento de los centros de pobla-
ción la mezcla de usos habitacionales con los productivos
que no representen riesgos a la salud de la población y
mandata evitar que se afecten las áreas de valor am-
biental. 

Asimismo, el artículo 23 fracción X faculta a los Estados,
municipios y al DF en la esfera de su competencia, a pro-
mover el uso de instrumentos de política urbana y ambien-
tal para inducir conductas compatibles con la protección y
restauración del medio ambiente y del desarrollo urbano
sustentable y a evitar los asentamientos humanos en zonas
donde las poblaciones se expongan al riesgo de desastres
por impactos adversos del cambio climático.
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Es menester señalar que la LGEEPA no cuenta con una de-
finición de áreas de valor ambiental, sin embargo la vincu-
la a los centros de población. En ese sentido la legislación
del Distrito Federal a través de la Ley Ambiental y de Pro-
tección a la Tierra y la Ley Ambiental del Estado de Coli-
ma van a la vanguardia, pues en la regulación del uso del
suelo observan las Áreas de Valor Ambiental, que sin duda
constituye un extraordinario instrumento para el cumpli-
miento de la política ambiental en materia de asentamien-
tos humanos. Esta herramienta de planeación territorial tie-
ne la finalidad de conservar y proteger ciertas zonas que
aportan diversos servicios ambientales en el contexto urba-
no.

De acuerdo con la normatividad ambiental del Distrito Fe-
deral, las áreas de valor ambiental son consideradas como
las áreas verdes en donde los ambientes originales han si-
do modificados por las actividades antropogénicas y que
requieren ser restauradas o preservadas, en función de que
mantienen ciertas características biofísicas y escénicas, las
cuales le permiten contribuir la calidad ambiental de la zo-
na urbana.

La Ley Ambiental y de Protección al a Tierra del Distrito
Federal establece que las áreas de valor ambiental serán los
bosques urbanos y las barrancas, y define a los primeros
como las áreas verdes ambientales que se localizan en sue-
lo urbano, en las que predominan especies de flora arbórea
y arbustiva y se distribuyen otras especies de vida silvestre
asociadas y representativas de la biodiversidad, así como
especies introducidas para mejorar su valor ambiental, es-
tético, científico, educativo, recreativo, histórico o turísti-
co, o bien, por otras zonas análogas de interés general, cu-
ya extensión y características contribuyen a mantener la
calidad del ambiente en el Distrito Federal.

A las barrancas les define como depresión geográfica que
por sus condiciones topográficas y geológicas se presentan
como hendiduras y sirven de refugio de vida silvestre, de
cauce de los escurrimientos naturales de ríos, riachuelos y
precipitaciones pluviales, que constituyen zonas importan-
tes del ciclo hidrológico y biogeoquímico.

Asimismo, la Norma General de Ordenación número 21
que forma parte del Programa General de Desarrollo Urba-
no del DF alude a la siguiente definición: 

“Las barrancas sin perturbación antropogénica constitu-
yen reservorios de la vida silvestre nativa y funcionan
como sitios naturales de escurrimientos pluviales y flu-

viales, por lo que representan zonas importantes del ci-
clo hidrológico y biogeoquímico y deben ser conserva-
das por los servicios ambientales que prestan a la ciu-
dad. Las barrancas perturbadas son aquellas que
representan deterioros ambientales por el impacto urba-
no y que requieren ser restauradas y preservadas”.

Las categorías de Áreas de Valor Ambiental se establecen
mediante decreto de Jefe De Gobierno y se les aplica las
mismas disposiciones establecidas para las Áreas Natura-
les Protegidas; se sujetan a un programa de manejo que ela-
bora la Secretaría de Medio Ambiente del GDF (SEDE-
MA), con la participación de la o las delegaciones
correspondientes y demás participantes que determina el
reglamento.

La Ley Ambiental del Distrito Federal establece que para
las barrancas, la SEDEMA será la encargada de elaborar un
diagnóstico ambiental para cada una de ellas a fin de de-
terminar si sus características cumplen con lineamientos
específicos para su manejo.

El Programa Integral para la Recuperación de las Barran-
cas Urbanas del Distrito Federal define lineamientos gene-
rales que deben contener los programas de manejo y las
modalidades que se deberán tomar en cuenta para la reali-
zación de las acciones de manejo sustentable de los recur-
sos naturales del área y así recuperar esos territorios estra-
tégicos para la sustentabilidad de la Ciudad de México e
incrementar los servicios ambientales que aportan al resto
de la ciudad.

Otros estados también reconocen la existencia de las áreas
de valor ambiental, dando prioridad a su protección me-
diante disposiciones de orden jurídico en materia de delitos
contra el ambiente.

Los estados que mencionan en sus ordenamientos a las
áreas de valor ambiental son los siguientes:



En virtud de lo anterior y con el propósito de contribuir al
logro de los objetivos de la política ambiental, la política
nacional de adaptación al cambio climático, la planeación
del desarrollo urbano y la vivienda, y de cumplir con lo dis-

puesto en el artículo 27 constitucional en materia de asen-
tamientos humanos, se propone que aquellas zonas deter-
minadas de alto riesgo en los centros de población que re-
quieran ser restauradas por sus características ambientales,
se establezcan áreas de valor ambiental que presten servi-
cios ambientales, además de la inclusión de medidas de
adaptación en los ordenamientos territoriales. 

En atención a lo expuesto, los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México en esta
soberanía, sometemos a consideración del pleno la si-
guiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que reforma diversas disposiciones de la
Ley General de Asentamientos Humanos, la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te y la Ley General de Protección Civil

Artículo Primero. Se modifica la fracción XV del artícu-
lo 9 y se recorre la actual a una fracción XVI, se modifica
la fracción XII del artículo 3, la fracción VIII del artículo 5
y se reforma el artículo 19 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos para quedar como sigue:

Artículo 3o. El ordenamiento territorial de los asentamien-
tos humanos y el desarrollo urbano de los centros de po-
blación, tenderá a mejorar el nivel y calidad de vida de la
población urbana y rural, mediante:

I. a XI…..

XII. La prevención, control y atención de riesgos y con-
tingencias ambientales y urbanos en los centros de po-
blación mediante medidas de adaptación.

XIII. a XIX. …

Artículo 5o. Se considera de utilidad pública:

I. a VII. …

VIII. La preservación del equilibrio ecológico, las
áreas de valor ambiental y la protección al ambiente
de los centros de población.

Artículo 9o. Corresponden a los municipios, en el ámbito
de sus respectivas jurisdicciones, las siguientes atribucio-
nes:

I. a XIV. …

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 12 de febrero de 2015129



Año III, Segundo Periodo, 12 de febrero de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados130

XV. Determinar acciones para la adaptación en ma-
teria de ordenamiento territorial de los asentamien-
tos humanos conforme a los escenarios de vulnerabi-
lidad ante el cambio climático.

XVI. Las demás que les señale esta Ley y otras disposi-
ciones jurídicas federales y locales.

Los municipios ejercerán sus atribuciones en materia de
desarrollo urbano a través de los cabildos de los ayunta-
mientos o con el control y evaluación de éstos. 

Artículo 19. Los planes o programas de desarrollo urbano
deberán considerar los criterios generales de regulación
ecológica de los asentamientos humanos y los de adapta-
ción al cambio climático establecidos en los artículos 23
y 27 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente y en el artículo 30 de la Ley General
de Cambio Climático, respectivamente así como en las
normas oficiales mexicanas en materia ecológica.

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción I. Bis al artí-
culo 3, y se modifica la fracción V. del artículo 23 de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente para quedar como sigue:

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. …

I. Bis. Áreas de valor ambiental: las áreas verdes en
los centros de población donde los ambientes origi-
nales han sido modificados por las actividades antro-
pogénicas y que requieren ser restauradas o preser-
vadas, en función de los servicios ambientales que
prestan. Sus polígonos podrán constituir zonas de al-
to riesgo, barrancas o zonas de protección y amorti-
guamiento. 

II. a XXXIX. …

Artículo 23. Para contribuir al logro de los objetivos de la
política ambiental, la planeación del desarrollo urbano y la
vivienda, además de cumplir con lo dispuesto en el artícu-
lo 27 constitucional en materia de asentamientos humanos,
considerará los siguientes criterios:

I. a IV. …

V. Se establecerán y manejarán en forma prioritaria las
áreas de conservación ecológica en torno a los asenta-
mientos humanos y las áreas de valor ambiental en los
centros de población.

VI. a X. …

Artículo Tercero. Se reforma y adiciona un segundo pá-
rrafo al artículo 86 de la Ley General de Protección Civil
para quedar como sigue:

Artículo 86. En el Atlas Nacional de Riesgos y en los res-
pectivos Atlas Estatales y Municipales de Riesgos, deberán
establecerse los diferentes niveles de peligro y riesgo, para
todos los fenómenos que influyan en las distintas zonas.
Dichos instrumentos deberán ser tomados en consideración
por las autoridades competentes, para la autorización o no
de cualquier tipo de construcciones, obras de infraestructu-
ra o asentamientos humanos.

Las zonas que se determinen como de alto riesgo solo
podrán tener un uso, destino o aprovechamiento com-
patible con tal determinación y conforme a los estudios
de riesgo correspondientes y en ningún caso se permiti-
rá alojar vivienda de cualquier tipo; sus polígonos de
protección y amortiguamiento podrán constituir áreas
de valor ambiental.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan las disposiciones legales y regla-
mentarias que se opongan a lo establecido en el presente
decreto.

Tercero. Las entidades federativas, en un plazo no mayor
de seis meses, deberán adecuar su legislación en materia de
desarrollo urbano, prevención de riesgos y medio ambien-
te, conforme a las disposiciones de este decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 12 días del mes de
febrero de 2015.— Diputada Rosa Elba Pérez Hernández (rúbrica).»

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Túr-
nese a las Comisiones Unidas de Desarrollo Urbano y
Ordenamiento Territorial y de Protección Civil, para su
dictamen.



LEY AGRARIA

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Iniciati-
va que reforma los artículos 17, 18 y 80 de la Ley Agraria,
a cargo del diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, del
Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del PAN en la LXII Le-
gislatura, en ejercicio de la facultad que le otorga el artícu-
lo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como lo dispuesto por los artículos
6, 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma los artículos
17,18, y 80 de la Ley Agraria, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México tiene una superficie de 196 millones de hectáreas,
de las cuales el 51 por ciento son de núcleos agrarios. La
tierra que en México pertenece a las familias rurales de eji-
dos y comunidades es equivalente a todo el territorio de
Venezuela, a 1.3 veces el de Chile, a 1.5 veces el de Fran-
cia, a dos veces el de España, a 10 veces el de Corea del
Sur y a 47 veces el de El Salvador, en ello radica la impor-
tancia de los núcleos agrarios.

Durante el reparto agrario, que inició en el periodo revolu-
cionario 1915 y concluyó en 1992, fueron entregadas a los
campesinos 103.5 millones de hectáreas, y a 23 años de di-
cho reparto, sólo el 2.5 por ciento de la propiedad de eji-
dos y comunidades ha adoptado el dominio pleno, es de-
cir, transitado de la propiedad social a la propiedad
privada.

Las más de 100 mil hectáreas de propiedad social están or-
ganizadas en 31 mil 785 núcleos agrarios, de los cuales 29
mil 442 son ejidos y 2 mil 343 son comunidades. El estado
de la república con más núcleos agrarios es Veracruz, con
3 mil 714; seguido por Chiapas con 3 mil 112; Michoacán
con 1 mil 873; Oaxaca con 1 mil 563 y Guanajuato con 1
mil 559.

En los ejidos y comunidades viven alrededor de 5 millones
222 mil personas que pertenecen a la actividad agraria
aproximadamente, es decir, aquellos que son titulares de
derechos agrarios reconocidos sobre la tierra y sus fami-
lias.

Es por ello la importancia que para nuestro país tiene la te-
nencia de la tierra, como el reparto agrario de la misma, así
como todos los principios y lineamientos, que han estado
contenidos en el artículo 27 Constitucional, y algunos más
que siguen consagrados en nuestra Carta Magna, nosper-
miten advertir las distintas épocas que han marcado el de-
sarrollo del campo mexicano en nuestro país.

Del artículo 27 constitucional derivaron: las propiedades
particulares, que se rigen por los Códigos Civiles de cada
Entidad Federativa, la propiedad de la Nación, y la propie-
dad social de las comunidades agrarias y de los ejidos.

El espíritu del Constituyente de 1917 consideró vital inser-
tar en forma lo que es el Derecho Agrario y sus principios
básicos en la Carta Magna, en donde quedaron plasmados
los anhelos y esperanzas de justicia social que el pueblo re-
clamaba, de acuerdo con los diversos ideales sociales que
en ese entonces eran demandados.

Este proceso se inició con la Ley Agraria del 6 de enero de
1915, emitida por el Primer Jefe Constitucionalista Venus-
tiano Carranza en Veracruz, la cual recogió el aspecto no-
dal de la lucha zapatista, pues ordenó la restitución de tie-
rras arrebatas y estipuló la dotación para aquellos pueblos
que carecieran de ella. De la cual recientemente el pasado
06 de enero del 2015 se realizó una ceremonia de conme-
moración al Centenario de la Ley Agraria en México, acto
que se efectuó muy cerca del puerto donde el 6 de enero de
1915, el entonces presidente Venustiano Carranza emitió el
decreto que permitió el reparto de la tierra a los campesi-
nos del país, propiedad social en la que se sustenta la ali-
mentación de todos los mexicanos y que permitió que, gra-
cias a la lucha agraria, se venciera a los hacendados
latifundistas y que, con posterioridad, más de 100 millones
de hectáreas fueran repartidas durante los gobiernos post
revolucionarios, que son la base para lograr la soberanía
alimentaria y luchar contra el hambre en el país.

Regresando, al contexto histórico que motiva la presente
iniciativa, desde la Ley de Ejidos, emitida por Obregón en
1920, quedó establecido que el límite de la propiedad pri-
vada inafectable por el reparto agrario sería de 50 hectáre-
as. A muy grandes rasgos podríamos decir que la Reforma
Agraria partió desde 1915 y 1917 cubriendo la necesidad
más inmediata y urgente con posterioridad a la Revolución
de 1910 conocida como la del reparto agrario.

En el periodo de 1915 a 1970, se fijaron los lineamientos
jurídicos fundamentales del ejido, como la institución pre-
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dominante del campo mexicano, tarea que ocupó un primer
periodo que va desde 1915 a 1934, fecha del primer Códi-
go Agrario que incluyo dichos lineamientos dispersos; des-
pués de esa fecha, comenzó la etapa consolidada del gran
reparto agrario con Lázaro Cárdenas, era que se extendió
en cifras de magna consideración hasta finales del sexenio
del licenciado Gustavo Díaz Ordaz, en 1970.

La Ley Federal de Reforma Agraria de 1971 nos abrió otra
etapa de la Reforma Agraria al incluir un nuevo capítulo
sobre organización agraria; desde entonces, en la historia
rural hasta finales del siglo XX, reciente se observó la bús-
queda de las formas organizativas para campesinos; así co-
mo en 1915 se inició la búsqueda de los lineamientos jurí-
dicos de los derechos agrarios.

Para entender el origen y la intención que en su momento
tuvo la naturaleza de los ejidos se expone lo siguiente:

“Cuando se expidió la llamada Ley Fraga, fue con la in-
tención de fijar al campesino a su parcela de cultivo, ase-
gurándole que nadie podía moverlo de ella ni despojarlo de
las mejoras que hiciera, con lo anterior se pretendió fo-
mentar el interés del campesino para mejorar los rendi-
mientos de los cultivos e incrementar la productividad,
protegiendo a la pequeña propiedad individual del acapara-
miento de la tierra por monopolizadores y usureros, sin em-
bargo esto ocurrió en el año de 1925 y desde aquellos tiem-
pos a la fecha la realidad de los ejidatarios ha cambiado.”

Asimismo Cárdenas en su primer informe de gobierno en
septiembre de 1935 señaló que: “...por el hecho de solicitar
ejidos, el campesino rompe su liga económica con el patón,
y en esas condiciones el papel del ejido no es el producir el
complemento económico de un salario... sino que el ejido,
por su extensión, calidad y sistema de explotación debe
bastar para la liberación económica absoluta del trabajador,
creando un nuevo sistema económico-agrícola, en un todo
diferente al régimen anterior... para sustituir el régimen de
los asalariados del campo y liquidar el capitalismo agrario
de la República”.

Sin embargo, desde el inicio de la gesta revolucionaria de
la que surgió la reforma agraria, las características demo-
gráficas y económicas de nuestro país han cambiado radi-
calmente, por lo tanto, se necesita modificar la ley agraria
no porque haya fallado, sino porque tenemos hoy una dife-
rente realidad demográfica, económica y de vida social en
el campo, que la misma reforma agraria contribuyó a for-

mar y que ahora requiere nuevas adecuaciones a las nece-
sidades de los campesinos acorde con estos tiempos.

Con la propiedad ejidal y comunal, se buscó dar respuesta
al problema agrario, cuya caracterización principal estaba
en el reparto —producto de la Conquista y la Colonia— de
individuos sin tierra, sin derechos y sin trabajo por un lado,
y de grandes latifundistas por otro.

Debemos actualizar nuestra ley agraria con una visión que
propicie el incrementar la libertad y la autonomía de todos
los campesinos en la realización de sus aspiraciones de jus-
ticia.

Ya que a la fecha legalmente no se pueden dividir los dere-
chos ejidales. La Ley Agraria establece en su artículo 17
que “el ejidatario tiene la facultad de designar a quien de-
ba sucederle en sus derechos sobre la parcela y en los de-
más inherentes a su calidad de ejidatario, para lo cual bas-
tará que el ejidatario formule una lista de sucesión en la
que consten los nombres de las personas y el orden de pre-
ferencia conforme al cual deba hacerse la adjudicación...”.
El artículo 18 prevé que en aquellos casos en los que el eji-
datario no haya hecho designación de sucesores, si “al fa-
llecimiento del ejidatario resultan dos o más personas con
derecho a heredar, los herederos gozarán de tres meses a
partir de la muerte del ejidatario para decidir quién, de
entre ellos, conservará los derechos ejidales”.

Es así, que el sector agrario cuenta, de acuerdo con la le-
gislación con un sistema destinado a que los ejidatarios
puedan elaborar listas de sucesión de sus derechos, en la
que designan quién habrá de heredarlos a su muerte.

Esto se concibe por los ejidatarios, al igual como se expre-
sa en la ley, como un problema que hay que frenar. Se ha
aludido a la existencia de una contradicción entre la ley, de
acuerdo a los propósitos explícitos del sistema de sucesión
y la práctica en materia de la naturaleza de laherencia.

Entre los conflictos que los ejidatarios tienen ante la nega-
tiva del fraccionamiento de las tierras por obstáculos en lo
dispuesto por los artículos 17, 18 y 80 de nuestra Ley Agra-
ria, son los siguientes;

Se han propiciado controversias entre los hijos del ejida-
tario fallecido con el heredero preferente, generando
conflicto entre hermanos ya que no pueden heredar en
igualdad de posturas una fracción de terreno de la par-



cela que les dejo su fallecido padre, además de que en ca-
so de que el heredero estuviese dispuesto a cederles una
fracción de terreno de dicha parcela, no se puede por lo que
mandata actualmente la ley agraria.

La ley agraria actual no permite que se cumpla con el de-
recho de la herencia de los padres hacia los hijos, de tal
suerte que si un ejidatario fallecido teniendo hijos me-
nores de edad que requieran alimentos (vestido, calza-
do, educación, atención médica, etcétera), y designó co-
mo sucesor preferente a una persona determinada, esta no
queda obligada a continuar con la obligación de proporcio-
nar alimentos al hijo menor o a los demás hijos que hubie-
se tenido el ejidatario, quedando estos desprotegidos, es
por esta razón que el orden de preferencia que establece la
ley agraria en su artículo 17 vigente genera y continuaría
generando muchos conflictos al interior de las familias me-
xicanas que tengan una parcela, si no se reforman los artí-
culos de esta ley.

Es por esta razón que la presente iniciativa uno de sus
principales objetivos es que los ejidatarios tanto jóvenes y
viejos puedan dar a sus hijos la certeza jurídica de que to-
dos tendrán un documento que los acredite como legíti-
mos herederos, y a su vez ejidatarios, para dar seguridad
jurídica a las familias campesinas de todos los ejidos del
país, teniendo todos estos el derecho de heredar una
parte del ejido.

Como sabemos actualmente la parcela es susceptible de
rentarla de permutarla o venderla, pero no es suscepti-
ble de heredarla en parte iguales, ni mucho menos ven-
derla en fracciones, no se puede heredar a varios hijos,
porque se ha conservado el espíritu de que las parcelas son
un patrimonio familiar por lo tanto no son susceptibles de
fraccionarse, porque hasta la fecha persiste esta modalidad
de que las parcelas son indivisibles, por ser el patrimonio
de las familias campesinas, y es verdad.

De lo anterior, es precisamente por ello, por ser un patri-
monio familiar, es que se debe permitir que todos pue-
dan ostentar un pedazo de tierra si es por herencia o
por compraventa, debemos tomar en cuenta que las fami-
lias campesinas de hace 30 o 40 años atrás eran numerosas,
y que nadie tenía acceso a un crédito, nadie tenía un trac-
tor, 5 hectáreas producían lo que actualmente produce una
hectárea, quizás el legislador por ese motivo pensó que la
pulverización de una parcela de 10 hectáreas, no alcan-
zaría para el sustento económico de su familia, pero ac-
tualmente las familias se componen por 2 o 3 hijos, y

hay ejidos que tienen parcelas hasta de 24 hectáreas, lo
suficiente para sostener hasta tres o cuatro familias de
2 o 3 hijos cada una.

Asimismo el artículo 18 de la ley agraria, dispone que;
“cuando el titular de una parcela que haya fallecido, y que
no haya hecho la lista de sucesores, los derechos parcela-
rios se transmitirán de acuerdo a un orden preferencia, co-
locando en primer lugar a la cónyuge, en segundo lugar a
la concubina, en tercer lugar a uno de los hijos del ejidata-
rio fallecido y en cuarto lugar a uno de sus ascendientes y
por último, en quinto lugar a cualquier otra persona que de-
penda económicamente de él. Después dispone que si re-
sultaren dos o más personas con derecho a heredar, estos
gozaran de tres meses, para decidir, quién de ellos se que-
dara con la parcela.”

No obstante, de acuerdo con la redacción actual del artícu-
lo 18 de la ley agraria, difícilmente van a poder llegar a un
acuerdo, difícilmente los hijos del fallecido se pondrán de
acuerdo de quien de entre ellos se quedara con la parcela,
ya que todos tienen un derecho legítimo a una parte de-
ella, este punto a con llevado a un sinfín de conflictos al in-
terior de las familias de los ejidos de todo el país, violencia
que ha derivado hasta en homicidios entre los hermanos o
de estos con sus padres, aunado a ello el último párrafo del
artículo 18 dispone que; “si no se ponen de acuerdo el Tri-
bunal Agrario, pondrá en subasta pública la parcela, y re-
partirá el dinero en partes iguales entre las personas
con derecho a heredar, y que en caso de que haya igual-
dad de posturas en la subasta tendrá preferencia para com-
prar la parcela, cualquiera de los herederos.”

Es entonces, “contradictorio” que en sus artículos la ley
agraria, no permite el fraccionamiento de una parcela
ejidal, para el caso de que el titular de la parcela deje “o
no” deje testamento, la pregunta es entonces; ¿porque la
Ley Agraria, no permite mejor la repartición de la tie-
rra en partes iguales entre los herederos?, que es lo que
las partes en un conflicto agrario estarían dispuestos ha-
cer para que cada uno de ellos le tocara un pedazo de
tierra, ya que no es susceptible de fraccionarse ni here-
darse en partes iguales y a consecuencia de ello se tiene
que recurrir a una subasta pública, para terminar al final
en la repartición del dinero en partes iguales, lo más idó-
neo, es evitar este procedimiento, fraccionando la parce-
la en partes iguales y que el Registro Agrario Nacional
les expida los certificados parcelarios, de acuerdo, con la
superficie de tierra que a cada heredero le corresponda, res-
petándose así la naturaleza de la figura jurídica del prin-
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cipio fundamental de testar, que es la libertad que tiene
el testador para disponer de todos sus bienes incluyen-
do la división de los mismos.

Para mayor abundamiento en esta materia me permito
señalar respecto a esta obligación en materia de ali-
mentos y en materia de sucesión lo dispuesto a nivel na-
cional e internacional, para poder tener un panorama
más amplio respecto a este tema:

La Declaración Universal de los Derechos Humanos,1 de
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), aprobada
en diciembre de 1948, fue el primer documento con este
carácter que incluyó dentro de su contenido el derecho a la
alimentación.En su artículo 25 expresa lo siguiente:

“1.Toda persona tiene derecho a un nivel de vida ade-
cuado que le asegure, así como a su familia, la salud y
el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales
necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en ca-
so de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por
circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados
y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de ma-
trimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual
protección social.”

Así lo ha reconocido también el propio Consejo Económi-
co y Social de la ONU al afirmar que “el derecho a la ali-
mentación forma parte del derecho más amplio a un nivel
de vida adecuado”.

El 20 de noviembre de 1959, la ONU aprobó la Declara-
ción de los Derechos del Niño, que enfatiza sobre el tema
de la alimentación referido a este sector social. El docu-
mento se organiza por medio de principios y en el cuarto de
ellos se determina qué;

“El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad so-
cial. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena
salud; con este fin deberán proporcionarse, tanto a él co-
mo a su madre, cuidados especiales, incluso atención
prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar
de alimentación, vivie Otra declaración que hace refe-
rencia al derecho a la alimentación es la

En 1974, la Organización de las Naciones Unidas dio un
cambio sustancial: aprobó la Declaración Universal sobre
la Erradicación del Hambre y la Malnutrición;

“1. Todos los hombres, mujeres y niños tienen el dere-
cho inalienable a no padecer de hambre y malnutrición
a fin de poder desarrollarse plenamente y conservar sus
capacidades físicas y mentales. La sociedad posee en la
actualidad recursos, capacidad organizadora y tecnolo-
gías suficientes y, por tanto, la capacidad para alcanzar
esta finalidad. En consecuencia, la erradicación del
hambre es objetivo común de todos los países que inte-
gran la comunidad internacional, en especial de los paí-
ses desarrollados y otros que se encuentran en condicio-
nes de prestar ayuda.”

“4. Incumbe a cada Estado interesado, de conformidad
con sus decisiones soberanas y su legislación interna,
eliminar los obstáculos que dificultan la producción de
alimentos y conceder incentivos adecuados a los pro-
ductores agrícolas. Para la consecución de estos objeti-
vos, es de importancia fundamental adoptar medidas
efectivas de transformación socioeconómica, mediante
la reforma agraria, de la tributación, del crédito y de la
política de inversiones, así como de organización de las
estructuras rurales, por ejemplo: la reforma de las con-
diciones de propiedad, el fomento de las cooperativas de
productores y de consumidores, la movilización de todo
el potencial de recursos humanos, tanto de hombres co-
mo de mujeres, en los países en desarrollo para un de-
sarrollo rural integrado, y la participación de los peque-
ños agricultores, los pescadores y los trabajadores sin
tierras en los esfuerzos por alcanzar los objetivos nece-
sarios de producción alimentaria y de empleo. Además,
es necesario reconocer el papel central que desempeña
la mujer en la producción agrícola y en la economía ru-
ral de muchos países, y asegurar a las mujeres, en pie de
igualdad con los hombres, una educación adecuada,
programas de divulgación y facilidades financieras.”

Para lograr lo anterior, el estado se compromete a; “adop-
tar medidas efectivas de transformación socioeconómica,
mediante la reforma agraria, de la tributación, del crédito y
de la política de inversiones, así como de organización de
las estructuras rurales”. En diciembre de 1986, la Asamblea
General de la ONU aprobó la Declaración sobre el Derecho
al Desarrollo, la cual en su artículo 8 establece que:



“Artículo 8

1. Los Estados deben adoptar, en el plano nacional, to-
das las medidas necesarias para la realización del dere-
cho al desarrollo y garantizarán, entre otras cosas, la
igualdad de oportunidades para todos en cuanto al acce-
so a los recursos básicos, la educación, los servicios de
salud, los alimentos, la vivienda, el empleo, y la justa
distribución de los ingresos. Deben adoptarse medidas
eficaces para lograr que la mujer participe activamente
en el proceso de desarrollo. Deben hacerse reformas
económicas y sociales adecuadas con objeto de erradi-
car todas las injusticias sociales.

2. Los Estados deben alentar la participación popular en
todas las esferas como factor importante para el desa-
rrollo y para la plena realización de todos los derechos
humanos.”

En conclusión, las declaraciones de derechos humanos que
dentro de su contenido incluyen el derecho a la alimenta-
ción, establecen una amplia gama de asuntos que giran al-
rededor de él. El primero es el derecho de todos los seres
humanos a satisfacer sus necesidades alimentarias, in-
cluida una nutrición adecuada, vestido, alimentación y
vivienda; derecho que se enfatiza especialmente para los
sectores vulnerables, entre los cuales se menciona específi-
camente a los niños y las mujeres; otro es que el derecho
no puede suspenderse ni en estados de emergencia o situa-
ciones de guerra. Remitiéndonos a lo dispuesto en las de-
claraciones que ya hemos comentado, se podría afirmar
que esas medidas pueden ser: legislativas, a fin de homo-
logar el derecho interno con el internacional, recono-
ciendo el derecho a la alimentación como derecho fun-
damental.

Asimismo, la propia Carta Magna determina qué; “deben
aplicarse aún en contra de otras disposiciones jurídicas
contrarias a ellos que pudieran existir en las leyes u
otras disposiciones jurídicas.”

En 1966 la Organización de las Naciones Unidas aprobó el
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, primer documento vinculante de derecho inter-
nacional donde se regula el derecho a la alimentación y a
la fecha el más importante de estos, artículo 11;

“Artículo 11

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado pa-
ra sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vi-
vienda adecuados, y a una mejora continua de las con-
diciones de existencia. Los Estados Partes tomarán
medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este
derecho, reconociendo a este efecto la importancia esen-
cial de la cooperación internacional fundada en el libre
consentimiento.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconocien-
do el derecho fundamental de toda persona a estar pro-
tegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y
mediante la cooperación internacional, las medidas, in-
cluidos los programas concretos, que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y
distribución de alimentos mediante la plena utilización
de los conocimientos técnicos y científicos, la divulga-
ción de principios sobre nutrición y el perfeccionamien-
to o la reforma de los regímenes agrarios de modo que
se logren la explotación y la utilización más eficaces de
las riquezas naturales;”

La Convención de Viena Sobre el Derecho de los Tratados,
en su artículo 26 prescribe que;

“Pacta sunt servanda”. Todo tratado en vigor obliga a
las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe.”

Los artículos 2 y 3 del Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, establecen las obliga-
ciones de los Estados;

“Artículo 2

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto
se compromete a adoptar medidas, tanto por separado
como mediante la asistencia y la cooperación interna-
cionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el
máximo de los recursos de que disponga, para lograr
progresivamente, por todos los medios apropiados, in-
clusive en particular la adopción de medidas legislati-
vas, la plena efectividad de los derechos aquí reconoci-
dos.
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Artículo 3

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprome-
ten a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título
a gozar de todos los derechos económicos, sociales y
culturales enunciados en el presente Pacto.”

Como puede verse, el pacto es enfático tanto en el derecho
fundamental de las personas a la “alimentación”, como en
la obligación de los Estados que lo han firmado a garanti-
zarla. En el primer caso el derecho es universal y se ex-
tiende a toda persona por el solo hecho de serlo; además de
tener como finalidad que todos podamos alcanzar un nivel
de vida adecuado, por lo cual, junto con la vivienda y el
vestido, se convierte en elemento condicionante de ésta.
No puede existir un nivel de vida adecuado sin alimenta-
ción vivienda y vestido.

Otro tratado que regula el derecho a la alimentación es la
Convención sobre los Derechos de los Niños. A diferencia
de los anteriores, éste no es general ni para situaciones es-
peciales, sino dirigido a un sector de la población, vulnera-
ble por la situación física y social de los titulares de los de-
rechos. De la misma manera, el artículo 4 y numeral 4 del
artículo 27 establece como sujetos obligados a los Estados,
prescribiendo que;

“Artículo 4

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas admi-
nistrativas, legislativas y de otra índole para dar efecti-
vidad a los derechos reconocidos en la presente Con-
vención. En lo que respecta a los derechos económicos,
sociales y culturales, los Estadas Partes adoptarán esas
medidas hasta el máximo de los recursos de que dis-
pongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la
cooperación internacional.

Artículo 27

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia
por parte de los padres u otras personas que tengan la
responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en
el Estado Parte como si viven en el extranjero. En parti-
cular, cuando la persona que tenga la responsabilidad fi-
nanciera por el niño resida en un Estado diferente de
aquel en que resida el niño, los Estados Partes promo-
verán la adhesión a los convenios internacionales o la

concertación de dichos convenios, así como la concerta-
ción de cualesquiera otros arreglos apropiados.”

En el plano regional de América Latina, el documento de
derecho internacional que contempla dentro de sus disposi-
ciones el derecho a la alimentación es el “Protocolo Adi-
cional a la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos”, que en su artículo 12, denominado ‘Derecho a la
alimentación’, expresa:

“Artículo 12

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada
que le asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel
de desarrollo físico, emocional e intelectual.

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erra-
dicar la desnutrición, los Estados partes se comprome-
ten a perfeccionar los métodos de producción, aprovi-
sionamiento y distribución de alimentos, para lo cual se
comprometen a promover una mayor cooperación inter-
nacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la
materia.”

Los tratados internacionales que regulan el derecho a la
“alimentación” en gran medida recogen el contenido de las
declaraciones sobre la materia. Hay que decir, no obstante,
que el derecho a la alimentación se regula como un dere-
cho social, imponiendo obligaciones positivas, de hacer, a
los Estados. Hay que insistir en que dado que el artículo
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos permite que los tratados formen parte del derecho
mexicano, los derechos de los ciudadanos y las obligacio-
nes de los estados en el ámbito internacional, también lo
son en el orden interno.

Ahora a nivel nacional respecto a este tema se señala lo si-
guiente;

El derecho interno mexicano no ha avanzado mucho para
garantizar el derecho a la alimentación, a pesar de los
compromisos internacionales del Estado para hacerlo.
Las disposiciones jurídicas internas sobre la materia no se
han homologado a las disposiciones internacionales. La in-
corporación de las disposiciones legislativas sobre el de-
recho a la alimentación en el derecho mexicano ha sido
tardía y restringida respecto a esos compromisos interna-
cionales.



Por eso mismo el derecho a la alimentación debería estar
claramente garantizado al menos en los términos del dere-
cho internacional, igual que los mecanismos para exigirlo
y la institucionalidad que lo hiciera posible.

En el mes de abril del año 2000 se reformó la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos para incluir en
su artículo 4 referencias al derecho a la alimentación, mis-
mas que se ubican en sus párrafos tercero, noveno y déci-
mo primero, que establecen lo siguiente:

“3. Toda persona tiene derecho a la alimentación nutri-
tiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.

9. En todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos.
Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de
sus necesidades de alimentación, salud, educación y sa-
no esparcimiento para su desarrollo integral. Este prin-
cipio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y
evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

11. El Estado otorgará facilidades a los particulares pa-
ra que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la
niñez.”

Si bien, es de nuestro conocimiento, que los derechos de
los ‘niños’ y los de los ‘hijos’ son diferentes no sólo en los
titulares, sino en el derecho mismo y en los sujetos obliga-
dos, situaciones que en la disposición constitucional se
confunden como si fueran la misma cosa. El Estado está
obligado a cumplir con esa responsabilidad constitucional,
que se traduce en una prestación de hacer, esto es, proveer
lo necesario para propiciar el ejercicio pleno de los dere-
chos de la niñez y para con los hijos, así como otorgar las
medidas legislativas a los particulares para que coadyuven
al cumplimiento de tales derechos.

Como sabemos, los alimentos, como una prestación entre
particulares, se regulan en el derecho privado. De estas le-
yes, la más amplia, por obvias razones, es la del Código Ci-
vil y por la misma razón éste es el que con más amplitud
trata el tema, en su artículo 308 establece los elementos
que integran los alimentos, afirmando que; comprenden la
comida, el vestido, la habitación y la asistencia en caso de
enfermedad.

Como puede verse, el concepto de alimentos que recoge
nuestro Código Civil va más allá del de comida; constitu-

ye un elemento de tipo económico que permite al ser hu-
mano obtener su sustento en los aspectos físico y psíquico;
lo mismo que desarrollarse como persona. Es tan impor-
tante para la subsistencia de la persona que la Suprema
Corte de la Justicia de la Nación ha sostenido que los ali-
mentos son materia de orden público e interés social y por
ello en los juicios de amparo resulta improcedente conce-
der la suspensión contra el “pago de alimentos”, ya que ha-
cerlo impediría al acreedor alimentario recibir la protec-
ción necesaria para su subsistencia. Por esas mismas
razones, tampoco es posible aceptar que la obligación del
deudor alimentario sea cumplida parcialmente.

El Código Civil también establece, en sus artículos 303 y
304, la obligación de los padres de brindar alimentos a
los hijos y de los hijos para brindarlos a sus padres. En
este caso, la obligación nace de la filiación entre los acre-
edores y deudores alimentarios.

Es entonces, que el testador puede disponer de sus bienes
en todo, a título universal, o en parte, a título particular.
Puede ser que toda la herencia se distribuya en legados, en
este caso a los legatarios se les considerara herederos.

Por último, en el artículo 80 de la ley agraria, describe el
procedimiento para la venta de la parcela ejidal y dispone
que cuando el titular desee venderla lo podrá hacer toman-
do en cuenta que la esposa del ejidatario y los hijos de es-
te, tienen preferencia para comprarla y que gozaran de
treinta días para ejercer dicho derecho y en el caso de no
notificarles la venta podrá ser anulada. La reflexión que
motiva mi propuesta para modificar el presente artículo,
parte de la reflexión, de que si la ley permite la venta total
de la parcela, también se debe permitir vender una hectárea
o dos de acuerdo a la decisión personal de cada ejidatario,
los campesinos podrían vender 2 o 3 hectáreas, y no ten-
drían que quedarse totalmente desamparados vendiendo to-
do el terreno, que en muchas ocasiones por tratar de sol-
ventar los estudios de sus hijos venden toda la parcela
pudiendo vender solamente unas cuantas hectáreas de su
terreno o una parte de este, es aquí en donde la ley agraria
debe dar protección al patrimonio familiar de los ejidata-
rios, a que alude la ley, y la oportunidad de que puedan
continuar con su sustento de vida.

Este tipo de acontecimientos no pueden y no deben de se-
guir prevaleciendo en nuestra ley agraria, es necesario rea-
lizar las reformas que los pueblos ejidatarios necesitan y
demandan.
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Los tiempos han cambiado y no podemos seguir así, debe-
mos modificar nuestra visión y lo que antes era una pro-
tección en el patrimonio familiar de los ejidatarios del pa-
ís, hoy es un problema grave en el seno de sus familias de
los ejidatarios, ante tal situación nosotros como legislado-
res tenemos la gran tarea de realizar las reformas necesa-
rias para solucionar estos conflictos, ya que es uno de los
problemas al interior de los ejidos del país más trasceden-
tes en nuestra actualidad, y que han propiciado infinidad de
conflictos en las familias de nuestros campesinos enMéxi-
co.

Por las consideraciones anteriormente expuestas y funda-
das, propongo iniciativa con proyecto de;

Decreto

Único. Se reforma el párrafo primero del artículo 17, y se
reforma el primer párrafo y las fracciones I, II, III, IV y V
así como el último párrafo del artículo 18 y se reforma el
artículo 80, todos de la Ley Agraria, para quedar en los si-
guientes términos:

Artículo 17. El ejidatario tiene la facultad de designar a
quienes deban sucederle en sus derechos sobre la parcela
y en los demás inherentes a su calidad de ejidatario, para lo
cual bastará que el ejidatario formule una lista de sucesión
en la que consten los nombres de las personas y la forma
de como quedara repartida la unidad de dotación entre
los herederos designados por el ejidatario, el cual debe-
rá hacerse la adjudicación de acuerdo al porcentaje de
tierra que este haya designado para cada heredero de
los derechos agrarios a su fallecimiento que en ningún
caso podrá ser menor a cinco hectáreas.

...

Artículo 18. Cuando el ejidatario no haya hecho designa-
ción de sucesores, o cuando ninguno de los señalados en la
lista de herederos pueda heredar por imposibilidad material
o legal, los derechos agrarios se transmitirán de acuerdo
con las normas de la sucesión legítima teniendo derecho
a heredar:

I. Los descendientes;

II. Cónyuges;

III. Ascendientes

IV. Parientes colaterales dentro del cuarto grado y la
concubina o el concubinario

V. …

Los parientes que se hallaren en el mismo grado, here-
darán por partes iguales.

Artículo 80. Los ejidatarios podrán enajenar en todo o en
partes que en ningún caso podrá ser menor a cinco hec-
táreas, sus derechos parcelarios, a los descendientes,
cónyuges, ascendientes, parientes colaterales dentro del
cuarto grado y a la concubina o el concubinario, en su
caso, a personas de las que dependan económicamente
de él, a otros ejidatarios o avecindados del mismo nú-
cleo de población. 

Para la validez de la enajenación a que se refiere este
artículo bastara la manifestación de conformidad por
escrito de las partes ante dos testigos, ratificada ante
fedatario público y la notificación por escrito que se ha-
ga al Registro Agrario Nacional, el que deberáproceder
a inscribirla y expedir sin demora los nuevos certifica-
dos parcelarios, cancelando los anteriores. Por su par-
te, el comisariado ejidal deberá realizar la inscripción
correspondiente en el libro respectivo.

Se deberá realizar previamente la notificación por es-
crito a los descendientes, cónyuges, ascendientes, pa-
rientes colaterales dentro del cuarto grado y a la con-
cubina o el concubinario, quienes, gozarán del derecho
del tanto, el cual deberán ejercer dentro del término de
treinta días naturales contados a partir de la notifica-
ción a cuyo vencimiento caducará tal derecho. Será
aceptable para este efecto la renuncia expresada por es-
crito ante dos testigos e inscrita en el Registro Agrario
Nacional, y dar aviso por escrito al comisariado ejidal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1. www.sedatu.gob.mx

2. Artís Espriu, Gloria, Minifundio y fraccionamiento de la tierra ejidal
parcelada, Análisis, Estudios Agrarios.



3. Assennatto Blanco, Salvador y de León Mojarro, Pedro, Análisis, La
democracia interna en el ejido.

4. Gamboa Montejano, Claudia, “Artículo 27 Constitucional” Estudio
teórico doctrinal, de antecedentes, derecho comparado, e iniciativas
presentadas en la LXI Legislatura, enfocados al ámbito del Derecho
Agrario, 2012, Dirección General de Servicios de Documentación, In-
formación y Análisis, de la Cámara de Diputados.

5. Knowlton, Robert. J, El ejido mexicano en el siglo XIX, Wisconsin-
Stevens Point University.

6. Sotomayor Garza, Jesús, El nuevo derecho agrario en México, 2a.
edición, México, Porrúa, 2001.

7. Zúñiga Alegría, José G., La Revolución de 1910 y el mito del ejido
mexicano, Centenario de la Revolución, México, 2010.

Palacio Legislativo, Ciudad de México, DF, a 15 de enero de 2015.—
Diputado Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar (rúbrica).»

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Túr-
nese a la Comisión de Reforma Agraria, para dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL DE AGUAS

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Iniciati-
va que expide la Ley General de Aguas, a cargo de la dipu-
tada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRD

Aleida Alavez Ruiz, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática en la LXII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, 72 y 78 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, y 56 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, somete a considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de decreto, por el que se crea la Ley General de Aguas, con
base en el siguiente

Planteamiento del problema

El presente proyecto representa una propuesta desde la ciu-
dadanía de una Ley General de Aguas que sentaría “las ba-
ses, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo

y sustentable de los recursos hídricos, estableciendo la par-
ticipación de la Federación, las entidades federativas y los
municipios así como la participación de la ciudadanía”.

El mandato constitucional que asegura la participación ciu-
dadana es un factor necesario en este momento de profun-
da crisis hídrica, social y ambiental en el país. Esta pro-
puesta ciudadana es muestra de la capacidad de los
ciudadanos de asumir las responsabilidades previstas en
esta innovadora reforma.

A partir del reconocimiento constitucional del derecho hu-
mano al agua y saneamiento el 8 febrero 2012, más de 420
investigadores e integrantes de organizaciones civiles,
aglutinados en torno al congreso Ciudadanos y la susten-
tabilidad del agua en México, convocado por la Red Te-
mática del Agua del Conacyt, formaron diez mesas para
diagnosticar las raíces de la creciente crisis hídrico-am-
biental y diseñar una ley capaz de encaminar el país hacia
la sustentabilidad, la equidad y la seguridad hídricas a tra-
vés de un inmenso esfuerzo colaborativo y voluntario.

Cada tema requirió diálogos profundos entre disciplinas y
entre regiones, para diagnosticar la actual crisis, y encon-
trar solución:

Especialistas en hidrogeología explicaron que la extracción
intensiva de aguas subterráneas de profundidades cada vez
mayores está alterando irrevocablemente los sistemas de
flujos profundos de aguas milenarias, afectando las aguas
y ecosistemas por cientos de kilómetros a su alrededor. Se-
ñalaron que la Conagua ha otorgado concesiones en exce-
so a sus propias estimaciones de disponibilidad, en 103
“acuíferos” del país, de los cuales dependen 33 por ciento
de la población urbana.

Los investigadores de la región norte sonaron la alarma en
cuanto a las graves consecuencias del consumo de aguas
“fósiles” con niveles peligrosos de metales pesados en ciu-
dades como Chihuahua y Aguascalientes. Advirtieron, ade-
más, que la nueva práctica de fracturación hidráulica des-
truye y contamina estos flujos, poniendo en riesgo el
derecho al agua de las actuales y futuras generaciones en
vastas regiones alrededor.

Especialistas en hidrología y manejo de cuencas demostra-
ron que las gigantescas “regiones hidrológico-administrati-
vas” de la Conagua favorecían una énfasis en costosos y
dañinos presas y trasvases sobre soluciones locales más
efectivos y eficientes. Señalaron que la política de presas
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para la generación eléctrica, operadas por particulares, ha
generado un enorme exceso de capacidad. Dejando un so-
lo río libre en el país, San Pedro Mezquital, ahora amena-
zada, el bloqueo de los ríos provoca desequilibrios que, a
la larga, aumentan la desertificación y la vulnerabilidad a
inundaciones.

Especialistas en energéticos señalaron que la dependencia
en obras intensivas en energía para la provisión de agua
(pozos profundos, desalinizadores, trasvases), y en tecno-
logías intensivas en agua para la provisión de energía (ter-
moeléctricas, fracturación hidráulica, presas), está resul-
tando en un proceso acelerado de agotamiento ambiental.

Expertos en contaminantes industriales y agrícolas docu-
mentaron el impacto devastador de una normatividad basa-
da en el pago de derechos por contaminar y en el estable-
cimiento de “límites permisibles” de un ínfimo número de
contaminantes, sin dedicar los recursos necesarios para
realizar inspecciones, las cuales, en todo caso, requieren de
aviso previo.

Expertos en riego, uso del agua que ocupa 77 por ciento del
volumen concesionado, señalaron que se desperdicia 60
por ciento del recurso en ruta a la parcela, principalmente
para irrigar cultivos altamente demandantes de agua en ple-
no desierto, para su exportación, sin crear programas para
aprovechar la abundancia hídrica en el sur del país.

Por su parte, investigadores y organizaciones demostraron
que el agua en los sistemas municipales o metropolitanos
es distribuida según criterios económicos y políticos, y sus
finanzas de estos sistemas son manejadas sin eficacia ni
transparencia. Desde Puebla, Saltillo y el Distrito Federal,
se presentó amplia documentación del abuso de los usua-
rios en colonias populares cuando estos sistemas se hayan
privatizado.

Empresarios industriales y agrícolas se unieron al proceso,
preocupados por el solapamiento por parte de la Conagua
de las empresas contaminantes y las que extraen agua en
exceso a sus concesiones –lo cual resulta en una compe-
tencia desleal que penaliza las empresas que buscan respe-
tar la normativa.

Todos reportaron que la falta de acceso a información ve-
rídica y bien organizada no permite comprender cabalmen-
te el tamaño de la crisis que vive el país. No existe infor-
mación sistemática en torno a: la calidad del agua

“potable”; el impacto en la salud del sin fin de contami-
nantes descargados en aguas nacionales; la proporción de
la población que depende de pipas o el tandeo; el daño que
se ha hecho a los frágiles sistemas acuíferos; la vulnerabi-
lidad de la población por causa de las 112 presas que la Co-
nagua ha identificado con declarado en estado de alto ries-
go.

La conclusión desde todas las mesas fue que la Comisión
Nacional del Agua, autoridad única sin contrapesos, res-
ponsable por el manejo sustentable de las aguas nacionales
desde 1989, ha sido extremadamente vulnerable a presio-
nes por parte de intereses: agroexportadores, empresas mi-
neras, inmobiliarias, embotelladoras, industrias contami-
nantes, empresas mineras e inversionistas en megaobras
hidráulicas.

A escalas estatal y municipal se repite es esquema –se pro-
mueve la urbanización de zonas de recarga y planicies de
inundación y se construyen plantas de tratamiento inopera-
bles; se distribuye agua según criterios políticos o econó-
micos, sin eficacia ni transparencia en el uso de recursos
públicos, y se concesionan los sistemas a empresas extran-
jeras que han sido descalificadas en sus propias países (co-
mo resultado de masivos abusos revelados vía una audito-
ría, el gobierno de París terminó sus contratos con Veolia y
Suez, concesionarios actuales del Sistema de Agua de la
Ciudad de México y Suez es socio del arreglo público-pri-
vado en Saltillo).

Reconociendo la necesidad de un re-diseño institucional,
se generaron las propuestas a través de un Encuentro Na-
cional que sistematizó décadas de experiencia de participa-
ción ciudadana en el manejo de micro y subcuencas (vía el
artículo 13 Bis de la LAN) y en el manejo comunitario de
sistemas de agua (bajo la ley estatal de Chiapas, y por usos
y costumbres en zonas marginadas). A su vez, las organi-
zaciones con experiencia en defensa hídrico-ambiental
aportaron sus propuestas para el diseño de nuevas instan-
cias e instrumentos que permitirían cumplir la normativi-
dad internacional y suplir las debilidades del marco legal
actual.

Se requería sentar las bases para la transición desde un mo-
delo basado en la sobreextracción, trasvase y contamina-
ción del recurso, hacia un modelo basado en el aprovecha-
miento óptimo del agua dentro de los límites de las cuencas
y acuíferos –lo cual implica la restauración de cuerpos de
agua y ecosistemas.



Esto a su vez, nos lleva a reconocer el papel vital de los
pueblos indígenas, originarios, desde cuyos territorios se
dan origen la mayor parte de las aguas superficiales del pa-
ís. El respeto de sus derechos y formas de gobierno del
agua y territorio representa la piedra de toque para el buen
manejo de las cuencas.

En todo el proceso de diseño ha implicado dos Congresos
Ciudadanos Nacionales; más de 60 talleres y reuniones de
trabajo en 26 estados; cuatro sesiones de trabajo con la Co-
misión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de Diputa-
dos, y un foro realizado en el Senado de la República.

El producto, técnica, fundamentada y ampliamente cons-
truido, obliga el cumplimiento con planes consensados;
fortalece el potencial de las comunidades y los ciudadanos;
fija obligaciones para funcionarios con consecuencias in-
mediatas en caso de incumplimiento; y permite cancelar
proyectos dañinos que pudieran resultar de autorizaciones
irregulares.

Esta fuerza exhaustiva nos ha permitido comprender cuál
es la ley que México necesita, y nos comprometemos a se-
guir trabajando hasta lograrla.

Argumentación

Disposiciones preliminares

El proyecto cuenta con un título primero, de disposiciones
preliminares, donde se establecen las metas de sustentabi-
lidad y equidad que se requiere lograr en el país. Se defi-
nen los conceptos claves del modelo de gestión planificada
y participativa de cuencas y de sistemas comunitarios y
municipales.

Se explican los principios que sustentan este proyecto de
ley, retomados de recientes instrumentos de derechos hu-
manos, planeación ambiental y transparencia a nivel inter-
nacional, incluyendo el principio pro persona pro naturale-
za; los principios de la precaución y la prevención; la
subidiareidad; la sustitución; la proporcionalidad; la inter-
culturalidad y la no discriminación; la relación integral en-
tre comunidades, sus tierras y aguas; la restauración; la su-
ficiencia presupuestal; la exigibilidad y la justiciabilidad.

Responsabilidades gubernamentales

El título segundo describe los órganos de la administración
pública y ciudadana del agua. Propone mecanismos demo-

cráticos y participativos desde el nivel local hasta el nivel
nacional para la elaboración de los planes requeridos para
transitar hacia la sustentabilidad, la equidad y la seguridad
hídricas, así constituyendo un sistema de corresponsabili-
dad basado en el diálogo y la reflexión colectiva para reo-
rientar la gestión de las aguas en el territorio nacional.

En este esquema, cada nivel de gobierno tiene responsabi-
lidades específicas para la ejecución de los planes consen-
sados. El Poder Ejecutivo federal tiene la responsabilidad
de nombrar el director general de la Comisión Nacional de
Aguas de una terna elegida por el Consejo Nacional de
Cuencas. Tiene la obligación de reducir y reorientar los vo-
lúmenes de aguas nacionales concesionadas, según las re-
soluciones de los respectivos Consejos de Cuenca, hasta
restaurar el equilibrio en cada cuenca. Tendrá que vigilar y
garantizar que los concesionarios reduzcan los contami-
nantes descargados hasta eliminarlos.

Las autoridades estatales tendrán la obligación de asegurar
que sus planes de desarrollo urbano sean congruentes con
los lineamientos de los Planes Rectores de Cuenca corres-
pondientes. Tendrán la obligación de no autorizar nuevos
proyectos de urbanización en Áreas de Importancia Hídri-
ca ni en cuencas en extremo estrés hídrico (donde hay hun-
dimientos, grietas, descenso en los niveles estáticos de los
pozos, contaminación de aguas superficiales o subterráne-
as, inundaciones crónicas o sectores de la población sin ac-
ceso al vital recurso).

Las autoridades municipales tendrán la obligación de no
permitir la autorización de cambios de uso del suelo a uso
urbano en Áreas de Importancia Hídrica, y de solo emitir
licencias de construcción para proyectos en donde se cum-
ple con un reglamento municipal para la gestión de aguas
pluviales.

Instancias de cogestión ciudadano-gubernamental de
cuencas

En cumplimiento de la reforma de artículo 4o. constitucio-
nal, se propone un modelo de cogestión participativo y de-
mocrático sustentado en la organización social por cuen-
cas. Esta unidad hidroterritorial básica permitirá la
articulación de los dos ejes principales de este modelo: lo
social y lo natural, a través de los cuales se estructurará la
planeación y cogestión participativa del agua y territorio.

El diseño institucional aquí presentado plantea cambios
importantes pero impostergables para poder enfrentar la
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grave crisis de calidad de agua que hoy en día representa la
primera causa de muerte de niños mayores de 1 año y me-
nores de 5 años, así como la de disponibilidad de los más
de 11 millones de personas que no cuentan con acceso al
agua potable y más de 39 millones de personas que no
cuentan con un sistema de recolección de aguas residuales
en sus hogares.

La cuenca que contiene al sistema hídrico, entendido como
la interacción entre aguas superficiales y subterráneas,
constituye el soporte físico-espacial en el que se tejen las
relaciones sociales que determinan las formas de gestión
jurídica de los elementos naturales en general y del sistema
hídrico en particular.

A partir del conocimiento científico de su funcionamiento,
complementado con los saberes locales, y a través de un
ejercicio de planeación-acción participativa de la sociedad
organizada en corresponsabilidad con el Estado mexicano,
se lograrán hacer efectivos los derechos humanos al agua y
saneamiento, a la alimentación y a un ambiente adecuado,
reconocidos en la Constitución e interrelacionados, por
medio precisamente de la participación ciudadana en torno
al agua, de mejores prácticas productivas y de la restaura-
ción de los ecosistemas asociados.

Para estructurar y articular el funcionamiento de este mo-
delo de cogestión-planeación por cuencas, se considerará
como base la división o gradación en microcuencas y sub-
cuencas. Cada uno de estos niveles contará con un orga-
nismo (comités de microcuenca, comisiones de subcuenca
y consejos de cuenca) y esquema de gestión acorde con sus
condiciones, necesidades y dinámicas propias, siempre en
concordancia con los objetivos y estrategias generales de-
finidos por el Consejo Nacional de Cuencas, el cual cons-
tituye el máximo órgano de participación social en materia
hídrica.

La participación ciudadana es medular en la planeación del
uso, manejo, administración, ejecución, seguimiento y san-
ción de los procesos del agua y del ordenamiento territo-
rial. Por ello los consejos de cuenca, comisiones de sub-
cuenca y comités de microcuenca estarán integrados
preponderantemente por ciudadanos-comunidades (más de
50 por ciento del total de las representaciones por cada ni-
vel). En el caso del primer nivel, la microcuenca, la elec-
ción de los representantes sociales se hará a partir de su
nominación por parte de algún grupo-organización social
vinculado directamente con o afectado por la gestión del

agua y territorio. Su elección será democrática y represen-
tativa de un amplio sector, grupo o colectivo social y su
participación en las instancias de cogestión, dentro de las
cuales tendrán voz y voto, corresponderán al mandato del
grupo o comunidad que los eligió como representantes.

La conformación ciudadana de los consejos de cuenca se
hará con consejeros elegidos como representantes en las
comisiones de subcuenca, las cuáles a su vez, estarán inte-
gradas por ciudadanos provenientes de ejidos y comunida-
des rurales e indígenas electos y designados por los comi-
tés de microcuenca. Para garantizar una participación
equitativa y amplia en la cuenca, se procurará siempre la
representación ciudadana-comunitaria abarcando todo su
territorio y en especial las zonas vinculadas directamente
con el funcionamiento del sistema hídrico (superficial y
subterráneo) y con los ecosistemas asociados, en este sen-
tido se garantizará la participación de habitantes de la
cuenca alta y baja, de zonas metropolitanas y de asenta-
mientos rurales, de zonas sufriendo de conflictos hidroam-
bientales (por usos, derechos, administración, riesgo, afec-
tación, contaminación, déficit de agua, entre otros).

La inserción de investigadores académicos especialistas en
planeación hidroterritorial y ambiental es una parte funda-
mental de este modelo de gestión participativo y ciudada-
nizado. Los especialistas en estos temas procedentes de
universidades, institutos y otros centros de educación su-
perior formarán parte de la Gerencia Técnica-Operativa de
los consejos de cuenca. Su inserción será propuesta por los
comités o comisiones de cuenca y será autorizada por el
Consejo de Cuenca.

Sus funciones principales serán: asesorar y apoyar técnica-
mente la elaboración de los planes rectores y programas
anuales y ponerlos en operación. También participarán en
la construcción y manejo del Sistema de Información y
Monitoreo de Aguas y Cuencas en coordinación con la Co-
misión Nacional del Agua, pero con autonomía con res-
pecto a ésta y cualquier otro órgano de gobierno.

La participación comunitaria y ciudadana en los siste-
mas de agua y saneamiento

A escala municipal, los cuatro tipos de organismos de agua
potable y sistemas de saneamiento propuestos por el artí-
culo 21 de este proyecto: 1. juntas municipales; 2. organis-
mos operadores cogestionados; 3. sistemas comunitarios; y
4. organismos cogestionados intermunicipales deberán a)



garantizar el cumplimiento con el derecho humano al agua
y al saneamiento para todos los habitantes de los munici-
pios respectivos, mediante el acceso equitativo y de calidad
al recurso; b) asegurar la colección, tratamiento y reúso o
retorno a la cuenca con calidad- de las aguas residuales de
origen doméstico y de servicios públicos que se generan en
el municipio; y c) instaurar estrategias para conservación y
ahorro del recurso.

A fin de garantizar la participación activa y oportuna que
corresponde a la ciudadanía informada y corresponsable en
los consejos de los organismos municipales mencionados
en el párrafo anterior, éstos deberán estar constituidos, co-
mo mínimo, por 50 por ciento de ciudadanos, los cuales de-
berán cumplir con las características de experiencia, capa-
cidad y neutralidad.

Respeto por las formas de gobierno de las aguas de los
pueblos indígenas

Aunado a lo anterior, algunos tratados internacionales fir-
mados y ratificados por México, salvaguardan los derechos
de los pueblos indígenas sobre su territorio, el derecho a
definir sus propios estilos de vida y desarrollo, así como el
derecho a la consulta previa, libre e informada respecto de
todas aquellas decisiones que pudieran afectarlos.

Por ello, esta propuesta ciudadana de ley, partiendo tanto
desde un enfoque jurídico como técnico, plantea que todas
las instancias ciudadanizadas para la planeación y gestión
del agua, deben operar en el marco del respeto irrestricto a
los derechos de las comunidades en cuyos territorios se
producen las aguas. De forma particular, reconoce a los co-
mités de microcuenca como autoridad técnica, normativa y
de planeación, instancia en la que deben estar representa-
dos los pueblos y comunidades indígenas, así como otras
comunidades rurales propietarias o poseedoras legítimas
de los predios agrícolas y forestales dentro de esta unidad
hídrico-territorial.

En el mismo sentido, por primera vez se reconoce perso-
nalidad jurídica a los sistemas comunitarios de agua pota-
ble y saneamiento, que históricamente se han hecho car-
go del servicio en la mayoría de localidades del país; con
esta medida se les da certeza jurídica y la posibilidad de
acceder a recursos públicos para mejorar la prestación a
su cargo.

Instrumentos de planeación

Agenda nacional y Estrategia Nacional para la Susten-
tabilidad, la Equidad y la Seguridad Hídricas

El título tercero trata sobre la planeación y gestión hídrica
para la sustentabilidad, equidad y seguridad hídricas. En el
centro de este proceso de transición es el Agenda Nacional,
que establece las metas a ser logradas en todo el país en un
periodo de quince años: la restauración de ecosistemas; ac-
ceso a agua de calidad para todas y todos; agua para la se-
guridad alimentaria; eliminación progresiva de la contami-
nación, de la degradación de cuencas y acuíferos; la
disminución de vulnerabilidad a sequías e inundaciones; la
superación de la impunidad hídrico-ambiental.

Planes rectores

Se busca lograr estas metas a través de Planes Rectores
consensados y vinculantes, con las políticas, programas y
acciones requeridas para cumplir con las metas del Agenda
Nacional en cada cuenca. Sus componentes incluirán: De-
limitación de Áreas de Importancia Hídrica, Plan para re-
ducir la sobreextracción del agua; Plan para reducir la vul-
nerabilidad a inundaciones (o en su caso sequías); Plan
para la Seguridad Hídrico-Alimentaria; Planes Municipa-
les para el Acceso Equitativo y Sustentable al Agua.

Dado que el agua es considerada como “derecho llave”, se-
rá obligatorio respetar sus lineamientos en los demás ins-
trumentos de planeación territorial, urbano y ambiental.

La necesidad de un plan rector se explica en tanto que el
agua es un recurso utilizado por muchos actores en el terri-
torio, a lo largo del cual se alteran las condiciones de cali-
dad, cantidad y variabilidad, de tal forma que los usos del
agua van generando impactos acumulativos en su recorri-
do, afectando a otros actores que se encuentran río abajo.

Para entender y gestionar el agua es necesario identificar a
estos actores, sus usos, externalidades y determinar el im-
pacto acumulativo que los contaminantes, nutrientes, ener-
gía puede generar en la parte de abajo. De ahí la necesidad
de usar a la cuenca como unidad de gestión.

Para poder planear los usos, umbrales, externalidades y
responsabilidades es necesario que estos actores dialoguen,
lleguen a consensos evaluar los riesgos y escenarios posi-
bles; y sobretodo se construya una visión común de cómo
mantener la funcionalidad de la cuenca. Esto se logra me-
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diante una planeación por cuenca, que halla su consistencia
última en un plan rector.

Ante escenarios de incremento en la demanda de agua y ci-
clos hidrológicos cada vez menos predecibles debido al
cambio climático, se ha vuelto más complejo y urgente lo-
grar una buena gestión de nuestras fuentes de agua, lo que
conlleva una planeación de las actividades productivas y
económicas. De allí la importancia de construir planes rec-
tores que guíen el desarrollo económico y el crecimiento de
las ciudades sin detrimento de los ecosistemas terrestres e
impulsando la participación y la equidad social.

Las cuencas sanas, además de ser el territorio de quienes se
organizan, viven y trabajan allí, permiten mejorar la dispo-
nibilidad de agua, respondiendo con esto al deber jurídico
del Estado mexicano de garantizar el derecho humano al
agua y al saneamiento; regular el flujo hidrológico y dis-
minuir inundaciones por eventos hidrometeorológicos ex-
tremos, y crear mejores condiciones para la adaptación
frente a sequías ocasionadas por el cambio climático.

Pero este nuevo paradigma también requiere de una nueva
gestión del agua que transite de un modelo extractivo a uno
sustentable, lo cual implica cambiar la lógica de uso del
agua para priorizar las necesidades humanas básicas antes
que las industrial-extractivas, identificando e internalizan-
do los impactos sobre el agua que cada actividad genera y
reconociendo las interrelaciones que éstas mantienen en el
territorio.

Se requiere una nueva institucionalidad que respete a las
organizaciones comunitarias, y espacios de participación
social desde el nivel de barrio urbano o comunidad rural,
de subcuencas y de cuencas. El enfoque de cuenca permi-
tirá superar las actuales descoordinaciones sectoriales y en-
tre gobiernos municipales. Además, este enfoque ofrece la
oportunidad de acciones conjuntas entre gobierno y socie-
dad civil para elaborar e implementar soluciones eficientes,
equitativas y sostenibles a los problemas hídricos y de de-
sarrollo; de cuenca arriba hacia cuenca abajo en el sentido
geográfico y, de abajo hacia arriba en el sentido socio am-
biental, buscando resolver la mayoría de los problemas a
nivel local.

El proyecto establece el deber de todos los órdenes de go-
bierno en el sentido de ejecutar las obras aprobadas en los
planes rectores de su competencia, según la calendariza-
ción establecida por el Consejo Nacional de Cuencas, en
coordinación con los consejos de cuenca.

Fondo Nacional por el Derecho Humano al Agua y Sa-
neamiento

Este último se integrará para reunir recursos con la finali-
dad de financiar proyectos realizados y administrados por
sistemas autogestivos o por grupos comunitarios, escuelas,
o cualquier otro en zonas marginadas sin acceso a estos de-
rechos, tanto de colecta, almacenamiento, filtración o puri-
ficación y distribución del agua, como sistemas apropiados
de saneamiento que utilicen tecnologías apropiadas a las
condiciones físicas y culturales del lugar.

Dicho fondo se formará a partir de un presupuesto asigna-
do anualmente por el Congreso de la Unión; 75 por ciento
de las ganancias obtenidas por particulares a los cuales se
hayan concesionado obras de infraestructura hidráulica, y
los recursos provenientes del pago de derechos, tarifas,
multas, subejercicios presupuestales y cualquier otro rela-
cionado con la administración y gestión del agua.

Los consejos de cuenca solicitarán recursos del Fondo al
Ejecutivo Federal, de acuerdo con las necesidades que ha-
yan identificado y planteado con los planes de saneamien-
to y recuperación de la calidad del agua.

Como la mayoría de la población que aún no cuenta con el
acceso al agua así como de un baño digno que no ponga en
riesgo su salud, se encuentra en las zonas rurales , en áreas
generalmente alejadas de la cabecera municipal, este fondo
auditable sería conformado por aportaciones de los conce-
sionarios de aguas nacionales con fines de lucro (incluyen-
do las concesiones de obras hidroeléctricas, petroquímicas
y de sistemas de agua y saneamiento concesionados a ter-
ceros bajo la Ley de Aguas Nacionales), y se emplearía pa-
ra el financiamiento directo a comunidades de proyectos
planeados , diseñados, construidos y operados con las co-
munidades, es decir proyectos participativos y autogesti-
vos, así como descentralizados técnicamente permitiendo
resolver el problema en las localidades con sus habitantes
y así responder a las necesidades y contextos locales y ase-
gurar su sustentabilidad . Este fondo serviría para lograr
acción inmediata y superar las prácticas discriminatorias
que han dejado fuera a tantos millones de personas del ac-
ceso a tan vitales servicios y lograr el acceso equitativo de
éstos, sin por ello disminuir las responsabilidades de los
tres órdenes de gobierno ni los presupuestos designados en
la cobertura de estos servicios.

En este acápite resulta muy relevante la propuesta de regu-
lación de la infraestructura hidráulica que estaría a cargo



preferentemente por los pueblos y comunidades indígenas,
los ejidos y comunidades rurales, las organizaciones de
productores o los gobiernos locales.

El presente proyecto busca también generar políticas dife-
renciadas pero congruentes para los diversos tipos de
aguas, como lo son: las superficiales, las subterráneas, las
marinas, las pluviales y las residuales.

Reorientación del sistema de concesiones a aguas na-
cionales

En materia de concesiones, punto neurálgico de la crisis hí-
drica que vive nuestro País, se propone, con sólidos funda-
mentos constitucionales, un cambio radical de criterios pa-
ra su otorgamiento que respondan al sentido del párrafo
sexto del artículo cuarto de la Carta Magna. Así, se dispo-
ne que en el otorgamiento y renovación de concesiones,
asignaciones y permisos se dará preferencia al acceso equi-
tativo al agua de calidad para consumo personal y domés-
tico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible,
respetando los volúmenes ecológicamente aprovechables y
que este mismo parámetro se aplicará también a los proce-
sos de revocación.

El proyecto impone al Estado deberes concretos y mesura-
bles en el ejercicio de del manejo de concesiones como el
consistente en asegurar que las concesiones, asignaciones y
permisos en materia de aguas estén fundamentadas en la
disponibilidad efectiva del recurso en las regiones y cuen-
cas hidrológicas que correspondan, e instaurar mecanismos
para mantener o restablecer el equilibrio hidrológico en las
cuencas hidrológicas del país y el de los ecosistemas vita-
les para el agua, incluida la revocación de los actos admi-
nistrativos emitidos.

De igual manera se rescata el concepto de “veda” como un
instrumento clave pero excepcional y con limitaciones
temporales, ello coadyuvará a la eliminación del uso exce-
sivo y contraproducente que actualmente se le ha otorgado.

Mención especial merece el tratamiento que se propone a
las aguas utilizadas por los pueblos indígenas así, el pro-
yecto reconoce el derecho al agua de los pueblos comuni-
dades indígenas sin la necesidad previa de asignación o
concesión y que estos administrarán las aguas superficia-
les, pluviales, residuales y sagradas como parte integral de
sus tierras según sus propias formas de gobierno.

En congruencia del presente proyecto con una visión inte-
gral de conservación de los elementos naturales y prioriza-
ción del respeto a los derecho humano se establece con to-
da claridad que no se otorgarán concesiones de aguas
nacionales para actividades de minería tóxica a cielo abier-
to, ni para procesos de fracturación hidráulica.

Prevención de la contaminación

En el mismo título se norma lo relativo a la prevención de
la contaminación de aguas y cuencas. Al respecto es prio-
ritario señalar que un alto porcentaje de las sustancias quí-
micas que se descargan a los cuerpos de agua nacionales y
a los sistemas de drenaje no son de origen natural, de tal
forma que son tóxicas para los seres vivos, animales y ve-
getales, incluido el hombre.

Los efectos tóxicos tienen un amplio rango de manifesta-
ciones en intensidad, desde irritación de la piel y mucosas
hasta la muerte, y en tiempo: efectos agudos con dosis ele-
vadas, y efectos crónicos con dosis bajas, pero diarias.

El efecto crónico mejor conocido por la población es el
cáncer, pero otros efectos son igualmente severos, incapa-
citantes y costosos para las familias y la sociedad, como:
asma, alteraciones del desarrollo neuromuscular, retraso en
el desarrollo cognitivo, teratogénesis (malformaciones
congénitas), mutaciones heredables, diabetes, Alzheimer,
Parkinson, enfermedad renal, padecimientos cardiovascu-
lares, e infertilidad.

La contaminación de las fuentes de agua y de los cuerpos
de agua deteriora la calidad de otras matrices ambientales
relacionadas: aire por evaporación de compuestos, suelo
por difusión, por inundación o por riego con agua conta-
minada, y mantos freáticos por filtración y lixiviación. La
contaminación del suelo, junto con la del agua en campos
agrícolas lleva a la incorporación de los tóxicos en la cade-
na alimentaria del ser humano.

Existe suficiente conocimiento científico sobre la toxicidad
y la peligrosidad de más del 90 por ciento de los contami-
nantes que han sido identificados en los ríos y lagos mexi-
canos, aportada por organismos internacionales especiali-
zados en la materia, dependientes de la Organización de las
Naciones Unidas, así como organismos de Estados Unidos
de América, Canadá, Japón y la Unión Europea y laborato-
rios de investigación en todo el mundo, incluido México,
de tal forma que las industrias de transformación, talleres,
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industrias extractivas, que arrojan esos tóxicos a los ríos,
lagos y mares, así como los municipios que lo permiten, es-
tán actuando con negligencia culposa, ya que la ignorancia
de los efectos de estos compuestos y de las recomendacio-
nes que establecen la forma de manejarlos, usarlos y dis-
poner de ellos no los excusa de la responsabilidad de sus
actos.

La responsabilidad es aún mayor al no mantenerse al tanto
de las nuevas tecnologías que permiten la recuperación
efectiva del agua, al mismo tiempo que se recuperan los
metales pesados y se eliminan los tóxicos.

México ha firmado acuerdos internacionales en los que se
ha comprometido a proteger el ambiente y la salud me-
diante una gestión adecuada de los compuestos químicos.
En la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sustentable de
2002 en Johannesburgo, los gobiernos estuvieron de acuer-
do en “usar y producir las sustancias químicas de manera
que no conduzca a la generación de efectos adversos signi-
ficativos en la salud humana y el ambiente” y fijaron la fe-
cha de 2020 para alcanzar dicha meta.

Con relación a lo anterior la propuesta dispone que las em-
presas agrícolas e industriales trabajen activamente en la
sustitución de materias primas, reactivos y demás com-
puestos altamente tóxicos o peligrosos para los seres vivos,
por otros que representen riesgos menores y que el trata-
miento del agua para su recuperación y reutilización sea
parte integral del proceso productivo de las industrias o del
proceso de extracción en las minas e industrias de perfora-
ción, ya sea que una sola planta de tratamiento dé servicio
a todo un corredor industrial o que cada industria tenga
una. Estas plantas de tratamiento deben tener una tecnolo-
gía que separe efectivamente los tóxicos y recupere un
agua de calidad suficiente para volver a ser usada por la
misma industria.

La economía de los derechos humanos asociados con el
agua

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales, del cual México es firmante, exige leyes y po-
líticas fiscales y presupuestales que garanticen “la aplica-
ción máxima de los recursos disponibles para el cumpli-
miento progresivo de los derechos humanos”, entre los
cuales el derecho al agua tiene un lugar fundamental.

Este proyecto de ley busca cumplir esta obligación interna-
cional, proponiendo en primer lugar, que el agua sea con-

siderada un bien común, de la nación, cuya gestión y ma-
nejo debe realizarse sin fines de lucro.

Se propone una política fiscal-presupuestal progresiva, en
la cual se pone fin a los subsidios invisibles disfrutados por
los que más beneficio económico disfrutan de su uso: ener-
gía subsidiada para pozos de agroexportadores, la realiza-
ción de servicios hídrico-ambientales, la falta de controles
sobre volúmenes extraídos y descargas contaminantes. Se
obligaría dedicar por lo menos 0.7 por ciento del producto
interno bruto, y 5 por ciento del Presupuesto de Egresos de
la Federación al sector agua, priorizando a su vez las in-
versiones requeridas para garantizar acceso al agua por
parte de las comunidades más marginadas.

Al amarrar los recursos públicos a la implementación de
los planes consensados, se eliminaría la discrecionalidad
en su uso. La Contraloría Social del Agua vigilaría contra
actos de corrupción en el sector, y presionaría para garan-
tizar que no interviniera criterios económicos, políticos o
de otras formas de discriminación en su ejercicio.

Se propone un dictamen de costo-beneficio socio-hídrico-
ambiental, para asegurar que las obras hidráulicas autori-
zadas sean las que implicarían un impacto más positivo a
lo largo de su vida útil.

La sustentabilidad económica del agua no implica que esta
se tenga que pagar con el mismo elemento, sino que se bus-
quen los recursos suficientes para que se garanticen los de-
rechos humanos vinculados al agua y saneamiento. Lo cual
significa que ese concepto no supone que el sistema finan-
ciero del agua tiene que ser un conjunto cerrado, sino a que
el ciclo tiene que ser sustentable en el ámbito general de las
finanzas públicas.

El presente proyecto está inscrito en una perspectiva de de-
rechos, por lo que las obligaciones y principios amplios de
universalidad, integralidad e interdependencia implican
que las prioridades del estado, para garantizar el bienestar,
se tienen que ponderar para darle prioridad a los derechos.
Y que los ingresos públicos justo deben servir para finan-
ciar el cumplimiento de éstos.

Medios de aplicación y cumplimiento

El título cuarto trata sobre los medios de aplicación y cum-
plimiento del proyecto, sobre el particular debe señalarse
que en los últimos veinte años han aumentado los casos de
emergencias ambientales y conflictos socioambientales, de



hecho, diversas investigaciones establecen la existencia de
más de 280 conflictos socioambientales en el país, de los
cuáles cerca de 80 por ciento de ellos tienen relación con el
uso, manejo y disponibilidad del agua. Sin embargo, en la
mayoría de las ocasiones los daños existentes en las cuen-
cas producto de los conflictos socioambientales, tanto en
los aspectos culturales –de identidad, sociales, de derechos
humanos y ambientales no se han frenado, ni mucho menos
revertido, ya sea por i) la generación de políticas públicas
económicas, de urbanización e industrialización generando
procesos de exclusión económica, territorial, social y de
acceso a la justicia; ii) la falta de transparencia y calidad en
la fundamentación técnico-científica de las evaluaciones
de impacto ambiental; y iii) la corrupción y el desdén o, in-
cluso, la represión de las iniciativas de la ciudadanía por
recuperar y hacerse de mejores condiciones de subsisten-
cia.

Ante este escenario, se considera que la inclusión de una
contraloría social del agua, como un organismo descon-
centrado y con autonomía financiera dentro del Consejo
Nacional de Cuencas permitiría erradicar la corrupción y la
impunidad en el ejercicio de la función pública. Que será
posible a partir de la participación organizada de la pobla-
ción, comunidades y ciudadanos afectados, que funjan co-
mo observadores en las reuniones oficiales de toma de de-
cisiones sobre el derecho humano al agua, con la vigilancia
de las instancias ciudadanas y comunitarias de gestión del
agua y a través de mantener actualizado un sistema nacio-
nal de derecho humano al agua que incluya una evaluación
anual de cumplimiento de los funcionarios públicos, que
incluya aspectos de sanciones o revocación de mandatos de
funcionarios que incumplan su trabajo.

Uno de los aspectos principales que disminuirían el actual
número de conflictos socio-ambientales es la posibilidad
de generar demandas de acción colectiva para cancelar pro-
yectos afectan las condiciones socioambientales de la
cuenca y pueden permitir mejorar condiciones de restaura-
ción socio-hídrico-ambiental. Para ello, se propone la exis-
tencia de una Procuraduría del Agua independiente que sea
la responsable de vigilar y sancionar las violaciones a la
normatividad y la defensoría socio-hídrico-ambiental que
pueda lograr la cancelación de las obras que tengan conce-
siones ilícitas o irregulares, además de establecer un fondo
del 5 por ciento de los derechos del agua para financiar ase-
soría legal para personas afectadas individuales y colecti-
vas o la restauración de daños. Pero principalmente el po-
der generar una instancia práctica de acercamiento social

que de atención a las problemáticas concretas regionales,
de cuenca y de comunidad.

Por otra parte, estamos convencidos de que los medios
sancionatorios tradicionales que privilegian el ejercicio pu-
nitivo del Estado a efecto de lograr el cumplimiento de la
ley, como lo son, la pormenorización de conductas castiga-
bles correlacionadas con un catálogo amplio de sanciones
y atribuciones inquisitivas del poder público, no han con-
seguido en el caso de nuestro país, los objetivos que persi-
guen. En particular, en la materia de los recursos naturales
dicha penalización más bien ha logrado generar espacios
de corrupción y chantaje en los agentes sociales y deterio-
ro de los elementos naturales. 

Por lo anterior el sistema sancionatorio garantista que se
propone asume los siguientes objetivos: 

1. Generar un discurso jurídico de aplicación y cumpli-
miento de la ley que privilegie la prevención, la media-
ción y, en general, los medios de solución de controver-
sias no adversariales.

2. Establecer las condiciones para que la autoridad pue-
da fijar, atendiendo a los casos concretos, con una ex-
haustiva argumentación y dentro de un margen muy am-
plio, cuales son las sanciones que proceden contra una
determinada conducta, siguiendo tan solo el criterio so-
bre si las misma atenta prioritariamente contra un dere-
cho constitucional o deriva de incumplimientos legales
o administrativos.

3. Instituir una técnica de tutela judicial ad hoc. Bajo el
principio ubi ius ibi remedium, es decir, donde hay de-
recho, hay acción jurisdiccional para su defensa.

4. Desarrollar medios de protección para los particula-
res que sean efectivos.

5. Proponer un medio de controversia de los gobernados
a través de una acción difusa que permita la vigilancia
del cumplimiento de la ley de manera oportuna, reduci-
da de formalismos y al alcance de cualquier persona sin
tener que demostrar que resulta afectada.

6. Conferir prioridad a la reparación del daño.

El proyecto se complementa con un grupo de artículos
transitorios que tiene por objeto resolver las materias que
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requerirán ciertos tiempos para su aplicación, así como
otorgar plazos perentorios a la elaboración de los instru-
mentos indispensables para el inicio de la plena vigencia de
la propuesta.

Fundamentación legal

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 78 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 55, fracción II, y 56 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, se somete a considera-
ción de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de

Decreto que crea la Ley General de Aguas

Artículo Único. Se expide la Ley General de Aguas, para
quedar como sigue:

Ley General de Aguas

Título Primero
Disposiciones Preliminares

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria de las dispo-
siciones constitucionales establecidas para garantizar el ac-
ceso, disposición y saneamiento de agua para consumo
personal y doméstico en forma suficiente, salubre, acepta-
ble y asequible, así como para definir las bases, apoyos y
modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable
de los recursos hídricos. Sus disposiciones son de orden
público e interés social, aplicables en todo el territorio na-
cional y tienen por objeto establecer las facultades de la Fe-
deración, las entidades federativas y los municipios, así co-
mo los espacios y mecanismos de participación ciudadana
para

I. Garantizar el derecho humano al agua y saneamiento
a todos los habitantes;

II. Garantizar el derecho a la alimentación en lo relacio-
nado al agua;

III. Contribuir a garantizar el derecho a un medio am-
biente sano mediante la disponibilidad de agua suficien-
te y de calidad para los ecosistemas;

IV. Garantizar el uso preferente del agua por parte de los
pueblos indígenas en las tierras que habitan y ocupan,

así como el respeto por sus derechos culturales, usos,
costumbres y formas de gobierno en relación con el
agua;

V. Estabilizar y restaurar los flujos de aguas subterráne-
as y superficiales;

VI. Eliminar progresivamente la contaminación de cuer-
pos y corrientes de agua, así como las actividades que
destruyen o deterioran las cuencas y sus aguas subterrá-
neas; y

VII. Eliminar progresivamente la vulnerabilidad de la
población ante sequías e inundaciones causadas por el
manejo inadecuado de las cuencas.

Artículo 2. Todos los habitantes del País tienen el deber de
conservar el agua conforme a lo dispuesto en esta ley, así co-
mo el derecho de acceder a las aguas del territorio nacional,
en los términos en ella previstos, para consumo personal y
doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequi-
ble. Es deber del Estado garantizar que se ejerza este dere-
cho en condiciones de sustentabilidad y equidad, así como
de regir el desarrollo del País de manera que no se generen
daños o deterioros ambientales, ni se ponga en riesgo el ejer-
cicio de este derecho para las generaciones futuras.

Artículo 3. Para efectos de esta ley se entenderá por

I. Acceso equitativo: La obligación de las autoridades
federales, estatales y municipales de garantizar el acce-
so, vía estrategias de distribución o almacenamiento a
nivel domiciliar, a un volumen fijo de agua de calidad
para consumo humano por habitante por día, sin impor-
tar la ubicación geográfica o la situación económica,
cultural, social o de género de los habitantes;

II. Agua de calidad: Agua para uso y consumo humano
cuyas características no representan ningún riesgo para
la salud durante el consumo de por vida, inclusive du-
rante las diferentes sensibilidades que pueden ocurrir en
distintas etapas de la vida;

III. Aguas sagradas: son aquellas que nacen o discurren
en sitios considerados sagrados tales como cascadas, ce-
notes, lagunas, vertientes y manantiales, en torno a los
cuales los miembros de comunidades, pueblos indíge-
nas y campesinos practican sus rituales y su espirituali-
dad para ejercer, preservar y fortalecer sus respectivas
culturas;



IV. Alcantarillado de aguas pluviales: El sistema de cap-
tación, canalización, almacenamiento y aprovechamien-
to específico para las aguas pluviales urbanas o en asen-
tamientos humanos. Este sistema deberá sustituir
gradualmente a los existentes de alcantarillado mixto,
en donde las aguas pluviales se mezclan con aguas resi-
duales;

V. Cauce: El canal natural o artificial que tiene la capa-
cidad necesaria para que las aguas de la creciente máxi-
ma ordinaria escurran sin derramarse. En los orígenes
de cualquier corriente, se considera como cauce propia-
mente definido, cuando el escurrimiento se concentra
hacia una depresión topográfica y éste forme una cárca-
va o canal, como resultado de la acción del agua flu-
yendo sobre el terreno. Para fines de aplicación de la
presente Ley, la magnitud de dicha cárcava o cauce in-
cipiente deberá ser de cuando menos de 2.0 metros de
ancho por 0.75 metros de profundidad;

VI. Caudal ecológico: La calidad, cantidad y régimen
del flujo o variación de los niveles de agua requeridos
para mantener los componentes, funciones y procesos
de los ecosistemas hídricos para no perder su resilien-
cia;

VII. Contaminación: Incorporación o acumulación de
materiales, compuestos químicos orgánicos o inorgáni-
cos, radiación, que causan una respuesta biológica ad-
versa en los ecosistemas o en la reproducción, creci-
miento y supervivencia de los seres vivos;

VIII. Cuenca: Cuenca hidrológica, entendida como la
unidad hidrológica-administrativa básica de la planea-
ción y gestión hídrica, conformada por un territorio den-
tro del cual las aguas pluviales y superficiales conflu-
yen, en interrelación con flujos locales y regionales de
aguas subterráneas;

IX. Cuenca en equilibrio: Se considerará que una cuen-
ca está en equilibrio hídrico cuando ha recuperado el ni-
vel histórico de agua en sus acuíferos y lagos, y en los
regímenes de flujo de sus manantiales y ríos; cuando la
calidad del agua en sus aguas superficiales y subterrá-
neas permite su aprovechamiento para consumo huma-
no y riego; cuando las zonas de riesgo de inundaciones
extraordinarias no incluyen a asentamientos humanos;
cuando todos los habitantes cuentan con acceso a agua
de calidad, cantidad, accesibilidad y asequibilidad;

X. Cuenca en estrés hídrico: Se considerará que una
cuenca está en estrés hídrico cuando sufre de uno o más
de los siguientes fenómenos: inundaciones crónicas de
asentamientos humanos; hundimientos mayores a 2 cen-
tímetros al año, o grietas, en las zonas de extracción de
aguas subterráneas; desecamiento progresivo de ecosis-
temas vitales; ríos, lagos, acuíferos sin la calidad para
uso agrícola o humano; o cuando las inequidades en los
sistemas de acceso al vital líquido dejan asentamientos
humanos sin acceso al derecho humano al agua y sane-
amiento. Las cuencas que sufren de dos o más de estos
fenómenos se considerarán cuencas en extremo estrés
hídrico, en cuyo caso no se permitiría la autorización de
nuevos proyectos de vivienda, por no contar con las
condiciones necesarias para poder garantizar el respeto
por el derecho humano al agua y saneamiento de los fu-
turos habitantes;

XI. Derecho humano al agua: El derecho de todos los
seres humanos y el derecho colectivo de los pueblos in-
dígenas y comunidades a contar con agua suficiente, se-
gura, aceptable culturalmente, accesible físicamente y
asequible económicamente para usos personales y do-
mésticos; indispensable para vivir dignamente, siendo
este derecho al agua condición previa para la realización
de otros derechos humanos, como el derecho a la salud,
a la alimentación, a un medio ambiente sano, a la edu-
cación y para el ejercicio de derechos culturales;

XII. Derecho humano al saneamiento: El derecho de to-
dos seres humanos y el derecho colectivo de los pueblos
indígenas y comunidades a contar con instalaciones sa-
nitarias y a servicios adecuados de saneamiento, sufi-
cientes, seguros, culturalmente aceptables y asequibles
económicamente, en sus domicilios, en centros escola-
res y laborales, espacios públicos, entre otros; siendo es-
te derecho al saneamiento condición previa para la rea-
lización de otros derechos humanos, como el derecho a
la salud y a un medio ambiente sano, al permitir disfru-
tar de cuerpos de agua limpia, y de no estar expuesto a
aguas contaminadas;

XIII. Drenaje: El sistema cerrado de captación, colec-
ción y canalización de aguas residuales de uso humano-
doméstico-público desde sus puntos de generación, has-
ta la entrada a una planta de tratamiento;

XIV. Estrategia Nacional: La Estrategia Nacional para
la Sustentabilidad, Equidad y Seguridad Hídrica;
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XV. Flujos regionales de aguas subterráneas: Aguas
subterráneas de flujo profundo que incluso atraviesan
las fronteras superficiales de las cuencas, infiltradas ha-
ce miles o incluso cientos de miles de años. Con raras
excepciones, su calidad no es potable y su extracción re-
sulta en serios daños al Funcionamiento de las cuencas
y de acuíferos de buena calidad, poniendo en riesgo in-
mediato el cumplimiento del derecho humano al agua
de sus habitantes

XVI. Gestión Integral de Cuencas: Proceso colaborativo
y planificado a través del cual se busca comprender la
compleja interacción entre las aguas pluviales y superfi-
ciales, los suelos, los ecosistemas, los asentamientos y
actividades humanas y los flujos subterráneos locales y
regionales, con el fin de consensuar, ejecutar y evaluar
programas de acción que restauren y mantengan los ser-
vicios ecosistémicos y flujos subterráneos requeridos
para contar con agua de calidad para las actuales y futu-
ras generaciones; 

XVII. Gestión Integral de Riesgos Hidrometeorológi-
cos: El conjunto de acciones encaminadas a la identifi-
cación, análisis, evaluación, control y reducción de los
riesgos que podrían generarse por fenómenos hidrome-
teorológicos, que involucra a los tres niveles de gobier-
no, así como a la ciudadanía, dirigido a combatir las
causas estructurales de los desastres y fortalecer la resi-
liencia ambiental o la resistencia de la sociedad; 

XVIII. Humedales: Las extensiones de  marismas, pan-
tanos y turberas, o superficies cubiertas de aguas, sean
éstas de régimen natural o artificial, permanentes o tem-
porales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o sala-
das, incluidas las extensiones de agua marina cuya pro-
fundidad en marca baja no exceda de seis metros; 

XIX. Modelación hidrológica: Función esencial del Sis-
tema de Información y Monitoreo y de la Cuenca, que
permite estimar el comportamiento de la cuenca bajo
distintos escenarios, de modo que se puedan identificar
zonas de importancia hídrico-ambiental y establecer las
restricciones y acciones requeridas; detectar zonas en
riesgo de inundaciones, y diseñar las obras requeridas
para prevenir estos riesgos; prever el potencial impacto
de proyectos o actividades; y comparar los costos y be-
neficios hídricos, sociales, ambientales y económicos de
potenciales proyectos en la cuenca; 

XX. Potabilización: La remoción de contaminantes del
agua para que obtener la calidad requerida para el con-
sumo humano a lo largo de una vida y en cada etapa de
la misma, la cual no se logra con la cloración; 

XXI. Registro Público de Aprovechamiento del Agua:
Registro que se integrará, en los términos que establez-
ca el Reglamento respectivo, para dar a conocer de ma-
nera inmediata las concesiones y asignaciones que se
otorguen y proveer acceso público a la información de
calidad sobre los volúmenes aprovechados de acuerdo a
lo establecido en esta Ley. En este Registro se organiza-
rá la información por cuencas a efecto de facilitar el tra-
bajo de los consejos de cuenca; 

XXII. Saneamiento: Las políticas, acciones e infraes-
tructura requeridas para poner fin a la contaminación de
cuerpos de agua y flujos subterráneos. En el caso de
aguas residuales de origen doméstico personal o de ser-
vicios públicos, implica el diseño, instalación y mante-
nimiento de tecnologías para la recepción, recolección,
separación, almacenamiento, transporte, biodegrada-
ción y remoción o disposición segura de contaminantes,
para lograr agua de calidad para su reúso o su retorno a
la cuenca y sus acuíferos;  

XXIII. Seguridad alimentaria: La certidumbre de los ha-
bitantes del País derivada de vivir y participar en un mo-
delo de gestión de cuencas y sus aguas que contribuye a
garantizar su acceso permanente a una alimentacio?n
nutritiva, suficiente y de calidad, mediante esquemas de
agricultura hidrológica y ambientalmente apropiados y
sustentables cuya producción se destina al autoconsumo
y a mercados locales y regionales; 

XXIV. Seguridad hídrica: La certidumbre de los habi-
tantes del País derivada de vivir y participar en un mo-
delo de gestión de cuencas y sus aguas que garantice su
acceso permanente a agua de calidad y saneamiento, sin
sufrir vulnerabilidad a inundaciones, sequías o conflic-
tos causados por el manejo inadecuado del recurso; 

XXV. Servicios hidrológico-ambientales: Beneficios
que se obtienen de las múltiples funciones realizadas
por los suelos y ecosistemas presentes en las cuencas,
así como por los flujos de aguas subterráneas, como son
la regulación de inundaciones y sequías, la regulación
del clima y la temperatura, la captura de carbono, el me-
joramiento de la calidad del aire, la prevención de la



erosión y el azolve, y muy en particular la provisión de
agua de calidad necesaria para cumplir con los derechos
humanos al agua, al saneamiento, a la alimentación y a
la salud, así como para otras actividades productivas,
culturales y recreativas, cuya restauración y fortaleci-
miento depende de la participación activa de las comu-
nidades residentes en las zonas proveedoras de estos
servicios; 

XXVI. Sistema de Información y Monitoreo de Aguas y
Cuencas: Un sistema a ser manejado por los consejos de
cuenca y sus organismos auxiliares, en coordinación
con universidades e instituciones locales. Incluirá siste-
mas de modelación hidrológica; el registro de manan-
tiales, humedales y otros sitios de importancia hídrica;
así como de monitoreo meteorológico, hidrométrico, de
calidad del agua, de cumplimiento con el derecho hu-
mano al agua, con atención especial al monitoreo de
avances o retrocesos frente a las metas del Plan Rector
de Cuenca. Este Sistema será utilizado para determinar
el Volumen Anual Ecológicamente Aprovechable, y pa-
ra fijar y monitorear el cumplimiento con los condicio-
nantes para su autorización o renovación; 

XXVII. Sustancia tóxica: Cualquier sustancia o material
que, por sus propiedades químicas o físicas, causa una
respuesta biológica adversa que compromete la repro-
ducción, crecimiento, distribución o supervivencia de
los organismos; 

XVIII. Sustancia altamente peligrosa: Sustancias inter-
nacionalmente reconocidas por tener mayor toxicidad
aguda, efectos crónicos como cáncer, mutagénesis, dis-
rupción endocrina, persistencia en agua o afectación de
polinizadores; 

XIX. Trasvase: El traslado continuo de agua desde una
cuenca a otra, resultado de obras artificiales tales como
tuberías, acueductos, canales o túneles, que causa des-
equilibrios para los ecosistemas, cuerpos de agua y co-
munidades humanas tanto en la cuenca exportadora co-
mo en la receptora; 

XXX. Volumen Anual de Agua Ecológicamente Apro-
vechable: El volumen de agua pluvial, superficial o sub-
terránea, que podría ser utilizada, tratada y retornada
con calidad anualmente a una cuenca, subcuenca o mi-
crocuenca, sin poner en riesgo el buen funcionamiento
de sus ecosistemas y flujos subterráneos ni la relación

integral entre las comunidades, sus suelos y aguas, y sin
implicar costos económicos extraordinarios ni el em-
pleo excesivo de energéticos no renovables. Este volu-
men, que será calculado por cada Consejo de Cuenca
utilizando metodologías científicamente consensuadas,
servirá también de base para determinar el volumen má-
ximo que podría ser asignado y concesionado en cada
cuenca, así como las condicionantes para su aprovecha-
miento; 

XXXI. Volumen de Acceso Estándar por Cuenca: El vo-
lumen de agua potable por persona física, por día que un
Consejo  de Cuenca determine adecuado garantizar, con
prioridad a cualquier otro uso, para todos los habitantes
de la cuenca correspondiente considerando su volumen
anual de agua ecológicamente aprovechable; 

XXXII. Zonas de Importancia Hídrico-Ambiental: Zo-
nas prioritarias por su contribución a la infiltración, re-
carga, regulación de inundaciones, control de erosión o
de sedimentación y, por lo tanto, vitales para el funcio-
namiento de las cuencas y sus flujos de aguas subterrá-
neas, en las cuales se aplicarán restricciones a los usos
del suelo y actividades autorizables, se apoyará a las co-
munidades locales para la realización de proyectos de
restauración y se aplicarán restricciones vinculantes a la
autorización o realización de proyectos o actividades
dañinos; 

XXXIII. Zonas de riesgo de inundaciones: Las zonas en
donde el Atlas de Riesgo, así como el Sistema de Infor-
mación y Monitoreo de Aguas y Cuencas determinen
que se encuentran asentamientos humanos en riesgo de
inundaciones debido a eventos meteorológicos con un
periodo de retorno de 50 años. La autoridad tendrá la
obligación de realizar las obras necesarias para reducir
o eliminar las zonas de riesgo, de no permitir la autori-
zación de nuevos proyectos o construcciones en ellas y,
en caso necesario, lograr la reubicación de los asenta-
mientos en riesgo, y 

XXXIV. Zonas de veda: Zonas que cuentan con decre-
tos presidenciales prohibiendo la autorización de conce-
siones para la extracción de aguas superficiales o subte-
rráneas, siendo, por lo tanto, zonas prioritarias para
lograr el rescate y cancelación definitiva de volúmenes
que han sido concesionados o asignados en exceso a los
volúmenes ecológicamente aprovechables.  
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Artículo 4. Toda actividad de los poderes públicos, así co-
mo de los gobernados, en materia de aguas, se regirá por
los siguientes principios: 

I. Prioridad del acceso al agua para el ejercicio de dere-
chos humanos. Se deberán priorizar, respecto a cual-
quier otro uso, los usos del agua ecológicamente dispo-
nible en una cuenca para satisfacer necesidades de
consumo personal y doméstico; de alimentación nutriti-
va, suficiente y de calidad de la población en territorio
nacional, así como de agua para los ecosistemas en re-
lación con el derecho a un medio ambiente sano para el
desarrollo y bienestar de las personas; 

II. Sustentabilidad. Implica el aprovechamiento máximo
de las aguas pluviales y reúso de aguas residuales trata-
das para conservar el volumen de agua ecológicamente
disponible en cada cuenca, así como la gestión ciudada-
nizada, planificada e integral de las cuencas, de sus
aguas superficiales y subterráneas, de los sistemas loca-
les de agua potable y saneamiento, todos fundamentales
para garantizar el acceso de al agua calidad y en canti-
dad suficiente por parte de las generaciones actuales y
futuras;  

III. Equidad. Se deberán tomar las medidas necesarias a
fin de garantizar que todos los habitantes tengan acceso
a volúmenes suficientes de agua de calidad y al sanea-
miento bajo las mismas condiciones sin importar su ubi-
cación geográfica o situación socioeconómica, cultural
o de género. El agua y los servicios e instalaciones de
agua y saneamiento deben ser accesibles a todos de he-
cho y de derecho, incluso priorizando a los sectores más
vulnerables y marginados de la población, sin discrimi-
nación, tratándose de su consumo directo; 

IV. Asequibilidad. Implica que los costos y cargos di-
rectos e indirectos asociados con el abastecimiento de
agua y servicios de saneamiento deben ser accesibles
económicamente y no deben comprometer ni poner en
riesgo el ejercicio de otros derechos humanos; 

V. Aceptabilidad. Implica que el acceso al agua y las
instalaciones y servicios de saneamiento deben resultar
cultural y socialmente razonables, considerando aspec-
tos de género y prácticas habituales de higiene de cada
cultura; 

VI. Participación ciudadana. Todos los involucrados de-
berán participar en términos democráticos en la toma de

decisiones relacionadas con la gestión del agua, para lo-
grar la sustentabilidad y equidad a partir de la informa-
ción más completa y de mejor calidad, la cual se deberá
facilitar de manera oportuna para garantizar el libre ac-
ceso y la pluralidad. 

Este principio implica, además, el derecho de solicitar,
recibir y difundir todo tipo de información relacionada
con el ciclo hidrológico del agua; las aguas pluviales,
superficiales, residuales y subterráneas, su uso y admi-
nistración, incluyendo la calidad de las mismas; los me-
canismos y recursos públicos para obras o servicios re-
lacionados con el agua y saneamiento; el diseño y
contratación de obras; toda información asociada con la
autorización de obras y actividades que podrían afectar
potencialmente el derecho humano al agua y sanea-
miento, así como a presenciar los procesos de toma de
decisión por parte de autoridades relacionadas con el
agua; 

VII. Pro-persona, pro-naturaleza. En caso de duda se
aplicará la interpretación que más favorezca la protec-
ción de los derechos humanos de las personas físicas,
las comunidades humanas y los pueblos indígenas, y se
priorizará la conservación de los ecosistemas asociados
a la producción de agua, incluyendo ríos, cauces y cuer-
pos de agua; 

VIII. Interculturalidad y no-discriminación. La partici-
pación de las mujeres y poblaciones indígenas y margi-
nadas deberá asegurarse en la toma de decisiones sobre
sistemas de gestión del agua, así como la priorización de
estrategias que incorporen en dichos sistemas de gestión
a las mujeres urbanas y rurales, así como las cosmovi-
siones, usos y costumbres de los pueblos y comunidades
indígenas; 

IX. Respeto y acceso a las aguas sagradas. El Estado re-
conocerá en todo momento el derecho de los pueblos y
comunidades indígenas a acceder y manejar conforme a
sus prácticas ancestrales las aguas sagradas que se en-
cuentren dentro de sus territorios.  

X. Seguridad de las personas físicas, de las comunida-
des y pueblos y de su patrimonio. El Estado tomará las
medidas necesarias para prevenir, suspender y, en su ca-
so, revertir los efectos de obras y actividades que vulne-
ran esta seguridad frente a las inundaciones, hundimien-
tos, grietas, trasvases históricos, contaminación,
salinización y sequías, incluyendo concesiones o asig-



naciones excesivas; la ubicación inadecuada de pozos u
otras obras de extracción; la urbanización de cauces,
planicies de inundación o zonas lacustres o de recarga;
actividades agropecuarias, industriales o de extracción
hidrológicamente inapropiadas; la deforestación, el de-
secamiento de humedales u otras formas de destrucción
de ecosistemas vitales, así como otras formas de mane-
jo inadecuado de los ciclos hidrológicos en las cuencas; 

XI. Respeto a la relación integral e indivisible entre las
comunidades humanas, sus tierras y aguas. Estos tres
elementos deben respetarse en su conjunto en el actuar
público y privado lo cual implica, entre otras, cosas con-
tar con el consentimiento previo, libre e informado de
las comunidades en la toma de cualquier decisión que
pudiera afectarles; 

XII. Adecuación, necesidad y proporcionalidad. El Es-
tado deberá demostrar que las decisiones emprendidas
en materia de aguas y cuencas son adecuadas para al-
canzar la finalidad perseguida; necesarias, al no haber
otras medidas menos restrictivas cuando se puedan le-
sionar derechos, y proporcionales, al derivarse de ellas
más beneficios para el interés general que perjuicios so-
bre otros bienes, valores, o intereses en conflicto, sobre
todo cuando se trata de otros derechos y libertades con-
sagrados constitucional e internacionalmente; 

XIII. Restauración del funcionamiento óptimo de las
cuencas y la protección de la calidad de sus aguas. Im-
plica la priorización de acciones en el ámbito local y en
cuenca alta en forma consensuada entre los habitantes
de la cuenca; la eliminación progresiva de sustancias y
actividades contaminantes del aire, suelo y agua, y el
confinamiento, remoción, reúso y disposición segura de
los contaminantes utilizados; 

XIV. Prevención. Se priorizarán medidas que eviten la
contaminación, la sobreexplotación o daños a ecosiste-
mas o sistemas de flujos subterráneos y superficiales; 

XV. Precaución. Cuando haya peligro de daño grave o
irreversible al medio ambiente o la salud de las perso-
nas, la falta de certeza científica absoluta no deberá uti-
lizarse como razón para postergar la adopción de medi-
das eficaces en función de los costos para impedir la
degradación del medio ambiente, las cuales podrán in-
cluir la revocación, cancelación o suspensión de actos
de autoridad y obras de infraestructura; 

XVI. Restauración. Se deberán restaurar los sistemas de
flujos subterráneos y superficiales y los ecosistemas
asociados, como única manera de garantizar la disponi-
bilidad de agua de calidad en cantidad suficiente para
las generaciones actuales y futuras. En el caso de obras
o actividades que resulten en daños a fuentes superfi-
ciales o subterráneas de agua o a los ecosistemas aso-
ciados, el responsable tendrá la obligación de restaurar
la fuente de agua en calidad y cantidad, así como los
ecosistemas asociados en coordinación con las comuni-
dades afectadas; 

XVII. Subsidiariedad. Se deberán priorizar los procesos,
proyectos y soluciones locales en la planeación y ges-
tión socio-hídrico-ambiental, así como en la asignación
de recursos públicos; 

XVIII. Sustitución. Al proponer un proyecto o actividad
que pudiera poner en riesgo el buen funcionamiento del
ciclo hidrológico, los servicios ambientales de la cuen-
ca, el sistema de flujos subterráneos o superficiales o la
calidad del agua, se tendrá que utilizar la alternativa que
represente un mínimo de daños, y considerar, incluso, la
no realización del proyecto o actividad; 

XIX. Preferencia tecnológica. Se deberá dar prevalencia
a las tecnologías locales y culturalmente apropiadas, así
como a las que impliquen una reducción máxima del
empleo de energéticos fósiles que generan gases de
efecto invernadero y que propicien la transición progre-
siva a fuentes de energía limpias; 

XX. Exigibilidad y justiciabilidad. Los recursos admi-
nistrativos y procedimientos jurisdiccionales para la
protección de todos los derechos previstos en la presen-
te Ley deberán ser en la práctica gratuitos, fácilmente
accesibles a la población y en todos los casos expeditos,
y 

XXI. Suficiencia presupuestal. Se deberá aplicar el má-
ximo de los recursos disponibles en las obras y proyec-
tos requeridos para garantizar el derecho humano al
agua y saneamiento de las generaciones actuales y futu-
ras sobre otras prioridades de inversión pública. 
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Título Segundo 
Administración pública y ciudadana del agua 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 5. La administración pública y ciudadana del
agua es un sistema de corresponsabilidad basado en proce-
sos participativos de planeación, monitoreo y evaluación
enfocados a lograr la gestión, bajo criterios de sustentabili-
dad y equidad, de las aguas en el territorio nacional. En el
marco de este sistema el ejercicio de atribuciones y la par-
ticipación ciudadana deberán orientarse a garantizar:

I. El derecho al acceso y disposición de agua para con-
sumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre,
aceptable y asequible, así como el saneamiento para los
habitantes del País;  

II. Los derechos a la alimentación y a un medio am-
biente sano para el desarrollo y bienestar de su pobla-
ción, y  

III. El desarrollo económico integral y sustentable en
pleno respeto a los derechos sociales e indígenas.  

Artículo 6. En la aplicación de la presente ley interven-
drán: 

I. Las diversas autoridades en ejercicio de las atribucio-
nes federales, estatales y municipales, en concurrencia y
coordinación conforme a lo señalado en el Capítulo II
de este Título, y 

II. Los organismos y sistemas ciudadanos y comunita-
rios conforme a lo previsto en el Capítulo III de este Tí-
tulo de la presente Ley. 

Capítulo II
De la concurrencia y coordinación 

en la administración pública  

Artículo 7. Participarán en la administración pública del
agua, en concurrencia y coordinación conforme a lo pre-
visto en esta Ley y en los instrumentos de planeación que
de ella se deriven, las siguientes instituciones públicas: 

I. El Titular del Poder Ejecutivo Federal; 

II. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales; 

III. La Comisión Nacional del Agua; 

IV. Los gobiernos de las entidades federativas, y 

V. Los gobiernos municipales. 

Las atribuciones federales en materia de aguas se ejercerán
por las instituciones previstas en las primeras cuatro frac-
ciones de este artículo, en coordinación con las distintas
dependencias y entidades del Poder Ejecutivo Federal en el
ámbito de sus atribuciones.

Las atribuciones estatales en materia de aguas se ejercerán
a través de los gobiernos de los estados y del Distrito fede-
ral, de acuerdo a su organización interna. 

Las atribuciones municipales en esta materia se ejercerán
por los gobiernos de los municipios que conforman al Pa-
ís, en estrecha coordinación con las juntas y sistemas mu-
nicipales relativos al agua potable, alcantarillado y sanea-
miento, así como por el Gobierno del Distrito Federal en su
circunscripción territorial, de acuerdo a su organización in-
terna. 

En todo caso, las distintas instituciones guiarán sus actos
de autoridad por las resoluciones derivadas de la participa-
ción social, según corresponda. 

Artículo 8. El titular del Poder Ejecutivo federal ejercerá
las siguientes atribuciones: 

I. Aprobar la Estrategia Nacional, conforme a lo previs-
to en esta Ley y la Ley de Planeación, y tomar medidas
para lograr la coordinación y la concurrencia en ella pre-
vistas; 

II. Coordinar políticas y emitir lineamientos en apoyo a
la instrumentación de los Planes Rectores para que las
cuencas del País puedan lograr el equilibrio con base en
sus propios recursos hídricos; 

III. Incorporar en el Plan Nacional de Desarrollo las ac-
ciones requeridas para garantizar el derecho humano al
agua y al saneamiento, acorde con los Planes Rectores
de las cuencas, así como los derechos a la alimentación
y a un medio ambiente sano en relación con el agua;  



IV. Tomar las acciones necesarias, respetando la prela-
ción del uso personal y doméstico así como las resolu-
ciones de los consejos de cuenca y la Contraloría Social
del Agua, para corregir el sobre-concesionamiento de
las aguas, así como la sobreexplotación de las llamadas
zonas de libre alumbramiento y poner fin a la contami-
nación de las aguas con sustancias tóxicas de manera
progresiva; 

V. Garantizar el control por parte de los respectivos con-
sejos de cuenca, bajo la supervisión de la Contraloría
Social del Agua y la Auditoría Superior de la Federa-
ción, de la extracción, uso o aprovechamiento de las
aguas nacionales del subsuelo, inclusive las que hayan
sido libremente alumbradas, y las superficiales, en los
términos de la presente Ley, y expedir los decretos de
veda, zonas reglamentadas, y  zonas de reserva a peti-
ción de los consejos de cuenca; 

VI. Expedir por causas de utilidad pública los decretos
de expropiación, de ocupación temporal, total o parcial
de los bienes, o su limitación de derechos de dominio,
garantizando el derecho al consentimiento previo, libre
e informado de las comunidades que pudieran ser afec-
tadas y la consulta de los habitantes de las cuencas, res-
petando el principio de proporcionalidad con un énfasis
en alternativas que no desplazarán ni afectarán a las co-
munidades locales y solamente para obras previstas en
el Plan Rector de la cuenca, en los términos de esta Ley,
de la Ley de Expropiación y las demás disposiciones
aplicables; 

VII. Coordinar y consultar con el Consejo Nacional de
Cuencas y los consejos de cuenca directamente involu-
crados, para pedir su opinión y propuestas sobre los me-
canismos, adecuaciones y condicionantes necesarios pa-
ra garantizar el derecho al agua, así como a un medio
ambiente sano y a la seguridad alimentaria desde la
perspectiva hídrica, en el contexto de actuales o poten-
ciales acuerdos y convenios internacionales, y 

VIII. Nombrar al Director General de la Comisión Na-
cional del Agua a partir de la terna propuesta por el
Consejo Nacional de Cuencas. 

Artículo 9. Son atribuciones de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales: 

I. Proponer al Ejecutivo Federal los proyectos de ley, re-
glamentos, decretos y acuerdos relativos al sector; 

II. En consulta con el Consejo Nacional de Cuencas y de
los consejos de cuenca en coordinación con la Secreta-
ría de Relaciones Exteriores, sugerir los instrumentos
internacionales que de acuerdo con la Ley sean de su
competencia en materia de aguas; instrumentar linea-
mientos y estrategias para el cumplimiento de los trata-
dos internacionales en materia de aguas y, en caso nece-
sario, solicitar la revisión de tratados y acuerdos
existentes; 

III. Expedir las Normas Oficiales Mexicanas en materia
hídrica, propuestas por el Consejo Nacional de Cuencas; 

IV. Definir los lineamientos técnicos en materia de ges-
tión de aguas nacionales, cuencas, obras y servicios, pa-
ra considerarlos en la elaboración de programas, regla-
mentaciones y decretos de vedas y reserva, y 

V. Asegurar mecanismos de colaboración entre los go-
biernos y ciudadanos en el ámbito local y nacional para
asegurar la planeación, gestión y monitoreo participati-
vos de las cuencas y acuíferos bi o trinacionales. 

Artículo 10. La Comisión Nacional del Agua ejercerá las
siguientes atribuciones: 

I. Coadyuvar en la implementación de las atribuciones
del Ejecutivo Federal y de la Secretaría en materia hí-
drica; 

II. Fungir como organismo técnico y de soporte al Con-
sejo Nacional de Cuencas y a los consejos de cuenca en
materia hídrica y de sustentabilidad para garantizar el
derecho humano al agua y al saneamiento; 

III. Contribuir a la implementación de la Agenda Nacio-
nal del Agua, la Estrategia Nacional y los planes recto-
res de cuenca a través de la coordinación con los conse-
jos de cuenca y sus gerencias técnico-operativas; 

IV. Emitir y substanciar los actos de autoridad previstos
en esta Ley para la implementación de los instrumentos
de planeación y gestión desarrollados con la participa-
ción ciudadana; 

V. Programar, estudiar, construir, operar, conservar y
mantener las obras hidráulicas federales, previstas en
los programas rectores en coordinación con los consejos
de cuenca; 
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VI. Proponer normas oficiales mexicanas a la autoridad
correspondiente; 

VII. Ejercer los actos de autoridad en el otorgamiento,
renovación o revocación de títulos de concesiones se-
gún la Recomendación Anual de Volúmenes y Condi-
cionantes para el concesionamiento de Aguas Naciona-
les aprobado por el Consejo de Cuenca correspondiente; 

VIII. Delimitar y supervisar que los cauces de los ríos,
lagos, arroyos y demás bienes públicos inherentes al
agua en los términos de esta ley, se mantengan libres de
construcciones; 

IX. Coordinar la construcción de obras programadas en
los Planes Rectores y, en los casos en que resulte nece-
sario, los procesos transparentes de licitación y realiza-
ción; 

X. Tomar las medidas necesarias para prevenir daños y
restaurar ecosistemas y flujos subterráneos o fuentes de
agua; 

XI. Ejercer bajo la supervisión de los consejos de cuen-
ca, las atribuciones fiscales en materia de administra-
ción, determinación, liquidación, cobro, recaudación y
fiscalización de las contribuciones y aprovechamientos
que se le destinen o en los casos que señalen las leyes
respectivas, conforme a lo dispuesto en el Código Fiscal
de la Federación; 

XII. Representar al Ejecutivo Federal, a los consejos  de
cuenca y al Consejo Nacional de Cuencas en los litigios
y actos jurídicos necesarios y requeridos para el desem-
peño de las atribuciones que les confiere esta Ley, y 

XIII. Elaborar con los insumos del Consejo Nacional de
Cuencas el presupuesto anual y por cuenca, y participar
en su gestión en coordinación con este Consejo y los
consejos de cuenca, garantizando los recursos necesa-
rios para que todos los consejos, las comisiones de
subcuenca y comités de microcuenca, así como la Con-
traloría Social del Agua y la Defensoría Socio-Hídrico-
Ambiental, puedan ejercer sus funciones y ejecutar sus
planes.

El Servicio Meteorológico Nacional generará, interpretará
y difundirá información meteorológica de interés hídrico
de acuerdo con lo previsto en la presente Ley y sus regla-

mentos, su análisis y pronóstico, para facilitar el trabajo
tanto de la Comisión Nacional del Agua como de los con-
sejos  de cuenca. Asimismo, este Servicio alimentará al
Sistema de Información y Monitoreo de Aguas y Cuencas
e intercambiará información con el Instituto Nacional de
Ecología y Cambio Climático. 

Artículo 11. En el ejercicio de atribuciones federales en
materia de aguas, las instituciones del Poder Ejecutivo an-
tes referidas, se coordinarán con el resto de las dependen-
cias y entidades con atribuciones directas o indirectas en la
materia, a efecto de que sus acciones se apeguen al objeto
y principios de la presente Ley y resulten congruentes. 

En particular, la Secretaría celebrará convenios de coordi-
nación con las dependencias y entidades con facultades en
materia agropecuaria, indígena, de desarrollo social y ha-
cendarias para detallar los mecanismos de interactuación
para la consecución del objeto de la presente Ley desde el
ámbito de sus respectivas competencias. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Publico deberá cons-
tituir el Fondo Nacional para el Derecho 

Humano al Agua y Saneamiento, así como emitir, en coor-
dinación con la Contraloría Social del Agua y el Consejo
Nacional de Cuencas, los lineamientos que faciliten su
operación y funcionamiento para el logro del objeto de la
presente Ley y la consecución de los principios previstos
en su artículo 4 de manera transversal en el Gobierno Fe-
deral y en los distintos órdenes de gobierno. 

Artículo 12. Los gobiernos de los estados y del Distrito
Federal ejercerán las siguientes atribuciones: 

I. Participar en los consejos de cuenca en su territorio,
para la elaboración, ejecución y monitoreo de los planes
rectores; 

II. Apoyar técnicamente y participar en la gestión, cons-
trucción y operación de infraestructura hídrica intermu-
nicipal, en el caso que ésta se indique en los planes rec-
tores; 

III. Incorporar en sus planes de desarrollo urbano, las
políticas, estrategias y acciones necesarias para imple-
mentar los planes rectores aplicables en su territorio, así
como para frenar el crecimiento urbano en cuencas en
estrés hídrico en su territorio, incluyendo la prohibición



de nuevos proyectos de expansión urbana en dichas
cuencas, e instrumentar las propuestas de los planes rec-
tores vigentes en su territorio; 

IV. Asegurar el acceso a los recursos económicos nece-
sarios para la ejecución de los planes rectores y los pla-
nes para el acceso equitativo y sustentable al agua pota-
ble, alcantarillado y saneamiento en su territorio; 

V. Ejercer los actos de autoridad relacionados con la ad-
ministración de aguas estatales, así como orientar sus
políticas, proyectos y programas relacionados con acti-
vidades económicas y de desarrollo de vivienda, a la
adecuada ejecución de los planes rectores y los planes
municipales, con atención especial a la necesidad de ga-
rantizar que el agua potable asignada en el ámbito local
sea dedicada exclusivamente al uso doméstico personal
y servicios públicos y distribuida de manera equitativa; 

VI. Construir capacidades para el aprovechamiento de
aguas pluviales desde el nivel domiciliar hasta el nivel
metropolitano y de sistemas de tratamiento autosufi-
cientes en energéticos; 

VII. Emitir decretos de protección para las áreas de im-
portancia hídrico-social que se encuentren en más de un
municipio en su territorio; 

VIII. Evitar el desarrollo de proyectos con impacto re-
gional propuestos a realizarse en cuencas en extremo es-
trés hídrico, y 

IX. Garantizar la congruencia entre sus programas en el
ámbito del desarrollo agrícola, ganadero, forestal, eco-
lógico, hídrico, urbano y de protección civil, con los
planes rectores de las cuencas en su territorio. 

Artículo 13. Los gobiernos municipales y del Distrito Fe-
deral ejercerán las siguientes atribuciones dentro de su cir-
cunscripción territorial:  

I. Garantizar el acceso equitativo al volumen estándar
de la cuenca a todos sus habitantes, así como el trata-
miento y reúso de las aguas residuales de origen do-
méstico; 

II. Garantizar que el agua potable asignada a los siste-
mas de agua funcionando en el territorio municipal sea
utilizada exclusivamente para el uso personal y domés-

tico y para servicios públicos, evitando que sea destina-
da a usos industriales y agropecuarios, obras de cons-
trucción, riego de jardines y de áreas verdes;  

III. Garantizar que las aguas residuales de origen indus-
trial no entren a los sistemas de recolección de aguas re-
siduales municipales; 

IV. Garantizar la transición hacia el manejo separado de
las aguas residuales previamente canalizadas a alcanta-
rillado mixto, mediante el impulso a la instalación de in-
fraestructura específica para la gestión de aguas pluvia-
les y para la recolección, tratamiento y reúso de aguas
residuales; 

V. Garantizar la congruencia entre sus planes de desa-
rrollo urbano y sus programas de ordenamiento ecológi-
co con el Plan Rector de la cuenca a la que pertenecen; 

VI. Gestionar, con el apoyo de la Federación, que se
cuente con los recursos económicos necesarios para la
ejecución de los planes para el acceso equitativo y sus-
tentable al agua potable, alcantarillado y saneamiento en
su territorio; 

VII. Realizar convenios con los Sistemas de Agua Pota-
ble, Alcantarillado y Saneamiento, para fijar las condi-
ciones a fin de garantizar la provisión de servicios de
agua potable y saneamiento a todos los habitantes del te-
rritorio municipal; 

VIII. Elaborar el Reglamento de Gestión de Agua Pota-
ble, Aguas Pluviales y Aguas Residuales; 

IX. Garantizar que las licencias de uso de suelo, de ac-
tividad económica y de construcción que emita el Mu-
nicipio a través de sus órganos de gobierno, sean con-
gruentes con la presente Ley, el Plan Rector
correspondiente, los lineamientos municipales para la
gestión de aguas pluviales y que incluyan las mejores
prácticas para la sustentabilidad; 

X. Condicionar, conforme a sus atribuciones a las uni-
dades habitacionales  a que cuenten con sistemas sepa-
rados para la recolección y tratamiento de aguas resi-
duales en funcionamiento cuyo diseño implique un
consumo mínimo o nulo de insumos energéticos, así co-
mo sistemas para la gestión adecuada, y en su caso el
aprovechamiento de aguas pluviales; 
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XI. Gestionar los recursos humanos, técnicos y econó-
micos para la ejecución del Plan Municipal para el Ac-
ceso Equitativo y Sustentable al Agua Potable, Alcanta-
rillado y Saneamiento y así garantizar dicha ejecución; 

XII. Garantizar que el agua de la que se dote a la pobla-
ción sea apta para el consumo humano en los términos
de la Norma Oficial Mexicana correspondiente; 

XIII. Resolver conforme a las opiniones de los órganos
referidos en el siguiente artículo sobre las solicitudes re-
lativas al desarrollo de actividades económicas y unida-
des habitacionales u otras obras que implicarían un in-
cremento en las necesidades de agua, o que pudieran
tener un impacto negativo en el funcionamiento de la
cuenca o sus aguas subterráneas, y 

XIV. Garantizar la participación del ayuntamiento mu-
nicipal en las asambleas de las comisiones de subcuen-
ca y consejos de cuenca que existan en sus territorios. 

Artículo 14. Para efectos del ejercicio de las atribuciones
referidas en el artículo 13 los Municipios contarán con los
siguientes órganos:  

I. Una Junta Municipal de Agua Potable y Saneamiento,
y 

II. Sistemas de agua potable, alcantarillado y sanea-
miento, los cuales podrán ser cogestionados, indepen-
dientes, o comunitarios; y cuya escala de operación po-
drá ser comunitaria, intercomunitaria, municipal,
intermunicipal o metropolitana. 

Artículo 15. Para participar en los órganos previstos en el
artículo anterior se requiere: 

I. Ser de nacionalidad mexicana, mayor de edad; 

II. Tener reconocida probidad y ética en su trayectoria
personal reconocidas por la sociedad; 

III. Tener experiencia y conocimientos en los temas del
agua, medio ambiente o relacionados con las funciones
y atribuciones a ejercer; 

IV. Acreditar conocimientos o experiencia en el Comité
de Microcuenca, Junta o Sistema Operador al que perte-
nece; 

V. Ser elegido en asamblea abierta por una organización
barrial, territorial, comunitaria u otro tipo de organiza-
ción especializada en temas del agua y ambientales; 

VI. No haber sido funcionario público o ejercido cargo
de elección popular seis años antes a la fecha de su nom-
bramiento, y 

VII. No haber sido condenado por delito intencional ni
haber sido inhabilitado para desempeñar un empleo,
cargo o comisión en el servicio público. 

Artículo 16. La Junta Municipal de Agua Potable y Sane-
amiento estará conformada de la siguiente manera: 

I. El Presidente Municipal correspondiente; 

II. Un representante de cada Sistema para el Acceso
Equitativo y Sustentable al Agua 

Potable, Alcantarillado y Saneamiento en su territorio
municipal; 

III. Un representante de la Contraloría Social del Agua;  

IV. Un representante de la comisión del agua del go-
bierno estatal; 

V. Un representante de cada una de las colonias y ba-
rrios del municipio; 

VI. Un representante de cada uno de los comités de mi-
crocuenca presentes en el municipio; 

VII. Un representante de cada uno de los pueblos indí-
genas, núcleos agrarios y unidades de riego presentes en
el municipio, y 

VIII. Representantes de las organizaciones de la socie-
dad civil sin fines de lucro y académicos, quienes parti-
ciparán sólo con voz. 

Artículo 17. Las juntas municipales de agua potable y sa-
neamiento, tendrán las siguientes atribuciones: 

I. Elaborar su Reglamento Interno; 

II. Garantizar que los miembros de la Junta conozcan las
diversas alternativas tecnológicas para proveer el acce-



so al agua potable así como los sistemas de saneamien-
to, que el contexto socio hídrico ambiental permite; 

III. Garantizar que se haga un análisis costo-beneficio
de las tecnologías propuestas con el fin de poder evaluar
la mejor según los contextos socio-hidro-ambientales; 

IV. Elaborar y supervisar la ejecución del Plan Munici-
pal para el Acceso Equitativo y Sustentable al Agua Po-
table, Alcantarillado y Saneamiento; 

V. Elaborar dictámenes vinculantes en relación con la
elaboración o modificación de los planes municipales
de desarrollo urbano, planes parciales de desarrollo ur-
bano y ordenamientos ecológicos municipales y regio-
nales, así como de los reglamentos de construcción, de
agua potable, agua pluvial y aguas residuales; 

VI. Coordinar los sistemas de agua potable, alcantarilla-
do y saneamiento en su territorio para garantizar que to-
dos los asentamientos humanos en el municipio tengan
acceso equitativo a agua potable y sistemas de sanea-
miento; 

VII. Participar en el ámbito estatal en la toma de deci-
siones que pudieran afectar la disponibilidad de agua
dentro de su circunscripción territorial; 

VIII. Vigilar la calidad y cobertura de los servicios; la
buena administración; la rendición de cuentas a la Junta
Municipal así como a los usuarios de sus servicios; pro-
cesos internos democráticos e incluyentes, así como el
cumplimiento con las acciones acordadas en el Plan
Municipal por parte de los sistemas de agua potable, al-
cantarillado y saneamiento en su territorio; 

IX. Promover la capacitación de los organismos y siste-
mas de agua potable y saneamiento en administración;
visión ecosistémica del agua; manejo de sistemas de
monitoreo y de indicadores sociales y ambientales; le-
gislación; técnicas de saneamiento y de aprovechamien-
to de aguas pluviales y residuales; resolución de con-
flictos, y rendición de cuentas; 

X. Revisar y emitir opiniones calificadas sobre las polí-
ticas y procedimientos para las tarifas, cuotas y aporta-
ciones económicas y en especie para la operación de los
sistemas; 

XI. Garantizar el apoyo a la creación de sistemas de
agua potable, alcantarillado y saneamiento donde exis-
tan condiciones de organización social y el fortaleci-
miento de los sistemas comunitarios existentes; 

XII. Emitir recomendaciones a los sistemas de agua po-
table, alcantarillado y saneamiento que no cumplan con
las obras, los proyectos y actividades acordados en el
Plan Municipal de Agua Potable y Saneamiento, y 

XIII. Acordar con la Comisión Federal de Electricidad y
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tarifas de
pago de luz para los sistemas de agua potable, alcanta-
rillado y saneamiento que les permitan la operación y,
de ser necesario, su subsidio total. 

Artículo 18. Cada Sistema Cogestionado de Agua Potable,
Alcantarillado y Saneamiento estará gobernado por un
Consejo de Administración que contará con representantes
del Municipio con capacidad de atender adecuadamente al
Sistema y será conformado mayoritariamente por repre-
sentantes de los usuarios elegidos territorialmente de ma-
nera abierta y democrática, bajo la supervisión de la Junta
Municipal, garantizando representación de zonas sin servi-
cios adecuados, así como la rotación escalonada de los re-
presentantes, conforme al Reglamento respectivo.  

Artículo 19. Los sistemas cogestionados de agua potable,
alcantarillado y saneamiento tendrán las siguientes atribu-
ciones: 

I. Elaborar y aprobar su Reglamento Interno; 

II. Participar en la elaboración del Plan para el Acceso
Equitativo y Sustentable al Agua Potable, Alcantarillado
y Saneamiento que les corresponda, así como en la pla-
neación estatal que pudiera afectar el óptimo funciona-
miento de los sistemas a su cargo, y responsabilizarse
por el diseño, construcción y operación de obras y pro-
yectos requeridos en su zona de servicio; 

III. Elaborar y aprobar su Plan Anual de Operación, con-
tando con la opinión calificada de su Junta Municipal; 

IV. Garantizar la distribución y acceso equitativo al
agua potable para todos los habitantes en su zona de co-
bertura; 
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V. Garantizar que la asignación de agua sea utilizada es-
trictamente para uso personal- doméstico y de servicios
públicos; 

VI. Garantizar el Volumen de Acceso Estándar de la
Cuenca a todos sus habitantes con base en un plan de
distribución con tiempos fijos y de manera constante; 

VII. Garantizar la recolección de aguas residuales de
origen doméstico y de servicios públicos que no sean
manejadas por los propios usuarios, sin la entrada de
aguas residuales industriales a los sistemas municipales; 

VIII. Garantizar sistemas sustentables de saneamiento
que el plan municipal haya aprobado; 

IX. Celebrar los convenios necesarios entre el Sistema y
los usuarios de aguas tratadas; 

X. Garantizar que el uso prioritario de las aguas tratadas
de origen personal-doméstico o de servicios públicos,
sea el uso para la seguridad alimentaria y para el mante-
nimiento de espacios verdes públicos; 

XI. Garantizar que la calidad de las aguas municipales
tratadas cumpla con la normatividad según su reúso por
actividades humanas o ecosistemas;  

XII. Gestionar recursos federales, estatales y municipa-
les para cubrir sus necesidades de infraestructura; 

XIII. Lograr la sustentabilidad en la operación y mante-
nimiento del sistema; 

XIV. Participar con opinión calificada en la elaboración
o modificación del Plan Municipal de Desarrollo Urba-
no o planes parciales de desarrollo urbano, así como en
los programas de ordenamiento ecológico municipal, y 

XV. Rendir cuentas financieras y de su desempeño pú-
blicamente a los usuarios y a la Junta Municipal de
Agua Potable y Saneamiento. 

Artículo 20. Cuando las juntas municipales de agua pota-
ble y saneamiento, así como los respectivos cabildos y los
Consejos de Administración de los organismos involucra-
dos lo acuerden, se podrá convenir la formación de un sis-
tema intermunicipal para la prestación de servicios de agua
potable o saneamiento, cuya función sería prestar los ser-
vicios y ejercer las atribuciones de los sistemas cogestio-

nados de agua potable, alcantarillado y saneamiento en su
territorio, siempre garantizando la participación directa de
los representantes de los barrios, pueblos y colonias dentro
de sus zonas de servicio. 

Artículo 21. Cada Sistema Comunitario de Agua Potable y
Saneamiento será gobernado por los propios usuarios de la
zona de cobertura, según sus propios arreglos sociales de
tomas de decisión y organización, incorporando dinámicas
de auto-gestión y aportaciones en especie basados en usos
y costumbres de la localidad, o definidas por los propios
usuarios del servicio. Deberán contar con mecanismos de
transparencia y rendición de cuentas, con mecanismos de-
mocráticos en todos sus actos, así como con un Comité Ve-
cinal que vigile su funcionamiento democrático y transpa-
rente así como el cumplimiento de los objetivos del mismo. 

Artículo 22. Los sistemas comunitarios de agua potable y
saneamiento tendrán las siguientes funciones: 

I. Elaborar su Reglamento Interno; 

II. Participar en la elaboración del Plan para el Acceso
Equitativo y Sustentable al Agua Potable, Alcantarillado
y Saneamiento que les corresponda; 

III. Ejecutar los planes para el acceso equitativo al agua
potable, alcantarillado y saneamiento en su área de co-
bertura; 

IV. Solicitar los apoyos económico e institucional re-
queridos para su buen funcionamiento; 

V. Rendir cuentas financieras y de su desempeño públi-
camente a los usuarios y a la Junta Municipal de Agua
Potable, Alcantarillado y Sistemas de Saneamiento, de
manera directa y cuando esto sea posible vía medios
electrónicos; 

VI. Garantizar la distribución y acceso equitativo al
agua potable para todos los habitantes en su zona de co-
bertura; 

VII. Garantizar que su asignación de agua sea utilizada
estrictamente para uso personal- doméstico y servicios
públicos; 

VIII. Garantizar los sistemas sustentables de sanea-
miento que el plan municipal haya aprobado; 



IX. Garantizar que los miembros del sistema comunita-
rio conozcan las diversas tecnologías adecuadas para el
acceso al agua, así como para los sistemas de sanea-
miento; 

X. Gestionar recursos federales, estatales y municipales
para cubrir sus necesidades de infraestructura; 

XI. Lograr la sustentabilidad financiera en la operación
y mantenimiento del sistema, y 

XII. Participar con opinión calificada y vinculante en la
elaboración o modificación del Plan Municipal de De-
sarrollo Urbano o planes parciales de desarrollo urbano;
o programas de ordenamiento ecológico municipal. 

Artículo 23. La Comisión Nacional del Agua registrará to-
dos los volúmenes de agua manejados por sistemas comu-
nitarios de agua potable y saneamiento, y contabilizará es-
tos volúmenes como asignaciones para efectos del cálculo
del Volumen Anual de Agua Ecológicamente Aprovecha-
ble. 

Artículo 24. Cuando los sistemas comunitarios de agua
potable y saneamiento, así como las autoridades compe-
tentes de los sistemas comunitarios involucrados lo acuer-
den, se podrá convenir la formación de un sistema interco-
munitario, en uno o más municipios, para la prestación de
servicios de agua potable, de saneamiento o ambos. Los
sistemas intercomunitarios ejercerán las funciones que
otorga esta Ley a los sistemas comunitarios y serán reco-
nocidos por la Junta de Agua Potable y Saneamiento de to-
dos los municipios involucrados.  

Capítulo III 
De la participación ciudadana en la gestión 
de cuencas y en la administración del agua 

Sección I 
De los organismos ciudadanos 

y sus instancias de apoyo 

Artículo 25. Los siguientes organismos permitirán la par-
ticipación ciudadana organizada, en coordinación con los
distintos órdenes de gobierno, en la gestión de cuencas y la
administración del agua: 

I. Consejos de cuenca; 

II. Comisiones de subcuenca;  

III. Comités de microcuenca, y 

IV. Consejo Nacional de Cuencas. 

Además de en los organismos a los que hacen referencia
las fracciones anteriores, la participación ciudadana en la
administración del agua también tendrá lugar en las juntas
y sistemas municipales relativos al agua potable, alcantari-
llado y saneamiento; en las organizaciones de usuarios de
riego, en la Contraloría Social del Agua y en acciones de
monitoreo ciudadano. 

Artículo 26. Sin perjuicio del Comité Asesor para la Con-
servación y Monitoreo de Aguas, su Subcomité para la
Sustentabilidad Hídrico-Alimentaria y la Gerencia Técni-
co-Operativa expresamente previstos en la siguiente sec-
ción de esta Ley para apoyar a cada Consejo de Cuenca en
el ejercicio de sus funciones, al interior de los organismos
ciudadanos a nivel cuenca, subcuenca o microcuenca se
podrán formar los comités, subcomités y grupos de trabajo
que sean necesarios. Éstos tendrán por objeto generar insu-
mos socio-ambientales en relación con las aguas subterrá-
neas y otros temas que resulten relevantes de acuerdo a las
preocupaciones que, en el organismo al que asesoren, ha-
yan manifestado ciudadanos habitantes de zonas de impor-
tancia hídrico-ambiental o ciudadanos consumidores de
agua, para la satisfacción de derechos humanos vinculados
a los recursos hídricos.  

Artículo 27. Las resoluciones emitidas por el Consejo Na-
cional de Cuencas, los consejos de cuenca, las comisiones
de subcuenca y los comités de microcuenca en ejercicio de
sus funciones, deberán ser asumidas y hechas eficaces por
los órganos gubernamentales con las atribuciones corres-
pondientes. En caso de actos de autoridad que no se ape-
guen a dichas resoluciones, dichos órganos deberán fundar
y motivar exhaustivamente su decisión y se dará vista de
oficio a la Contraloría Social del Agua para que ésta exa-
mine el asunto y, en su caso, presente las denuncias corres-
pondientes. 

Artículo 28. Los requisitos para participar en los organis-
mos ciudadanos previstos en la presente sección son: 

I. Ser de nacionalidad mexicana, mayor de edad; 

II. Tener reconocida probidad y ética en su trayectoria
personal reconocidas por la sociedad; 
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III. Tener experiencia y conocimientos en los temas del
agua, medio ambiente o relacionados con las funciones
y atribuciones a ejercer; 

IV. No haber sido funcionario público o ejercido cargo
de elección popular seis años antes a la fecha de su nom-
bramiento, y 

V. No haber sido condenado por delito intencional ni ha-
ber sido inhabilitado para desempeñar un empleo, cargo
o comisión en el servicio público. 

Artículo 29. La elección de quienes integrarán los orga-
nismos ciudadanos se realizará a partir de las microcuen-
cas; en los comités respectivos elegirán entre sus integran-
tes a quienes participarán en las comisiones de subcuenca;
en éstas, a su vez, se elegirá a quienes participarán en los
consejos de cuenca, y de entre ellos a los integrantes del
Consejo Nacional de Cuencas. 

Artículo 30. Los concesionarios de los usos productivos
del agua, podrán organizarse entre sí a efecto de nombrar
un representante en el Consejo de la Cuenca a la que per-
tenezcan, de acuerdo con el padrón que la autoridad emita
para tales efectos. 

Artículo 31. La Contraloría Social del Agua deberá inter-
venir a petición de cualquier ciudadano o de oficio cuando
se presuma que los órganos ciudadanos están siendo influi-
dos o controlados por intereses económicos o partidistas a
fin de recomponer su integración, de acuerdo con sus obje-
tivos de entidades ciudadanas y sin filiación partidista al-
guna ni conflictos de interés. 

Sección II 
De los consejos de cuenca 

Artículo 32. Los consejos de cuenca se constituirán, con-
forme a las disposiciones reglamentarias emitidas por el
Consejo Nacional de Cuencas, mayoritariamente con ciu-
dadanos elegidos por las comisiones de subcuenca y comi-
tés de microcuenca, y en todas sus reuniones deberán par-
ticipar con voz pero sin voto los representantes que
correspondan de la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, de los gobiernos de las entidades federa-
tivas y de los municipios con territorio en la cuenca, así co-
mo de los sistemas de agua potable, alcantarillado y
saneamiento. 

Artículo 33. Los consejos de cuenca realizarán las si-
guientes funciones: 

I. Elaborar su Reglamento Interno; 

II. Actuar con autonomía en el manejo de los recursos
que se les destinen para el cabal cumplimiento de su ob-
jeto; 

I. Construir, con base en procesos de planeación por mi-
crocuenca y subcuenca, el Plan Rector y coordinar su
ejecución y monitoreo por parte de los tres órdenes de
gobierno y la ciudadanía; 

II. Instar a las autoridades estatales, del Distrito Federal
y municipales a tomar las medidas necesarias para lo-
grar la auto-sustentabilidad hídrica de las zonas urbanas
en la cuenca, incluyendo la reparación de fugas, la dis-
tribución equitativa y controles estrictos sobre el creci-
miento urbano; la desconexión progresiva de industrias
de la red urbana, así como el máximo aprovechamiento
de aguas pluviales y residuales; 

III. Elaborar un presupuesto anual, con partidas a nivel
federal, estatal, del Distrito Federal y municipal, para
las obras y proyectos requeridos en la Agenda Nacional
del Agua y en el Plan Rector, así como para los proce-
sos participativos que requieran, y dar seguimiento para
su gestión, aprobación y buena aplicación; 

IV. Vigilar para que las políticas, obras y proyectos de
las dependencias de los tres órdenes de gobierno sean
congruentes con la ejecución del Plan Rector, y con la
gestión integral de la cuenca y sus aguas en general; 

V. Supervisar la elaboración y actualización del Regis-
tro Público de Aprovechamiento del Agua en lo relativo
a su cuenca; 

VI. Elegir  a sus representantes en el Consejo Nacional
de Cuencas; 

VII. Determinar el Volumen de Acceso Estándar por
Cuenca de agua potable a ser garantizada de manera
equitativa y asequible a todos sus habitantes; 

VIII. Emitir, con base en la información del cumpli-
miento con las condicionantes de los concesionarios, así
como los indicadores de restauración de la cuenca y del
cumplimiento con el derecho humano al agua y sanea-



miento de sus habitantes, una recomendación anual de
volúmenes y condicionantes para el concesionamiento
de aguas nacionales considerando los distintos usos pre-
vistos en esta Ley y presentarla a la Comisión Nacional
del Agua para su ejecución; 

IX. Elaborar y actualizar el Programa para el Condicio-
namiento y Recuperación Progresiva de Volúmenes So-
bre-Concesionados, y emitir anualmente resoluciones
sobre la priorización de volúmenes a concesionar, así
como las condicionantes con las cuales deberán cumplir
los concesionarios; 

X. Preparar un Informe Anual de Cumplimiento de Con-
dicionantes por parte de Concesionarios a Aguas Nacio-
nales, el cual servirá para la motivación de los actos de
autoridad en los que se resuelvan las solicitudes de re-
novación; 

XI. Coordinarse con las organizaciones de regantes pa-
ra el diseño, aprobación y ejecución de planes de riego
que fortalezcan la seguridad alimentaria dentro de los lí-
mites de los volúmenes de agua ecológicamente apro-
vechables, considerando, entre otras estrategias, la sus-
titución progresiva del uso de agua potable por agua
reciclada y el incremento en la eficiencia de sus siste-
mas de riego;  

XII. Asesorar a los usuarios industriales cuyas conce-
siones hayan sido revocadas por utilizaciones en exceso
de los volúmenes ecológicamente aprovechables, para
el diseño e implementación de estrategias de ahorro, re-
ciclaje interno y aprovechamiento de aguas residuales y
pluviales, a fin de  que puedan mantener actividades
económicas sustentables, sin causar daños hídrico-am-
bientales; 

XIII. Formar comisiones para la prevención, concilia-
ción y arbitraje de conflictos en materia hídrica-am-
biental; 

XIV. Emitir resoluciones para el decreto, instrumenta-
ción o revocación de zonas de veda y cuencas en estrés
hídrico, así como para el reconocimiento de zonas de
importancia hídricoambiental; 

XV. Emitir resoluciones con base en el dictamen del
costo-beneficio socio-hídrico-ambiental,  en cuyo cál-
culo incluyan la  construcción, operación y manteni-
miento a lo largo de la vida útil esperada, para la autori-

zación o financiamiento de obras hídricas a ser realiza-
das con recursos públicos en la cuenca; 

XVI. Promover los estudios requeridos para determinar
el costo integral de la provisión de aguas nacionales pa-
ra concesionarios con fines de lucro, incluyendo el cos-
to de los trabajos e inversiones que se precisen para
mantener los servicios ecosistémicos generadores de
agua de calidad; la construcción y operación de obras
hidráulicas federales asociadas; la mitigación del im-
pacto de gases de efecto invernadero generados por la
extracción o traslado del agua; el monitoreo del cumpli-
miento con las condicionantes de la concesión; el moni-
toreo del impacto hídrico-ambiental de los volúmenes
extraídos; los costos administrativos y mantenimiento; y
cualesquiera otros que sean necesarios con el fin de de-
terminar las tarifas apropiadas para el cobro por el uso o
aprovechamiento del agua en la cuenca; 

XVII. Conformar su Comité Asesor para el Monitoreo y
Conservación de Aguas y apoyarlo, involucrando a in-
vestigadores y usuarios, asegurando en particular la par-
ticipación de comunidades afectadas por hundimientos,
grietas y otros fenómenos resultantes de la extracción
inadecuada de agua subterránea; 

XVIII. Celebrar convenios con las instituciones de edu-
cación superior ubicadas en la cuenca, con el fin de
aprovechar y fortalecer sus capacidades de investiga-
ción y monitoreo, de producción y acumulación de co-
nocimientos, así como de innovación tecnológica, a fin
de contar con opiniones en todos los procesos de plane-
ación y toma de decisiones del Consejo;  

XIX. Aprobar su Plan Anual de Trabajo a que deberán
apegarse las gerencias técnico-operativas en el ejercicio
de sus funciones, en congruencia con las disposiciones
contenidas en la presente Ley, y verificar su cumpli-
miento; 

XX. Participar en el Sistema Nacional de Protección Ci-
vil y promover la participación ciudadana y coordina-
ción con los tres órdenes de gobierno para la gestión in-
tegral de riesgos hidrometeorológicos; 

XXI. Incorporar los criterios de la Ley General de Cam-
bio Climático, en coordinación con las autoridades de
protección civil, para clasificar zonas de alto riesgo por
inundación y por elevación del nivel del mar, y emitir
recomendaciones a las autoridades estatales y munici-
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pales para garantizar su no urbanización y, en caso ne-
cesario, medidas de reubicación; 

XXII. Participar en actividades de monitoreo en la cuen-
ca con la finalidad de contribuir a evitar actividades,
obras y servicios que pondrían en riesgo el funciona-
miento de los ecosistemas y los flujos superficiales y
subterráneos; 

XXIII. Refutar estudios que determinen disponibilidad
en contradicción con la información a su disposición,
incluyendo evidencia de hundimientos, agrietamientos,
socavones y el abatimiento de pozos y deterioro en la
calidad de sus aguas, y presentar las denuncias respecti-
vas ante los tribunales correspondientes, en los casos en
que resulte necesario; 

XXIV. Integrar, establecer, mantener actualizado y ha-
cer público el Sistema Integral de Información, Monito-
reo y Vigilancia de Cuencas y sus Aguas donde se indi-
quen los avances, cuenca por cuenca, hacia las metas de
la Estrategia Nacional, en concordancia con la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental; 

XXV. Presentar las denuncias que correspondan ante
autoridades competentes cuando tenga conocimiento de
actos u omisiones que constituyan violaciones a las dis-
posiciones jurídicas; 

XXVI. Emitir recomendaciones a las autoridades co-
rrespondientes en materia de reparación del daño a los
recursos hídricos, a ecosistemas vitales y al ambiente; 

XXVII. Actuar directamente en los litigios y actos jurí-
dicos necesarios y requeridos para el desempeño de las
funciones que les confiere esta ley; 

XXVIII. Adquirir los bienes necesarios para los fines
que le son propios; y  Realizar las demás que señalen las
disposiciones legales o reglamentarias. 

Artículo 34. Cada Consejo de Cuenca se apoyará para el
desempeño de sus funciones en una gerencia técnico-ope-
rativa, la cual será responsable del cumplimiento de los
planes anuales de trabajo elaborados y aprobados por el
mismo. Estas gerencias trabajarán en relación cercana con
las universidades y organizaciones de la cuenca para pro-
mover la construcción y manejo del Sistema de Informa-
ción y Monitoreo de Aguas y Cuencas. 

Las gerencias técnico-operativas de las cuencas serán co-
ordinadas por un gerente seleccionado por la Mesa Direc-
tiva del Consejo de Cuenca correspondiente, e integradas
por los Subgerentes que sean necesarios, nombrados a
partir de ternas presentadas por cada una de las comisio-
nes de subcuenca, conforme a lo previsto en las disposi-
ciones reglamentarias de esta Ley. Asimismo, recibirán y
administrarán presupuesto, siempre y cuando estén cons-
tituidas conforme a las disposiciones reglamentarias res-
pectivas. 

Artículo 35. Las gerencias técnico-operativas adscritas a
cada una de las cuencas del país, realizarán las siguientes
funciones: 

I. Realizar las tareas técnicas, administrativas y jurídi-
cas, requeridas para ejecutar el Plan Rector de Cuenca y
los acuerdos del Consejo de Cuenca correspondientes; 

II. Servir como Secretaría Técnica en las reuniones del
Consejo de Cuenca y de las comisiones de subcuenca; 

III. Asumir responsabilidad operativa, en coordinación
con las universidades e institutos de enseñanza superior,
con presencia en la cuenca, para la construcción, actua-
lización continua y difusión permanente, incluyendo
medios como Internet, del Sistema de Información y
Monitoreo de Aguas y Cuencas; 

IV. Tener presencia en todas las microcuencas y sub-
cuencas de la cuenca, para la construcción de capacida-
des técnicas, administrativas y organizativas entre la po-
blación, comunidades y autoridades locales, requeridas
para el diseño, construcción, operación y monitoreo de
los proyectos previstos en el Plan Rector; 

V. Construir y fortalecer capacidades locales y brindar
asesoría para el diseño, construcción y operación efecti-
va de sistemas de saneamiento; 

VI. Diseñar y ejecutar programas, en coordinación con
escuelas, comunidades y medios sociales y masivos, pa-
ra promover la sustitución y eliminación de sustancias
tóxicas a nivel domiciliar; 

VII. Gestionar y promover la colecta y utilización de las
aguas pluviales; 

VIII. Apoyar y promover ante la Procuraduría del Agua
procesos sistemáticos de vigilancia del cumplimiento de



las condicionantes de las concesiones de aguas naciona-
les y los permisos de descarga; 

IX. Apoyar a las juntas municipales en la instalación de
macro medidores y en las adecuaciones requeridas a sus
sistemas de distribución y almacenamiento, de tal modo
que puedan garantizar el Volumen de Acceso Estándar
por Cuenca para todos los habitantes en sus zonas de co-
bertura; 

X. Realizar la construcción del Sistema de Información
y Monitoreo de Aguas y Cuencas en donde se ubiquen
geográficamente cada una de las obras planeadas, en de-
sarrollo o realizadas con información de sus caracterís-
ticas, objetivos, costos y tiempos;  

XI. Publicar periódicamente el resultado de monitoreo
de calidad de agua y disponibilidad; 

XII. Presentar anualmente al Consejo de Cuenca la in-
formación sobre el grado de cumplimiento de los con-
cesionarios con los condicionantes de sus concesiones y
con las normas oficiales mexicanas aplicables; sobre el
comportamiento de la cuenca y aguas subterráneas; y la
presentación de nuevas solicitudes, para que pueda ela-
borar su resolución anual sobre volúmenes y condicio-
nantes para el concesionamiento de aguas nacionales; 

XIII. Apoyar en la recopilación y análisis de informa-
ción a ser utilizada por el Consejo de Cuenca para la re-
comendación de volúmenes a ser concesionados; 

XIV. Asesorar a los usuarios industriales o de servicios
particulares que dependían de las redes de agua potable
o de volúmenes sobreconcesionados, para que desarro-
llen estrategias de ahorro, reciclaje interno, y el aprove-
chamiento de aguas pluviales y residuales; 

XV. Apoyar a las juntas municipales en todo lo relativo
a la utilización de las redes de agua potable y drenaje
por usos que no sean personal-doméstico o servicios pú-
blicos; 

XVI. Realizar todo tipo de actividades encaminadas a la
ejecución del Plan Rector de Cuenca, y 

XVII. Rendir informes técnicos al Consejo de Cuenca y
a las comisiones de subcuenca, y fungir como Secreta-
rio Técnico en sus sesiones. 

Artículo 36. Todos los consejos de cuenca contarán con un
Comité Asesor para la Conservación y Monitoreo de
Aguas, el cual fungirá como su instancia asesora en la cual
se preparará información para que a nivel de cuenca, sub-
cuenca y microcuenca se puedan tomar resoluciones infor-
madas.  

El Comité Asesor para la Conservación y Monitoreo de
Agua deberá estar integrado, conforme al reglamento res-
pectivo, por investigadores enfocados en temas relevantes;
personas afectadas por la contaminación, sobreexplotación
y marginalización hídrica; organizaciones civiles o sociales
involucrados con los cuerpos de agua y ecosistemas de la
cuenca. Los investigadores realizarán los estudios y análi-
sis requeridos para determinar las medidas necesarias para
cumplir con el objetivo de eliminar la sobreexplotación y
contaminación del agua, con atención especial a los volú-
menes utilizables y condicionantes que se deberán aplicar
a las concesiones y asignaciones. 

Este Comité Asesor servirá como espacio de diálogo en la
preparación de la propuesta de volúmenes y condicionan-
tes para el uso personal doméstico y de servicios públicos,
el uso para la seguridad alimentaria, así como para los usos
no prioritarios en la cuenca, propuesta que se sujetará a dis-
cusión y aprobación en el Consejo  de Cuenca.  

Para lo anterior, el Comité formulará recomendaciones pa-
ra que el Consejo de Cuenca emita resoluciones en relación
a volúmenes de agua ecológicamente aprovechable y a la
necesidad de reubicar pozos que están provocando daños a
infraestructura e inmueble, y podrá invitar a solicitantes de
concesiones ubicados en la cuenca a reuniones en las cua-
les se explicarán los límites de disponibilidad y la necesi-
dad de respetar condicionantes, con el fin de incorporar sus
perspectivas, en la medida posible, en su recomendación de
volúmenes y condicionantes. 

Artículo 37. El Subcomité para la Sustentabilidad Hídrico-
Alimentaria será otra instancia asesora de los consejos de
cuenca en la cual productores agrícolas con y sin acceso a
agua para riego, junto con especialistas en los temas de
agroecología y riego y representantes de consumidores de
alimentos de la cuenca, elaboran la propuesta del Programa
para la Sustentabilidad Hídrico-Alimentaria, y participan
en su ejecución y evaluación. 

Asimismo, este Subcomité trabajará con el Comité Asesor
para la Conservación y Monitoreo de Agua estar en posibi-
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lidad de planear dentro de los límites establecidos por las
recomendaciones de volúmenes concesionables. 

Sección III 
Comisiones de subcuenca 

Artículo 38. Las comisiones de subcuenca son órganos
mixtos y colegiados a nivel de uno o más ríos tributarios
que se integrarán, conforme al reglamento elaborado por el
Consejo Nacional de Cuencas, por ciudadanos elegidos
abierta y democráticamente en el seno de los comités de
microcuenca. En ellas podrán participar con voz pero sin
voto, representantes de los tres órdenes de gobierno y de
los sistemas de agua potable y saneamiento relacionados
con la subcuenca respectiva y, en cualquier caso, dichos
servidores públicos deberán comparecer cuando así se lo
soliciten por escrito estas comisiones para el mejor desem-
peño de sus funciones. 

Artículo 39. Las comisiones de subcuenca tendrán las si-
guientes funciones: 

I. Elaborar su Reglamento Interno; 

II. Elegir, entre los comisionados ciudadanos, a los con-
sejeros ciudadanos que representarán a la subcuenca en
el Consejo de Cuenca; 

III. Coordinar la elaboración colaborativa del Plan Rec-
tor de la Subcuenca, el cual formará parte integral del
Plan Rector de la Cuenca, y garantizar su ejecución y
monitoreo; 

IV. Coordinar actividades de monitoreo de calidad del
agua, meteorológico, hidrométrico, del comportamiento
de aguas subterráneas, del cumplimiento con los distin-
tos criterios del derecho humano al agua y saneamiento,
de los indicadores de desempeño y de efectividad del
Plan Rector; 

V. Gestionar y supervisar proyectos a nivel subcuenca,
fomentando la colaboración intermunicipal para proyec-
tos y servicios que requieren de una escala de manejo
que rebase los límites municipales; 

VI. Fomentar y apoyar el desarrollo de los sistemas de
agua potable y alcantarillado; los de saneamiento, trata-
miento y reúso de aguas; los de riego o drenaje y los de
control de avenidas y protección contra inundaciones en

los términos de la presente ley, su Reglamento y la Ley
General de Cambio Climático; 

VII. Apoyar a los sistemas de agua potable, alcantarillado
y saneamiento, y a los usuarios industriales y de otros
usos que no sean personal doméstico o servicios públicos
en su zona de cobertura, para lograr que éstos se inde-
pendicen de las redes de agua potable y de drenaje; 

VIII. Apoyar la vigilancia de los concesionarios de
aguas nacionales, así como reportarla al Consejo de
Cuenca y, en caso necesario, a la Procuraduría del Agua; 

IX. Promover la vigilancia ante la Procuraduría del
Agua frente a actividades, obras y proyectos propuestos
que podrían resultar en daños socio-hídrico-ambientales
a la subcuenca, poniendo en riesgo el derecho humano
al agua de sus habitantes; 

X. Vigilar que el diseño y ubicación de obras hídricas en
la subcuenca, así como sus procesos de licitación, con-
tratación y construcción estén acordes a los procesos de
planeación de la Subcuenca; 

XI. Apoyar al Sistema de Información y Monitoreo de
Aguas y Cuencas en el monitoreo del grado en que los
concesionarios cumplan con los  condicionantes de sus
respectivas concesiones; 

XII. Diseñar e instrumentar proyectos de difusión de in-
formación, concientización, capacitación, intercambio y
asesoría para apoyar la construcción de diversas capaci-
dades locales; 

XIII. Apoyar en las gestiones y asesorar en el diseño,
administración y operación de sistemas de agua potable,
alcantarillado y saneamiento en los municipios de la
cuenca, y 

XIV. Asesorar en la búsqueda y desarrollo de técnicas
apropiadas de saneamiento, así como en el aprovecha-
miento de aguas pluviales. 

Sección III 
Comités de microcuenca 

Artículo 40. Cada Comité de Microcuenca se organizará
de manera abierta, democrática e incluyente, por parte de



los habitantes de la microcuenca comprometidos con la
gestión hídricaambiental sustentable en su territorio. En su
integración se garantizará la participación de los distintos
sectores de la sociedad, asegurando la participación de los
dueños de tierras agrícolas y forestales productores de ser-
vicios hidrológico-ambientales y de seguridad hídrica y
alimentaria; de afectados por el manejo inadecuado de la
cuenca y sus aguas; de pueblos originarios, mujeres y de
jóvenes. 

Artículo 41. Los comités de microcuenca tendrán las si-
guientes funciones: 

I. Elaborar su Reglamento Interno; 

II. Elegir a sus representantes en la Comisión de Sub-
cuenca y al Consejo de Cuenca; 

III. Participar en la elaboración del Plan Rector de la
Cuenca, planteando sus necesidades y argumentos, y
proponiendo las obras y proyectos requeridos en su te-
rritorio, así como las que requieren solucionarse a nivel
subcuenca; 

IV. Vigilar el cumplimiento de las condicionantes de los
concesionarios de aguas nacionales en su territorio; 

V. Coadyuvar con la Procuraduría del Agua para detec-
tar y reportar pozos y descargas clandestinos; 

VI. Monitorear la salud de los ecosistemas, así como la
restauración o desecación, y la calidad del agua de los
manantiales, ríos, lagunas y lagos en su territorio, como
indicador de los avances o retrocesos en el cumplimien-
to de las metas del Plan Rector; 

VII. Participar en la selección, construcción, operación
y mantenimiento de obras hídricas, y en el diseño e ins-
talación de tecnologías apropiadas descentralizadas en
su territorio; 

VIII. Involucrar a la comunidad escolar en las tareas de
diagnóstico, planeación, gestión y monitoreo de la mi-
crocuenca, y 

IX. Coordinarse con los sistemas de agua potable, al-
cantarillado y saneamiento en su territorio, con el fin de
asegurar que el Plan para el Acceso Equitativo y Sus-
tentable al Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento

coadyuve a la gestión integral del agua en la micro-
cuenca. 

Sección III 
Consejo Nacional de Cuencas 

Artículo 42. El Consejo Nacional de Cuencas estará con-
formado, de acuerdo al Reglamento respectivo, por tres re-
presentantes de cada Consejo de Cuenca del país y realiza-
rá las siguientes funciones: 

I. Formular y proponer al Titular del Poder Ejecutivo fe-
deral la Agenda Nacional del Agua así como la Estrate-
gia Nacional y vigilar su cumplimiento;  

II. Emitir opiniones sobre las adecuaciones requeridas
en el Plan Nacional de Desarrollo, así como en las polí-
ticas sectoriales y regionales, para que el modelo de de-
sarrollo del país respete los limitantes de las cuencas y,
en particular, de las que se encuentren en extremo estrés
hídrico; 

III. Acordar una propuesta de presupuesto anual para el
sector agua, indicando las inversiones requeridas a nivel
federal, de los estados y de los municipios, y gestionar
su aprobación para que se prioricen los recursos reque-
ridos para la ejecución de los planes rectores de cuenca
a fin de lograr el cumplimiento del derecho humano al
agua y saneamiento, garantizando la participación ciu-
dadana, así como las funciones esenciales de investiga-
ción, planeación, monitoreo, asesoría técnica, capacita-
ción, vigilancia a ser realizadas por las gerencias
técnico-operativas; de fiscalización de servidores públi-
cos a ser realizadas por la Contraloría Social del Agua y
la Auditoría Superior de la Federación, y de inspección
y responsabilidad, a ser realizadas por la Procuraduría
del Agua; 

IV. Proponer los cambios legislativos en materia hídri-
co-ambiental que se consideren necesarios para lograr el
equilibrio y restauración hídricos, incluyendo la no con-
taminación de las cuencas del país; 

V. Proponer normas y designar a los representantes que
considere convenientes para participar en los procesos
de normalización del sector agua; 

VI. Determinar el volumen mínimo vital nacional, con-
sistente en la cantidad mínima indispensable de agua
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potable cuyo acceso gratuito por día deberá ser garanti-
zada por el Estado a todas las personas físicas habitan-
tes del país, para que no se ponga en riesgo su subsis-
tencia; 

VII. Trabajar con los subcomités para la sustentabilidad
hídrico-alimentaria y la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, en el
diseño del Programa Nacional para la Sustentabilidad
Hídrico-Alimentaria y de políticas que permitan atender
las necesidades alimentarias del país y del derecho hu-
mano al agua y saneamiento, a través de procesos trans-
versales que hagan posible la restauración de las cuen-
cas y sus aguas y de los flujos subterráneos en cantidad
y calidad; 

VIII. Trabajar con las otras dependencias y entidades
del Ejecutivo federal en el diseño de los programas y
políticas requeridas para restaurar el equilibrio hídrico
en las cuencas y en el país; 

IX. Fomentar procesos colaborativos entre consejos de
cuenca en donde existen proyectos de trasvase, para
evaluar los costos y beneficios sociales, hídrico-am-
bientales, energéticos y económicos de estos proyectos,
y en su caso, elaborar los acuerdos requeridos para fa-
vorecer el equilibrio hídrico en cada una de las cuencas
involucradas; 

X. Elaborar programas especiales de carácter interregio-
nal y de cuencas transfronterizas en materia de aguas
nacionales; 

XI. Promover, con el apoyo de los comités asesores pa-
ra el monitoreo y conservación de aguas, la recopilación
de datos sobre flujos subterráneos, que permitirá diseñar
un sistema adecuado para su administración cuenca por
cuenca; 

XII. Establecer las prioridades nacionales en lo concer-
niente a la administración y gestión de sustentabilidad
hídrico-alimentaria; prevención de riesgos por inunda-
ciones o sequías y otras cuestiones que puedan afectar a
las cuencas; 

XIII. Proponer al Titular del Poder Ejecutivo federal la
expedición de decretos para el establecimiento, modifi-
cación o extinción de Zonas de Veda, declarar cuencas
en estrés hídrico y contribuir con las autoridades encar-

gadas de protección civil en la determinación de zonas
de desastre, así como emitir opiniones para la gestión
integral de riesgos hidrometeorológicos; 

XIV. Recomendar al Ejecutivo federal la expedición por
causas de utilidad pública o interés público, de declara-
torias de rescate de concesiones otorgadas por la Comi-
sión Nacional del Agua; 

XV. Emitir recomendaciones al Ejecutivo federal y al
Senado de la República para prevenir o enfrentar ries-
gos para el derecho humano al agua que se pudieran de-
rivar de contratos y tratados internacionales; 

XVI. Coordinarse con la Auditoría Superior de la Fede-
ración y la Contraloría Social del Agua a fin de solicitar
la realización de auditorías financieras y de desempeño
de la entidad federal o estatal del agua en aspectos de su
gestión en donde se hubieren detectado irregularidades; 

XVII. Actuar directamente en los litigios y actos jurídi-
cos necesarios y requeridos para el desempeño de las
funciones que le confiere esta Ley; 

XVIII. Emitir resoluciones sobre la necesidad de audi-
tar operaciones de concesionarios a cargo de la opera-
ción de obras hidráulicas o de sistemas de agua potable
o saneamiento; 

XIX. Proponer una terna al Ejecutivo federal de Candi-
datos a dirigir la Comisión Nacional del Agua, de entre
los cuales se elegirá al Director General, y 

XX. Proponer una terna al Ejecutivo federal de candi-
datos a dirigir el Instituto Mexicano de Gestión Susten-
table de Aguas y Cuencas, de entre los cuales se elegirá
al Director General. 

Artículo 43. El Consejo Nacional de Cuencas contará con
una Secretaría Técnica, que será una unidad técnica-admi-
nistrativa encargada de elaborar los análisis requeridos pa-
ra la toma de decisiones y coordinar las acciones necesarias
para su ejecución. La Secretaría Técnica del Consejo Na-
cional de Cuencas tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Gestionar el presupuesto federal; 

II. Promover relaciones de intercambio y apoyo mutuo
entre los consejos de cuenca; 



III. Coadyuvar en el ejercicio de  las atribuciones del
Consejo Nacional de Cuencas, y 

IV. Trabajar en coordinación con la entidad federal del
agua para garantizar que ésta realice los actos de autori-
dad necesarios para ejecutar los planes y las decisiones
del Consejo Nacional de Cuencas y los consejos de
cuenca. 

Artículo 44. El Instituto Mexicano de Gestión Sustentable
de Aguas y Cuencas generará información para el desem-
peño de las funciones del Consejo Nacional de Cuencas, de
los consejos de cuenca, comisiones de subcuenca y comi-
tés de microcuenca. Estará integrado conforme al regla-
mento respectivo y dispondrá, como mínimo, del 0.2 por
ciento del presupuesto de egresos federales, con la posibi-
lidad de que estos recursos sean complementados por otras
fuentes adicionales. Su director será nombrado por el se-
cretario de Medio Ambiente y Recursos Naturales de una
terna presentada por el Consejo Nacional de Cuencas y du-
rará en su cargo cinco años.  

Este Instituto contará con un centro de investigación a ni-
vel nacional y con centros de investigación, asesoría y ca-
pacitación en cada una de las cuencas, fundamentados en
convenios de concertación con las universidades, institu-
ciones de investigación y organizaciones sociales con pre-
sencia local. 

Artículo 45. El Instituto Mexicano de Gestión Sustentable
de Aguas y Cuencas llevará a cabo las siguientes funciones: 

I. Realizar estudios sobre el comportamiento de las
aguas subterráneas con el fin de proponerle al Consejo
Nacional de Cuencas las unidades territoriales y estrate-
gias adecuadas para su manejo; y asesorar a los conse-
jos de cuenca y sus comités asesores para la conserva-
ción y monitoreo de aguas para la definición y
evaluación de las medidas, los condicionantes y los in-
dicadores apropiados para la gestión y restauración de
sus aguas subterráneas; 

II. Trabajar en coordinación cercana con los consejos de
cuenca y sus gerencias técnicasoperativas para asesorar
la elaboración, ejecución y monitoreo de los planes rec-
tores; 

III. Asesorar a los comités asesores para la conservación
y monitoreo de aguas de los consejos de cuenca, en el
diseño de las medidas requeridas para la eliminación

progresiva de las prácticas de sobreexplotación, acceso
inequitativo y contaminación de aguas, con atención es-
pecial a los cambios requeridos en el sector agrícola; 

IV. Asesorar a los consejos de cuenca y sistemas de agua
potable, alcantarillado y saneamiento en el diseño y
prueba de tecnologías apropiadas para el ahorro del
agua, para el aprovechamiento de aguas pluviales y re-
siduales, y para sistemas descentralizados de sanea-
miento; 

V. Asesorar a los consejos de cuenca en la delimitación
de sus zonas de importancia hídricoambiental, así como
en la elaboración y evaluación de acuerdos para lograr
su mantenimiento o restauración; 

VI. Asesorar a los consejos de cuenca en la elaboración
y ejecución de sus programas para la reducción de vul-
nerabilidad a sequías e inundaciones, así como en la
adaptación al cambio climático; 

VII. Apoyar a la Contraloría Social del Agua en el mo-
nitoreo de la calidad del agua de fuentes y descargas, y
en la construcción y actualización del Registro Nacional
del Derecho Humano al Agua y Saneamiento; 

VIII. Integrar y mantener actualizado al Sistema de In-
formación y Monitoreo de Aguas y Cuencas, incluyen-
do la colaboración con el Instituto Nacional de Ecología
y Cambio Climático para asegurar el buen diseño y fun-
cionamiento de las estaciones de monitoreo meteoroló-
gico e hidrométrico en las cuencas; 

IX. Asesorar a los consejos de cuenca en la elaboración
y actualización de sus Inventarios de cuerpos de agua e
infraestructura hidráulica; 

X. Colaborar con las gerencias técnica-operativas en la
capacitación de recursos humanos para el diseño y ope-
ración de proyectos, obras y servicios en el ámbito local
y de cuenca; 

XI. Coordinarse con el Consejo Nacional de Cuencas
para promover la formación de personal en políticas y
programas de sustentabilidad socio-hídrico-ambiental a
nivel de cuencas y nacional; 

XII. Certificar a su personal para instrumentar el Siste-
ma Nacional de Servicio Profesional de Carrera del Sec-
tor Agua en función de los principios de esta ley; 
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XIII. Constituirse en el centro de excelencia en el cono-
cimiento actualizado de la gestión integrada de los re-
cursos hídricos, del derecho humano al agua y al sanea-
miento, y de la sustentabilidad hídrica del país; 

XIV. Desarrollar y probar instrumentos de gestión inte-
grada de recursos hídricos de diversa índole para apoyar
el desarrollo del Sector Agua y coadyuvar en la solución
de los problemas hídricos e hidráulicos del país; 

XV. Desarrollar y estrechar relaciones con las organiza-
ciones internacionales vinculadas con los temas de agua
y su gestión integrada, y establecer relaciones de inter-
cambio académico y tecnológico con instituciones y or-
ganismos mexicanos, extranjeros o internacionales; 

XVI. Realizar estudios especializados en materia de hi-
dráulica, hidrología, control de la calidad del agua, de
gestión integrada de los recursos hídricos, entre otros; 

XVII. Proponer orientaciones y contenidos para la Es-
trategia Nacional; 

XXIII. Sistematizar y publicar la información técnica
asociada con los recursos hídricos del país, en coordina-
ción con los consejos de cuenca y el Consejo Nacional
de Cuencas; 

XXIV. Desempeñar, a solicitud de los consejos de cuen-
ca, funciones de arbitraje técnico y científico; 

XXV. Calibrar los dispositivos para la medición del
agua en cantidad, y los equipos e instrumentos y ense-
res que faciliten la elevación de las eficiencias en la ex-
plotación, uso o aprovechamiento del agua; 

XXVI. Promover la educación y la cultura en torno al
agua que fomente en la sociedad la conciencia de que el
acceso equitativo a agua de calidad requiere de la parti-
cipación ciudadana en la gestión de cuencas; del esta-
blecimiento de límites y condicionantes al desarrollo ur-
bano y otras actividades potencialmente dañinas, así
como de la administración de sistemas locales de agua y
saneamiento, y 

XXVII. Las demás que le confieran otros instrumentos
jurídicos. 

Título Tercero 
Planeación y gestión hídricas 

para la sustentabilidad y equidad

Capítulo I 
De los instrumentos de planeación y gestión 

Sección I 
Disposiciones generales 

Artículo 46. La planeación y la gestión, para efectos de la
presente Ley, se llevarán a cabo a partir de la participación
ciudadana en cada microcuenca, subcuenca, cuenca y a ni-
vel nacional con el objeto de garantizar en el territorio na-
cional los derechos humanos vinculados al agua en condi-
ciones de sustentabilidad y equidad, considerando
información social, hídrica y ambiental diferenciada para
el cumplimiento de los principios establecidos en el artícu-
lo 4 de esta Ley.  

Artículo 47. Los resultados de las actividades de diagnós-
tico, planeación, gestión y monitoreo, así como las pro-
puestas y demás resoluciones que se deriven de la opera-
ción de los comités de microcuenca, alimentarán el
desarrollo, aplicación y seguimiento de los instrumentos de
planeación y gestión a nivel de subcuenca, éstos los de la
cuenca a la que pertenezcan y éstos, a su vez, los de los ins-
trumentos nacionales, conforme a lo que se señala en las si-
guientes secciones. Asimismo, en la elaboración y adapta-
ción de instrumentos de planeación de escalas territoriales
menores, se buscará dar cumplimiento a las metas de la Es-
trategia Nacional y la Agenda Nacional del Agua.  

Sección II 
De la Agenda Nacional del Agua 

Artículo 48. La Agenda Nacional del Agua es el instru-
mento jurídico de carácter administrativo rector de la polí-
tica hídrica del país que determina metas para lograr los si-
guientes objetivos en un periodo de 15 años: 

I. Restaurar ecosistemas vitales para la producción de
agua de calidad; 

II. Garantizar agua de calidad y en cantidad suficiente
para consumo personal y doméstico de todos los habi-
tantes, considerando a las generaciones futuras; 

III. Garantizar agua para la seguridad alimentaria, y 



IV. Poner en marcha los procesos encaminados a la eli-
minación y prevención de: 

a) Contaminación de cuerpos de agua; 

b) Sobreexplotación de acuíferos y degradación de
cuencas; 

c) Vulnerabilidad a inundaciones y sequías, y 

d) Impunidad hídrico-ambiental. 

Las instituciones públicas de los tres órdenes de gobierno,
actuando en concurrencia en el ámbito de sus respectivas
competencias, de conformidad con sus atribuciones consti-
tucionales y con la participación de la ciudadanía, estarán
obligadas a tomar las acciones requeridas para lograr los
objetivos de la Agenda Nacional del Agua. 

Artículo 49. El documento en que se haga constar la Agen-
da Nacional del Agua contendrá al menos: 

I. Un análisis de las principales necesidades de reorien-
tación de gestión del agua y de las cuencas, a nivel na-
cional y por región, para lograr el cumplimiento de di-
chas metas.  

II. Un análisis de los instrumentos vigentes a nivel na-
cional e internacional que favorecen el cumplimiento de
la Agenda Nacional, dando atención especial al Pacto
Internacional por los Derechos Económicos, Sociales,
Culturales; 

III. Un análisis de las deficiencias normativas e institu-
cionales que contribuyen al incumplimiento de cada una
de las metas de la Agenda Nacional, así como las reco-
mendaciones de los cambios legislativos, programáticos
y presupuestales requeridos para superarlas, dando aten-
ción especial al fortalecimiento del papel de las comu-
nidades y la ciudadanía; 

IV. Un análisis de los tratados, acuerdos, compromisos
financieros y otros instrumentos internacionales que
obstaculicen el cumplimiento con las metas de la Agen-
da Nacional, con recomendaciones para buscar evitar
dichos obstáculos, y 

V. Las metas derivadas de los objetivos previstos en el
artículo anterior elaboradas considerando los análisis re-
feridos en las fracciones anteriores. 

Cada tres años, el Ejecutivo federal convocará a represen-
tantes de sus entidades y dependencias, del Congreso de la
Unión, de la Auditoría Superior de la Federación, de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos y de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, para escuchar del Consejo
Nacional de Cuencas los logros alcanzados y retos que en-
frenta la Agenda Nacional del Agua, discutir y revisar la
implementación de las recomendaciones derivadas de la
instrumentación de la Estrategia Nacional. 

Al término del cada periodo de 15 años, el Consejo Nacio-
nal de Cuencas determinará las metas específicas para el si-
guiente periodo triquinquenal en torno a los objetivos pre-
vistos en el artículo anterior, conforme a los avances,
cambios en el contexto nacional e internacional, necesida-
des emergentes y nuevos conocimientos.  

Sección III 
De la Estrategia Nacional para la Sustentabilidad,

Equidad y Seguridad Hídrica 

Artículo 50. La Estrategia Nacional para la Sustentabili-
dad, Equidad y Seguridad Hídrica es el documento rector
de planeación, de carácter técnico sexenal vinculante, que
se elaborará con base en los planes rectores de cuenca y la
Agenda Nacional del Agua. 

Artículo 51. La Estrategia Nacional contendrá al menos: 

I. Antecedentes, entre los que se incluyan: 

a) Una evaluación de los avances y retrocesos en re-
lación con las metas del Agenda Nacional del Agua,
por meta, por cuenca y por región; 

b) Un análisis actualizado de las políticas, progra-
mas, procesos de capacitación y tipos de obra reque-
ridos para seguir reorientando las principales diná-
micas de gestión del agua y de las cuencas, a nivel
nacional y por región, para lograr el cumplimiento
con cada una de las metas de sustentabilidad, equi-
dad y seguridad hídrica de la Agenda Nacional del
Agua.  

c) Los Planes Rectores de Cuenca; 

II. Objetivos específicos de corto, mediano y largo pla-
zos; 
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III. Programas intersectoriales; compromisos transver-
sales de la administración pública federal y actividades
a realizar en coordinación, así como compromisos de
los tres ordenes de gobierno y actividades a realizar en
concurrencia, que se requieran para lograr los objetivos; 

IV. Metas nacionales y por cuenca, entre las cuales se
deberán considerar cambios requeridos en las políticas
sectoriales, reglamentos y normas para cumplir con la
Agenda Nacional del Agua; necesidades de priorización
regional y temática en la gestión y aplicación de recur-
sos federales, y requerimientos de diseño institucional
requeridos para superar la impunidad hídrico-ambiental; 

V. Acciones para alcanzar cada una de las metas, res-
ponsabilidades específicas de los funcionarios públicos
de los tres órdenes de gobierno y calendarización; 

VI. Indicadores de éxito y necesidades presupuestales. 

La Estrategia Nacional será elaborada por el Consejo Na-
cional de Cuencas conforme a las disposiciones reglamen-
tarias de esta Ley. 

Anualmente, representantes del Consejo Nacional de
Cuencas presentarán una evaluación integral de logros y
retos la Estrategia Nacional, así como las recomendaciones
programáticas, presupuestales y de priorización temática y
regional para su cumplimiento, en una reunión con los re-
presentantes de las dependencias y entidades del Gobierno
Federal  que consideren, por razón de la materia, conve-
niente convocar. 

Sección IV
De los planes rectores de cuenca 

Artículo 52. Los planes rectores de cuenca son el instru-
mento de planeación básico y vinculante para la construc-
ción de la Estrategia Nacional, mediante los cuales se indi-
can las acciones e inversiones requeridas en cada cuenca
para cumplir con la Agenda Nacional del Agua. Estos pla-
nes serán construidos y consensuados por los consejos de
cuenca, en coordinación con las comisiones de subcuenca
y comités de microcuenca correspondientes, en procesos
que buscarán priorizar soluciones locales. 

Artículo 53. Los planes rectores de cuenca constituyen la
base de planeación hídrica por cuenca y subcuenca desde
una perspectiva territorial, respecto de las actividades que
puedan impactar la cantidad, calidad y temporalidad del

agua disponible, su distribución y acceso, así como los ser-
vicios hidrológico-ambientales. El objetivo de cada Plan
Rector de Cuenca es la restauración de la cuenca corres-
pondiente, para cumplir con las metas de la Agenda Nacio-
nal del Agua que garanticen agua para consumo personal y
doméstico, para los ecosistemas y para seguridad alimenta-
ria, así como poner fin a la contaminación, sobreexplota-
ción, destrucción de cuencas y disminuir en todo lo posible
la vulnerabilidad a inundaciones y sequías.  

Artículo 54. Los planes rectores de cuenca facilitarán la
coordinación entre autoridades y la concurrencia de los tres
órdenes de gobierno con la ciudadanía a nivel de cada
cuenca y contendrán, al menos, lo siguiente: 

I. Un diagnóstico que incluya: 

a) La demarcación de las subcuencas y microcuen-
cas de la cuenca; de los cauces de sus flujos superfi-
ciales permanentes e intermitentes; de sus cuerpos
de agua y manantiales, sus zonas de recarga, plani-
cies de inundación, humedales 

b) El régimen pluvial y la situación de sus lagos, la-
gunas, humedales, ríos, ecosistemas riparios y aguas
subterráneas;  

c) El estado y funcionamiento, en tres dimensiones,
de los flujos locales, intermedios y regionales de
aguas subterráneas que subyacen el territorio de la
cuenca; 

d) La  delimitación de las zonas de importancia hí-
drico-ambiental; 

e) Los datos demográficos y de distribución de la
población en la cuenca; 

f) La demarcación de las tierras de los pueblos indí-
genas y de los núcleos agrarios, así como los dere-
chos históricos y actuales de los pueblos y comuni-
dades indígenas sobre las aguas, así como la
ubicación de aguas sagradas en la cuenca correspon-
diente; 

g) El reconocimiento de la labor que las comunida-
des indígenas y campesinas han tenido en el manejo
del agua en la cuenca, así como en la conservación
de las zonas de importancia hídrico-ambiental; 
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h) Un análisis de la cuenca con perspectiva de géne-
ro e interculturalidad, para atender a las necesidades
e intereses de las mujeres en aras de alcanzar la
igualdad y equidad, así como a las cosmovisiones,
necesidades e intereses de los pueblos y comunida-
des indígenas y rurales; 

i) La información disponible sobre la producción de
alimentos, sistemas y patrones de cultivo en la cuen-
ca, incluida la referente a las prácticas de manejo de
suelos y el uso de agroquímicos; 

j) La información sobre las unidades administrativas
de agua para riego, la organización y tamaño de los
distritos y unidades de riego, los volúmenes conce-
sionados y su distribución, los sistemas de riego uti-
lizados, la infraestructura hidro-agrícola y el aprove-
chamiento de aguas pluviales y residuales tratadas
en la cuenca;  

k) La identificación de programas y acciones que
mejoren la estructura y funcionamiento de los eco-
sistemas y, con ello, la oferta de servicios hidrológi-
co-ambientales, favoreciendo así el mantenimiento y
restauración de zonas de importancia hídrico-am-
biental, y 

l) La identificación de la variabilidad hidrometeorológi-
ca y de los posibles impactos de escenarios de cambio
climático sobre actividades productivas y ecosistemas; 

II. El dictamen del Volumen Anual de Agua Ecológica-
mente Aprovechable, el cual en ningún caso podrá ser
excedido por el volumen total de asignaciones y conce-
siones que se otorguen en la cuenca; 

III. El Volumen de Acceso Estándar para la cuenca,
cuando el Volumen Anual Ecológicamente 

Aprovechable en la cuenca correspondiente permita ex-
ceder el Mínimo Vital Nacional; 

IV. Medidas y acciones para: 

a) Asegurar la inclusión de las comunidades en los
planes de la cuenca; 

b) Garantizar los recursos y la construcción de capa-
cidades requeridas, y 

c) Promover la restauración y buen manejo de lagos,
lagunas, humedales, ríos, ecosistemas riparios y
aguas subterráneas; V. Los siguientes programas: 

a) El Programa para la Sustentabilidad Hídrico-Ali-
mentaria de la cuenca correspondiente;  

b) Un Programa para la Eliminación Progresiva de la
Sobreexplotación de Aguas Subterráneas y Superfi-
ciales, en cuencas donde los indicadores muestren
indicios de sobreexplotación;  

c) Un Programa para la Eliminación Progresiva de
Contaminantes en Cuerpos de Agua, en cuencas
donde existan dinámicas de contaminación; 

d) Un Programa para la Reducción de Vulnerabili-
dad a Inundaciones, en cuencas con centros de po-
blación en zonas en riesgo de inundaciones con un
periodo de retorno de 50 años;  

e) Un Programa para la Reducción de Vulnerabili-
dad a Sequías, cuando en la cuenca exista esta vul-
nerabilidad, y 

f) Programa para el Diseño e Implementación de un
Sistema de Vigilancia y Monitoreo Ciudadano y Gu-
bernamental; 

VI. La cartera de proyectos, presupuestados y calenda-
rizados, que se requieran para cumplir con las metas de
la Estrategia Nacional en la cuenca; 

VII. La identificación de responsables entre servidores
públicos federales, estatales y municipales; 

V. Indicadores para evaluar avances o retrocesos, y 

VI. Un análisis de problemas de congruencia entre el
Plan Rector de Cuenca y planes de desarrollo urbano es-
tatales, municipales y parciales; los ordenamientos eco-
lógicos regionales, municipales y comunitarios; los pro-
gramas de manejo forestal; los programas de manejo de
áreas naturales protegidas, así como otros instrumentos
de planeación local y municipal desarrollados en la
cuenca y recomendaciones para lograr la congruencia
de dichos instrumentos. 

Todos los programas, medidas y acciones previstos en los
planes rectores estarán supeditados al principio precauto-
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rio, así como al de adecuación, necesidad y proporcionali-
dad. 

Artículo 55. Los planes rectores de cuenca constituyen un
instrumento de planeación estratégica y adaptativa por lo
que, en la medida que se logre contar con mayor informa-
ción sobre el funcionamiento de la cuenca, sus ecosistemas
y sus aguas superficiales, subterráneas, pluviales y residua-
les, así como de la respuesta hídrico-ambiental a los cam-
bios en los patrones de aprovechamiento del agua, cada
Consejo de Cuenca ajustará su Plan Rector y, consecuente-
mente, sus resoluciones en particular en lo concerniente a
concesiones, asignaciones y permisos. 

Artículo 56. Los consejos, comisiones y comités, en coor-
dinación con instituciones de investigación y organizacio-
nes de la sociedad civil sin fines de lucro, deberán desarro-
llar sistemas de indicadores de desempeño y de impacto
para el monitoreo y la evaluación periódica que posibiliten
la revisión y corrección de las acciones emprendidas así
como, en su caso, la determinación de responsabilidades de
servidores públicos involucrados. 

Artículo 57. Cada Zona de Importancia Hídrico-Ambien-
tal delimitada en los planes rectores de cuenca y las res-
tricciones necesarias para su conservación o restauración
deberán ser integradas a los instrumentos de planeación y
gestión territorial, tales como los ordenamientos ecológi-
cos territoriales, los planes municipales de desarrollo urba-
no, los programas de manejo forestal y los de áreas natura-
les protegidas. 

Artículo 58. El Programa para la Sustentabilidad Hídrico-
Alimentaria contenido en cada Plan Rector de Cuenca es-
pecificará las obras, políticas y acciones requeridas para in-
crementar la eficiencia en el riego y redimensionar los
distritos y unidades de riego con el objeto de que la pro-
ducción agrícola pueda realizarse sin sobrepasar la dispo-
nibilidad de aguas superficiales, subterráneas, pluviales y
residuales tratadas; así como para transitar hacia cultivos
hídricamente apropiados, con métodos de cultivo no conta-
minantes que restauren los suelos, priorizando a producto-
res comunitarios orientados al mercado local, regional o
nacional.  

Este programa será elaborado por el Subcomité para la
Sustentabilidad Hídrico-Alimentaria, aprobado por el Con-
sejo de Cuenca correspondiente, y enumerará las acciones
de ejecución obligatoria, requeridas para cumplir con el de-

recho a la alimentación sin poner en riesgo el derecho hu-
mano al agua de calidad. Especificará los cambios requeri-
dos para disminuir la erosión y azolve y aumentar la ferti-
lidad de los suelos y la eficiencia hídrica; la sustitución de
contaminantes; el rediseño o la reorientación de la infraes-
tructura hidroagrícola, la reducción y reorientación de vo-
lúmenes de agua concesionadas para garantizar acceso a
productores familiares; el aprovechamiento de aguas plu-
viales y residuales tratadas, y para poner fin al sobreconce-
sionamiento. 

Artículo 59. Con base en los programas correspondientes
de cada una de las cuencas y en estrecha colaboración con
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y 

Alimentación el Consejo Nacional de Cuencas elaborará el
Programa Nacional para la Sustentabilidad Hídrico-Ali-
mentaria, con la finalidad de garantizar una política nacio-
nal productiva transversal que priorice la seguridad ali-
mentaria en el país, las buenas prácticas de cultivo, la
recuperación del suelo, la sustentabilidad ambiental, así
como la protección al maíz y sus centros de origen y de di-
versidad genética.  

Artículo 60. Con base en los programas para la elimina-
ción progresiva de volúmenes sobreconcesionados y de
contaminantes, ajustados según los resultados del monito-
reo del cumplimiento con las condicionantes de las conce-
siones, asignaciones y permisos, así como de la respuesta
hídrico-ambiental de la cuenca y los acuíferos, cada Con-
sejo de Cuenca emitirá resoluciones anuales sobre conce-
siones, asignaciones y permisos, a las cuales deberá aten-
der la Comisión Nacional del Agua en su otorgamiento,
renovación o revocación. 

Artículo 61. En la elaboración de programas para la elimi-
nación de vulnerabilidad a inundaciones, los consejos de
cuenca se coordinarán con las autoridades de Protección
Civil con la finalidad de:  

I. Lograr la gestión integral de riesgos hidrometeoroló-
gicos; 

II. Determinar las obras y acciones requeridas para for-
talecer a la población en la gestión y eliminación de
riesgos, así como almacenar o infiltrar los volúmenes
extraordinarios de aguas pluviales que resultarían de
una tormenta con periodo de retorno de 50 años; 
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III. Especificar las restricciones y especificaciones ne-
cesarias para la autorización de obras y actividades en
zonas vulnerables y zonas de importancia hídrico-am-
biental, y 

IV. En caso que el consejo de cuenca en coordinación
con la comunidad afectada lo determine necesario, lle-
var a cabo los actos de autoridad requeridos para reubi-
car a los asentamientos que serían afectadas por un
evento de estas dimensiones, asegurándoles vivienda y
servicios colectivos dignos en un lugar lo más cercano
posible, así como una compensación justa por decisio-
nes de servidores públicos que los hayan llevado a estas
circunstancias sin consultarlos. 

Artículo 62. Los programas para la reducción de vulnera-
bilidad a sequías que se incluyan en los planes rectores de
cuenca determinarán las acciones requeridas para mitigar
el potencial impacto de tiempos secos de larga duración,
incluyendo: cambios de cultivos y de sistemas de cultivo;
obras y programas para aumentar la capacidad de almace-
namiento local de aguas pluviales en los suelos, ecosiste-
mas, acuíferos, cisternas y cuerpos de agua; la reducción y
el condicionamiento de los volúmenes concesionados; re-
ciclaje y reúso de aguas tratadas; incorporación de tecnolo-
gías más eficientes; reparación de fugas; control estricto
sobre la expansión urbana y almacenamiento de exceden-
tes pluviales. La determinación de estas acciones se lleva-
rá a cabo con especial atención a zonas marginadas para
garantizar el cumplimiento con el derecho humano al agua,
los derechos de los pueblos indígenas, la equidad y la no
discriminación. 

Sección V
De los planes de riego 

Artículo 63. El Subcomité para la Sustentabilidad Hídrico-
Alimentaria del Consejo de Cuenca, trabajará con los dis-
tritos y unidades de riego y las asociaciones de regantes,
para lograr que sus planes de riego sean congruentes con el
Programa para la Sustentabilidad Hídrico-Alimentaria de
su cuenca, como requisito previo a la obtención o renova-
ción de sus concesiones de agua. 

Artículo 64. Los planes de riego describirán los cultivos a
ser regados; el esquema de riego que será utilizado; las téc-
nicas para eficientar el riego a nivel de las líneas primarias
y secundarias, así como a nivel de la parcela; las medidas
que se tomarán para evitar la erosión, para mejorar los sue-
los y para lograr la sustitución o eliminación de posibles

contaminantes; la importancia de los cultivos para la segu-
ridad alimentaria local, regional o nacional.  Irán acompa-
ñados, además, de la información de la presa u otra fuente
de agua que les corresponda, conforme a las disposiciones
reglamentarias, incluyendo al menos análisis de monitoreo
pluvial; de agua almacenada y sedimento; las característi-
cas físicas, químicas y biológicas del agua a ser aprove-
chada; de erosión en la cuenca; de impactos sobre la biodi-
versidad y la salud pública, así como de aspectos
socioeconómicos relevantes. 

Artículo 65. Los consejos de cuenca, a partir del volumen
anual de agua ecológicamente aprovechable, definirán la
distribución del agua con posterioridad a la terminación de
la temporada de lluvias. 

Sección VI 
De los planes municipales y del Distrito Federal para

el acceso equitativo y sustentable al agua 
potable, alcantarillado y saneamiento 

Artículo 66. Todos los municipios y el Distrito Federal de-
berán contar con un Plan para el Acceso Equitativo y Sus-
tentable al Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento,
elaborado cada quince años y actualizado trianualmente
desde los sistemas comunitarios y los sistemas ciudadani-
zados municipales y del Distrito Federal, para luego ser in-
tegrado por la Junta correspondiente. Estos planes serán el
instrumento vinculante mediante el cual se determinen los
programas, estrategias, obras, proyectos e indicadores re-
queridos para garantizar el acceso equitativo y sustentable
a agua de calidad para todos los habitantes a nivel domés-
tico y en espacios públicos, así como para asegurar siste-
mas apropiados de gestión de aguas pluviales y de sanea-
miento y reúso de aguas residuales. 

Los planes para el acceso equitativo y sustentable al agua
potable, alcantarillado y saneamiento tendrán como refe-
rente obligatorio los planes rectores de cuenca correspon-
diente, así como los aspectos específicos de las subcuencas
y microcuencas, a efecto de que la planeación y acciones a
nivel municipal y del Distrito Federal se sustenten en la ló-
gica de funcionamiento del sistema hídrico de su cuenca. 

Cada Plan para el Acceso Equitativo y Sustentable al Agua
Potable, Alcantarillado y Saneamiento contendrá los si-
guientes componentes: 

I. Un programa para la consolidación y fortalecimiento
técnico-administrativo de los sistemas de agua potable,
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alcantarillado y saneamiento responsables de las distin-
tas zonas de cobertura dentro del municipio correspon-
diente o del Distrito Federal; 

II. Un programa para reordenar la infraestructura de ex-
tracción, almacenamiento y distribución con la finalidad
de garantizar acceso equitativo al agua potable de uso
personal doméstico y de servicios públicos, priorizando
zonas sin cobertura, incluyendo la instalación de macro-
medidores accesibles al público para fines de monito-
reo; 

III. Un programa para disminuir progresivamente el uso
industrial del agua potable y de los drenajes, en el cual
se prevean apoyos y asesorías para que la micro, peque-
ña y mediana empresa pueda eficientar sus operaciones
y aprovechar aguas pluviales y tratadas. En zonas me-
tropolitanas contemplaría, además, el reordenamiento
de las redes de distribución para que las zonas indus-
triales desarrollen sistemas de abasto, saneamiento y re-
úso independientes, bajo estricto monitoreo; 

IV. Un programa para lograr bebederos y bancos dignos
en escuelas, mercados, edificios públicos y plazas, apro-
vechando preferentemente las aguas pluviales; 

V. Un programa para lograr bebederos y bancos dignos
en escuelas, mercados, edificios públicos y plazas, dan-
do prioridad a la captación, almacenamiento y potabili-
zación de aguas pluviales para bebederos en escuelas
públicas en zonas con poco acceso a agua de calidad; 

VI. Un programa para desarrollar sistemas de sanea-
miento de bajo consumo de energía que permitan el re-
úso local de aguas residuales municipales, priorizando
la seguridad alimentaria; 

VII. Un programa para la gestión de aguas pluviales ur-
banas para prevenir inundaciones, lograr su aprovecha-
miento y proteger las plantas de tratamiento de daños
causados por picos de lluvia; 

VIII. Criterios de planeación urbana y de construcción
que determinen números máximos de viviendas y de
habitaciones hoteleras, así como especificaciones para
el manejo de aguas pluviales y el saneamiento, y 

IX. Una cartera de proyectos con asignación de respon-
sabilidades, indicadores de desempeño e impacto, pro-
gramación y presupuesto. 

Sección VII 
De las áreas de importancia 

socio-hídrico-ambiental 

Artículo 67. Para efectos de la presente Ley, serán áreas de
importancia socio-hídricoambienta las siguientes: 

I. Las zonas de importancia hídrico-ambiental delimita-
das en los planes rectores de cada cuenca por ser zonas
de recarga, planicies de inundación, áreas de influencia
de aguas sagradas, humedales, zonas riparias, ecosiste-
mas vitales para el buen funcionamiento del ciclo hi-
drológico; 

II. Las zonas de riesgo de inundaciones según los atlas
de riesgos y el Sistema de Información y Monitoreo de
Aguas y Cuencas; 

III. Las zonas de veda establecidas mediante decreto
presidencial, y 

IV. Los Sitios Ramsar reconocidos por el Secretariado
de la Convención de Humedales de Importancia Inter-
nacional, Especialmente como Hábitat de Aves Acuáti-
cas; las Regiones Hidrológicas Prioritarias reconocidas
por la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso
de la Biodiversidad, así como las Áreas Naturales Pro-
tegidas decretadas a nivel federal, estatal o municipal.  

Artículo 68. Las  áreas de importancia socio-hídrico-am-
biental deberán ser consideradas en la planeación y gestión
hídricas. Asimismo, estas áreas deberán tomarse en cuenta
en la planeación y gestión del desarrollo rural, el desarro-
llo urbano y la protección al ambiente. 

Sección VIII 
Del Dictamen de Impacto Socio-Hídrico 

Artículo 69. Para la realización de obras de infraestructu-
ra hidráulica y cualquier obra o actividad que deba contar
con autorización en materia de impacto ambiental y que
pudiera tener impactos en los recursos hídricos, además de
los requisitos especificados en la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente y su Regla-
mento correspondiente se requerirá, a efecto de completar
la evaluación respectiva, de un Dictamen de Impacto So-
cio-Hídrico del Consejo de Cuenca donde se pretenda rea-
lizar la obra o actividad.  
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El Dictamen de Impacto Socio-Hídrico es el documento
técnico que será formulado por un panel de expertos nom-
brado por el Consejo de Cuenca correspondiente, cuya
identidad, más no las características de su composición, se-
rá confidencial. Los dictámenes de impacto socio-hídrico
analizarán y evaluarán las posibles consecuencias de una
obra o actividad que se pretenda realizar sobre la disponi-
bilidad y calidad de las aguas superficiales y subterráneas
de una cuenca, así como sobre la salud y buen funciona-
miento de los ecosistemas; la relación entre las comunida-
des locales y sus aguas, y la vulnerabilidad de las pobla-
ciones humanas a inundaciones o sequías. 

Las autoridades de los tres órdenes de gobierno deberán re-
solver cualquier solicitud relacionada con las obras o acti-
vidades a las que se refiere este artículo, conforme a su
Dictamen de Impacto Socio-Hídrico o, en su defecto, fun-
dar y motivar exhaustivamente su decisión, en cuyo caso se
dará vista de oficio a la Contraloría Social del Agua para
que ésta examine el asunto y presente las denuncias que re-
sultaren procedentes. 

Artículo 70. El Dictamen de Impacto Socio-Hídrico con-
tendrá, al menos, la siguiente información: 

I. La relación entre comunidades o pueblos afectados,
sus territorios y el agua; 

II. Las afectaciones sociales potenciales del proyecto; 

III. La posible afectación de áreas de importancia socio-
hídrico-ambiental; 

IV. Los resultados de la Evaluación de Costo-Beneficio
Socio-Hídrico-Ambiental; 

V. La modelación hidrológica, con especial énfasis en
potenciales impactos en la capacidad de la cuenca de
prevenir inundaciones, garantizar escurrimientos libres
de azolves y de otros contaminantes, garantizar el volu-
men y calidad de las aguas recargadas, así como el buen
funcionamiento de los flujos subterráneos; 

VI. Los escenarios de control y eliminación de los im-
pactos socio-hídricos que la obra causaría; 

VII. Un análisis sobre las formas en las que el proyecto
garantizaría o vulneraría los derechos humanos vincula-
dos al agua. 

VIII. Un certificado sobre el proceso de consulta con los
habitantes potencialmente afectados, y el consentimien-
to libre, previo e informado de las comunidades, nece-
sarios para el desarrollo de los proyectos, avalado por el
Comité de Microcuenca y Consejo de Cuenca.  

Artículo 71. El Consejo de Cuenca será responsable de
que los dictámenes de impacto sociohídrico sean realizado
por paneles independientes, integrados por personas con
autoridad reconocida por su experiencia y ética en su com-
portamiento. 

Los costos de la realización del Dictamen de Impacto So-
cio-Hídrico correrán a cargo del promovente de la solicitud
respectiva. 

Sección IX 
De la Evaluación de Costo-Beneficio 

Socio-Hídrico-Ambiental 

Artículo 72. La Evaluación de Costo-Beneficio Socio-Hí-
drico-Ambiental es un proceso de análisis comparativo, pa-
ra asegurar que una obra o tecnología propuesta es la más
adecuada para cumplir con los fines de su respectivo Plan
Rector o Plan Municipal.  Su realización es obligatoria pa-
ra la autorización de obras hidráulicas, como son plantas de
tratamiento de aguas residuales, presas, túneles, acueduc-
tos, canales, bordos, pozos o trasvases, sistemas de riego,
desalinizadoras, así como obras para la prevención de in-
undaciones. 

Esta evaluación será necesaria para la toma de decisiones y
resoluciones de los consejos de cuenca, así como para la
toma de decisiones en materia hídrica de las autoridades de
los tres órdenes de gobierno. 

Artículo 73. Las evaluaciones de costo-beneficio socio-hí-
drico-ambiental se llevarán a cabo, a solicitud de los con-
sejos de cuenca correspondientes, por cuerpos colegiados
integrados por personas físicas sin intereses en conflicto y
de reconocidas experiencia y solvencia ética, nombrados
por los propios consejo de cuenca, considerando las pro-
puestas de las comisiones de subcuenca y comités de mi-
crocuenca. 

Los resultados de las evaluaciones de costo-beneficio so-
cio-hídrico-ambiental serán emitidos por el Consejo de
Cuenca correspondiente y serán positivos cuando de la
evaluación realizada resulte que el proyecto, obra o activi-
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dad hídrica, cumple con las metas del Plan Rector de la
cuenca donde se pretenda realizar y que, a lo largo de la
operación y mantenimiento de la vida útil, presenta mayo-
res beneficios y menores costos en términos sociales, hí-
dricos y energéticos, incluyendo emisiones de gases con
efecto invernadero, que cualquier otra alternativa. 

Sección X 
De la economía del derecho

humano al agua  

Artículo 74. El presupuesto anual del sector agua se desti-
nará exclusivamente a la ejecución de la Estrategia Nacio-
nal, los planes rectores de cuenca, los programas para la
sustentabilidad hídrico-alimentaria y los planes para el ac-
ceso equitativo y sustentable al agua potable, alcantarilla-
do y saneamiento, además de destinar recursos al Fondo
Nacional para el Derecho Humano al Agua y Saneamiento.  

Este presupuesto anual en ningún caso será menor al 0.7 %
del total del Producto Interno Bruto nacional, ni al 5% del
Presupuesto de Egresos de la Federación. Los mismos por-
centajes aplicarán en los ámbitos estatal y municipal. En
ningún caso, ante la disminución en el Producto Interno
Bruto o en el presupuesto de egresos, se disminuirá el mon-
to total del presupuesto dedicado al sector agua 

Anualmente los consejos de cuenca elaborarán sus proyec-
tos de presupuesto conforme a su Plan Rector de Cuenca,
señalando con claridad los recursos destinados a los pro-
gramas para la sustentabilidad hídrico-alimentaria, y para
la reducción de vulnerabilidad a inundaciones y sequías, y
conforme a los planes para el acceso equitativo y sustenta-
ble al agua potable, alcantarillado y saneamiento corres-
pondientes.  

El Consejo Nacional de Cuencas elaborará la propuesta de
presupuesto anual del sector agua con base en los proyec-
tos de cada Consejo de Cuenca, priorizando las regiones
según sus necesidades para garantizar la sustentabilidad,
equidad y seguridad hídrica. Este presupuesto se entregará
al Ejecutivo Federal para su incorporación al Presupuesto
de Egresos de la Federación. 

Artículo 75. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
será la encargada de garantizar que la administración de los
ingresos y egresos relacionados con el agua se realice en
concordancia con lo previsto en el presente artículo para el
cumplimiento de los derechos humanos. 

A. Las contribuciones federales que se establezcan por uso
o aprovechamiento de agua, o por la prestación de los ser-
vicios relacionados con las obras de infraestructura hidráu-
lica, se diseñarán para hacer una distribución equitativa de
la riqueza pública y se apegarán a los siguientes criterios: 

I. Los asignatarios estarán exentos del pago de derechos
para el aprovechamiento de agua destinada a cumplir
con el volumen mínimo vital para los habitantes en su
zona de cobertura, y 

II. Se eliminarán subsidios directos e indirectos en usos
no prioritarios del agua, para lo cual se utilizará una me-
todología determinada por normas oficiales mexicanas
con base en estándares internacionales para calcular el
costo integral total de la provisión de agua de calidad,
incluyendo al menos los siguientes elementos: el valor
de los servicios hídrico-ambientales y los costos asocia-
dos con la extracción y traslado del agua hasta su punto
de aprovechamiento; con la investigación, administra-
ción, análisis y difusión de información; con la vigilan-
cia y monitoreo gubernamentales y ciudadanos para ga-
rantizar el respeto de los volúmenes concesionados, la
no contaminación del agua utilizada, y la disposición
adecuada de los lodos generados por las plantas de tra-
tamiento de aguas industriales. 

B. La elaboración y ejecución del Presupuesto de Egresos
de la Federación en lo referente al agua, se llevará a cabo
en apego a los principios previstos en el artículo 4 de la
presente Ley y a los siguientes criterios: 

I. El objeto del gasto estará enfocado a que se cumpla
progresivamente el derecho humano al agua; 

II. El manejo de los recursos del agua se realizará con
absoluta transparencia y en estricto apego a los planes
aprobados por las instancias a nivel de cuenca o muni-
cipio;  

III. Los ingresos generados por el aprovechamiento y
uso del agua se dedicarán exclusivamente a cubrir el
costo de los servicios públicos, comunitarios y ambien-
tales requeridos para garantizar el acceso permanente a
agua de calidad en volúmenes requeridos para cumplir
con el mínimo vital nacional de todos los habitantes, co-
mo los sistemas de vigilancia y monitoreo ciudadanos y
gubernamentales requeridos para garantizar el cumpli-
miento con la normatividad vigente. 
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IV. La gestión y manejo del agua en relación al cumpli-
miento de los derechos humanos al agua y al sanea-
miento, del derecho a la alimentación, del derecho a un
medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar de
las personas y de la prevención de vulnerabilidad a in-
undaciones y sequías, serán realizados por entidades pú-
blicas o sociales sin fines de lucro; 

V. El presupuesto y los recursos económicos relaciona-
dos en cualquier forma al sector agua deberán, bajo to-
da circunstancia, regirse bajo el principio de máxima
publicidad y disponibilidad de la información. No se po-
drá reservar esta información bajo ningún motivo, con
independencia de las figuras jurídicas y los instrumen-
tos financieros a través de los cuales se manejen o ad-
ministren dichos recursos; 

VI. Quienes administren recursos relacionados con el
sector del agua deberán permitir en todo momento a las
autoridades de auditoría local y federal su fiscalización
por vías fácilmente accesibles al público, a efecto de
que exista una efectiva rendición de cuentas; 

VII. Tratándose de fondos o fideicomisos que involu-
cren en cualquier porcentaje recursos públicos federa-
les, locales, e incluso aportaciones privadas, se permiti-
rá el monitoreo y seguimiento de estos recursos y el
acceso a cualquier tipo de información relacionada con
el manejo de dichos instrumentos, y 

VIII. En caso de que en el manejo de los recursos del
agua se mezclen recursos federales, locales, municipa-
les, o cualquier aportación privada, deberán establecer-
se subcuentas específicas o cualquier tipo de reglas que
permitan vigilar y monitorear el buen manejo de dichos
recursos por las instancias de auditoría o fiscalización
que correspondan, así como por la Contraloría Social
del Agua. 

Artículo 76. Se crea el Fondo Nacional para el Derecho
Humano al Agua y Saneamiento. Este fondo estará mane-
jado por el Consejo Nacional de Cuencas a través de su Se-
cretaría Técnica, su operación será supervisada por la Con-
traloría Social del Agua y tendrá como finalidad el
garantizar el ejercicio de estos derechos. El Fondo estará
conformado por: 

I. Recursos asignados prioritariamente por el Presu-
puesto de Egresos de la Federación;  

II. El 75% de las ganancias obtenidas por particulares a
los cuales se hayan concesionado obras de infraestruc-
tura hidráulica, y  

III. Los recursos provenientes del pago de derechos, ta-
rifas, multas, subejercicios presupuestales y cualquier
otro relacionado con la administración y gestión del
agua. 

Artículo 77. El Fondo Nacional financiará obras y activi-
dades realizadas y administradas por sistemas autogesti-
vos, grupos comunitarios, escuelas, o cualquier otro grupo
en zonas marginadas sin acceso a estos derechos, orienta-
das a lograr:  

I. La colecta, almacenamiento, filtración o purificación
y distribución del agua, y  

II. Sistemas apropiados de saneamiento que utilicen tec-
nologías adecuadas a las condiciones físicas y culturales
del lugar.  

En el Registro Nacional del Derecho Humano al Agua y
Saneamiento, se asentarán datos georreferenciados de ha-
bitantes sin acceso al agua de calidad o servicios apropia-
dos de saneamiento. Este Registro será manejado por la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos en coordi-
nación con la Contraloría Social del Agua, conforme a lo
establecido en el reglamento de la presente Ley, y servirá
como una herramienta para orientar la aplicación de recur-
sos por parte del Fondo Nacional para el Derecho Humano
al Agua y Saneamiento.  

Las decisiones sobre el destino de recursos de este Fondo
se tomarán por la Contraloría Social del Agua y serán rati-
ficadas, conforme a lo previsto en las disposiciones regla-
mentarias, por la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos, el Consejo Nacional de Cuencas y la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, garantizando en todo caso el
respeto a los principios previstos en el artículo 4 de la pre-
sente Ley, en particular los de equidad y no discriminación. 

Capítulo II 
De la gestión de aguas 

Sección I 
De las aguas pluviales 

Artículo 78. El aprovechamiento de aguas pluviales no re-
querirá de concesión ni asignación. 
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Artículo 79. Las autoridades municipales serán responsa-
bles del diseñar e instrumentar políticas y obras para el ma-
nejo adecuado de las aguas pluviales que precipitan sobre
los suelos de uso urbano en su territorio, con el fin de pre-
venir inundaciones, evitar su contaminación y su entrada
masiva a las plantas de tratamiento de aguas residuales, así
como lograr el aprovechamiento máximo del recurso, se-
gún las necesidades sociales y ambientales locales. 

Artículo 80. Las autoridades municipales en el ejercicio de
sus funciones deberán: 

I. Resolver negativamente cualquier solicitud de cambio
de uso de suelo a uso urbano en zonas de importancia
hídrico-ambiental y evitar que tales cambios ocurran de
hecho; 

II. Incorporar en sus Planes Municipales de Desarrollo
Urbano las políticas, estrategias y obras requeridas para
prevenir inundaciones y, en cuencas en estrés hídrico,
para el aprovechamiento de aguas pluviales como fuen-
te sustentable de agua potabilizable, buscando su armo-
nización con el Plan Rector de la cuenca correspondien-
te; 

III. Promover y facilitar la gestión ciudadana adecuada
de aguas pluviales, y 

IV. Garantizar el otorgamiento de licencias de construc-
ción sólo a proyectos que contemplen las medidas de al-
macenamiento o infiltración necesarias para el manejo
adecuado de las aguas pluviales que serán recibidas so-
bre la edificación y el predio en cuestión, en cuya ins-
trumentación se considere la posibilidad eventos con un
periodo de retorno de hasta 50 años, garantizando en
particular que los volúmenes y calidad del agua genera-
da no impliquen el azolve o la contaminación de in-
fraestructura hidráulica ni de cuerpos receptores. 

Cuando en los supuestos anteriores o en el desarrollo de
obras o actividades se opte por favorecer la infiltracio?n de
las aguas pluviales a los acuíferos, deberán tomarse medi-
das para garantizar que al momento de infiltrarse tales
aguas cumplan con las especificaciones establecidas en la
normatividad vigente para la infiltración artificial. 

Sección II 
De las aguas superficiales y sus cauces 

Artículo 81. Los consejos de cuenca promoverán una revi-
sión del estado de las presas de su cuenca y recomendarán
las acciones a tomar en cada caso, que podrán incluir su
desmantelamiento. La Comisión Nacional del Agua, con la
asesoría del Consejo Nacional de Cuencas, será responsa-
ble de revisar y garantizar la integridad de las presas del
País, así como la seguridad de las poblaciones que podrían
verse afectados por fallas en su funcionamiento. 

Artículo 82. La Comisión Nacional del Agua, en coordi-
nación con el Consejo Nacional de Cuencas, será respon-
sable de la delimitación y publicación oficial de los polí-
gonos definidos por el creciente máximo esperado en un
periodo de retorno de 50 años de todos los vasos y cauces
de corrientes permanentes e intermitentes. Las tierras y
aguas comprendidas en estos polígonos no serán objeto de
concesión a particulares, excepto con fines de conserva-
ción y no se permitirá la construcción de viviendas, ni de
infraestructura urbana dentro de los mismos. 

Artículo 83. La Comisión Nacional del Agua deberá ga-
rantizar que el aprovechamiento de las aguas superficiales
respete el caudal ecológico de los cuerpos de agua superfi-
ciales especificado en la normatividad existente para ello. 

Asimismo, la Comisión Nacional del Agua, realizará las
gestiones necesarias para hacer posible la restauración de
los ecosistemas ribereños que así lo requieran con base en
las resoluciones de los Consejos de Cuenca. 

Artículo 84. La Comisión Nacional del Agua será respon-
sable de prevenir la realización de obras en cauces en los
cuales pudieran resultar en un aumento en la velocidad de
escurrimiento o en daños a los ecosistemas ribereños. 

Sección III 
De las aguas subterráneas 

Artículo 85. La Comisión Nacional del Agua y el Consejo
Nacional de Cuencas, con el apoyo de su Comité Asesor
para la Conservación y Monitoreo de Aguas y el Sistema
de Información y Monitoreo de Aguas y Cuencas, se coor-
dinarán para mantener un monitoreo continuo del compor-
tamiento de las aguas subterráneas, utilizando los datos en-
tregados por los asignatarios y concesionarios del agua, así
como por mediciones y análisis de calidad propios. 
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Artículo 86. La Comisión Nacional del Agua será respon-
sable de lograr la reducción en los volúmenes concesiona-
dos y extraídos requerida para frenar progresivamente el
descenso en los niveles estáticos en los pozos en las cuen-
cas y el deterioro de la calidad de aguas subterráneas, para
lograr su estabilización y aumento de calidad en un perio-
do no mayor a 15 años. 

En áreas con hundimientos, grietas, abatimientos o dete-
rioro en la calidad del agua subterránea, se requerirá de la
clausura y, en su caso, reubicación de pozos hasta eliminar
estos problemas. 

Queda prohibido el aprovechamiento de aguas pertene-
cientes a flujos regionales de aguas subterráneas. 

Artículo 87. Se prohíbe la descarga directa de aguas resi-
duales a los acuíferos. La recarga intencional de los acuífe-
ros tendrá que cumplir con la normatividad en la materia.
La infiltracio?n de aguas tratadas a los acuíferos deberá re-
alizarse conforme a las características y especificaciones
establecidas en la normatividad vigente, así como con base
en las mejores prácticas y utilizando las tecnologías más
adecuadas para lograr la sustentabilidad. 

Artículo 88. La Comisión Nacional del Agua tomará las
medidas preventivas que sean necesarias para evitar que se
vulnere la calidad de las aguas subterráneas de las cuencas.
Asimismo, será responsable de iniciar procedimientos ad-
ministrativos de oficio para suspender cualquier actividad
en una cuenca que caiga en el supuesto anterior. De igual
manera promoverá ante la Procuraduría del Agua y Tribu-
nales Federales competentes la reparación de daños causa-
dos por cualquier actividad en una cuenca que vulnere la
calidad de las aguas subterráneas. 

Artículo 89. La construcción y equipamiento de cualquier
pozo requerirá de autorización previa por parte de la Co-
misión Nacional del Agua, otorgada con base en un estudio
técnico realizado por quienes designe el Consejo de Cuen-
ca correspondiente que demuestre que:  

I. La extracción de las aguas no afectará en el corto y
largo plazos a la calidad del agua extraída, ni a cuerpos
de agua o ecosistemas en la cuenca o en cuencas adya-
centes;  

II. El cono de abatimiento del pozo no afectará a otros
pozos de extracción, y 

III. La dinámica de extracción autorizada no resultará en
procesos de hundimiento, grietas o socavones, en zonas
vulnerables a estos fenómenos.  

Los costos de la realización del estudio técnico correrán a
cargo del promovente de la solicitud respectiva. 

Artículo 90. Los asignatarios o concesionarios de aguas
subterráneas en zonas potencialmente susceptibles a hun-
dimientos estarán obligados a cubrir el costo de la instala-

ción de testigos por parte de la Comisión Nacional del
Agua, para detectar posibles procesos de hundimiento en

las zonas de extracción de aguas subterráneas. 

Artículo 91. En zonas que sufren de procesos de hundi-
miento mayores a 2 centímetros al año, la Comisión Na-

cional del Agua estará obligada a realizar los estudios téc-
nicos y de campo requeridos para tomar las medidas

necesarias a fin de evitar los hundimientos, incluyendo la
posible clausura o reubicación de los pozos,  cuyo costo

total será cubierto por los concesionarios en la zona de in-
fluencia, con el fin de garantizar:  

I. La integridad de los inmuebles y la seguridad física de
los habitantes; 

II. El mantenimiento en buenas condiciones de la in-
fraestructura urbana, incluyendo las líneas de agua po-
table y de drenaje, y 

III. La conservación del patrimonio arquitectónico. 

Sección IV
De las aguas residuales 

Artículo 92. Los comités de microcuenca, las comisiones
de subcuenca y las juntas municipales promoverán los
acuerdos entre los sistemas de agua potable y saneamiento
generadores de aguas residuales municipales, con poten-
ciales usuarios de este recurso, incluyendo posibles conve-
nios en donde los usuarios de las aguas residuales asuman
parcial o total responsabilidad por la operación de la plan-
ta de tratamiento, contando con acceso a recursos públicos
para la construcción de dichas plantas. El reúso de aguas
residuales para actividades sin fines de lucro no generará el
cobro de derechos. Cuando haya más de un solicitante pa-
ra el aprovechamiento de aguas residuales municipales, se
dará preferencia a solicitantes que buscan utilizar este re-
curso para la seguridad alimentaria. Los acuerdos para el
acceso a aguas residuales deberán prever la posibilidad de
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una reducción progresiva en el volumen disponible y en
ningún caso podrán garantizar acceso a volúmenes cons-
tantes o crecientes a futuro. 

La autorización de financiamiento y construcción de plan-
tas de tratamiento requerirá de una Evaluación de Costo-
Beneficio Socio-Hídrico-Ambiental, para determinar el ta-
maño, ubicación, y tecnologías a emplear, desde una
perspectiva integral. 

Artículo 93. Las normas oficiales mexicanas definirán la
calidad de aguas municipales tratadas para reúso agrícola.
Se buscará fomentar el aprovechamiento de los nutrientes
y micronutrientes por parte de los cultivos agrícolas, ga-
rantizando siempre que sean libres de agentes infecciosos
o sustancias nocivas que podrían acumularse en los suelos
o ser absorbidos por los cultivos o el ganado en detrimen-
to de la salud de las personas. 

Asimismo, la infiltración de aguas residuales tratadas re-
quiere el cumplimiento de las normas oficiales mexicanas
aplicables. 

Artículo 94. Se promoverá la utilización de técnicas de tra-
tamiento de aguas residuales que aprovechen la energía
contenida en la biomasa removida para el propio proceso
de tratamiento y otros usos, evitando que el proceso de tra-
tamiento consuma energéticos o produzca gases de efecto
invernadero. 

Artículo 95. Queda prohibida la descarga de aguas resi-
duales industriales en los sistemas de alcantarillado o dre-
naje municipal.  

Los usuarios industriales tendrán que contar con plantas
para el tratamiento y reúso de sus propias aguas residuales,
con el fin de cumplir con la meta de cero descargas. Varios
concesionarios industriales podrán compartir infraestructu-
ra de tratamiento, si con ésta logran cero descargas, cien
por ciento reciclaje. 

Sección V
De las aguas marinas 

Artículo 96. La extracción de aguas marinas para procesos
de desalinización y su aprovechamiento en cualquiera de
los usos previstos en esta ley, requerirá de un Dictamen de
Impacto Socio-Hídrico y de una Manifestación de Impacto
Ambiental para garantizar que no causará daños a mangla-
res, humedales o a ecosistemas marinos. Además se reque-

rirá de una Evaluación de Costo-Beneficio Socio-Hídrico-
Ambiental que muestre que la construcción, mantenimien-
to y operación de una planta desalinizadora, así como el
manejo y disposición final propuesta para sus residuos re-
presenta la opción más positiva a lo largo de su vida útil.
La operación de estas obras tendrá que realizarse sin fines
de lucro. 

Sección VI 
De la infraestructura hídrica 

Artículo 97. Las obras orientadas a la gestión hídrica serán
construidas y operadas sin fines de lucro, preferentemente
por los pueblos y comunidades indígenas, los ejidos y co-
munidades rurales, las organizaciones de productores o los
gobiernos locales. 

Los tres órdenes de gobierno, de conformidad sus respecti-
vas competencias, tendrán la obligación de ejecutar las
obras aprobadas en los planes rectores de su competencia,
según la calendarización establecida por el Consejo Nacio-
nal de Cuencas, en coordinación con los consejos de cuen-
ca. 

Artículo 98. Toda presa ya construida contará con un Co-
mité de Regulación formado por su respectivo Consejo de
Cuenca, para vigilar el buen estado y buen manejo de la
presa, prevenir su azolve y administrar sus aguas en fun-
ción de los múltiples objetivos que pudieran considerarse,
priorizando siempre el derecho humano al agua, la seguri-
dad alimentaria, y la disminución de vulnerabilidad a se-
quías e inundaciones.   

Artículo 99. La autorización para la construcción y opera-
ción de una presa nueva requerirá: 

I. Un dictamen mediante el cual se constate que la obra
es necesaria. Si el fin de la presa es la generación de
energía eléctrica, se tendrá que demostrar que se está
utilizando la infraestructura existente a capacidad, y que
se han agotado medidas para lograr mayor eficiencia.
En todo caso, la generación de la energía eléctrica ten-
dría que realizarse por una entidad pública o comunita-
ria sin fines de lucro. 

II. Un Dictamen de Impacto Socio-Hídrico que demues-
tre que la presa propuesta no tendría un impacto negati-
vo en el funcionamiento hidrológico de la cuenca, así
como la documentación del consentimiento libre, previo
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e informado de las comunidades afectadas y del respec-
tivo Consejo de Cuenca. 

III. Una Evaluación del Costo-Beneficio Socio-Hídrico-
Ambiental calculado a lo largo de la vida útil del pro-
yecto, mediante la cual se muestre que el impacto del
proyecto es hídrica, social y ambientalmente positivo.  

En ningún caso se obligará a los núcleos agrarios benefi-
ciarios de las aguas de riego a financiar la infraestructura
hidroagrícola que podría asociarse a una presa, ni se exigi-
rá la expropiación de una parte o la totalidad de sus tierras
como compensación por su construcción. 

Artículo 100. El Consejo de Cuenca, previo a la aproba-
ción de un Dictamen de Impacto SocioHídrico podrá reco-
mendar que la Comisión Nacional del Agua extienda un
permiso anualmente renovable, sujeto al cumplimiento de
sus condicionantes, para el aprovechamiento acuícola en
infraestructura hidráulica federal. Las actividades de acua-
cultura efectuadas en aguas pluviales captadas o de peque-
ña escala en sistemas suspendidos en aguas nacionales que
no afecten la calidad de las aguas, no requerirán de conce-
siones. 

Capítulo III 
De las concesiones, asignaciones y permisos 

Artículo 101. La explotación, uso o aprovechamiento de
las aguas nacionales se realizará mediante concesión otor-
gada por el Ejecutivo Federal a través de la Comisión Na-
cional del Agua. Cuando se trate de la prestación de los
servicios de agua para uso personal doméstico y servicios
públicos, la explotación, uso o aprovechamiento de aguas
nacionales por parte de organismos operadores de agua es-
tatales, municipales o de cogestión comunitaria, se docu-
mentará mediante títulos de asignación.  

Artículo 102. Esta Ley reconoce el derecho al agua de los
pueblos comunidades indígenas para usos personal y do-
méstico, para servicios públicos y para seguridad alimenta-
ria sin la necesidad previa de asignación o concesión. Los
pueblos indígenas administrarán las aguas superficiales,
pluviales, residuales y sagradas como parte integral de sus
tierras según sus propias formas de gobierno. Se coordina-
rán con pueblos y comunidades vecinos y al interior de los
consejos de cuenca con el fin de lograr la gestión integral
de la cuenca o cuencas de las cuales formen parte. 

Artículo 103. En el otorgamiento y renovación de conce-
siones y asignaciones se dará preferencia al acceso equita-
tivo al agua de calidad para consumo personal y doméstico
en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, respe-
tando los volúmenes ecológicamente aprovechables. Esta
prelación se aplicará también a los procesos de revocación
de concesiones que se actualicen conforme a los criterios y
procedimientos previstos en los artículos correspondientes. 

Los instrumentos jurídicos mediante los cuales se otorguen
y revoquen concesiones en los términos de la presente Ley,
deberán adminicular los principios constitucionales y de
esta Ley al fundamento y motivación de los actos jurídicos
de que se trate. 

Artículo 104. En los casos en que el Consejo de Cuenca
correspondiente declare la cuenca en extremo estrés hídri-
co, o que se constaten procesos de hundimiento mayores a
5 centímetros al año en zonas de extracción o descenso en
el nivel estático de pozos mayores a un metro por año, se
procederá a la revocación inmediata de todas las concesio-
nes, seguida de un proceso de otorgamiento  de concesio-
nes provisionales por volúmenes menores, en caso de ser
procedentes conforme a los criterios Constitucionales y de
la presente Ley. 

Artículo 105. En todos los instrumentos jurídicos concer-
nientes a esta materia, las autoridades administrativas y ju-
risdiccionales deberán ponderar la prevalencia de los prin-
cipios constitucionales establecidos en los artículos 1o, 2o,
4o, 25 y 27, sobre las pretensiones de los particulares, in-
cluyendo las fundadas en la alegación de derechos adquiri-
dos. 

Artículo 106. El Ejecutivo Federal se asegurará que las
concesiones y asignaciones en materia de aguas estén fun-
damentadas en la disponibilidad efectiva del recurso en las
cuencas hidrológicas que correspondan, e instrumentará
mecanismos para mantener o restablecer el equilibrio hi-
drológico en las cuencas hidrológicas del País y el de los
ecosistemas vitales para el agua, incluida la revocación de
los actos administrativos emitidos. 

Los estados, el Distrito Federal y los municipios, a través
de sus órganos competentes y arreglos institucionales que
éstos determinen, serán responsables de la gestión en can-
tidad y calidad de las aguas nacionales que tengan asigna-
das. 
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Artículo 107. El acceso a todas las aguas nacionales con-
tinentales, incluidas las del subsuelo, está sujeto al interés
público y a la posibilidad de su aprovechamiento sustenta-
ble para la satisfacción de necesidades de consumo huma-
no y doméstico de las generaciones actuales y futuras, pa-
ra garantizar la seguridad alimentaria en el País y para la
continuidad de la actividad económica en consonancia con
el artículo 25 Constitucional.  

Artículo 108. El establecimiento de zonas de veda, sobre
las cuales no se podrán emitir actos administrativos para el
uso o aprovechamiento de aguas, será de carácter temporal
y conforme a los siguientes supuestos: 

I. Cuando a través de otras medidas no se pueda lograr
la conservación o rehabilitación de las reservas hídricas
o del ciclo hidrológico. 

II. En casos de desastres naturales o derivados de acti-
vidades humanas, como medida preventiva y comple-
mentaria a otras medidas, con la finalidad de evaluar los
daños ocasionados, permitir la rehabilitación de la in-
fraestructura y los recursos hídricos, así como evitar
riesgos a la salud.  

El establecimiento, modificación o levantamiento de zonas
de veda se deberá realizar de conformidad con lo estable-
cido en el Reglamento. En todo caso, la Comisión Nacio-
nal del Agua evaluará la información disponible sobre los
aspectos técnicos, sociales y económicos involucrados pa-
ra resolver lo que corresponda, de conformidad con las re-
soluciones de los consejos de cuenca correspondientes. 

Artículo 109. La descarga permanente o intermitente de
aguas residuales en cuerpos receptores que sean aguas na-
cionales o demás bienes nacionales, incluyendo aguas ma-
rinas, así como cuando se infiltren en terrenos que sean
bienes nacionales o en otros terrenos cuando puedan con-
taminar el subsuelo o los acuíferos, sólo podrá realizarse
contando con permisos otorgados por la Comisión Nacio-
nal del Agua conforme a las resoluciones de los consejos
de cuenca, al igual que la construcción de obras hidráuli-
cas, de conformidad con las disposiciones legales y regla-
mentarias correspondientes.  

No se permitirá la descarga de aguas residuales que no se-
an de origen doméstico o servicios públicos al drenaje de
los centros de población. 

Artículo 110. La solicitud de concesión o asignación de-
berá contener la información y cubrir los requisitos que se-
ñale el Reglamento. En los casos en que se requieran per-
misos de descarga de aguas residuales o para la realización
de las obras destinadas a la explotación, uso o aprovecha-
miento o al tratamiento y descarga de las aguas residuales
respectivas, deberán solicitarse conjuntamente en un solo
trámite.  

Las solicitudes deberán presentarse para su consideración
global dentro del último bimestre del año y serán resueltas
dentro del primer bimestre del siguiente año. En caso con-
trario, se entenderá que la concesión o asignación y  los
permisos solicitados no han sido otorgados.   

Artículo 111. Para el otorgamiento de concesiones, asigna-
ciones y permisos las autoridades deberán motivar su ac-
tuación en términos de los siguientes criterios en orden de
prioridad: 

I. El Volumen Anual de Agua Ecológicamente Aprove-
chable y las necesidades de recursos hídricos en el País
y en las cuencas correspondientes; 

II. El acceso para consumo personal y doméstico en
forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, a cual-
quier otro uso; 

III. El acceso para la prestación de servicios básicos ta-
les como hospitales y escuelas, y 

IV. El acceso para la producción de alimentos destina-
dos al consumo humano en el territorio nacional. 

En todo caso, deberán:  

a) Detallar la forma en que se realizó el acceso al uso
y disfrute preferente de los pueblos y comunidades
indígenas y las comunidades equiparables en los lu-
gares que habitan y ocupan; 

b) Explicar las circunstancias en que se verificó la
participación social, conforme a lo previsto en el
texto de la presente Ley, y 

c) Mostrar la congruencia de la concesión con la re-
solución anual de concesiones y asignaciones del
Consejo de Cuenca correspondiente, así como con
su Plan Rector de Cuenca. 
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Artículo 112. Las concesiones se otorgarán de acuerdo a
los distintos usos previstos en la presente Ley, conforme al
volumen anual ecológicamente aprovechable, tomando en
consideración y en estricto apego a lo Agenda Nacional del
Agua, la Estrategia Nacional y los planes rectores que co-
rrespondan. 

Los solicitantes de concesiones para usos industriales, agrí-
colas y mineros deberán presentar su Cédula de Operación
Anual asociada al Registro de Emisiones y Transferencia
de Contaminantes, y reportar, entre otra información, los
volúmenes de las sustancias que podrían  descargarse a
aguas nacionales o filtrarse a los acuíferos.   

Los concesionarios estarán obligados a entregar informes
bimestrales a los Consejos de Cuenca, sobre nivel estático,
temperatura y calidad del agua del pozo o de la fuente su-
perficial. 

Artículo 113. En los usos industriales y mineros las con-
cesiones estarán condicionadas a la presentación e imple-
mentación, conforme las disposiciones reglamentarias de
esta Ley, de un plan que contenga metas anuales e indica-
dores medibles, tendientes al objetivo de cero descargas así
como a la sustitución o eliminación inmediata de sustan-
cias tóxicas.  El incumplimiento del plan aprobado será
causal suficiente para la revocación de la concesión. 

Los concesionarios deberán realizar sus descargas en sitios
de acceso público. Tanto los sitios de entrada como de des-
carga deberán ser accesibles en todo momento a las autori-
dades competentes y a la Contraloría Social del Agua para
la toma de muestras, de conformidad con lo dispuesto en el
reglamento de la presente Ley.  

Artículo 114. En los usos agrícolas las concesiones estarán
condicionadas a la eliminación progresiva de agroquímicos
dañinos, acumulables o persistentes, así como a la imple-
mentación de prácticas para la conservación y restauración
de la fertilidad natural de los suelos, conforme al programa
respectivo. El otorgamiento o renovación de las concesio-
nes respectivas dependerá, además del cumplimiento de los
términos y condicionantes de concesiones previas, de los
avances de los solicitantes en la consecución de los objeti-
vos del programa. El incumplimiento del programa apro-
bado será causal suficiente para la revocación de la conce-
sión. 

Artículo 115. Los concesionarios, en todos los casos, de-
berán contar con medidores de entrada y de salida de acce-

so público permanente conforme a lo que establezca el Re-
glamento de la presente Ley. 

Artículo 116. Los derechos derivados de los títulos de con-
cesión serán personales e intransferibles. 

Artículo 117. Los instrumentos administrativos de conce-
sión y asignación, sólo podrán otorgarse en términos de los
volúmenes anuales de agua ecológicamente aprovechable
en cada cuenca.  

El otorgamiento de concesiones subsecuentes estará sujeto,
adicionalmente, al cumplimiento de las condicionantes
asociadas a la concesión previa y al monitoreo de dinámi-
cas de hundimiento y conos de abatimiento. En los casos
en que los volúmenes extraídos al amparo de una determi-
nada concesión se asocien con hundimientos o con una dis-
minución en el nivel de aguas subterráneas disponibles pa-
ra el derecho humano al agua, la concesión no será
renovada en los  mismos términos. En todo caso, en las
condicionantes de las concesiones y asignaciones se busca-
rá asegurar que, en la mayor medida posible, el agua utili-
zada sea reciclada, reusada o regresada con calidad al cuer-
po de agua superficial o subterráneo del cual fue extraída.  

No se concesionará agua potable para usos que podrían uti-
lizar aguas pluviales o aguas residuales tratadas. 

Artículo 118. Las asignaciones se otorgarán a entidades
públicas solamente para destinarse a la distribución equita-
tiva para el consumo personal y doméstico, así como a la
prestación de servicios públicos. Las asignaciones serán
calculadas con base en el Volumen de Acceso Estándar de
Cuenca.  

Artículo 119. Las propias entidades públicas titulares de
asignaciones, podrán autorizar el uso de aguas ya utilizadas
y tratadas mediante métodos que conserven nitrógeno, fós-
foro y micronutrientes y que eliminen patógenos, con fines
de aprovechamiento para usos agrícolas en las zonas de su
jurisdicción.  

Artículo 120. El ejercicio de los títulos de concesión, asig-
nación y de los permisos, estará sujeto a las condicionantes
que se establezcan en los mismos, caso por caso. Sus titu-
lares deberán presentar un informe anual y, en su caso su
Cédula de Operación Anual vigente, conforme a lo previs-
to en el Reglamento de esta Ley y en los documentos res-
pectivos. 
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Artículo 121. En la autorización y ejecución de obras y de
trabajos de explotación, uso o aprovechamiento de aguas
se aplicarán los principios de precaución y prevención, con
la finalidad de evitar efectos negativos a terceros, al desa-
rrollo hídrico de las fuentes de abastecimiento y a la cuen-
ca hidrológica.  

Artículo 122. La extracción de aguas marinas interiores y
del mar territorial, cuando se pretenda su desalinización, se
sujetará al régimen de concesiones además de a lo previsto
en el artículo 96 de la presente Ley. 

Artículo 123. La Comisión Nacional del Agua tendrá en
todo momento la facultad de revisar las concesiones, asig-
naciones y permisos vigentes, bajo criterios técnicos y a la
luz de los principios constitucionales previstos en los artí-
culos 4o, 25 y 27 y, de manera fundada, motivada y trans-
parente, revocar las que se considere que vulneran los de-
rechos garantizados por la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. En todo caso, deberá revisar
las concesiones, asignaciones y permisos que le soliciten
los consejos de cuenca o la Contraloría Social del Agua. 

La revisión a la que se refiere este artículo deberá cumplir,
además de los criterios previstos para el otorgamiento, con
los siguientes: 

I. Examinar con minuciosidad los elementos técnicos de
la concesión, asignación o permiso en cuestión; 

II. Motivar exhaustivamente la utilidad pública desde la
perspectiva técnica y social; 

III. Prever formas de indemnización compensatorias
que atiendan sobre todo a la conservación de los emple-
os y a la consecución de las actividades económicas que
generen desarrollo sustentable, y 

IV. Asegurar la participación de representantes del Con-
sejo de Cogestión de Cuenca y de otros interesados en
todos los tramos de los acuerdos indemnizatorios. 

Para lograr lo previsto en las fracciones III y IV se conside-
rarán las posibilidades de reciclaje, tratamiento y reúso de
aguas, de captación de aguas pluviales, así como el otorga-
miento de concesiones en cuencas con mayor disponibilidad. 

Artículo 124. La determinación del orden de revisión de
las concesiones, asignaciones y permisos vigentes, estará
sujeta a los siguientes criterios: 

I. Mayores volúmenes de extracción;  

II. Irregularidades advertidas por las autoridades com-
petentes y por la Contraloría Social del Agua; 

III. Conflictos sociales vinculados a necesidades de con-
sumo personal y doméstico, y 

IV. Solicitudes presentadas ante los tribunales especiali-
zados, que evaluarán y dictaminarán caso por caso. 

Capítulo IV
De los usos del agua 

Sección I 
Disposiciones generales 

Artículo 125. Esta Ley reconoce los siguientes usos prio-
ritarios del agua: personal-doméstico; para servicios públi-
cos; para la seguridad alimentaria. 

Artículo 126. En igualdad de circunstancias y cuidando
siempre de garantizar el caudal ecológico, la prelación de
un uso sobre otros será la siguiente: 

I. Uso personal y doméstico y uso para servicios públi-
cos; 

II. Uso para la seguridad alimentaria; 

III. Uso en agricultura comercial; 

IV. Uso industrial; 

V. Uso acuícola; 

VI. Uso para la generación de energía; 

VII. Uso minero, y

VIII.  Otros usos. 

Sección II 
De los usos aplicados al derecho humano 

al agua y saneamiento 

Artículo 127. El uso personal y doméstico, es el primer
uso prioritario para los volúmenes anuales de agua ecoló-
gicamente aprovechable en una cuenca, a ser utilizado ex-
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clusivamente en el ámbito domiciliario para las necesida-
des básicas de alimentación, limpieza e higiene de los
miembros del hogar. El agua para este uso será proporcio-
nada por los sistemas de agua potable, alcantarillado y sa-
neamiento de manera equitativa entre todos los habitantes
en su zona de operación. 

Artículo 128. El uso para servicios públicos se refiere a las
dotaciones de agua requeridas para los baños, servicios de
cocina y de limpieza de escuelas, hospitales, universidades,
oficinas gubernamentales, restaurantes, centros comercia-
les y otras entidades públicas o privados que atienden al
público. Estas dotaciones serán contempladas en los volú-
menes asignados a los sistemas de agua potable, alcantari-
llado y saneamiento.  

Queda prohibido destinar aguas de uso para servicios pú-
blicos a jardines y actividades industriales, incluyendo la
producción industrial de bebidas o alimentos. En casos de
emergencia hídrica, los servicios de instituciones públicas
tendrán prioridad sobre los servicios de entidades privadas.  

Los sistemas de agua potable, alcantarillado y saneamien-
to titulares de estas asignaciones tendrán que cumplir con
requisitos de eficacia; eficiencia; eliminación de fugas; dis-
tribución equitativa; asequibilidad económica; no-discri-
minación; provisión de bebederos y baños dignos en luga-
res públicos; captación, saneamiento y reúso; democracia
interna, transparencia y rendición de cuentas. 

Sección III 
Del uso para la seguridad alimentaria 

Artículo 129. Se considera uso para la seguridad alimenta-
ria el aprovechamiento prioritario del agua para riego por
parte de productores familiares, ejidales, comunales o indí-
genas con fines de autoconsumo o en micro y pequeñas
empresas que abastezcan mercados locales y regionales,
cuya producción agrícola, ganadera o acuícola está fuerte-
mente vinculada a las necesidades alimentarias de la zona
en la que se lleva a cabo o de la nación. Este uso será cer-
tificado por un Panel de Expertos sin conflictos de interés,
a ser nombrado por el Consejo de Cuenca correspondiente,
según los términos definidos en esta Ley y en el Programa
para la Sustentabilidad Hídrico-Alimentaria de la cuenca.  

El uso para la seguridad alimentaria, se gestionará bajo los
siguientes criterios: 

I. Será preferente a cualquier otro uso, una vez garanti-
zado el derecho humano al agua, dentro de los volúme-
nes ecológicamente aprovechables; 

II. En las actividades agropecuarias desarrolladas para
lograr seguridad alimentaria, se buscará incorporar las
mejores prácticas a efecto de lograr la eliminación pro-
gresiva de la sobreexplotación y contaminación de
aguas nacionales, la erosión, el agotamiento y la salini-
zación de suelos, buscando transitar de manera progre-
siva a una agricultura sustentable, orgánica, que sustitu-
ya de manera inmediata el uso de plaguicidas tóxicos, y  

III. El Estado promoverá y apoyará el desarrollo de in-
fraestructura hidro-agrícola eficiente, ambientalmente
apropiada, social y culturalmente aceptada, para lograr
la seguridad alimentaria en el País. 

El agua para riego que haya sido dotada a núcleos agrarios
o pueblos y comunidades indígenas por resolución presi-
dencial, decreto, por usos y costumbres o por la titulación
de bienes comunales será reconocida sin necesidad de asig-
nación o concesión. 

Artículo 130. Los usuarios de aguas para la seguridad ali-
mentaria, podrán organizarse para el mejor aprovecha-
miento de las aguas en unidades de riego, distritos de rie-
go, distritos de temporal tecnificado o a través de las
figuras previstas en la Ley Agraria o como comunidades
indígenas, para lo cual el Estado reconocerá y facilitará la
organización autogestiva. 

Artículo 131. El agua para riego, sea con aguas superficia-
les, subterráneas o tratadas, será administrada por organi-
zaciones de regantes sin fines de lucro conformadas por sus
propios usuarios. En el caso de tierras ejidales, comunales
o de pueblos indígenas, el agua para riego será administra-
da por la Asamblea o figura correspondiente al régimen de
propiedad social de la tierra. 

Los derechos sobre agua en tierras de riego corresponderán
al núcleo agrario y, en caso de la enajenación de una par-
cela bajo el régimen de pleno dominio, el derecho parcela-
rio al agua correspondiente seguirá en manos del núcleo
agrario. Los ejidatarios y comuneros tendrán la obligación
de utilizar las mejores prácticas para la conservación de
suelo y el uso de fertilizantes orgánicos. Asimismo, se de-
berá respetar el principio del acceso equitativo al interior
de las organizaciones de riego. 
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Artículo 132. Las organizaciones de usuarios del riego
tendrán que contar con un Reglamento Interno aprobado
por su Asamblea General de Usuarios que especifique: 

I. La forma y los términos en que se llevará el padrón de
usuarios; 

II. Los procedimientos para la toma de decisiones por
parte del conjunto de miembros usuarios, incluyendo la
elección de su mesa directiva y los procedimientos para
garantizar la transparencia y la rendición de cuentas; 

III. Los derechos y obligaciones de los miembros usua-
rios, incluyendo su participación en la administración y
vigilancia del sistema, y las sanciones por incumpli-
miento; 

IV. La forma de distribución y administración de las
aguas concesionadas; 

V. El procedimiento por el cual se sustanciarán las in-
conformidades de los miembros o usuarios; 

VI. La forma y términos para realizar el pago por los
servicios de riego; 

VII. Las medidas necesarias para propiciar el uso efi-
ciente y tecnificado de las aguas; 

VIII. Las medidas para la conservación, restauración y
protección de las cuencas en las que se encuentra las
parcelas a regar, y 

IX. La forma y términos en que se procederá a la fusión,
escisión, extinción y liquidación de la organización de
regantes. 

Artículo 133. Los ejidos, comunidades y otros grupos de
productores organizados para el manejo de agua con siste-
mas de riego o temporal tecnificado para la producción,
acordarán a nivel de cuenca un Reglamento en el que se
identifiquen las necesidades de agua para riego, la cantidad
de tierras, tipos de cultivo, fertilizantes utilizados y técni-
cas de riego empleadas, así como la información solicitada
por el Consejo de Cuenca correspondiente y sus órganos
auxiliares. Asimismo, determinarán: 

I. La manera en que se garantizará y se vigilará el buen
mantenimiento de la infraestructura hidráulica, inclu-
yendo la red primaria; 

II. La infraestructura hidro-agrícola y técnicas para el
aprovechamiento social del agua; 

III. La inversión pública requerida para la construcción,
mantenimiento, operación y funcionamiento de la in-
fraestructura hidro-agrícola, respetando los términos del
Programa de Sustentabilidad Hídrico-Alimentaria de la
cuenca; 

IV. Las medidas y formas para transitar a una agricultu-
ra libre de plaguicidas tóxicos; 

V. Las medidas para el control y preservación de la ca-
lidad del agua, en los términos de Ley, y 

VI. Los demás que se desprendan de la presente Ley y
sus reglamentos o acuerden los miembros o usuarios. 

Artículo 134. En el Programa para la Sustentabilidad Hí-
drico-Alimentaria de cada cuenca se promoverá la organi-
zación de los usuarios de agua para contribuir a garantizar
el derecho a la alimentación, así como la construcción y
mantenimiento de la infraestructura necesaria para aprove-
char el agua de manera óptima considerando: 

I. El Plan Rector de la cuenca correspondiente, el cual
indicará las potenciales fuentes de agua superficial, sub-
terránea, residual tratable y pluvial aprovechables, así
como los cultivos más apropiados para satisfacer nece-
sidades de seguridad alimentaria según las condiciones
locales; 

II. La reorganización de infraestructura hidro-agrícola; 

III. El perímetro del distrito, unidad o sistema de riego,
así como la superficie con derecho de riego que los in-
tegran; 

IV. Los requisitos para proporcionar el servicio de riego; 

V. El censo de propietarios o poseedores de tierras, y 

VI. Los demás requisitos que establece la presente Ley,
de acuerdo con el título expedido. 

Artículo 135. Las aguas para riego tendrán que cumplir
con las normas establecidas para prevenir y controlar la
contaminación de los suelos. No se permitirá el uso de
aguas salinas para riego. 

Año III, Segundo Periodo, 12 de febrero de 2015 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados188



Artículo 136. Los consejos de cuenca aprobarán los regla-
mentos y demás instrumentos normativos de las figuras
agrarias para el uso del agua en la producción agrícola-ga-
nadera y de seguridad alimentaria, garantizando la efectiva
participación de los usuarios del agua, desde la planeación
del uso del agua hasta la toma de decisiones de las activi-
dades, proyectos, etc., a realizar. 

Artículo 137. El Estado tomará las medidas necesarias pa-
ra que los productores agropecuarios de productos cuyo
destino sea la seguridad alimentaria del País tengan acceso
a la infraestructura hidro-agrícola requerida para la distri-
bución del agua para riego, así como para lograr el mante-
nimiento, mejoramiento y optimización de la eficiencia de
la infraestructura hidro-agrícola primaria para la seguridad
alimentaria, aun cuando haya transferido la infraestructura
a los usuarios. 

Los productores enfocados a la seguridad alimentaria ten-
drán preferencia en el uso de aguas tratadas de presas y de
cualquier infraestructura hidro-agrícola existente. 

Sección III 
Del uso en agricultura comercial 

Artículo 138. En cuencas con excedentes disponibles des-
pués de cumplir con los derechos humanos al agua y la ali-
mentación, el Consejo de Cuenca podrá autorizar el otor-
gamiento de concesiones anuales de agua para la
producción agrícola o ganadera con fines lucrativos. 

El otorgamiento o renovación de estas concesiones estarán
condicionados a la entrega y aprobación de un Plan de Rie-
go y Recuperación de Suelos, el cual indicará la forma en
que adoptará técnicas para el ahorro de agua, la conserva-
ción de suelos y la eliminación progresiva de agroquímicos
nocivos; junto con su Plan de Siembra, debidamente apro-
bado por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación. El incumplimiento de es-
tas condicionantes resultará en la no renovación o la
revocación definitiva de la concesión. 

Artículo 139. La producción agrícola y ganadera con fines
de lucro, debe realizarse en respeto a los derechos humanos
de las jornaleras y los jornaleros en sus campos de produc-
ción. El incumplimiento de esta obligación será motivo de
la no renovación de la respectiva concesión.

Las concesiones para el uso ganadero tendrán que cumplir
con planes de ordenamiento ganadero aprobados por el

Consejo de Cuenca, contemplando estrategias para preve-
nir daños a suelos, vegetación y a aguas superficiales y
subterráneas.

Artículo 140. Para la renovación de concesiones para uso
de agua en actividades agrícolas o ganaderas con fines co-
merciales en medianas y grandes empresas, se tendrá que
acreditar el pago del costo total de la electricidad usada en
la extracción del agua de sus pozos, sin la aplicación de
subsidio alguno.

Artículo 141. Las concesiones para uso agrícola conlleva-
rán la obligación de instrumentar mejores prácticas en las
actividades agropecuarias, con la finalidad de prevenir y
controlar la erosión de los suelos, su infertilidad y la con-
taminación de acuíferos.

En el otorgamiento de concesiones de agua para uso agrí-
cola, se priorizarán las solicitudes de cultivos que conser-
van los suelos y el patrimonio genético de las localidades y
que no impliquen el uso de agroquímicos.

Artículo 142. Las autoridades federales, a partir de las re-
soluciones de los consejos de cuenca, tendrán la obligación
de lograr la eliminación progresiva, en un periodo no ma-
yor a 15 años, de los procesos de riego en zonas conside-
radas como altamente vulnerables a la desertificación por
la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultu-
ra y la Alimentación, así como con aguas salinas. 

Artículo 143. Las actividades que implican el confina-
miento de más de 1,000 aves, o más de 500 unidades de ga-
nado mayor requerirán de un Dictamen Socio-Hídrico para
la autorización de su concesión, garantizando la no conta-
minación de aguas superficiales o subterráneas con patóge-
nos, sustancias químicas o excretas generadas. La renova-
ción de su concesión requerirá de la certificación de su
cumplimiento con este requisito, así como con cualquier
otro condicionante que su Consejo de Cuenca le haya indi-
cado. 

Artículo 144. El uso acuícola es el uso de aguas corrientes
para la producción de especies acuáticas para el consumo
humano y productivo.

En donde existan las condiciones adecuadas, a ser determi-
nadas por un Dictamen de Impacto Socio-Hídrico, el Con-
sejo de Cuenca podrá autorizar concesiones de agua para
uso acuícola que no involucren el manejo de especies exó-
ticas invasoras. La renovación de la concesión estará suje-
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ta a la recuperación y reúso de los nutrientes descargados,
así como al cumplimiento con la calidad del agua según las
especificaciones del Consejo de Cuenca y la normatividad
vigente.

Sección IV
De los usos de agua aplicados 

a actividades industriales

Artículo 145. El uso industrial del agua es el que se otor-
ga mediante concesión para procesos de transformación de
materias primas o materiales. De igual manera incluye el
agua que se utiliza en parques industriales, calderas, dispo-
sitivos para enfriamiento, lavado, baños y otros servicios
dentro de la industria.

Artículo 146. En los usos industriales las concesiones se
otorgarán según su disponibilidad, y estarán condicionadas
al establecimiento de mecanismos de reciclaje interno, ten-
dientes a lograr obligatoriamente el objetivo de cero des-
cargas, así como a la eliminación inmediata de sustancias
tóxicas.

Cada concesión para usos industriales en los que no se ha-
ya logrado el objetivo de cero descargas, deberá contar con
un permiso de descarga y ésta deberá realizarse en un sitio
accesible en todo momento a las autoridades competentes,
a la Contraloría Social del Agua y al público en general, pa-
ra la toma de muestras. Se prohíbe la mezcla de descargas
provenientes de distintos concesionarios antes de su punto
de descarga; en caso de que tenga lugar dicha mezcla, to-
dos los concesionarios serán solidariamente responsables
por los contenidos de las mismas. Tanto los sitios de entra-
da como de descarga deberán contar con medidores con
transmisión en tiempo real.

Artículo 147. Cada empresa o unidad industrial que utili-
ce aguas nacionales deberá contar con una concesión de
aguas y permiso de descarga en los términos de la presen-
te ley. Se prohíbe el uso de agua potable asignada a los sis-
temas de agua potable y saneamiento para cualquier uso in-
dustrial al igual, que la descarga de sus aguas a los sistemas
de alcantarillado y drenaje municipal. Las descargas a
cuerpos de agua tendrán que realizarse a la misma tempe-
ratura del cuerpo receptor.

Artículo 148. En cuencas con volúmenes anuales exce-
dentes, el Consejo de Cuenca podrá resolver a favor del
otorgamiento de concesiones para procesos industriales
que impliquen el consumo continuo de agua para su pro-

ducción, en cuyo caso aplicarán cuotas específicas más al-
tas que serán destinadas a la gestión de cuenca, al Fondo
Nacional para el Derecho Humano al Agua y Saneamiento,
o a la instalación de bebederos públicos con agua potable
de acuerdo a las normas oficiales mexicanas aplicables, se-
gún considere. Las embotelladoras tendrán que utilizar bo-
tellas retornables o biodegradables y contribuir a la cultura
de reducción, reúso y reciclaje de estos residuos.

Artículo 149. Queda prohibida la utilización de agua pota-
ble destinada al uso personal doméstico o a servicios pú-
blicos para obras de construcción. Conforme a la disponi-
bilidad, el Consejo de Cuenca podrá autorizar concesiones
temporales para volúmenes fijos de agua que se destinen a
obras de construcción, previa evaluación de costo-benefi-
cio socio-hídrico-ambiental que muestre que la obra no
pondrá en riesgo el derecho humano al agua de los habi-
tantes actuales de la cuenca, y que no ocasionará daños su
ciclo hidrológico, a sus ecosistemas o al buen funciona-
miento de los flujos subterráneos. No se podrá transportar
agua de una cuenca a otra para obras de construcción sin
contar con la aprobación de ambos consejos de cuenca. 

Sección VI
Del uso acuícola

Artículo 150. El uso acuícola es el uso de aguas corrientes
para la producción de especies acuáticas para el consumo
humano y productivo.

En donde existan las condiciones adecuadas, a ser determi-
nadas por un Dictamen de Impacto Socio-Hídrico, el Con-
sejo de Cuenca podrá autorizar concesiones de agua para
uso acuícola que no involucren el manejo de especies exó-
ticas invasoras. La renovación de la concesión estará suje-
ta a la recuperación y reúso de los nutrientes descargados,
así como al cumplimiento con la calidad del agua según las
especificaciones del Consejo de Cuenca y la normatividad
vigente.

Sección VII 
De los usos del agua aplicados 

en actividades extractivas 

Artículo 151. El uso minero implica la utilización de aguas
nacionales que se autoriza mediante concesión para la rea-
lización de actividades extractivas de minerales del sub-
suelo. En cuencas con volúmenes excedentes de agua, el
Consejo de Cuenca, previo Dictamen de Impacto Socio-
Hídrico, podrá concesionar volúmenes fijos de agua a ser
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utilizada en sistemas cerrados de cero descargas para acti-
vidades mineras.

Artículo 152. No se otorgarán concesiones de aguas na-
cionales para actividades de minería tóxica a cielo abierto,
ni para procesos de fracturación hidráulica.

Sección VIII
De los usos de agua para la 

generación de energía eléctrica

Artículo 153. Es el uso de agua para el enfriamiento de ge-
neradores termoeléctricos, así como para la producción de
vapor en el caso de plantas termoeléctricas de ciclo combi-
nado mediante el empleo de aguas nacionales o residuales,
requiere:

I. Que el agua utilizada sea reciclada internamente en su
totalidad, de modo que los volúmenes asignados o con-
cesionados sean volúmenes puntuales que sólo sirvan
para reemplazar pérdidas menores;

II. Que un dictamen de impacto socio-hídrico determine
que la operación de la termoeléctrica no vulnera el de-
recho humano al agua y saneamiento, a la salud, ni al
medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar de
las personas, con atención especial a sus potenciales im-
pactos por la emisión de gases de efecto invernadero,
contaminantes causantes de lluvia ácida o metales tóxi-
cos; por potenciales residuos radiactivos; por serias al-
teraciones geológicas, térmicas o de calidad relaciona-
das con el agua en los flujos subterráneos; por la
provocación de movimientos sísmicos; por alteraciones
térmicas y por su potencial de provocar accidentes gra-
ves.

III. Que el proyecto cuente con el consentimiento pre-
vio, libre e informado de los habitantes de la micro-
cuenca, subcuenca y cuenca en donde se ubicaría;

IV. Que previa a la realización de cualquier nuevo pro-
yecto se muestre como absolutamente necesario para el
cumplimiento de derechos humanos, así como que la
tecnología propuesta es la que menos vulnera el derecho
humano al agua, a la salud y a un medio ambiente sano
para el desarrollo y bienestar de las personas, y

V. Que se demuestre exhaustivamente la capacidad de
garantizar que sus desechos radioactivos estarán perma-
nentemente aislados de las aguas nacionales superficia-

les y subterráneas del país, en caso de interés en uso de
aguas nacionales para el enfriamiento de plantas termo-
eléctricas nucleares.

Las autoridades responsables de resolver las solicitudes co-
rrespondientes, deberán considerar en todo momento la op-
ción de modificar o frenar el proyecto propuesto en función
de los derechos humanos vinculados al agua.

Artículo 154. El uso no consuntivo para la generación de
energía eléctrica implica su embalsamiento o caídas de
agua y requerirá de una evaluación de costo-beneficio so-
cio-hídricoambiental mediante el cual se constate que la
obra es necesaria y que la tecnología y diseño propuestos
generarán efectos positivos a lo largo de la vida útil del
proyecto. Se prohibirá el trasvase de las aguas río arriba o
río abajo de la obra.

Para la realización de una presa hidráulica es necesario
contar con el consentimiento previo, libre e informado de
los comités de microcuenca, las comisiones de subcuenca,
los consejos de cuenca y los pueblos o comunidades indí-
genas potencialmente afectados por la obra.

En la generación de energía eléctrica mediante usos no
consuntivos, sólo se podrá utilizar el agua de ríos que no se
consideren prístinos y se deberá respetar el caudal ecológi-
co del río, calculado según las normas mexicanas vigentes,
considerando el régimen de flujos esperados durante su vi-
da útil. En todo caso, se requerirá del depósito de una fian-
za para cubrir el costo de mantenimiento y eventual reem-
plazo o desmantelamiento de la obra, el cual deberá ser
calculado como parte integral del proyecto desde su cons-
trucción.

Sección IX
De otros usos

Artículo 155. Los consejos de cuenca, según la disponibi-
lidad de volúmenes anuales de agua ecológicamente apro-
vechable, podrán autorizar concesiones anualmente reno-
vables para proyectos recreativos tales como balnearios o
parques acuáticos.

Artículo 156. El uso de agua en hoteles requerirá, en los
casos en que lo determinen las disposiciones reglamenta-
rias de la presente ley, de un dictamen de impacto socio-hí-
drico y, en todo caso, será obligatorio el tratamiento y reú-
so obligatorio de sus aguas residuales.
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En donde haya condiciones, el Consejo de Cuenca podría
autorizar la asignación de un volumen adicional a un siste-
ma de agua potable y saneamiento para uso hotelero, según
criterios especificados por este Consejo y el sistema de
agua potable y saneamiento.

Si se acredita que el sistema sacrifica el uso doméstico y de
servicios públicos, el uso para seguridad alimentaria o el
uso para los ecosistemas para dotar de agua a la industria
hotelera, el volumen adicional asignado será cancelado y
las empresas hoteleras deberán solicitar concesiones direc-
tas en los términos de esta ley.

Capítulo V
De la prevención de la contaminación 

de aguas y cuencas

Artículo 157. La Comisión Nacional del Agua será la au-
toridad encargada de la prevención de la contaminación de
las cuencas y sus aguas. Para lo anterior, deberá realizar las
inspecciones necesarias para constatar la eliminación in-
mediata de todas las sustancias altamente peligrosos y pro-
ceder a la revocación de cualquier concesión en cuyo ejer-
cicio se detecte estas sustancias u otros contaminantes no
autorizados en sus descargas. 

Artículo 158. Toda concesión, excepto las otorgadas para
usos agrícolas, deberá contar con su propio y único punto
de descarga de aguas residuales ubicado en un lugar con
acceso público y permanente, con un medidor acumulativo
para comprobar el volumen total de las descargas.

Artículo 159. Los Consejos de Cuenca, en coordinación
con su Comité Asesor para la Conservación y Monitoreo de
Aguas, utilizarán la información recabada anualmente para
el registro de emisiones y transferencia de contaminantes,
los datos generados por inspecciones oficiales y el monito-
reo ciudadano, así como cualquiera otra información perti-
nente para determinar la prioridad de potenciales concesio-
narios y para diseñar las condicionantes que serán
asociadas a cada concesión para su otorgamiento o renova-
ción.

Se procederá la revocación de concesiones para usos agrí-
colas, industrial y minero cuando se detecte contaminación
del agua derivada del ejercicio de dichas concesiones y no
se podrán otorgar nuevamente hasta en tanto no se de-
muestre que se han tomado las medidas necesarias para
evitarla, en cuyo caso estarán sujetas a la disponibilidad de
agua y a las condicionantes que se establezcan.

Artículo 160. Queda prohibida la descarga de contaminan-
tes procedentes de actividades industriales, agrícolas, mi-
neras y de generación de energía en cuerpos de agua su-
perficiales o subterráneas, así como su depósito en zonas
susceptibles a entrar en contacto con aguas nacionales.

No se permitirá realizar descargas a cuerpos de agua que
hayan perdido su capacidad natural de renovarse en virtud
de la contaminación acumulada en el tiempo. Los consejos
de cuenca identificarán en su Plan Rector los cuerpos de
agua contaminados, a efecto de definir e instrumentar me-
tas y acciones para su restauración hídrico-ambiental.

Artículo 161. Se prohíbe depositar residuos de cualquier
categoría, materiales, tierra o sustancias tóxicas y sustan-
cias altamente peligrosas, así como lodos producto de los
tratamientos de aguas residuales, de la potabilización del
agua y del desazolve de los sistemas de alcantarillado ur-
bano y municipales, en cuerpos de agua, en manglares o
humedales, o en lugares no confinados en los cuales sean
susceptibles de ser llevados a cuerpos de agua superficiales
o subterráneos.

Título Cuarto
Medios de aplicación y cumplimiento de esta Ley 

Capítulo I 
De la procuración de justicia hídrica 

Artículo 162. Para efectos de esta ley son autoridades pa-
ra el control en su aplicación, actos de vigilancia y cumpli-
miento de la ley:

I. La Procuraduría del Agua;

II. El mediador o árbitro en la resolución alternativa de
conflictos;

III. La Defensoría Socio-Hídrico-Ambiental;

IV. La Contraloría Social del Agua;

V. Los jueces de Distrito, y

VI. La Procuraduría General de la República.

Artículo 163. La Procuraduría del Agua será competente
para:

I. Vigilar el cumplimiento y observancia de esta ley;
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II. Formular denuncias y aplicar sanciones que sean de
su competencia;

III. Sustanciar y resolver los procedimientos y recursos
administrativos de su competencia, en los términos de
esta Ley y sus disposiciones reglamentarias;

IV. Imponer las medidas técnicas correctivas y de segu-
ridad que sean de su competencia;

V. Promover la reparación del daño ambiental a los re-
cursos hídricos, a los ecosistemas asociados con el agua;

VI. Realizar denuncias derivadas de la comisión de de-
litos e ilícitos administrativos y civiles relacionados con
la materia de la presente ley y darles seguimiento hasta
la culminación de las mismas, representando los intere-
ses de la nación en materia de aguas;

VII. Substanciar y promover los procedimientos admi-
nistrativos ante la Comisión Nacional del Agua, en los
términos de esta ley para la revocación de permisos,
concesiones o descargas que estén ocasionando daño hí-
drico, que pongan en riesgo el funcionamiento y equili-
brio de la cuenca;

VIII. Representar a la Comisión Nacional de Agua en
juicios de acciones colectivas de daño ambiental;

IX. Representar a la ciudadanía en la conservación, pro-
tección, restauración y mitigación del daño ambiental de
los bienes nacionales establecidos en esta ley;

X. Realizar cuando menos una vez al año una visita de
inspección con análisis de laboratorio certificado a cada
usuario de permiso de descarga y enviar los resultados
al Sistema de Información y Monitoreo de Aguas y
Cuencas, y

Las demás que señalen las disposiciones legales y regla-
mentarias para el cumplimiento del objeto de la presente
ley.

Artículo 164. El mediador o árbitro es la persona que in-
terviene en la solución alternativa de conflictos y participa
a solicitud de ambas partes, a efecto de solucionar de ma-
nera pronta y expedita conflictos socio-ambientales del
agua.

En la resolución alternativa de conflictos, las partes y el ár-
bitro definirán el protocolo del procedimiento a seguir y las
resoluciones que emita el árbitro o mediador serán obliga-
torias para ambas partes. Sólo serán impugnables las reso-
luciones cuando, a juicio fundado de alguna de las partes,
el árbitro haya violado el protocolo del procedimiento
acordado o se haya conducido con notoria parcialidad en el
caso.

Artículo 165. La Defensoría Socio-Hídrico-Ambiental es
un organismo dependiente del Consejo Nacional de Cuen-
cas que, en términos de su Reglamento, se hará cargo de
otorgar asesoría jurídica y técnica en materia del derecho
humano al agua y al saneamiento, actuar como mediador y
arbitro en conflictos en materia hídrica así como represen-
tar ante las autoridades administrativas y jurisdiccionales a
todas las personas cuyo derecho humano al agua y al sane-
amiento sea vulnerado.

Artículo 166. La Contraloría Social del Agua es el orga-
nismo público desconcentrado de la Auditoría Superior de
la Federación, a ser integrado por ciudadanos miembros de
organizaciones y grupos de ciudadanos con conocimientos
o experiencia en las áreas de la defensa y protección del
agua y los servicios hídrico-ambientales, del derecho hu-
mano al agua y saneamiento y los derechos asociados a la
alimentación, a un medo ambiente sano para el desarrollo
y bienestar de las personas y a la autodeterminación de los
pueblos indígenas, a sus tierras y aguas, cuya función prin-
cipal es erradicar la corrupción e impunidad en el desem-
peño de la función pública en relación con el agua.

Artículo 167. Para el mejor desempeño de las funciones de
la Contraloría Social del Agua, contará con Delegaciones a
nivel cuenca. Cada contraloría estará conformada por tres
consejeros contralores ciudadanos, cuyo cargo es honorífi-
co y el proceso de su elección estará a cargo de la Audito-
ría Superior de la Federación.

Artículo 168. Para la selección de los consejeros contralo-
res ciudadanos la Auditoría Superior de la Federación ex-
pedirá convocatorias abiertas y públicas a nivel nacional y
en los estados cuyo territorio forme parte de la cuenca o
cuencas, en la que conste el procedimiento de elección, los
requisitos de participación de las organizaciones de la so-
ciedad civil o individuos en lo particular, y el mecanismo
de votación entre las organizaciones participantes para ele-
gir consejeros contralores ciudadanos.
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Artículo 169. La Contraloría Social del Agua tendrá las si-
guientes atribuciones:

I. Vigilar que los consejos de cuenca sean construidos a
través de procesos democráticos, transparentes e inclu-
yentes;

II. Vigilar los procesos de elaboración y ejecución de los
programas rectores, en la determinación del volumen
anual de agua ecológicamente aprovechable y del volu-
men de acceso diario por habitante, así como la identi-
ficación de prioridades y condicionantes para expedi-
ción de títulos de asignaciones y de concesiones de agua
en las cuencas, garantizando que las autoridades respe-
ten las resoluciones de los consejos de cuenca;

III. Vigilar el uso y transparencia y eficacia en el ejerci-
cio de los recursos públicos;

IV. Solicitar un Informe Anual a los consejos de cuenca,
al Consejo Nacional de Cuencas, a la Comisión Nacio-
nal del Agua y a las gerencias técnico-operativas de las
cuencas sobre el cumplimiento de condicionantes de
concesiones y su impacto hídrico-ambiental, el cual ser-
virá como insumo obligatorio para las decisiones sobre
el otorgamiento o renovación de éstas;

V. Validar los mecanismos de elección democrática y
transparente de los representantes que participarán en
las Juntas Municipales de Agua Potable y Saneamiento;

VI. Vigilar, en el ámbito municipal, la calidad del agua
asignada para uso personal-doméstico, así como su dis-
tribución equitativa a todos los habitantes, y la instala-
ción y mantenimiento de llaves públicas y baños dignos,
así como la eliminación de descargas que no sean de ori-
gen doméstico o de servicios públicos a los sistemas
municipales de drenaje;

VII. Vigilar que los representantes ciudadanos a los
Consejos de Administración de los sistemas cogestiona-
dos o comunitarios sean elegidos de manera democráti-
ca y transparente, y que aseguren transparencia en su
funcionamiento;

VIII. Iniciar procedimientos administrativos de destitu-
ción, suspensión o de aplicación de sanciones a los ser-
vidores públicos que no hayan cumplido con los debe-
res y atribuciones previstos en esta ley;

IX. Nombrar contralores sociales por microcuenca o
municipales, honoríficos, que realicen las funciones de
la Contraloría Social en sus territorios y denuncien ante
ellos las irregularidades que detecten previstas en esta
ley. Para ello los acreditará con las identificaciones per-
tinentes y las autoridades les otorgarán las facilidades
para el mejor desempeño de su función;

X. Elaborar su Reglamento Interno y presupuesto anual;

XI. Rendir informes anuales en los ámbitos nacional y
por cuenca a la Sociedad Civil, organizada o no, con la
presencia de la Auditoría Superior de la Federación, la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la au-
toridad del Agua, y

XII. Recibir y atender las denuncias ciudadanas respec-
to del funcionamiento y cumplimiento de los planes hí-
dricos municipales y de las entidades federativas. 

Artículo 170. Los jueces de Distrito en materia civil ten-
drán atribuciones y competencia para la acción colectiva
del daño ambiental-hídrico en los términos del Código Ci-
vil Federal y el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

Capítulo II 
De las infracciones y sanciones

Artículo 171. Las conductas realizadas en contravención a
las disposiciones de esta ley, sus reglamentos y demás ins-
trumentos administrativos derivados de la misma, serán
sancionadas de la siguiente manera:

I. Las que pongan en riesgo inminente el ejercicio del
derecho humano al agua y al saneamiento: de 5 mil 1 a
20 mil días del salario mínimo general vigente en el Dis-
trito Federal en el momento en que se cometa la infrac-
ción.

II: Las que transgredan obligaciones derivadas directa-
mente de esta ley: de mil 501 a 5 mil días del salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal en el mo-
mento en que se cometa la infracción. 

III. Las que violen u omitan obligaciones derivadas de
instrumentos administrativos, incluyendo condicionan-
tes de concesiones, asignaciones o autorizaciones: de
mil a mil 500 días del salario mínimo general vigente en
el Distrito Federal en el momento en que se cometa la
infracción.
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IV. En todas las hipótesis anteriores, los infractores es-
tarán obligados, además, a la reparación del daño. 

V. En su caso, los infractores perderán en favor de la na-
ción las obras de alumbramiento y aprovechamiento de
aguas y se retendrá o conservará en depósito o custodia la
maquinaria y equipo de perforación, hasta que se reparen
los daños ocasionados en los términos de Ley, sin me-
noscabo de otras sanciones administrativas y penales. 

VI. Cuando las multas no se paguen en la fecha estable-
cida, el monto de las mismas se actualizará mensual-
mente desde el momento en que debería haberse reali-
zado el pago y hasta que el mismo se efectúe, conforme
a los cambios en el Índice Nacional de Precios al Con-
sumidor.

Artículo 172. Para sancionar las faltas a que se refiere es-
te capítulo, las infracciones se calificarán conforme a: la
gravedad de dichas faltas; las condiciones económicas del
infractor; la premeditación y la reincidencia.

La autoridad correspondiente deberá fundar y motivar ex-
haustivamente la resolución en la que establezca las san-
ciones respectivas explicando las causas por las que se de-
terminó el monto así como los hechos, su interpretación y
las pruebas en las que se hubiese basado.

Los actos administrativos en los cuales la autoridad deter-
mine sanciones serán objeto, además de los medios ordina-
rios de defensa en ejercicio del interés jurídico, de la ac-
ción difusa prevista en la presente ley.

Si una vez vencido el plazo concedido por la autoridad pa-
ra subsanar la o las infracciones que se hubieren cometido,
resultare que dicha infracción o infracciones aún subsisten,
podrán imponerse multas por cada día que transcurra sin
obedecer el mandato.

En el caso de reincidencia, el monto de la multa podrá ser
hasta por tres veces el monto originalmente impuesto, ha-
ciéndose también acreedor a la suspensión y, en su caso, re-
vocación de la concesión, asignación o permiso.

Artículo 173. Cualquier persona podrá iniciar los procedi-
mientos ante la instancia competente para sancionar a las
autoridades y servidores públicos que hayan emitido per-
misos o títulos, en contravención a esta ley, a la Ley Fede-
ral de Responsabilidades Administrativas de los Servidores
Públicos y al Código Penal Federal.

Capítulo III
De los instrumentos reforzadores 

de la eficacia de esta ley

Artículo 174. Contra los actos de autoridad de la adminis-
tración pública del agua que causen agravio a particulares,
se podrá interponer el recurso de revisión dentro del plazo
de quince días hábiles siguientes a la fecha de su notifica-
ción.

El recurso tiene por objeto revocar, modificar o confirmar
la resolución reclamada. El recurso de revisión se tramita-
rá en los términos del capítulo V del Título Sexto de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Artículo 175. Cualquier persona física o moral, sin necesi-
dad de demostrar que sufre una afectación personal y di-
recta, o que detenta un interés jurídico o legítimo podrá
ejercer la acción difusa pública del agua ante los tribunales
especializados o el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y
Administrativa, por incumplimiento a cualquiera de las
disposiciones de la presente ley, su reglamento y los demás
instrumentos que de ella se deriven.

Para dar trámite a la acción difusa pública, bastará que se
presente por escrito y que se indiquen los hechos, las pre-
suntas infracciones cometidas, los datos de la autoridad,
autoridades o particulares presuntamente infractores, el
nombre y domicilio del actor, así como los medios de
prueba con que cuenten.

En las resoluciones correspondientes se resolverá priorita-
riamente sobre la reparación del daño causado por los in-
cumplimientos acreditados.

Los tribunales especializados o el Tribunal Federal de Jus-
ticia Fiscal y Administrativa, conocerán de estos casos a
través de un procedimiento que implicará instancias de me-
diación y solución alternativa de conflictos. Asimismo,
tendrán como amicus curiae a lo largo de todo el proceso a
los Consejos de Cogestión de Cuenca correspondientes y,
en caso de considerarlo pertinente, a integrantes de la Con-
traloría Social del Agua.

Artículo 176. Los tribunales especializados participarán en
los procedimientos administrativos de concesión y asigna-
ción, al igual que en los de revocación, conforme a las dis-
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posiciones reglamentarias de esta Ley enfocadas a reforzar
su eficacia y prevenir posibles conflictos. 

Transitorios

Artículo Primero. Se abroga la Ley de Aguas Nacionales
y se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo
establecido en la presente ley.

Artículo Segundo. Dentro de un periodo de seis meses a
partir de la entrada en vigor de esta ley, se promulgarán los
decretos necesarios para la creación del Instituto Mexicano
para la Gestión Sustentable de Aguas y Cuencas, el cual se-
rá receptor del patrimonio del actual Instituto Mexicano de
Tecnología del Agua.

Artículo Tercero. Los organismos de cuenca previstos en
la Ley que se abroga, serán sustituidos por los consejos de
cuenca así como por sus gerencias técnico-operativas en
todas las atribuciones que no consistan en actos autoridad
y por las unidades administrativas correspondientes de la
Comisión Nacional del Agua en sus demás atribuciones. 

Artículo Cuarto. Dentro de un plazo de 120 días a partir
de la entrada en vigor de esta ley, la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, se asesorará de investiga-
dores con trabajos reconocidos en el tema para publicar en
el Diario Oficial de la Federación la lista y delimitación de
las cuencas hidrológicas administrativas, garantizando que
el número de cuencas no sea menor a 50 ni mayor a 72, las
cuales reemplazarán a las actuales regiones hidrológico-
administrativas y fungirán como las unidades básicas para
la formación de los consejos de cuenca, así como para los
procesos planificados de cogestión de las cuencas y sus
aguas.

Artículo Quinto. Los consejos de cuenca deberán elaborar
y aprobar sus respectivos planes rectores para la gestión in-
tegral de la cuenca y sus aguas, en un término de 100 días
a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

En el proceso de elaboración de su Plan Rector, los conse-
jos de cuenca analizarán todas las concesiones de zona fe-
deral y permisos para el aprovechamiento de materiales pé-
treos, para emitir resoluciones tendientes a la protección,
rehabilitación y restauración de los ríos, lagos, lagunas, hu-
medales y bienes nacionales asociados.

Artículo Sexto. En un periodo no mayor a dos años a par-
tir de la publicación de la presente Ley, el Ejecutivo fede-

ral deberá expedir la Estrategia Nacional de Sustentabili-
dad, Equidad y Seguridad Hídrica elaborada conforme a
los mecanismos participativos previstos en la presente ley.
La Comisión Nacional del Agua publicará en los medios de
comunicación masiva del país y de los estados, así como en
su página en Internet, un documento breve explicando esta
estrategia.

Artículo Séptimo. Las aguas subterráneas serán monitore-
adas y administradas desde las cuencas hidrológicas admi-
nistrativas definidas y delimitadas conforme a lo previsto
en el artículo segundo transitorio de esta ley. Dentro de un
periodo no mayor a 3 años a partir de su entrada en vigor,
contando con la nueva información generada en este perio-
do, la Comisión Nacional del Agua, con base en la opinión
de comités asesores de monitoreo y conservación de aguas,
podrá determinar una delimitación distinta de las aguas
subterráneas para gestionar su conservación, restauración y
aprovechamiento condicionado, misma que publicará en el
Diario Oficial de la Federación. 

Artículo Octavo. Dentro del primer año siguiente a la en-
trada en vigor de esta ley se revisarán y, en su caso, se re-
vocarán todas las concesiones vigentes que se ubiquen en
los siguientes supuestos:

I. Las otorgadas sobre aguas subterráneas de los acuífe-
ros sobreexplotados según las disponibilidades publica-
das en el Diario Oficial de la Federación;

II. Las que impliquen pozos que se encuentran en zonas
con una tasa de hundimiento mayor a 2 centímetros
anuales;

III. Las otorgadas para el uso o aprovechamiento de
aguas superficiales en los casos en que de su ejercicio se
deriven violaciones a la norma mexicana en materia de
caudal ecológico, y

IV. Las otorgadas sobre aguas provenientes de ríos con
presencia de sustancias tóxicas, o cuya calidad de agua
no cumpla con la norma oficial mexicana sobre agua pa-
ra riego agrícola.

Artículo Noveno. En tanto se determinan los volúmenes
de acceso estándar de cuenca, las asignaciones se otorgarán
en función de la información existente sobre la disponibili-
dad de agua y las necesidades humanas existentes en el ám-
bito territorial correspondiente. 
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Artículo Décimo. Los volúmenes de las asignaciones y
concesiones que se otorguen en cada cuenca deberán redu-
cirse progresivamente para alcanzar el volumen anual de
agua ecológicamente aprovechable correspondiente en un
periodo que no exceda de 2 años a partir de la entrada en
vigor de la presente ley, conforme a lo previsto en la frac-
ción II del artículo 54. 

Artículo Undécimo. Conforme al artículo 81 de esta ley,
los consejos de cuenca contarán con 365 días naturales a
partir de su constitución para concluir los programas de re-
visión del estado de las presas de su respectiva cuenca,
examinando y evaluando exhaustivamente las causales de
su existencia y promoviendo las acciones que sean necesa-
rias, incluyendo su desmantelamiento, en las que no sean
indispensables.

Artículo Duodécimo. El Ejecutivo federal establecerá, en
un término de 6 meses a partir de la entrada en vigor de es-
ta ley, un programa para concesionarios de agua de uso
agrícola sobre la eliminación progresiva de agroquímicos
dañinos, acumulables o persistentes y prácticas para la con-
servación y restauración de la fertilidad natural de los sue-
los.

Asimismo, el Ejecutivo federal establecerá un programa
para hacer posible que, en un plazo no mayor de 15 años,
todos los titulares de concesiones para usos industriales del
agua, cuenten con mecanismos de reciclaje internos que
permitan lograr el objetivo de cero descargas referido en el
artículo 95 de la presente ley, así como para que durante el
periodo de transición efectúen sus descargas en sitios de
acceso público en un término de 2 años a partir de su en-
trada en vigor.

Al término del plazo señalado en el artículo anterior, se de-
jarán de otorgar los permisos de descarga de aguas resi-
duales derivadas de usos industriales previstos en el artícu-
lo 146 de la presente ley.

Artículo Decimotercero. Dentro de un plazo de 18 meses
a partir de la entrada en vigor de la presente ley, se revisa-
rán las vedas vigentes dando prioridad a aquellas estableci-
das en zonas del país en donde se han continuado otorgan-
do concesiones para usos no prioritarios, así como en zonas
donde haya habido resoluciones negativas a solicitudes de
concesión para los usos prioritarios previstos en el artículo
125 de la presente Ley. 

Artículo Decimocuarto. La atención de los problemas de
contaminación hídrica por la Comisión Nacional del Agua,
se llevará a cabo conforme a los siguientes tiempos:

I. De manera inmediata o que no exceda un año, en lo
relativo a la eliminación de todas las sustancias alta-
mente peligrosas, y

II. Dentro un plazo de 15 años, en lo relativo a la elimi-
nación o sustitución de toda sustancia tóxica y de otras
cuya inocuidad no haya sido comprobada.

Artículo Decimoquinto. El Ejecutivo federal en un plazo
no mayor a 30 días naturales a partir de la entrada en vigor
de la presente ley convocará, en los términos legales res-
pectivos, a la elaboración de las normas oficiales mexica-
nas en materia de caudal ecológico, de sustancias altamen-
te peligrosas en relación al agua y las cuencas, así como de
calidad del agua para consumo humano que deberá cum-
plirse en los procesos de potabilización.

Artículo Decimosexto. En un plazo no superior a 30 días
a partir de la publicación del presente decreto, la Comisión
Nacional del Agua, bajo la supervisión del Consejo Nacio-
nal de Cuencas, emitirá un programa para la anulación de
todos los bancos de agua generados hasta la fecha.

Artículo Decimoséptimo. Dentro de los 6 meses a partir
de la entrada en vigor de la presente ley, el Ejecutivo Fe-
deral realizará una revisión de los contratos y tratados in-
ternacionales que pudieran vulnerar el derecho humano al
agua y formulará las reservas o, en su caso, las denuncias
correspondientes.

Artículo Decimoctavo. Se exceptúa de la prohibición de
descarga y depósito de contaminantes prevista en el artícu-
lo 160 de esta ley, a los contaminantes biodegradables du-
rante el periodo de transición hacia cero descargas, en es-
tricto apego a los planes de eliminación de contaminantes
aprobado por los Consejo de Cuenca correspondientes. 

Artículo Decimonoveno. En un plazo que no excederá a
los 120 días naturales el Ejecutivo federal creará la Defen-
soría Socio-Hídrico-Ambiental y emitirá el Reglamento
respectivo.

Palacio Legislativo, a 10 de febrero de 2015.— Diputados: Aleida Ala-
vez Ruiz, Gloria Bautista Cuevas, Manuel Rafael Huerta Ladrón de
Guevara, Javier Orihuela García, Luisa María Alcalde Luján, Francis-
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co Alfonso Durazo Montaño, Rodrigo Chávez Contreras, Delfina Eli-
zabeth Guzmán Díaz, Roberto López González, José Humberto Vega
Vázquez, José Antonio León Mendívil, Arturo Cruz Ramírez, Mario
Alejandro Cuevas Mena, Víctor Manuel Manríquez González, Carol
Antonio Altamirano, Roberto Carlos Reyes Gámiz, Jazmín de los Án-
geles Copete Zapot, Alejandro Carbajal González, Yesenia Nolasco
Ramírez, Lizbeth Eugenia Rosas Montero, Víctor Raymundo Nájera
Medina, Ángel Cedillo Hernández, Ramón Montalvo Hernández, Gui-
llermo Sánchez Torres, Roberto López Rosado, Carlos de Jesús Ale-
jandro, María del Socorro Ceseñas Chapa, Héctor Hugo Roblero Gor-
dillo, Adolfo Orive Bellinger, Alberto Anaya Gutiérrez, Zuleyma
Huidobro González, José Francisco Coronato Rodríguez, Juan Ignacio
Samperio Montaño, Tomás Brito Lara, Martha Beatriz Córdova Ber-
nal, José Luis Muñoz Soria, Uriel Flores Aguayo, Erick Marte Rivera
Villanueva, Trinidad Secundino Morales Vargas, Graciela Saldaña
Fraire (rúbricas).»

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: Túr-
nese a las Comisiones Unidas de Recursos Hidráulicos
y de Agua Potable y Saneamiento, para dictamen, y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opi-
nión.

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo: En
términos de los artículos 100 y 102 del Reglamento, las ini-
ciativas y proposiciones contenidas en el orden del día se-
rán turnadas a las comisiones que correspondan, publicán-
dose el turno en la Gaceta Parlamentaria.(*)

CLAUSURA Y CITA

El Presidente diputado Silvano Aureoles Conejo (a las
14:47 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que ten-
drá lugar el martes 17 de febrero a las 11 horas, y se les in-
forma que el sistema electrónico estará abierto a partir de
las 9:30 horas.

————— O —————
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de esta sesión.
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración de la sesión: 3 horas 33 minutos

• Quórum a la apertura de la sesión 256 diputadas y diputados

• Comunicaciones oficiales: 15

• Licencias: 6

• Toma de protesta de diputadas y diputados: 4

• Minutas: 1

• Iniciativas de congresos estatales: 1

• Dictámenes a discusión de leyes: 3

• Acuerdos de los órganos de gobierno: 1 de la Junta de Coordinación Política.

• Iniciativas de diputadas y diputados: 5

• Diputadas y diputados que participaron durante la sesión: 34

Morena 5
NA 3
PT 2
MC 4
PVEM 3
PRD 6
PAN 5
PRI 6
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• Abreu Artiñano, Rocío Adriana (PRI) . . . . . . . . . . . . 

• Acosta Montoya, Rubén (PVEM) . . . . . . . . . . . . . . . 

• Aguilar Rodríguez, Aurora de la Luz (PAN) . . . . . . . 

• Añorve Baños, Manuel (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Arias Pallares, Luis Manuel (PRD). . . . . . . . . . . . . . 

• Bautista Bravo, Alliet Mariana (PRD) . . . . . . . . . . . 

• Bautista Cuevas, Gloria (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Caamal Mena, José Angelino (NA). . . . . . . . . . . . . . 

Para hablar en pro del dictamen de la Comisión
de Transportes, el cual contiene el proyecto de
decreto que reforma el artículo 30 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 88

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Fomento Cooperativo y Economía Social, el
cual contiene el  proyecto de decreto que adi-
ciona la fracción VI, al artículo 11 de la Ley
General de Sociedades Cooperativas: 69

Para hablar en pro del dictamen de la Comisión
de Transportes, el cual contiene el proyecto de
decreto que reforma el artículo 30 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 87

Para solicitar a la Presidencia, continúe con el
desahogo del orden del día, desde su curul: 48

Para fijar la postura de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Transportes, el cual contiene el proyecto de de-
creto que reforma el artículo 30 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 84

Para fundamentar el dictamen a nombre de la
Comisión de Fomento Cooperativo y Econo-
mía Social, el cual contiene el  proyecto de de-
creto que adiciona la fracción VI, al artículo 11
de la Ley General de Sociedades Cooperativas:
65

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Fomento Cooperativo y Economía Social, el
cual contiene el  proyecto de decreto que adi-
ciona la fracción VI, al artículo 11 de la Ley
General de Sociedades Cooperativas: 70

Para fijar la postura de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Transportes, el cual contiene el proyecto de de-
creto que reforma el artículo 30 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 81

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Caamal Mena, José Angelino (NA). . . . . . . . . . . . . . 

• Córdoba Bernal, Martha Beatriz (MC) . . . . . . . . . . . 

• Córdoba Bernal, Martha Beatriz (MC) . . . . . . . . . . . 

• Durazo Montaño, Francisco Alfonso (Morena) . . . . . 

• Fujiwara Montelongo, René Ricardo (NA) . . . . . . . . 

• García Rojas, Mariana Dunyaska (PAN). . . . . . . . . . 

• González Luna Bueno, Federico José  (PVEM) . . . . 

• González Vera, Norma (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, el cual contiene el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 8o. de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores: 93

Para hablar en pro del dictamen de la Comisión de
Transportes, el cual contiene el proyecto de decre-
to que reforma el artículo 30 de la Ley de Cami-
nos, Puentes y Autotransporte Federal: 86

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, el cual contiene el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 8o. de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores: 96

Para referirse a la solicitud de constituir una comi-
sión investigadora de organismos descentralizados
y empresas de participación estatal mayoritaria,
desde su curul: 47

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Fo-
mento Cooperativo y Economía Social, el cual
contiene el  proyecto de decreto que adiciona la
fracción VI, al artículo 11 de la Ley General de
Sociedades Cooperativas: 67

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, el cual contiene el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 8o. de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores: 98

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, el cual contiene el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 8o. de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores: 95

Para fijar la postura de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Trans-
portes, el cual contiene el proyecto de decreto que
reforma el artículo 30 de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal: 86
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• Huerta Ladrón de Guevara, Manuel Rafael (Morena)

• Hurtado Gallegos, José Antonio (MC) . . . . . . . . . . . 

• López Cándido, José Arturo (Morena) . . . . . . . . . . . 

• López Suárez, Roberto (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Martínez Martínez, Juan Luis (Morena) . . . . . . . . . . 

• Martínez Rojas, Andrés Eloy (Morena). . . . . . . . . . . 

• Martínez Santillán, María del Carmen (PT) . . . . . . . 

• Mejía Berdeja, Ricardo (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a la solicitud de creación de una
Comisión de Investigación, desde su curul: 47

Para hablar en pro del dictamen de la Comisión
de Atención a Grupos Vulnerables, el cual con-
tiene el proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 8o. de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores: 100

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Fomento Cooperativo y Economía Social, el cual
contiene el  proyecto de decreto que adiciona la
fracción VI, al artículo 11 de la Ley General de
Sociedades Cooperativas: 66

Para solicitar que se pueda replantear  la petición
de creación de una Comisión de Investigación,
desde su curul: 48

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, el cual contiene
el proyecto de decreto que reforma el artículo
8o.. de la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores: 92

Para fijar la postura de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de
Transportes, el cual contiene el proyecto de de-
creto que reforma el artículo 30 de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal: 80

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, el cual contiene
el proyecto de decreto que reforma el artículo 8o.
de la Ley de los Derechos de las Personas Adul-
tas Mayores: 94

Para hablar en pro del dictamen de la Comisión
de Transportes, el cual contiene el proyecto de
decreto que reforma el artículo 30 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 87
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• Mejía García, Leticia (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Muñoz Márquez, Juan Carlos (PAN) . . . . . . . . . . . . 

• Olvera Barrios, Cristina (NA). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Orihuela García, Javier (PRD) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Pariente Gavito, María del Rosario de Fátima
(PVEM) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Escalante, Elvia María (PRI). . . . . . . . . . . . . . 

• Rivera Villanueva, Erick Marte  (PAN). . . . . . . . . . . 

• Roblero Gordillo, Héctor Hugo (PT) . . . . . . . . . . . . 

• Roblero Gordillo, Héctor Hugo (PT) . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, el cual contiene el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 8o. de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores: 99

Para fundamentar el dictamen a nombre de la Co-
misión de Transportes, el cual contiene el proyec-
to de decreto que reforma el artículo 30 de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 76

Para referirse a los comentarios del Ministro José
Fernando Franco González-Salas, en materia de
personas con discapacidad, desde su curul: 48

Para solicitar que Capufe, retire unas casetas de
cobro, desde su curul: 80

Para fijar la postura de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Trans-
portes, el cual contiene el proyecto de decreto que
reforma el artículo 30 de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal: 83

Para fundamentar el dictamen a nombre de la Co-
misión de Atención a Grupos Vulnerables, el cual
contiene el proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 8o. de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores: 91

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Fo-
mento Cooperativo y Economía Social, el cual
contiene el  proyecto de decreto que adiciona la
fracción VI, al artículo 11 de la Ley General de
Sociedades Cooperativas: 71

Para fijar la posición de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Fo-
mento Cooperativo y Economía Social, el cual
contiene el  proyecto de decreto que adiciona la
fracción VI, al artículo 11 de la Ley General de So-
ciedades Cooperativas: 68

Para fijar la postura de su grupo parlamentario en
la discusión del dictamen de la Comisión de Trans-
portes, el cual contiene el proyecto de decreto que
reforma el artículo 30 de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal: 82
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• Rosiñol Abreu, Jorge (PAN) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Salinas Pérez, Josefina (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Solís Nogueira, Eduardo (PRI) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Valle Magaña, José Luis (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Valle Magaña, José Luis (MC) . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para fijar la postura de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Transportes, el cual contiene el proyecto de de-
creto que reforma el artículo 30 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 85

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables, el cual contie-
ne el proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 8o. de la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores: 97

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Fomento Cooperativo y Economía Social, el
cual contiene el  proyecto de decreto que adi-
ciona la fracción VI, al artículo 11 de la Ley
General de Sociedades Cooperativas: 72

Para fijar la posición de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Fomento Cooperativo y Economía Social, el
cual contiene el  proyecto de decreto que adi-
ciona la fracción VI, al artículo 11 de la Ley
General de Sociedades Cooperativas: 68

Para fijar la postura de su grupo parlamentario
en la discusión del dictamen de la Comisión de
Transportes, el cual contiene el proyecto de de-
creto que reforma el artículo 30 de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal: 83
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abreu Artiñano, Rocío Adriana Favor
2 Aceves y del Olmo, Carlos Humberto Ausente
3 Acosta Peña, Brasil Alberto Ausente
4 Aguayo López, Miguel Ángel Favor
5 Alcalá Padilla, Leobardo Favor
6 Aldana Prieto, Luis Ricardo Ausente
7 Allende Cano, Ana Isabel Favor
8 Alonso Álvarez, Celestino Manuel Favor
9 Alvarado Sánchez, Brenda María Izontli Favor
10 Anaya Gudiño, Alfredo Favor
11 Añorve Baños, Manuel Favor
12 Araujo de la Torre, Elsa Patricia Favor
13 Arroyo Ruiz, Alma Jeanny Favor
14 Arroyo Vieyra, Francisco Agustín Ausente
15 Astiazarán Gutiérrez, Antonio Francisco Favor
16 Athie Flores, Kamel Favor
17 Ayala Robles Linares, Flor Favor
18 Badillo Ramírez, Darío Favor
19 Barajas del Toro, Salvador Ausente
20 Barcenas Nieves, Delvim Fabiola Ausente
21 Barrera Barrera, Petra Favor
22 Barrera Estrada, Rodimiro Favor
23 Barrera Fortoul, Laura Favor
24 Barrueta Barón, Noé Favor
25 Beltrones Rivera, Manlio Fabio Favor
26 Bernal Bolnik, Sue Ellen Favor
27 Bernal Gutiérrez, Marco Antonio Favor
28 Berzunza Novelo, Landy Margarita Ausente
29 Bonilla Gómez, Adolfo Favor
30 Caballero Garza, Benito Favor
31 Cabañas Aparicio, María Elia Favor
32 Calderón Ramírez, Leticia Ausente
33 Calzada Arroyo, Marco Antonio Favor
34 Campos Córdova, Lisandro Arístides Favor
35 Cano Ayala, Ma. Elena Favor
36 Cantú Segovia, Eloy Favor
37 Carbajal Hernández, Juan Manuel Ausente
38 Cárdenas Cantú, Miriam Favor
39 Cárdenas del Avellano, Enrique Favor
40 Carreño Mijares, Angelina Favor
41 Carreón Cervantes, Verónica Favor
42 Castillo Rodríguez, Minerva Favor
43 Castillo Valdez, Benjamín Favor
44 Charleston Hernández, Fernando Favor
45 Clara Molina, Mónica Favor
46 Córdova Morán, Frine Soraya Favor
47 Corona Nakamura, María del Rocío Favor
48 Corrales Corrales, Francisca Elena Favor
49 Cruz Morales, Maricruz Favor
50 De la Cruz Requena, Rosalba Ausente
51 De las Fuentes Hernández, Fernando Donato Favor
52 Del Angel Acosta, Jorge Favor
53 Del Bosque Márquez, Juan Isidro Favor

54 Delgadillo González, Claudia Favor
55 Díaz Athié, Antonio de Jesús Favor
56 Díaz Palacios, Víctor Emanuel Favor
57 Doger Guerrero, José Enrique Favor
58 Domínguez Zepeda, Pedro Ignacio Favor
59 Duarte Murillo, José Ignacio Favor
60 Escajeda Jiménez, José Rubén Favor
61 Escamilla Cerón, Alberto Leónidas Favor
62 Fernández Clamont, Francisco Javier Ausente
63 Félix Chávez, Faustino Favor
64 Flemate Ramírez, Julio César Favor
65 Flores Gómez, José Luis Cruz Favor
66 Flores Méndez, José Luis Ausente
67 Flores Sandoval, Patricio Favor
68 Flores Treviño, María de Lourdes Favor
69 Fuentes Téllez, Adriana Favor
70 Funes Velázquez, Erika Yolanda Favor
71 Galindo Quiñones, Heriberto Manuel Favor
72 Galván Villanueva, Raúl Santos Favor
73 Gamboa Song, Lizbeth Loy Favor
74 Garay Cabada, Marina Ausente
75 García de la Cadena Romero, María del Carmen Ausente
76 García García, Héctor Ausente
77 García Hernández, Josefina Ausente
78 García Olmedo, María del Rocío Favor
79 Garza Moreno, María Esther Favor
80 Gauna Ruiz de León, Celia Isabel Favor
81 Gómez Carmona, Blanca Estela Ausente
82 Gómez Gómez, Luis Favor
83 Gómez Gómez, Pedro Favor
84 Gómez Olguín, Roy Argel Favor
85 Gómez Tueme, Amira Gricelda Favor
86 González Cruz, Cristina Favor
87 González Domínguez, Isela Ausente
88 González Farías, Eligio Cuitláhuac Ausente
89 González Gómez, Cecilia Ausente
90 González Martínez, Olivares Irazema Favor
91 González Reséndiz, Rafael Favor
92 González Valdez, Marco Antonio Favor
93 González Vargas, Francisco Favor
94 González Vera, Norma Favor
95 Grajales Palacios, Francisco Favor
96 Gualito Castañeda, Rosalba Favor
97 Guerra Garza, Abel Favor
98 Guerrero López, Judit Magdalena Favor
99 Guevara González, Javier Filiberto Favor
100 Gurrión Matías, Samuel Favor
101 Gutiérrez Álvarez, Harvey Favor
102 Gutiérrez de la Garza, Héctor Humberto Favor
103 Gutiérrez Manrique, Martha Ausente
104 Hernández Burgos, Gaudencio Ausente
105 Hernández González, Noé Favor
106 Hernández Morales, Mirna Esmeralda Favor
107 Hernández Tapia, Gerardo Xavier Favor
108 Huerta Rea, María de Jesús Favor

VOTACIONES

DE LA COMISIÓN DE FOMENTO COOPERATIVO Y ECONOMÍA SOCIAL, CON PROYECTO DE DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN VI AL ARTÍCU-
LO 11 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS (EN LO GENERAL Y EN LO PARTICULAR).



109 Inzunza Montoya, Alfonso Ausente
110 Juan Marcos, Issa Salomón Ausente
111 King de la Rosa, Raymundo Favor
112 Liceaga Arteaga, Gerardo Francisco Ausente
113 López Alvarado, Jaime Chris Favor
114 López Landero, Tomás Ausente
115 López Segura, María Carmen Ausente
116 López Zavala, Javier Ausente
117 Macías Sandoval, Raúl Favor
118 Madrid Tovilla, Areli Ausente
119 Magaña Zepeda, María Angélica Favor
120 Maldonado Hernández, Fernando Alfredo Favor
121 Márquez Martínez, José Luis Favor
122 Márquez Velasco, Silvia Favor
123 Medina Fierro, Ricardo Favor
124 Mejía García, Leticia Favor
125 Mendoza Curiel, María Leticia Favor
126 Mendoza Garza, Jorge Ausente
127 Mercado Gallegos, Sonia Catalina Favor
128 Mestas Gallardo, Ignacio Favor
129 Miranda Munive, Emilse Favor
130 Montano Guzmán, José Alejandro Favor
131 Montes Alvarado, Abraham Favor
132 Morales Flores, Jesús Ausente
133 Moreno Árcega, José Isidro Favor
134 Moreno Montoya, José Pilar Favor
135 Muñiz Martínez, Dulce María Favor
136 Muñoz Kapamas, Felipe de Jesús Favor
137 Murguía Lardizábal, Luis Alfredo Favor
138 Navarrete Vital, María Concepción Favor
139 Navarro de Alva, César Reynaldo Ausente
140 Niaves López, Ossiel Omar Favor
141 Núñez Sánchez, Gloria Elizabeth Ausente
142 Ochoa Casillas, José Daniel Favor
143 Ochoa Gallegos, Williams Oswaldo Favor
144 Ochoa González, Arnoldo Ausente
145 Olvera Correa, Luis Ausente
146 Ordaz Martínez, María del Carmen Favor
147 Ortega Pacheco, Guadalupe del Socorro Favor
148 Ortiz García, Salvador Favor
149 Pacheco Rodríguez, Ricardo Fidel Ausente
150 Padilla Fierro, Román Alfredo Favor
151 Padilla Navarro, Cesario Favor
152 Pazzi Maza, Zita Beatriz Favor
153 Peña Recio, Patricia Guadalupe Favor
154 Pérez Anzueto, Hugo Mauricio Ausente
155 Pérez de Alba, José Noel Favor
156 Pérez Escalante, Elvia María Favor
157 Ponce Orozco, Norma Favor
158 Quian Alcocer, Eduardo Román Favor
159 Quiñones Canales, Lourdes Eulalia Favor
160 Quintana León, Socorro de la Luz Ausente
161 Rangel Espinosa, José Ausente
162 Rangel Segovia, Alejandro Favor
163 Rellstab Carreto, Tanya Favor
164 Retamoza Vega, Patricia Elena Favor
165 Robles Aguirre, Mayra Karina Favor
166 Rocha Piedra, Juan Manuel Favor
167 Rodríguez Calderón, José Alberto Favor
168 Rojo García de Alba, José Antonio Ausente

169 Román Bojórquez, Jesús Tolentino Ausente
170 Romero Valencia, Salvador Ausente
171 Rubio Lara, Blas Ramón Favor
172 Ruiz Arriaga, Genaro Favor
173 Ruiz Gutiérrez, Adan David Ausente
174 Ruiz Moronatti, Roberto Favor
175 Ruiz Sandoval, Cristina Favor
176 Sahui Rivero, Mauricio Favor
177 Salgado Delgado, Fernando Favor
178 Salgado Peña, Abel Octavio Favor
179 Sámano Peralta, Miguel Favor
180 Sánchez Cruz, Leopoldo Ausente
181 Sánchez Romero, Carlos Favor
182 Sánchez Santiago, María Guadalupe Favor
183 Schroeder Verdugo, María Fernanda Favor
184 Serna Escalera, César Agustín Favor
185 Solís Nogueira, Eduardo Favor
186 Sosa Altamira, William Renán Favor
187 Treviño Villarreal, Pedro Pablo Favor
188 Ugalde Alegría, Aurora Denisse Favor
189 Valanci Buzali, Simón Ausente
190 Valdés Palazuelos, Jesús Antonio Favor
191 Valencia González, Gloria María del Carmen Favor
192 Vargas Vargas, Laura Guadalupe Favor
193 Vásquez Villanueva, Martín de Jesús Favor
194 Vázquez Saut, Regina Ausente
195 Velasco Orozco, Víctor Hugo Ausente
196 Velázquez Díaz, María Guadalupe Favor
197 Velázquez López, Mirna Favor
198 Velázquez Ramírez, Diana Karina Favor
199 Villaseñor Gudiño, Blanca María Favor
200 Villaseñor Vargas, María de la Paloma Favor
201 Vitela Rodríguez, Alma Marina Favor
202 Zacarías Capuchino, Darío Favor
203 Zamora Morales, Fernando Favor

Favor: 156
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 47
Total: 203

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Acosta Croda, Rafael Favor
2 Adame Alemán, Juan Pablo Ausente
3 Aguilar Rodríguez, Aurora de la Luz Favor
4 Aguilar Vega, Marcos Favor
5 Alonso Morelli, Humberto Favor
6 Álvarez Tovar, Martha Berenice Ausente
7 Anaya Cortés, Ricardo Favor
8 Anaya Llamas, José Guillermo Favor
9 Angulo Parra, Carlos Fernando Favor
10 Aquino Calvo, Juan Jesús Ausente
11 Arana Lugo, Francisca Rosario Favor
12 Arzola Godínez, María Lucrecia Favor
13 Baca Bonifaz, Rocío Favor
14 Botello Montes, José Alfredo Favor
15 Bueno Torio, Juan Favor
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16 Cáceres de la Fuente, Juan Francisco Ausente
17 Camarillo Ortega, Rubén Favor
18 Cárdenas Guízar, Gabriel de Jesús Favor
19 Carreño Muro, Genaro Favor
20 Castaños Valenzuela, Carlos Humberto Favor
21 Chan Lugo, Sergio Augusto Favor
22 Contreras Rojas, José Luis Favor
23 Coronado Quintanilla, Alberto Favor
24 Cortés Berumen, Isaías Favor
25 Cruz Mendoza, Eufrosina Favor
26 Dávila Delgado, Mario Alberto Favor
27 De la Rosa Anaya, Andrés Favor
28 De León Pérez, María Eugenia Favor
29 Díaz Trujillo, Alberto Favor
30 Dorador Pérez Gavilán, Rodolfo Favor
31 Enríquez Ramírez, Maribel Favor
32 Estrada Martínez, Heidy Guadalupe Favor
33 Flores Suárez, Ricardo Favor
34 García González, Carlos Alberto Favor
35 García Ramírez, José Guadalupe Favor
36 García Rojas, Mariana Dunyaska Favor
37 Gastélum Buenrostro, Juan Manuel Favor
38 González Carrillo, Adriana Favor
39 González Manríquez, Víctor Rafael Favor
40 González Morfín, José Favor
41 González Serna, José Ángel Favor
42 Gordillo Castillo, Néstor Octavio Favor
43 Gutiérrez Coronado, Ana María Favor
44 Gutiérrez Landavazo, Lorena Favor
45 Gúzman Cervantes, Carlos Bernardo Favor
46 Heredia Lizárraga, Martín Alonso Favor
47 Jiménez Castillo, Blanca Favor
48 Jiménez Cerrillo, Raquel Favor
49 Jiménez Esquivel, María Teresa Ausente
50 Labastida Sotelo, Karina Favor
51 Larrazabal Bretón, Fernando Alejandro Favor
52 Licea González, Margarita Favor
53 Limón Robles, Ofelia Favor
54 Llanas Alba, José Alejandro Ausente
55 Lomelí Cervantes, Simón Favor
56 López Cisneros, José Martín Favor
57 López Landero, Leticia Ausente
58 López López, Raudel Favor
59 López Noriega, Alejandra Favor
60 Lorenzini Rangel, Julio César Favor
61 Lugo Barriga, Patricia Favor
62 Medina Valdés, María de Lourdes Favor
63 Mendoza Jiménez, Yatziri Ausente
64 Micalco Méndez, Rafael Alejandro Favor
65 Mondragón González, María Guadalupe Favor
66 Morgan Navarrete, Tania Margarita Favor
67 Muñoz Márquez, Juan Carlos Favor
68 Neblina Vega, Heberto Favor
69 Niño de Rivera Vela, Homero Ricardo Ausente
70 Oliveros Usabiaga, José Luis Favor
71 Orta Coronado, Marcelina Favor
72 Ortiz Mantilla, María Isabel Favor
73 Oviedo Herrera, J. Jesús Favor
74 Pacheco Díaz, Germán Favor
75 Pantoja Hernández, Leslie Ausente

76 Paz Alonzo, Raúl Ausente
77 Pedraza Aguilera, Flor de María Ausente
78 Peña Avilés, Gerardo Favor
79 Pérez Camarena, Carmen Lucía Favor
80 Pérez Covarrubias, Jorge Alfredo Favor
81 Prieto Herrera, Humberto Armando Favor
82 Quintana Salinas, Esther Favor
83 Ramírez Diez Gutiérrez, María Concepción Favor
84 Ramírez Romero, Luis Miguel Ausente
85 Reza Gallegos, Rocío Esmeralda Favor
86 Ricalde Magaña, Alicia Concepción Favor
87 Rivadeneyra Hernández, Alfredo Favor
88 Rivera Villanueva, Erick Marte Favor
89 Rodríguez Doval, Fernando Favor
90 Rodríguez Vallejo, Diego Sinhue Favor
91 Romero Sevilla, Leonor Ausente
92 Rosiñol Abreu, Jorge Favor
93 Sada Pérez, Verónica Favor
94 Saldaña Hernández, Margarita Favor
95 Salinas Garza, José Arturo Ausente
96 Salinas Mendiola, Glafiro Favor
97 Sampayo Ortíz, Ramón Antonio Favor
98 Sánchez Ruiz, Mario Ausente
99 Serralde Martínez, Víctor Ausente
100 Sosa Govea, Martha Leticia Favor
101 Sotomayor Chávez, Jorge Francisco Favor
102 Torres Cofiño, Marcelo de Jesús Favor
103 Trejo Reyes, José Isabel Ausente
104 Urciel Castañeda, María Celia Favor
105 Uribe Padilla, Juan Carlos Favor
106 Valladares Couoh, Cinthya Noemí Ausente
107 Vargas Martín del Campo, Elizabeth Ausente
108 Villalobos Seáñez, Jorge Iván Ausente
109 Villarreal García, Luis Alberto Favor
110 Villarreal García, Ricardo Favor
111 Villarreal Rangel, Guadalupe Favor
112 Yamamoto Cázares, Beatriz Eugenia Favor
113 Yáñez Robles, Elizabeth Oswelia Favor
114 Zavala Peniche, María Beatriz Favor

Favor: 93
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 21
Total: 114

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Alavez Ruiz, Aleida Favor
2 Algredo Jaramillo, Edilberto Ausente
3 Alonso Raya, Agustín Miguel Favor
4 Amaya Reyes, María de Lourdes Ausente
5 Antonio Altamirano, Carol Favor
6 Arias Pallares, Luis Manuel Favor
7 Ávila Pérez, José Ángel Favor
8 Águila Torres, Claudia Elena Favor
9 Aureoles Conejo, Silvano Ausente
10 Barrios Gómez Segués, Agustín Favor
11 Bautista Bravo, Alliet Mariana Favor



12 Bautista Cuevas, Gloria Favor
13 Bautista López, Victor Manuel Favor
14 Belaunzarán Méndez, Fernando Favor
15 Blanco Deaquino, Silvano Favor
16 Bojórquez Javier, Claudia Elizabeth Ausente
17 Bonilla Jaime, Juana Favor
18 Borges Pasos, Teresita de Jesús Favor
19 Brito Lara, Tomás Ausente
20 Carbajal González, Alejandro Favor
21 Carpinteyro Calderón, Purificación Ausente
22 Carrillo Huerta, Mario Miguel Ausente
23 Cedillo Hernández, Ángel Favor
24 Ceseñas Chapa, María del Socorro Favor
25 Contreras Ceballos, Armando Favor
26 Copete Zapot, Yazmín de los Ángeles Favor
27 Correa Acevedo, Abraham Ausente
28 Cruz Ramírez, Arturo Favor
29 Cuéllar Reyes, Fernando Favor
30 Cuevas Mena, Mario Alejandro Favor
31 De Jesús, Alejandro Carlos Ausente
32 De la Rosa Peláez, Sebastián Alfonso Ausente
33 De la Vega Membrillo, Jorge Federico Favor
34 Diego Cruz, Eva Favor
35 Duarte Ortuño, Catalino Ausente
36 Espinosa Cházaro, Luis Ángel Xariel Favor
37 Esquivel Zalpa, José Luis Favor
38 Flores Aguayo, Uriel Favor
39 Flores Salazar, Guadalupe Socorro Ausente
40 Fócil Pérez, Juan Manuel Ausente
41 García Conejo, Antonio Favor
42 García Medina, Amalia Dolores Ausente
43 García Reyes, Verónica Favor
44 Garza Ruvalcaba, Marcelo Favor
45 Gaudiano Rovirosa, Gerardo Favor
46 González Bautista, Valentín Ausente
47 González Magallanes, Alfa Eliana Favor
48 Guzmán Díaz, Delfina Elizabeth Favor
49 Jardines Fraire, Jhonatan Favor
50 Jarquín, Hugo Ausente
51 Juárez Piña, Verónica Beatriz Favor
52 León Mendívil, José Antonio Favor
53 López González, Roberto Favor
54 López Rosado, Roberto Favor
55 López Suárez, Roberto Favor
56 Luna Porquillo, Roxana Favor
57 Maldonado Salgado, José Valentín Favor
58 Manriquez González, Víctor Manuel Favor
59 Medina Filigrana, Marcos Rosendo Favor
60 Mejía Guardado, Julisa Ausente
61 Melchor Vásquez, Angélica Rocío Favor
62 Méndez Martínez, Mario Rafael Favor
63 Merlín García, María del Rosario Ausente
64 Mícher Camarena, Martha Lucía Ausente
65 Miranda Salgado, Marino Favor
66 Moctezuma Oviedo, María Guadalupe Ausente
67 Mojica Morga, Teresa de Jesús Favor
68 Montalvo Hernández, Ramón Favor
69 Morales López, Carlos Augusto Favor
70 Morales Vargas, Trinidad Secundino Ausente
71 Moreno Rivera, Israel Favor

72 Moreno Rivera, Julio César Ausente
73 Mota Ocampo, Gisela Raquel Ausente
74 Muñoz Soria, José Luis Favor
75 Nájera Medina, Víctor Reymundo Favor
76 Navarrete Contreras, Joaquina Favor
77 Nolasco Ramírez, Yesenia Ausente
78 Orihuela García, Javier Favor
79 Porras Pérez, Pedro Favor
80 Portillo Martínez, Vicario Favor
81 Posadas Hernández, Domitilo Favor
82 Quiroga Anguiano, Karen Favor
83 Reyes Gámiz, Roberto Carlos Favor
84 Reyes Montiel, Carla Guadalupe Favor
85 Rodríguez Montero, Francisco Tomás Ausente
86 Rosas Montero, Lizbeth Eugenia Favor
87 Salazar Trejo, Jessica Favor
88 Saldaña Fraire, Graciela Favor
89 Salgado Parra, Jorge Ausente
90 Salinas Narváez, Javier Favor
91 Salinas Pérez, Josefina Favor
92 Sánchez Camacho, Alejandro Ausente
93 Sánchez Torres, Guillermo Favor
94 Sansores Sastré, Antonio Ausente
95 Serrano Toledo, Rosendo Ausente
96 Tapia Fonllem, Margarita Elena Favor
97 Tovar Aragón, Crystal Favor
98 Valles Sampedro, Lorenia Iveth Favor
99 Vega Vázquez, José Humberto Favor
100 Zárate Salgado, Fernando Ausente

Favor: 70
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 30
Total: 100

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Acosta Montoya, Rubén Favor
2 Astudillo Suárez, Ricardo Ausente
3 Aubry de Castro Palomino, Enrique Ausente
4 Camarena García, Felipe Arturo Favor
5 Castellanos Mijares, Carlos Octavio Ausente
6 Cuéllar Steffan, Antonio Favor
7 Escobar y Vega, Arturo Ausente
8 García de la Fuente, Mónica Favor
9 Garza Cadena, Ana Lilia Favor
10 González Luna Bueno, Federico José Favor
11 Guillén Guillén, Mario Francisco Ausente
12 López Moreno, Lourdes Adriana Favor
13 Martel Cantú, Laura Ximena Favor
14 Medrano Galindo, Gabriela Favor
15 Narcia Álvarez, Héctor Favor
16 Núñez Aguilar, Ernesto Favor
17 Ochoa López, Nabor Ausente
18 Orozco Gómez, Javier Favor
19 Padilla Ramos, Carla Alicia Favor
20 Pariente Gavito, María del Rosario de Fátima Favor
21 Pérez Hernández, Rosa Elba Favor
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22 Pérez Tejada Padilla, David Favor
23 Romo Fonseca, Bárbara Gabriela Favor
24 Torres Mercado, Tomás Favor
25 Villafuerte Trujillo, Amílcar Augusto Favor
26 Vital Vera, Martha Edith Favor
27 Zavaleta Salgado, Ruth Favor

Favor: 21
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 6
Total: 27

MOVIMIENTO REGENERACION NACIONAL

1 Alcalde Luján, Luisa María Favor
2 Bonilla Valdez, Jaime Ausente
3 Chávez Contreras, Rodrigo Favor
4 Durazo Montaño, Francisco Alfonso Favor
5 Huerta Ladrón de Guevara, Manuel Rafael Favor
6 López Cándido, José Arturo Favor
7 Martínez Martínez, Juan Luis Favor
8 Martínez Rojas, Andrés Eloy Favor
9 Méndez Denis, Lorena Favor
10 Monreal Ávila, Ricardo Favor
11 Ortiz Ahlf, Loretta Favor
12 Romero Lozano, María Fernanda Favor
13 Valencia Ramírez, Aída Fabiola Favor
14 Villanueva Albarrán, Gerardo Favor

Favor: 13
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 1
Total: 14

MOVIMIENTO CIUDADANO

1 Córdova Bernal, Martha Beatriz Favor
2 Coronato Rodríguez, José Francisco Favor
3 Gómez Pozos, Merilyn Favor
4 Huidobro González, Zuleyma Favor
5 Hurtado Gallegos, José Antonio Favor
6 Jorrín Lozano, Victor Manuel Favor
7 Mejía Berdeja, Ricardo Favor
8 Samperio Montaño, Juan Ignacio Favor
9 Soto Martínez, José Ausente
10 Valle Magaña, José Luis Favor
11 Vargas Pérez, Nelly del Carmen Ausente

Favor: 9
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 11

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Aguilar Gil, Lilia Ausente
2 Anaya Gutiérrez, Alberto Ausente
3 Benavides Castañeda, José Alberto Ausente
4 Cantú Garza, Ricardo Favor
5 Martínez Santillán, María del Carmen Favor
6 Núñez Monreal, Magdalena del Socorro Ausente
7 Orive Bellinger, Adolfo Favor
8 Roblero Gordillo, Héctor Hugo Favor
9 Romero Guzmán, Rosa Elia Favor
10 Torres Flores, Araceli Favor

Favor: 6
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 4
Total: 10

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Bribiesca Sahagún, Fernando Ausente
2 Caamal Mena, José Angelino Favor
3 Cerda Franco, María Sanjuana Favor
4 Félix Hays, Rubén Benjamín Ausente
5 Fujiwara Montelongo, René Ricardo Favor
6 Garfias Gutiérrez, Lucila Favor
7 González Roldán, Luis Antonio Favor
8 Olvera Barrios, Cristina Favor
9 Rincón Chanona, Sonia Favor
10 Talamante Lemas, Dora María Guadalupe Favor

Favor: 8
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 10



PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abreu Artiñano, Rocío Adriana Favor
2 Aceves y del Olmo, Carlos Humberto Ausente
3 Acosta Peña, Brasil Alberto Ausente
4 Aguayo López, Miguel Ángel Favor
5 Alcalá Padilla, Leobardo Favor
6 Aldana Prieto, Luis Ricardo Ausente
7 Allende Cano, Ana Isabel Favor
8 Alonso Álvarez, Celestino Manuel Favor
9 Alvarado Sánchez, Brenda María Izontli Favor
10 Anaya Gudiño, Alfredo Ausente
11 Añorve Baños, Manuel Favor
12 Araujo de la Torre, Elsa Patricia Favor
13 Arroyo Ruiz, Alma Jeanny Favor
14 Arroyo Vieyra, Francisco Agustín Ausente
15 Astiazarán Gutiérrez, Antonio Francisco Favor
16 Athie Flores, Kamel Favor
17 Ayala Robles Linares, Flor Favor
18 Badillo Ramírez, Darío Favor
19 Barajas del Toro, Salvador Ausente
20 Barcenas Nieves, Delvim Fabiola Ausente
21 Barrera Barrera, Petra Favor
22 Barrera Estrada, Rodimiro Favor
23 Barrera Fortoul, Laura Favor
24 Barrueta Barón, Noé Favor
25 Beltrones Rivera, Manlio Fabio Favor
26 Bernal Bolnik, Sue Ellen Favor
27 Bernal Gutiérrez, Marco Antonio Favor
28 Berzunza Novelo, Landy Margarita Ausente
29 Bonilla Gómez, Adolfo Favor
30 Caballero Garza, Benito Favor
31 Cabañas Aparicio, María Elia Favor
32 Calderón Ramírez, Leticia Favor
33 Calzada Arroyo, Marco Antonio Favor
34 Campos Córdova, Lisandro Arístides Favor
35 Cano Ayala, Ma. Elena Favor
36 Cantú Segovia, Eloy Ausente
37 Carbajal Hernández, Juan Manuel Favor
38 Cárdenas Cantú, Miriam Favor
39 Cárdenas del Avellano, Enrique Favor
40 Carreño Mijares, Angelina Favor
41 Carreón Cervantes, Verónica Favor
42 Castillo Rodríguez, Minerva Favor
43 Castillo Valdez, Benjamín Favor
44 Charleston Hernández, Fernando Favor
45 Clara Molina, Mónica Favor
46 Córdova Morán, Frine Soraya Favor
47 Corona Nakamura, María del Rocío Favor
48 Corrales Corrales, Francisca Elena Favor
49 Cruz Morales, Maricruz Favor
50 De la Cruz Requena, Rosalba Ausente
51 De las Fuentes Hernández, Fernando Donato Favor
52 Del Angel Acosta, Jorge Favor
53 Del Bosque Márquez, Juan Isidro Favor

54 Delgadillo González, Claudia Favor
55 Díaz Athié, Antonio de Jesús Favor
56 Díaz Palacios, Víctor Emanuel Favor
57 Doger Guerrero, José Enrique Favor
58 Domínguez Zepeda, Pedro Ignacio Favor
59 Duarte Murillo, José Ignacio Favor
60 Escajeda Jiménez, José Rubén Favor
61 Escamilla Cerón, Alberto Leónidas Favor
62 Fernández Clamont, Francisco Javier Ausente
63 Félix Chávez, Faustino Favor
64 Flemate Ramírez, Julio César Favor
65 Flores Gómez, José Luis Cruz Favor
66 Flores Méndez, José Luis Ausente
67 Flores Sandoval, Patricio Favor
68 Flores Treviño, María de Lourdes Favor
69 Fuentes Téllez, Adriana Favor
70 Funes Velázquez, Erika Yolanda Favor
71 Galindo Quiñones, Heriberto Manuel Favor
72 Galván Villanueva, Raúl Santos Favor
73 Gamboa Song, Lizbeth Loy Favor
74 Garay Cabada, Marina Ausente
75 García de la Cadena Romero, María del Carmen Ausente
76 García García, Héctor Ausente
77 García Hernández, Josefina Favor
78 García Olmedo, María del Rocío Favor
79 Garza Moreno, María Esther Favor
80 Gauna Ruiz de León, Celia Isabel Favor
81 Gómez Carmona, Blanca Estela Ausente
82 Gómez Gómez, Luis Favor
83 Gómez Gómez, Pedro Favor
84 Gómez Olguín, Roy Argel Favor
85 Gómez Tueme, Amira Gricelda Favor
86 González Cruz, Cristina Favor
87 González Domínguez, Isela Ausente
88 González Farías, Eligio Cuitláhuac Favor
89 González Gómez, Cecilia Ausente
90 González Martínez, Olivares Irazema Favor
91 González Reséndiz, Rafael Favor
92 González Valdez, Marco Antonio Favor
93 González Vargas, Francisco Favor
94 González Vera, Norma Favor
95 Grajales Palacios, Francisco Favor
96 Gualito Castañeda, Rosalba Favor
97 Guerra Garza, Abel Favor
98 Guerrero López, Judit Magdalena Favor
99 Guevara González, Javier Filiberto Favor
100 Gurrión Matías, Samuel Favor
101 Gutiérrez Álvarez, Harvey Favor
102 Gutiérrez de la Garza, Héctor Humberto Favor
103 Gutiérrez Manrique, Martha Ausente
104 Hernández Burgos, Gaudencio Favor
105 Hernández González, Noé Favor
106 Hernández Morales, Mirna Esmeralda Favor
107 Hernández Tapia, Gerardo Xavier Favor
108 Huerta Rea, María de Jesús Favor
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109 Inzunza Montoya, Alfonso Ausente
110 Juan Marcos, Issa Salomón Ausente
111 King de la Rosa, Raymundo Favor
112 Liceaga Arteaga, Gerardo Francisco Ausente
113 López Alvarado, Jaime Chris Favor
114 López Landero, Tomás Ausente
115 López Segura, María Carmen Ausente
116 López Zavala, Javier Favor
117 Macías Sandoval, Raúl Favor
118 Madrid Tovilla, Areli Ausente
119 Magaña Zepeda, María Angélica Favor
120 Maldonado Hernández, Fernando Alfredo Favor
121 Márquez Martínez, José Luis Favor
122 Márquez Velasco, Silvia Favor
123 Medina Fierro, Ricardo Favor
124 Mejía García, Leticia Favor
125 Mendoza Curiel, María Leticia Favor
126 Mendoza Garza, Jorge Ausente
127 Mercado Gallegos, Sonia Catalina Favor
128 Mestas Gallardo, Ignacio Favor
129 Miranda Munive, Emilse Favor
130 Montano Guzmán, José Alejandro Favor
131 Montes Alvarado, Abraham Favor
132 Morales Flores, Jesús Ausente
133 Moreno Árcega, José Isidro Favor
134 Moreno Montoya, José Pilar Favor
135 Muñiz Martínez, Dulce María Favor
136 Muñoz Kapamas, Felipe de Jesús Favor
137 Murguía Lardizábal, Luis Alfredo Favor
138 Navarrete Vital, María Concepción Favor
139 Navarro de Alva, César Reynaldo Favor
140 Niaves López, Ossiel Omar Favor
141 Núñez Sánchez, Gloria Elizabeth Ausente
142 Ochoa Casillas, José Daniel Favor
143 Ochoa Gallegos, Williams Oswaldo Favor
144 Ochoa González, Arnoldo Ausente
145 Olvera Correa, Luis Ausente
146 Ordaz Martínez, María del Carmen Favor
147 Ortega Pacheco, Guadalupe del Socorro Favor
148 Ortiz García, Salvador Favor
149 Pacheco Rodríguez, Ricardo Fidel Favor
150 Padilla Fierro, Román Alfredo Favor
151 Padilla Navarro, Cesario Favor
152 Pazzi Maza, Zita Beatriz Favor
153 Peña Recio, Patricia Guadalupe Favor
154 Pérez Anzueto, Hugo Mauricio Ausente
155 Pérez de Alba, José Noel Favor
156 Pérez Escalante, Elvia María Favor
157 Ponce Orozco, Norma Favor
158 Quian Alcocer, Eduardo Román Favor
159 Quiñones Canales, Lourdes Eulalia Favor
160 Quintana León, Socorro de la Luz Favor
161 Rangel Espinosa, José Ausente
162 Rangel Segovia, Alejandro Favor
163 Rellstab Carreto, Tanya Favor
164 Retamoza Vega, Patricia Elena Favor
165 Robles Aguirre, Mayra Karina Favor
166 Rocha Piedra, Juan Manuel Favor
167 Rodríguez Calderón, José Alberto Favor
168 Rojo García de Alba, José Antonio Ausente

169 Román Bojórquez, Jesús Tolentino Ausente
170 Romero Valencia, Salvador Ausente
171 Rubio Lara, Blas Ramón Favor
172 Ruiz Arriaga, Genaro Favor
173 Ruiz Gutiérrez, Adan David Ausente
174 Ruiz Moronatti, Roberto Favor
175 Ruiz Sandoval, Cristina Favor
176 Sahui Rivero, Mauricio Favor
177 Salgado Delgado, Fernando Favor
178 Salgado Peña, Abel Octavio Favor
179 Sámano Peralta, Miguel Favor
180 Sánchez Cruz, Leopoldo Ausente
181 Sánchez Romero, Carlos Favor
182 Sánchez Santiago, María Guadalupe Favor
183 Schroeder Verdugo, María Fernanda Ausente
184 Serna Escalera, César Agustín Ausente
185 Solís Nogueira, Eduardo Favor
186 Sosa Altamira, William Renán Favor
187 Treviño Villarreal, Pedro Pablo Favor
188 Ugalde Alegría, Aurora Denisse Favor
189 Valanci Buzali, Simón Ausente
190 Valdés Palazuelos, Jesús Antonio Favor
191 Valencia González, Gloria María del Carmen Favor
192 Vargas Vargas, Laura Guadalupe Favor
193 Vásquez Villanueva, Martín de Jesús Favor
194 Vázquez Saut, Regina Ausente
195 Velasco Orozco, Víctor Hugo Ausente
196 Velázquez Díaz, María Guadalupe Favor
197 Velázquez López, Mirna Favor
198 Velázquez Ramírez, Diana Karina Favor
199 Villaseñor Gudiño, Blanca María Favor
200 Villaseñor Vargas, María de la Paloma Favor
201 Vitela Rodríguez, Alma Marina Favor
202 Zacarías Capuchino, Darío Favor
203 Zamora Morales, Fernando Favor

Favor: 161
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 42
Total: 203

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Acosta Croda, Rafael Ausente
2 Adame Alemán, Juan Pablo Ausente
3 Aguilar Rodríguez, Aurora de la Luz Favor
4 Aguilar Vega, Marcos Favor
5 Alonso Morelli, Humberto Favor
6 Álvarez Tovar, Martha Berenice Ausente
7 Anaya Cortés, Ricardo Favor
8 Anaya Llamas, José Guillermo Favor
9 Angulo Parra, Carlos Fernando Favor
10 Aquino Calvo, Juan Jesús Ausente
11 Arana Lugo, Francisca Rosario Favor
12 Arzola Godínez, María Lucrecia Favor
13 Baca Bonifaz, Rocío Favor
14 Botello Montes, José Alfredo Favor
15 Bueno Torio, Juan Favor
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16 Cáceres de la Fuente, Juan Francisco Ausente
17 Camarillo Ortega, Rubén Favor
18 Cárdenas Guízar, Gabriel de Jesús Favor
19 Carreño Muro, Genaro Favor
20 Castaños Valenzuela, Carlos Humberto Favor
21 Chan Lugo, Sergio Augusto Favor
22 Contreras Rojas, José Luis Favor
23 Coronado Quintanilla, Alberto Favor
24 Cortés Berumen, Isaías Favor
25 Cruz Mendoza, Eufrosina Favor
26 Dávila Delgado, Mario Alberto Favor
27 De la Rosa Anaya, Andrés Favor
28 De León Pérez, María Eugenia Favor
29 Díaz Trujillo, Alberto Favor
30 Dorador Pérez Gavilán, Rodolfo Favor
31 Enríquez Ramírez, Maribel Favor
32 Estrada Martínez, Heidy Guadalupe Favor
33 Flores Suárez, Ricardo Favor
34 García González, Carlos Alberto Favor
35 García Ramírez, José Guadalupe Favor
36 García Rojas, Mariana Dunyaska Favor
37 Gastélum Buenrostro, Juan Manuel Favor
38 González Carrillo, Adriana Favor
39 González Manríquez, Víctor Rafael Favor
40 González Morfín, José Favor
41 González Serna, José Ángel Favor
42 Gordillo Castillo, Néstor Octavio Favor
43 Gutiérrez Coronado, Ana María Favor
44 Gutiérrez Landavazo, Lorena Favor
45 Gúzman Cervantes, Carlos Bernardo Favor
46 Heredia Lizárraga, Martín Alonso Favor
47 Jiménez Castillo, Blanca Favor
48 Jiménez Cerrillo, Raquel Favor
49 Jiménez Esquivel, María Teresa Ausente
50 Labastida Sotelo, Karina Favor
51 Larrazabal Bretón, Fernando Alejandro Favor
52 Licea González, Margarita Favor
53 Limón Robles, Ofelia Favor
54 Llanas Alba, José Alejandro Favor
55 Lomelí Cervantes, Simón Favor
56 López Cisneros, José Martín Favor
57 López Landero, Leticia Ausente
58 López López, Raudel Favor
59 López Noriega, Alejandra Favor
60 Lorenzini Rangel, Julio César Favor
61 Lugo Barriga, Patricia Favor
62 Medina Valdés, María de Lourdes Favor
63 Mendoza Jiménez, Yatziri Ausente
64 Micalco Méndez, Rafael Alejandro Favor
65 Mondragón González, María Guadalupe Favor
66 Morgan Navarrete, Tania Margarita Favor
67 Muñoz Márquez, Juan Carlos Favor
68 Neblina Vega, Heberto Favor
69 Niño de Rivera Vela, Homero Ricardo Ausente
70 Oliveros Usabiaga, José Luis Favor
71 Orta Coronado, Marcelina Favor
72 Ortiz Mantilla, María Isabel Favor
73 Oviedo Herrera, J. Jesús Favor
74 Pacheco Díaz, Germán Favor
75 Pantoja Hernández, Leslie Ausente

76 Paz Alonzo, Raúl Ausente
77 Pedraza Aguilera, Flor de María Ausente
78 Peña Avilés, Gerardo Favor
79 Pérez Camarena, Carmen Lucía Favor
80 Pérez Covarrubias, Jorge Alfredo Favor
81 Prieto Herrera, Humberto Armando Favor
82 Quintana Salinas, Esther Favor
83 Ramírez Diez Gutiérrez, María Concepción Favor
84 Ramírez Romero, Luis Miguel Ausente
85 Reza Gallegos, Rocío Esmeralda Favor
86 Ricalde Magaña, Alicia Concepción Favor
87 Rivadeneyra Hernández, Alfredo Favor
88 Rivera Villanueva, Erick Marte Ausente
89 Rodríguez Doval, Fernando Favor
90 Rodríguez Vallejo, Diego Sinhue Favor
91 Romero Sevilla, Leonor Ausente
92 Rosiñol Abreu, Jorge Favor
93 Sada Pérez, Verónica Favor
94 Saldaña Hernández, Margarita Favor
95 Salinas Garza, José Arturo Ausente
96 Salinas Mendiola, Glafiro Favor
97 Sampayo Ortíz, Ramón Antonio Favor
98 Sánchez Ruiz, Mario Ausente
99 Serralde Martínez, Víctor Favor
100 Sosa Govea, Martha Leticia Favor
101 Sotomayor Chávez, Jorge Francisco Favor
102 Torres Cofiño, Marcelo de Jesús Favor
103 Trejo Reyes, José Isabel Ausente
104 Urciel Castañeda, María Celia Ausente
105 Uribe Padilla, Juan Carlos Favor
106 Valladares Couoh, Cinthya Noemí Ausente
107 Vargas Martín del Campo, Elizabeth Ausente
108 Villalobos Seáñez, Jorge Iván Ausente
109 Villarreal García, Luis Alberto Ausente
110 Villarreal García, Ricardo Favor
111 Villarreal Rangel, Guadalupe Favor
112 Yamamoto Cázares, Beatriz Eugenia Favor
113 Yáñez Robles, Elizabeth Oswelia Favor
114 Zavala Peniche, María Beatriz Favor

Favor: 91
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 23
Total: 114

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Alavez Ruiz, Aleida Favor
2 Algredo Jaramillo, Edilberto Ausente
3 Alonso Raya, Agustín Miguel Favor
4 Amaya Reyes, María de Lourdes Ausente
5 Antonio Altamirano, Carol Ausente
6 Arias Pallares, Luis Manuel Favor
7 Ávila Pérez, José Ángel Favor
8 Águila Torres, Claudia Elena Favor
9 Aureoles Conejo, Silvano Favor
10 Barrios Gómez Segués, Agustín Favor
11 Bautista Bravo, Alliet Mariana Favor
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12 Bautista Cuevas, Gloria Favor
13 Bautista López, Victor Manuel Favor
14 Belaunzarán Méndez, Fernando Favor
15 Blanco Deaquino, Silvano Favor
16 Bojórquez Javier, Claudia Elizabeth Ausente
17 Bonilla Jaime, Juana Favor
18 Borges Pasos, Teresita de Jesús Favor
19 Brito Lara, Tomás Ausente
20 Carbajal González, Alejandro Favor
21 Carpinteyro Calderón, Purificación Ausente
22 Carrillo Huerta, Mario Miguel Ausente
23 Cedillo Hernández, Ángel Favor
24 Ceseñas Chapa, María del Socorro Ausente
25 Contreras Ceballos, Armando Favor
26 Copete Zapot, Yazmín de los Ángeles Favor
27 Correa Acevedo, Abraham Ausente
28 Cruz Ramírez, Arturo Favor
29 Cuéllar Reyes, Fernando Favor
30 Cuevas Mena, Mario Alejandro Favor
31 De Jesús, Alejandro Carlos Ausente
32 De la Rosa Peláez, Sebastián Alfonso Ausente
33 De la Vega Membrillo, Jorge Federico Favor
34 Diego Cruz, Eva Favor
35 Duarte Ortuño, Catalino Ausente
36 Espinosa Cházaro, Luis Ángel Xariel Favor
37 Esquivel Zalpa, José Luis Favor
38 Flores Aguayo, Uriel Favor
39 Flores Salazar, Guadalupe Socorro Ausente
40 Fócil Pérez, Juan Manuel Ausente
41 García Conejo, Antonio Favor
42 García Medina, Amalia Dolores Ausente
43 García Reyes, Verónica Favor
44 Garza Ruvalcaba, Marcelo Favor
45 Gaudiano Rovirosa, Gerardo Favor
46 González Bautista, Valentín Ausente
47 González Magallanes, Alfa Eliana Favor
48 Guzmán Díaz, Delfina Elizabeth Favor
49 Jardines Fraire, Jhonatan Favor
50 Jarquín, Hugo Favor
51 Juárez Piña, Verónica Beatriz Favor
52 León Mendívil, José Antonio Favor
53 López González, Roberto Favor
54 López Rosado, Roberto Ausente
55 López Suárez, Roberto Favor
56 Luna Porquillo, Roxana Favor
57 Maldonado Salgado, José Valentín Ausente
58 Manriquez González, Víctor Manuel Favor
59 Medina Filigrana, Marcos Rosendo Favor
60 Mejía Guardado, Julisa Ausente
61 Melchor Vásquez, Angélica Rocío Favor
62 Méndez Martínez, Mario Rafael Favor
63 Merlín García, María del Rosario Ausente
64 Mícher Camarena, Martha Lucía Ausente
65 Miranda Salgado, Marino Favor
66 Moctezuma Oviedo, María Guadalupe Ausente
67 Mojica Morga, Teresa de Jesús Favor
68 Montalvo Hernández, Ramón Favor
69 Morales López, Carlos Augusto Ausente
70 Morales Vargas, Trinidad Secundino Ausente
71 Moreno Rivera, Israel Ausente

72 Moreno Rivera, Julio César Favor
73 Mota Ocampo, Gisela Raquel Favor
74 Muñoz Soria, José Luis Favor
75 Nájera Medina, Víctor Reymundo Favor
76 Navarrete Contreras, Joaquina Favor
77 Nolasco Ramírez, Yesenia Ausente
78 Orihuela García, Javier Favor
79 Porras Pérez, Pedro Favor
80 Portillo Martínez, Vicario Favor
81 Posadas Hernández, Domitilo Favor
82 Quiroga Anguiano, Karen Favor
83 Reyes Gámiz, Roberto Carlos Favor
84 Reyes Montiel, Carla Guadalupe Favor
85 Rodríguez Montero, Francisco Tomás Ausente
86 Rosas Montero, Lizbeth Eugenia Favor
87 Salazar Trejo, Jessica Favor
88 Saldaña Fraire, Graciela Favor
89 Salgado Parra, Jorge Ausente
90 Salinas Narváez, Javier Favor
91 Salinas Pérez, Josefina Favor
92 Sánchez Camacho, Alejandro Favor
93 Sánchez Torres, Guillermo Favor
94 Sansores Sastré, Antonio Ausente
95 Serrano Toledo, Rosendo Favor
96 Tapia Fonllem, Margarita Elena Favor
97 Tovar Aragón, Crystal Favor
98 Valles Sampedro, Lorenia Iveth Favor
99 Vega Vázquez, José Humberto Favor
100 Zárate Salgado, Fernando Ausente

Favor: 70
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 30
Total: 100

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Acosta Montoya, Rubén Favor
2 Astudillo Suárez, Ricardo Ausente
3 Aubry de Castro Palomino, Enrique Ausente
4 Camarena García, Felipe Arturo Favor
5 Castellanos Mijares, Carlos Octavio Favor
6 Cuéllar Steffan, Antonio Favor
7 Escobar y Vega, Arturo Ausente
8 García de la Fuente, Mónica Favor
9 Garza Cadena, Ana Lilia Favor
10 González Luna Bueno, Federico José Favor
11 Guillén Guillén, Mario Francisco Ausente
12 López Moreno, Lourdes Adriana Favor
13 Martel Cantú, Laura Ximena Favor
14 Medrano Galindo, Gabriela Favor
15 Narcia Álvarez, Héctor Favor
16 Núñez Aguilar, Ernesto Favor
17 Ochoa López, Nabor Ausente
18 Orozco Gómez, Javier Favor
19 Padilla Ramos, Carla Alicia Favor
20 Pariente Gavito, María del Rosario de Fátima Favor
21 Pérez Hernández, Rosa Elba Favor
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22 Pérez Tejada Padilla, David Favor
23 Romo Fonseca, Bárbara Gabriela Favor
24 Torres Mercado, Tomás Favor
25 Villafuerte Trujillo, Amílcar Augusto Favor
26 Vital Vera, Martha Edith Favor
27 Zavaleta Salgado, Ruth Favor

Favor: 22
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 5
Total: 27

MOVIMIENTO REGENERACION NACIONAL

1 Alcalde Luján, Luisa María Favor
2 Bonilla Valdez, Jaime Ausente
3 Chávez Contreras, Rodrigo Favor
4 Durazo Montaño, Francisco Alfonso Favor
5 Huerta Ladrón de Guevara, Manuel Rafael Favor
6 López Cándido, José Arturo Favor
7 Martínez Martínez, Juan Luis Favor
8 Martínez Rojas, Andrés Eloy Favor
9 Méndez Denis, Lorena Favor
10 Monreal Ávila, Ricardo Favor
11 Ortiz Ahlf, Loretta Favor
12 Romero Lozano, María Fernanda Favor
13 Valencia Ramírez, Aída Fabiola Favor
14 Villanueva Albarrán, Gerardo Favor

Favor: 13
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 1
Total: 14

MOVIMIENTO CIUDADANO

1 Córdova Bernal, Martha Beatriz Favor
2 Coronato Rodríguez, José Francisco Favor
3 Gómez Pozos, Merilyn Favor
4 Huidobro González, Zuleyma Favor
5 Hurtado Gallegos, José Antonio Favor
6 Jorrín Lozano, Victor Manuel Ausente
7 Mejía Berdeja, Ricardo Favor
8 Samperio Montaño, Juan Ignacio Favor
9 Soto Martínez, José Ausente
10 Valle Magaña, José Luis Favor
11 Vargas Pérez, Nelly del Carmen Favor

Favor: 9
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 11

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Aguilar Gil, Lilia Ausente
2 Anaya Gutiérrez, Alberto Ausente
3 Benavides Castañeda, José Alberto Ausente
4 Cantú Garza, Ricardo Favor
5 Martínez Santillán, María del Carmen Favor
6 Núñez Monreal, Magdalena del Socorro Ausente
7 Orive Bellinger, Adolfo Favor
8 Roblero Gordillo, Héctor Hugo Favor
9 Romero Guzmán, Rosa Elia Favor
10 Torres Flores, Araceli Favor

Favor: 6
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 4
Total: 10

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Bribiesca Sahagún, Fernando Ausente
2 Caamal Mena, José Angelino Favor
3 Cerda Franco, María Sanjuana Favor
4 Félix Hays, Rubén Benjamín Ausente
5 Fujiwara Montelongo, René Ricardo Favor
6 Garfias Gutiérrez, Lucila Favor
7 González Roldán, Luis Antonio Favor
8 Olvera Barrios, Cristina Favor
9 Rincón Chanona, Sonia Favor
10 Talamante Lemas, Dora María Guadalupe Favor

Favor: 8
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 10
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abreu Artiñano, Rocío Adriana Favor
2 Aceves y del Olmo, Carlos Humberto Ausente
3 Acosta Peña, Brasil Alberto Favor
4 Aguayo López, Miguel Ángel Favor
5 Alcalá Padilla, Leobardo Favor
6 Aldana Prieto, Luis Ricardo Ausente
7 Allende Cano, Ana Isabel Favor
8 Alonso Álvarez, Celestino Manuel Favor
9 Alvarado Sánchez, Brenda María Izontli Favor
10 Anaya Gudiño, Alfredo Ausente
11 Añorve Baños, Manuel Ausente
12 Araujo de la Torre, Elsa Patricia Favor
13 Arroyo Ruiz, Alma Jeanny Ausente
14 Arroyo Vieyra, Francisco Agustín Ausente
15 Astiazarán Gutiérrez, Antonio Francisco Ausente
16 Athie Flores, Kamel Favor
17 Ayala Robles Linares, Flor Ausente
18 Badillo Ramírez, Darío Favor
19 Barajas del Toro, Salvador Ausente
20 Barcenas Nieves, Delvim Fabiola Ausente
21 Barrera Barrera, Petra Favor
22 Barrera Estrada, Rodimiro Favor
23 Barrera Fortoul, Laura Favor
24 Barrueta Barón, Noé Favor
25 Beltrones Rivera, Manlio Fabio Favor
26 Bernal Bolnik, Sue Ellen Favor
27 Bernal Gutiérrez, Marco Antonio Favor
28 Berzunza Novelo, Landy Margarita Ausente
29 Bonilla Gómez, Adolfo Favor
30 Caballero Garza, Benito Favor
31 Cabañas Aparicio, María Elia Favor
32 Calderón Ramírez, Leticia Favor
33 Calzada Arroyo, Marco Antonio Favor
34 Campos Córdova, Lisandro Arístides Favor
35 Cano Ayala, Ma. Elena Favor
36 Cantú Segovia, Eloy Ausente
37 Carbajal Hernández, Juan Manuel Favor
38 Cárdenas Cantú, Miriam Favor
39 Cárdenas del Avellano, Enrique Favor
40 Carreño Mijares, Angelina Favor
41 Carreón Cervantes, Verónica Favor
42 Castillo Rodríguez, Minerva Favor
43 Castillo Valdez, Benjamín Favor
44 Charleston Hernández, Fernando Favor
45 Clara Molina, Mónica Favor
46 Córdova Morán, Frine Soraya Favor
47 Corona Nakamura, María del Rocío Favor
48 Corrales Corrales, Francisca Elena Favor
49 Cruz Morales, Maricruz Favor
50 De la Cruz Requena, Rosalba Ausente
51 De las Fuentes Hernández, Fernando Donato Favor
52 Del Angel Acosta, Jorge Favor
53 Del Bosque Márquez, Juan Isidro Favor

54 Delgadillo González, Claudia Favor
55 Díaz Athié, Antonio de Jesús Ausente
56 Díaz Palacios, Víctor Emanuel Favor
57 Doger Guerrero, José Enrique Favor
58 Domínguez Zepeda, Pedro Ignacio Favor
59 Duarte Murillo, José Ignacio Favor
60 Escajeda Jiménez, José Rubén Favor
61 Escamilla Cerón, Alberto Leónidas Favor
62 Fernández Clamont, Francisco Javier Favor
63 Félix Chávez, Faustino Favor
64 Flemate Ramírez, Julio César Favor
65 Flores Gómez, José Luis Cruz Favor
66 Flores Méndez, José Luis Ausente
67 Flores Sandoval, Patricio Favor
68 Flores Treviño, María de Lourdes Favor
69 Fuentes Téllez, Adriana Favor
70 Funes Velázquez, Erika Yolanda Favor
71 Galindo Quiñones, Heriberto Manuel Ausente
72 Galván Villanueva, Raúl Santos Favor
73 Gamboa Song, Lizbeth Loy Favor
74 Garay Cabada, Marina Ausente
75 García de la Cadena Romero, María del Carmen Ausente
76 García García, Héctor Ausente
77 García Hernández, Josefina Favor
78 García Olmedo, María del Rocío Favor
79 Garza Moreno, María Esther Ausente
80 Gauna Ruiz de León, Celia Isabel Favor
81 Gómez Carmona, Blanca Estela Ausente
82 Gómez Gómez, Luis Ausente
83 Gómez Gómez, Pedro Ausente
84 Gómez Olguín, Roy Argel Ausente
85 Gómez Tueme, Amira Gricelda Favor
86 González Cruz, Cristina Favor
87 González Domínguez, Isela Ausente
88 González Farías, Eligio Cuitláhuac Favor
89 González Gómez, Cecilia Ausente
90 González Martínez, Olivares Irazema Favor
91 González Reséndiz, Rafael Favor
92 González Valdez, Marco Antonio Ausente
93 González Vargas, Francisco Favor
94 González Vera, Norma Favor
95 Grajales Palacios, Francisco Favor
96 Gualito Castañeda, Rosalba Favor
97 Guerra Garza, Abel Ausente
98 Guerrero López, Judit Magdalena Favor
99 Guevara González, Javier Filiberto Favor
100 Gurrión Matías, Samuel Favor
101 Gutiérrez Álvarez, Harvey Favor
102 Gutiérrez de la Garza, Héctor Humberto Favor
103 Gutiérrez Manrique, Martha Ausente
104 Hernández Burgos, Gaudencio Favor
105 Hernández González, Noé Favor
106 Hernández Morales, Mirna Esmeralda Favor
107 Hernández Tapia, Gerardo Xavier Favor
108 Huerta Rea, María de Jesús Favor
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109 Inzunza Montoya, Alfonso Ausente
110 Juan Marcos, Issa Salomón Ausente
111 King de la Rosa, Raymundo Favor
112 Liceaga Arteaga, Gerardo Francisco Ausente
113 López Alvarado, Jaime Chris Ausente
114 López Landero, Tomás Ausente
115 López Segura, María Carmen Ausente
116 López Zavala, Javier Favor
117 Macías Sandoval, Raúl Favor
118 Madrid Tovilla, Areli Ausente
119 Magaña Zepeda, María Angélica Favor
120 Maldonado Hernández, Fernando Alfredo Favor
121 Márquez Martínez, José Luis Favor
122 Márquez Velasco, Silvia Favor
123 Medina Fierro, Ricardo Ausente
124 Mejía García, Leticia Favor
125 Mendoza Curiel, María Leticia Favor
126 Mendoza Garza, Jorge Ausente
127 Mercado Gallegos, Sonia Catalina Favor
128 Mestas Gallardo, Ignacio Favor
129 Miranda Munive, Emilse Favor
130 Montano Guzmán, José Alejandro Favor
131 Montes Alvarado, Abraham Favor
132 Morales Flores, Jesús Ausente
133 Moreno Árcega, José Isidro Ausente
134 Moreno Montoya, José Pilar Favor
135 Muñiz Martínez, Dulce María Favor
136 Muñoz Kapamas, Felipe de Jesús Favor
137 Murguía Lardizábal, Luis Alfredo Favor
138 Navarrete Vital, María Concepción Favor
139 Navarro de Alva, César Reynaldo Favor
140 Niaves López, Ossiel Omar Favor
141 Núñez Sánchez, Gloria Elizabeth Ausente
142 Ochoa Casillas, José Daniel Favor
143 Ochoa Gallegos, Williams Oswaldo Favor
144 Ochoa González, Arnoldo Ausente
145 Olvera Correa, Luis Ausente
146 Ordaz Martínez, María del Carmen Favor
147 Ortega Pacheco, Guadalupe del Socorro Favor
148 Ortiz García, Salvador Favor
149 Pacheco Rodríguez, Ricardo Fidel Favor
150 Padilla Fierro, Román Alfredo Favor
151 Padilla Navarro, Cesario Favor
152 Pazzi Maza, Zita Beatriz Favor
153 Peña Recio, Patricia Guadalupe Favor
154 Pérez Anzueto, Hugo Mauricio Ausente
155 Pérez de Alba, José Noel Favor
156 Pérez Escalante, Elvia María Favor
157 Ponce Orozco, Norma Favor
158 Quian Alcocer, Eduardo Román Favor
159 Quiñones Canales, Lourdes Eulalia Favor
160 Quintana León, Socorro de la Luz Favor
161 Rangel Espinosa, José Ausente
162 Rangel Segovia, Alejandro Favor
163 Rellstab Carreto, Tanya Favor
164 Retamoza Vega, Patricia Elena Ausente
165 Robles Aguirre, Mayra Karina Ausente
166 Rocha Piedra, Juan Manuel Favor
167 Rodríguez Calderón, José Alberto Favor
168 Rojo García de Alba, José Antonio Ausente

169 Román Bojórquez, Jesús Tolentino Ausente
170 Romero Valencia, Salvador Ausente
171 Rubio Lara, Blas Ramón Ausente
172 Ruiz Arriaga, Genaro Favor
173 Ruiz Gutiérrez, Adan David Ausente
174 Ruiz Moronatti, Roberto Favor
175 Ruiz Sandoval, Cristina Favor
176 Sahui Rivero, Mauricio Favor
177 Salgado Delgado, Fernando Favor
178 Salgado Peña, Abel Octavio Favor
179 Sámano Peralta, Miguel Favor
180 Sánchez Cruz, Leopoldo Ausente
181 Sánchez Romero, Carlos Favor
182 Sánchez Santiago, María Guadalupe Favor
183 Schroeder Verdugo, María Fernanda Ausente
184 Serna Escalera, César Agustín Ausente
185 Solís Nogueira, Eduardo Favor
186 Sosa Altamira, William Renán Favor
187 Treviño Villarreal, Pedro Pablo Favor
188 Ugalde Alegría, Aurora Denisse Favor
189 Valanci Buzali, Simón Ausente
190 Valdés Palazuelos, Jesús Antonio Favor
191 Valencia González, Gloria María del Carmen Favor
192 Vargas Vargas, Laura Guadalupe Favor
193 Vásquez Villanueva, Martín de Jesús Favor
194 Vázquez Saut, Regina Ausente
195 Velasco Orozco, Víctor Hugo Ausente
196 Velázquez Díaz, María Guadalupe Ausente
197 Velázquez López, Mirna Favor
198 Velázquez Ramírez, Diana Karina Favor
199 Villaseñor Gudiño, Blanca María Favor
200 Villaseñor Vargas, María de la Paloma Favor
201 Vitela Rodríguez, Alma Marina Favor
202 Zacarías Capuchino, Darío Favor
203 Zamora Morales, Fernando Favor

Favor: 144
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 59
Total: 203

PARTIDO ACCION NACIONAL

1 Acosta Croda, Rafael Ausente
2 Adame Alemán, Juan Pablo Ausente
3 Aguilar Rodríguez, Aurora de la Luz Favor
4 Aguilar Vega, Marcos Favor
5 Alonso Morelli, Humberto Favor
6 Álvarez Tovar, Martha Berenice Ausente
7 Anaya Cortés, Ricardo Favor
8 Anaya Llamas, José Guillermo Favor
9 Angulo Parra, Carlos Fernando Favor
10 Aquino Calvo, Juan Jesús Ausente
11 Arana Lugo, Francisca Rosario Favor
12 Arzola Godínez, María Lucrecia Favor
13 Baca Bonifaz, Rocío Favor
14 Botello Montes, José Alfredo Favor
15 Bueno Torio, Juan Favor
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16 Cáceres de la Fuente, Juan Francisco Ausente
17 Camarillo Ortega, Rubén Ausente
18 Cárdenas Guízar, Gabriel de Jesús Favor
19 Carreño Muro, Genaro Favor
20 Castaños Valenzuela, Carlos Humberto Favor
21 Chan Lugo, Sergio Augusto Favor
22 Contreras Rojas, José Luis Favor
23 Coronado Quintanilla, Alberto Favor
24 Cortés Berumen, Isaías Favor
25 Cruz Mendoza, Eufrosina Ausente
26 Dávila Delgado, Mario Alberto Favor
27 De la Rosa Anaya, Andrés Ausente
28 De León Pérez, María Eugenia Favor
29 Díaz Trujillo, Alberto Favor
30 Dorador Pérez Gavilán, Rodolfo Favor
31 Enríquez Ramírez, Maribel Favor
32 Estrada Martínez, Heidy Guadalupe Favor
33 Flores Suárez, Ricardo Favor
34 García González, Carlos Alberto Ausente
35 García Ramírez, José Guadalupe Favor
36 García Rojas, Mariana Dunyaska Favor
37 Gastélum Buenrostro, Juan Manuel Favor
38 González Carrillo, Adriana Favor
39 González Manríquez, Víctor Rafael Favor
40 González Morfín, José Favor
41 González Serna, José Ángel Favor
42 Gordillo Castillo, Néstor Octavio Favor
43 Gutiérrez Coronado, Ana María Favor
44 Gutiérrez Landavazo, Lorena Favor
45 Gúzman Cervantes, Carlos Bernardo Favor
46 Heredia Lizárraga, Martín Alonso Favor
47 Jiménez Castillo, Blanca Ausente
48 Jiménez Cerrillo, Raquel Favor
49 Jiménez Esquivel, María Teresa Ausente
50 Labastida Sotelo, Karina Favor
51 Larrazabal Bretón, Fernando Alejandro Favor
52 Licea González, Margarita Favor
53 Limón Robles, Ofelia Favor
54 Llanas Alba, José Alejandro Favor
55 Lomelí Cervantes, Simón Favor
56 López Cisneros, José Martín Favor
57 López Landero, Leticia Ausente
58 López López, Raudel Favor
59 López Noriega, Alejandra Ausente
60 Lorenzini Rangel, Julio César Favor
61 Lugo Barriga, Patricia Favor
62 Medina Valdés, María de Lourdes Favor
63 Mendoza Jiménez, Yatziri Ausente
64 Micalco Méndez, Rafael Alejandro Favor
65 Mondragón González, María Guadalupe Favor
66 Morgan Navarrete, Tania Margarita Favor
67 Muñoz Márquez, Juan Carlos Favor
68 Neblina Vega, Heberto Favor
69 Niño de Rivera Vela, Homero Ricardo Ausente
70 Oliveros Usabiaga, José Luis Favor
71 Orta Coronado, Marcelina Favor
72 Ortiz Mantilla, María Isabel Ausente
73 Oviedo Herrera, J. Jesús Favor
74 Pacheco Díaz, Germán Favor
75 Pantoja Hernández, Leslie Ausente

76 Paz Alonzo, Raúl Ausente
77 Pedraza Aguilera, Flor de María Ausente
78 Peña Avilés, Gerardo Favor
79 Pérez Camarena, Carmen Lucía Favor
80 Pérez Covarrubias, Jorge Alfredo Favor
81 Prieto Herrera, Humberto Armando Ausente
82 Quintana Salinas, Esther Ausente
83 Ramírez Diez Gutiérrez, María Concepción Favor
84 Ramírez Romero, Luis Miguel Ausente
85 Reza Gallegos, Rocío Esmeralda Favor
86 Ricalde Magaña, Alicia Concepción Favor
87 Rivadeneyra Hernández, Alfredo Favor
88 Rivera Villanueva, Erick Marte Favor
89 Rodríguez Doval, Fernando Favor
90 Rodríguez Vallejo, Diego Sinhue Ausente
91 Romero Sevilla, Leonor Ausente
92 Rosiñol Abreu, Jorge Ausente
93 Sada Pérez, Verónica Favor
94 Saldaña Hernández, Margarita Favor
95 Salinas Garza, José Arturo Ausente
96 Salinas Mendiola, Glafiro Favor
97 Sampayo Ortíz, Ramón Antonio Favor
98 Sánchez Ruiz, Mario Favor
99 Serralde Martínez, Víctor Ausente
100 Sosa Govea, Martha Leticia Favor
101 Sotomayor Chávez, Jorge Francisco Favor
102 Torres Cofiño, Marcelo de Jesús Favor
103 Trejo Reyes, José Isabel Ausente
104 Urciel Castañeda, María Celia Favor
105 Uribe Padilla, Juan Carlos Favor
106 Valladares Couoh, Cinthya Noemí Ausente
107 Vargas Martín del Campo, Elizabeth Ausente
108 Villalobos Seáñez, Jorge Iván Ausente
109 Villarreal García, Luis Alberto Ausente
110 Villarreal García, Ricardo Favor
111 Villarreal Rangel, Guadalupe Favor
112 Yamamoto Cázares, Beatriz Eugenia Favor
113 Yáñez Robles, Elizabeth Oswelia Favor
114 Zavala Peniche, María Beatriz Favor

Favor: 82
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 32
Total: 114

PARTIDO DE LA REVOLUCION DEMOCRATICA

1 Alavez Ruiz, Aleida Favor
2 Algredo Jaramillo, Edilberto Ausente
3 Alonso Raya, Agustín Miguel Favor
4 Amaya Reyes, María de Lourdes Ausente
5 Antonio Altamirano, Carol Ausente
6 Arias Pallares, Luis Manuel Favor
7 Ávila Pérez, José Ángel Favor
8 Águila Torres, Claudia Elena Favor
9 Aureoles Conejo, Silvano Favor
10 Barrios Gómez Segués, Agustín Favor
11 Bautista Bravo, Alliet Mariana Favor
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12 Bautista Cuevas, Gloria Favor
13 Bautista López, Victor Manuel Favor
14 Belaunzarán Méndez, Fernando Favor
15 Blanco Deaquino, Silvano Favor
16 Bojórquez Javier, Claudia Elizabeth Ausente
17 Bonilla Jaime, Juana Favor
18 Borges Pasos, Teresita de Jesús Favor
19 Brito Lara, Tomás Ausente
20 Carbajal González, Alejandro Favor
21 Carpinteyro Calderón, Purificación Ausente
22 Carrillo Huerta, Mario Miguel Ausente
23 Cedillo Hernández, Ángel Ausente
24 Ceseñas Chapa, María del Socorro Favor
25 Contreras Ceballos, Armando Favor
26 Copete Zapot, Yazmín de los Ángeles Favor
27 Correa Acevedo, Abraham Ausente
28 Cruz Ramírez, Arturo Favor
29 Cuéllar Reyes, Fernando Favor
30 Cuevas Mena, Mario Alejandro Favor
31 De Jesús, Alejandro Carlos Ausente
32 De la Rosa Peláez, Sebastián Alfonso Ausente
33 De la Vega Membrillo, Jorge Federico Favor
34 Diego Cruz, Eva Favor
35 Duarte Ortuño, Catalino Ausente
36 Espinosa Cházaro, Luis Ángel Xariel Ausente
37 Esquivel Zalpa, José Luis Favor
38 Flores Aguayo, Uriel Favor
39 Flores Salazar, Guadalupe Socorro Favor
40 Fócil Pérez, Juan Manuel Ausente
41 García Conejo, Antonio Favor
42 García Medina, Amalia Dolores Favor
43 García Reyes, Verónica Ausente
44 Garza Ruvalcaba, Marcelo Favor
45 Gaudiano Rovirosa, Gerardo Favor
46 González Bautista, Valentín Ausente
47 González Magallanes, Alfa Eliana Favor
48 Guzmán Díaz, Delfina Elizabeth Ausente
49 Jardines Fraire, Jhonatan Favor
50 Jarquín, Hugo Ausente
51 Juárez Piña, Verónica Beatriz Favor
52 León Mendívil, José Antonio Ausente
53 López González, Roberto Favor
54 López Rosado, Roberto Ausente
55 López Suárez, Roberto Ausente
56 Luna Porquillo, Roxana Favor
57 Maldonado Salgado, José Valentín Favor
58 Manriquez González, Víctor Manuel Ausente
59 Medina Filigrana, Marcos Rosendo Favor
60 Mejía Guardado, Julisa Ausente
61 Melchor Vásquez, Angélica Rocío Favor
62 Méndez Martínez, Mario Rafael Favor
63 Merlín García, María del Rosario Ausente
64 Mícher Camarena, Martha Lucía Ausente
65 Miranda Salgado, Marino Favor
66 Moctezuma Oviedo, María Guadalupe Ausente
67 Mojica Morga, Teresa de Jesús Favor
68 Montalvo Hernández, Ramón Favor
69 Morales López, Carlos Augusto Favor
70 Morales Vargas, Trinidad Secundino Favor
71 Moreno Rivera, Israel Ausente

72 Moreno Rivera, Julio César Favor
73 Mota Ocampo, Gisela Raquel Favor
74 Muñoz Soria, José Luis Favor
75 Nájera Medina, Víctor Reymundo Favor
76 Navarrete Contreras, Joaquina Favor
77 Nolasco Ramírez, Yesenia Favor
78 Orihuela García, Javier Favor
79 Porras Pérez, Pedro Ausente
80 Portillo Martínez, Vicario Favor
81 Posadas Hernández, Domitilo Favor
82 Quiroga Anguiano, Karen Favor
83 Reyes Gámiz, Roberto Carlos Ausente
84 Reyes Montiel, Carla Guadalupe Favor
85 Rodríguez Montero, Francisco Tomás Ausente
86 Rosas Montero, Lizbeth Eugenia Favor
87 Salazar Trejo, Jessica Favor
88 Saldaña Fraire, Graciela Favor
89 Salgado Parra, Jorge Ausente
90 Salinas Narváez, Javier Favor
91 Salinas Pérez, Josefina Favor
92 Sánchez Camacho, Alejandro Ausente
93 Sánchez Torres, Guillermo Favor
94 Sansores Sastré, Antonio Ausente
95 Serrano Toledo, Rosendo Favor
96 Tapia Fonllem, Margarita Elena Favor
97 Tovar Aragón, Crystal Favor
98 Valles Sampedro, Lorenia Iveth Favor
99 Vega Vázquez, José Humberto Favor
100 Zárate Salgado, Fernando Ausente

Favor: 66
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 34
Total: 100

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MEXICO

1 Acosta Montoya, Rubén Favor
2 Astudillo Suárez, Ricardo Ausente
3 Aubry de Castro Palomino, Enrique Ausente
4 Camarena García, Felipe Arturo Favor
5 Castellanos Mijares, Carlos Octavio Favor
6 Cuéllar Steffan, Antonio Favor
7 Escobar y Vega, Arturo Favor
8 García de la Fuente, Mónica Favor
9 Garza Cadena, Ana Lilia Favor
10 González Luna Bueno, Federico José Favor
11 Guillén Guillén, Mario Francisco Ausente
12 López Moreno, Lourdes Adriana Favor
13 Martel Cantú, Laura Ximena Favor
14 Medrano Galindo, Gabriela Favor
15 Narcia Álvarez, Héctor Favor
16 Núñez Aguilar, Ernesto Favor
17 Ochoa López, Nabor Ausente
18 Orozco Gómez, Javier Favor
19 Padilla Ramos, Carla Alicia Favor
20 Pariente Gavito, María del Rosario de Fátima Favor
21 Pérez Hernández, Rosa Elba Ausente
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22 Pérez Tejada Padilla, David Ausente
23 Romo Fonseca, Bárbara Gabriela Favor
24 Torres Mercado, Tomás Favor
25 Villafuerte Trujillo, Amílcar Augusto Favor
26 Vital Vera, Martha Edith Favor
27 Zavaleta Salgado, Ruth Favor

Favor: 21
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 6
Total: 27

MOVIMIENTO REGENERACION NACIONAL

1 Alcalde Luján, Luisa María Favor
2 Bonilla Valdez, Jaime Ausente
3 Chávez Contreras, Rodrigo Favor
4 Durazo Montaño, Francisco Alfonso Ausente
5 Huerta Ladrón de Guevara, Manuel Rafael Favor
6 López Cándido, José Arturo Favor
7 Martínez Martínez, Juan Luis Favor
8 Martínez Rojas, Andrés Eloy Favor
9 Méndez Denis, Lorena Favor
10 Monreal Ávila, Ricardo Favor
11 Ortiz Ahlf, Loretta Favor
12 Romero Lozano, María Fernanda Favor
13 Valencia Ramírez, Aída Fabiola Ausente
14 Villanueva Albarrán, Gerardo Favor

Favor: 11
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 3
Total: 14

MOVIMIENTO CIUDADANO

1 Córdova Bernal, Martha Beatriz Favor
2 Coronato Rodríguez, José Francisco Favor
3 Gómez Pozos, Merilyn Favor
4 Huidobro González, Zuleyma Favor
5 Hurtado Gallegos, José Antonio Favor
6 Jorrín Lozano, Victor Manuel Ausente
7 Mejía Berdeja, Ricardo Favor
8 Samperio Montaño, Juan Ignacio Favor
9 Soto Martínez, José Ausente
10 Valle Magaña, José Luis Favor
11 Vargas Pérez, Nelly del Carmen Favor

Favor: 9
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 11

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Aguilar Gil, Lilia Favor
2 Anaya Gutiérrez, Alberto Favor
3 Benavides Castañeda, José Alberto Favor
4 Cantú Garza, Ricardo Ausente
5 Martínez Santillán, María del Carmen Favor
6 Núñez Monreal, Magdalena del Socorro Ausente
7 Orive Bellinger, Adolfo Ausente
8 Roblero Gordillo, Héctor Hugo Favor
9 Romero Guzmán, Rosa Elia Favor
10 Torres Flores, Araceli Favor

Favor: 7
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 3
Total: 10

PARTIDO NUEVA ALIANZA

1 Bribiesca Sahagún, Fernando Ausente
2 Caamal Mena, José Angelino Favor
3 Cerda Franco, María Sanjuana Favor
4 Félix Hays, Rubén Benjamín Ausente
5 Fujiwara Montelongo, René Ricardo Favor
6 Garfias Gutiérrez, Lucila Favor
7 González Roldán, Luis Antonio Favor
8 Olvera Barrios, Cristina Favor
9 Rincón Chanona, Sonia Favor
10 Talamante Lemas, Dora María Guadalupe Favor

Favor: 8
Contra: 0
Abstención: 0
Quorum: 0
Ausentes: 2
Total: 10
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PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Abreu Artiñano Rocío Adriana  ASISTENCIA
2 Aceves y del Olmo Carlos Humberto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
3 Acosta Peña Brasil Alberto  CÉDULA
4 Aguayo López Miguel Ángel  ASISTENCIA
5 Alcalá Padilla Leobardo  ASISTENCIA
6 Aldana Prieto Luis Ricardo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
7 Alonso Álvarez Celestino Manuel  ASISTENCIA
8 Alvarado Sánchez Brenda María Izontli  ASISTENCIA
9 Allende Cano Ana Isabel  ASISTENCIA
10 Anaya Gudiño Alfredo  CÉDULA
11 Añorve Baños Manuel  ASISTENCIA
12 Araujo de la Torre Elsa Patricia  ASISTENCIA
13 Arroyo Ruíz Alma Jeanny  ASISTENCIA
14 Arroyo Vieyra Francisco Agustín  PERMISO

MESA DIRECTIVA
15 Astiazarán Gutiérrez Antonio Francisco  ASISTENCIA
16 Athie Flores Kamel  ASISTENCIA
17 Ayala Robles Linares Flor  ASISTENCIA
18 Badillo Ramírez Darío  ASISTENCIA
19 Barajas del Toro Salvador  PERMISO

MESA DIRECTIVA
20 Barcenas Nieves Delvim Fabiola  PERMISO

MESA DIRECTIVA
21 Barrera Barrera Petra  ASISTENCIA
22 Barrera Estrada Rodimiro  ASISTENCIA
23 Barrera Fortoul Laura  ASISTENCIA
24 Barrueta Barón Noé  ASISTENCIA
25 Beltrones Rivera Manlio Fabio  ASISTENCIA
26 Bernal Bolnik Sue Ellen  ASISTENCIA
27 Bernal Gutiérrez Marco Antonio  ASISTENCIA
28 Berzunza Novelo Landy Margarita  PERMISO

MESA DIRECTIVA
29 Bonilla Gómez Adolfo  ASISTENCIA
30 Caballero Garza Benito  ASISTENCIA
31 Cabañas Aparicio María Elia  ASISTENCIA
32 Calderón Ramírez Leticia  ASISTENCIA
33 Calzada Arroyo Marco Antonio  ASISTENCIA
34 Campos Córdova Lisandro Arístides  ASISTENCIA
35 Cano Ayala Ma Elena  ASISTENCIA
36 Cantú Segovia Eloy  CÉDULA
37 Carbajal Hernández Juan Manuel  ASISTENCIA
38 Cárdenas Cantú Miriam  ASISTENCIA
39 Cárdenas del Avellano Enrique  ASISTENCIA
40 Carreño Mijares Angelina  ASISTENCIA

ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN
PÚBLICA DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA SIGUIENTE LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y LOS
DIPUTADOS

SECRETARÍA GENERAL

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA

GRUPO ASISTENCIA ASISTENCIA ASISTENCIA PERMISO INASISTENCIA INASISTENCIAS NO PRESENTES TOTAL

PARLAMENTARIO POR CÉDULA COMISIÓN MESA JUSTIFICADA EN LA MITAD

OFICIAL DIRECTIVA DE LAS VOTACIONES

PRI 161 15 0 27 0 0 0 203
PAN 88 4 0 11 11 0 0 114
PRD 61 11 0 23 4 1 0 100
PVEM 21 3 0 3 0 0 0 27
MC 7 1 0 2 1 0 0 11
PT 6 2 0 2 0 0 0 10
NA 8 0 0 2 0 0 0 10
MORENA 13 0 0 0 1 0 0 14
TOTAL 365 36 0 70 17 1 0 489



41 Carreón Cervantes Verónica  ASISTENCIA
42 Castillo Rodríguez Minerva  ASISTENCIA
43 Castillo Valdez Benjamin  ASISTENCIA
44 Clara Molina Mónica  ASISTENCIA
45 Córdova Morán Frine Soraya  ASISTENCIA
46 Corona Nakamura Maria del Rocio  ASISTENCIA
47 Corrales Corrales Francisca Elena  ASISTENCIA
48 Cruz Morales Maricruz  ASISTENCIA
49 Charleston Hernández Fernando  ASISTENCIA
50 De la Cruz Requena Rosalba  CÉDULA
51 De las Fuentes Hernández Fernando Donato  ASISTENCIA
52 Del Angel Acosta Jorge  ASISTENCIA
53 Del Bosque Márquez Juan Isidro  ASISTENCIA
54 Delgadillo González Claudia  ASISTENCIA
55 Díaz Athié Antonio De Jesús  ASISTENCIA
56 Díaz Palacios Víctor Emanuel  ASISTENCIA
57 Doger Guerrero José Enrique  ASISTENCIA
58 Domínguez Zepeda Pedro Ignacio  ASISTENCIA
59 Duarte Murillo José Ignacio  ASISTENCIA
60 Escajeda Jiménez José Rubén  ASISTENCIA
61 Escamilla Cerón Alberto Leónides  ASISTENCIA
62 Félix Chávez Faustino  ASISTENCIA
63 Fernández Clamont Francisco Javier  CÉDULA
64 Flemate Ramírez Julio César  ASISTENCIA
65 Flores Gómez José Luis Cruz  ASISTENCIA
66 Flores Méndez José Luis  PERMISO

MESA DIRECTIVA
67 Flores Sandoval Patricio  ASISTENCIA
68 Flores Treviño María de Lourdes  ASISTENCIA
69 Fuentes Téllez Adriana  ASISTENCIA
70 Funes Velázquez Erika Yolanda  ASISTENCIA
71 Galindo Quiñones Heriberto Manuel  ASISTENCIA
72 Galván Villanueva Raúl Santos  ASISTENCIA
73 Gamboa Song Lizbeth Loy  ASISTENCIA
74 Garay Cabada Marina  CÉDULA
75 García García Héctor  CÉDULA
76 García Hernández Josefina  ASISTENCIA
77 García Olmedo María del Rocío  ASISTENCIA
78 García de la Cadena Romero María del Carmen  PERMISO

MESA DIRECTIVA
79 Garza Moreno María Esther  ASISTENCIA
80 Gauna RuÍz de León Celia Isabel  ASISTENCIA
81 Gómez Carmona Blanca Estela  CÉDULA
82 Gómez Gómez Luis  ASISTENCIA
83 Gómez Gómez Pedro  ASISTENCIA
84 Gómez Olguín Roy Argel  ASISTENCIA
85 Gómez Tueme Amira Gricelda  ASISTENCIA
86 González Cruz Cristina  ASISTENCIA
87 González Domínguez Isela  PERMISO

MESA DIRECTIVA
88 González Farias Eligio Cuitláhuac  ASISTENCIA
89 González Gómez Cecilia  CÉDULA
90 González Resendiz Rafael  ASISTENCIA
91 González Valdez Marco Antonio  ASISTENCIA
92 González Vargas Francisco  ASISTENCIA
93 González Vera Norma  ASISTENCIA
94 González Martínez Olivares Irazema  ASISTENCIA
95 Grajales Palacios Francisco  ASISTENCIA
96 Gualito Castañeda Rosalba  ASISTENCIA
97 Guerra Garza Abel  ASISTENCIA

98 Guerrero López Judit Magdalena  ASISTENCIA
99 Guevara González Javier Filiberto  ASISTENCIA
100 Gurrión Matias Samuel  ASISTENCIA
101 Gutiérrez Álvarez Harvey  ASISTENCIA
102 Gutiérrez De la Garza Héctor Humberto  ASISTENCIA
103 Gutiérrez Manrique Martha  PERMISO

MESA DIRECTIVA
104 Hernández Burgos Gaudencio  ASISTENCIA
105 Hernández González Noé  ASISTENCIA
106 Hernández Morales Mirna Esmeralda  ASISTENCIA
107 Hernández Tapia Gerardo Xavier  ASISTENCIA
108 Huerta Rea María de Jesús  ASISTENCIA
109 Inzunza Montoya Alfonso  PERMISO

MESA DIRECTIVA
110 Juan Marcos Issa Salomón  PERMISO

MESA DIRECTIVA
111 King De la Rosa Raymundo  ASISTENCIA
112 Liceaga Arteaga Gerardo Francisco  CÉDULA
113 López Alvarado Jaime Chris  ASISTENCIA
114 López Landero Tomás  CÉDULA
115 López Segura María Carmen  PERMISO

MESA DIRECTIVA
116 López Zavala Javier  ASISTENCIA
117 Macías Sandoval Raúl  ASISTENCIA
118 Madrid Tovilla Areli  PERMISO

MESA DIRECTIVA
119 Magaña Zepeda María Angélica  ASISTENCIA
120 Maldonado Hernández Fernando Alfredo  ASISTENCIA
121 Márquez Martínez José Luis  ASISTENCIA
122 Márquez Velasco Silvia  ASISTENCIA
123 Medina Fierro Ricardo  ASISTENCIA
124 Mejía García Leticia  ASISTENCIA
125 Mendoza Curiel Ma Leticia  ASISTENCIA
126 Mendoza Garza Jorge  PERMISO

MESA DIRECTIVA
127 Mercado Gallegos Sonia Catalina  ASISTENCIA
128 Mestas Gallardo Ignacio  ASISTENCIA
129 Miranda Munive Emilse  ASISTENCIA
130 Montano Guzmán José Alejandro  ASISTENCIA
131 Montes Alvarado Abraham  ASISTENCIA
132 Morales Flores Jesús  PERMISO

MESA DIRECTIVA
133 Moreno Árcega José Isidro  ASISTENCIA
134 Moreno Montoya J. Pilar  ASISTENCIA
135 Muñiz Martínez Dulce María  ASISTENCIA
136 Muñoz Kapamas Felipe de Jesús  ASISTENCIA
137 Murguía Lardizabal Luis Alfredo  ASISTENCIA
138 Navarrete Vital Ma. Concepción  ASISTENCIA
139 Navarro De Alba César Reynaldo  ASISTENCIA
140 Niaves López Ossiel Omar  ASISTENCIA
141 Núñez Sánchez Gloria Elizabeth  PERMISO

MESA DIRECTIVA
142 Ochoa Casillas José Daniel  ASISTENCIA
143 Ochoa Gallegos Williams Oswaldo  ASISTENCIA
144 Ochoa González Arnoldo  CÉDULA
145 Olvera Correa Luis  CÉDULA
146 Ordaz Martínez María del Carmen  ASISTENCIA
147 Ortega Pacheco Guadalupe del Socorro  ASISTENCIA
148 Ortiz García Salvador  ASISTENCIA
149 Pacheco Rodríguez Ricardo Fidel  ASISTENCIA
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150 Padilla Fierro Roman Alfredo  ASISTENCIA
151 Padilla Navarro Cesario  ASISTENCIA
152 Pazzi Maza Zita Beatriz  ASISTENCIA
153 Peña Recio Patricia Guadalupe  ASISTENCIA
154 Pérez Anzueto Hugo Mauricio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
155 Pérez de Alba José Noel  ASISTENCIA
156 Pérez Escalante Elvia María  ASISTENCIA
157 Ponce Orozco Norma  ASISTENCIA
158 Quian Alcocer Eduardo Roman  ASISTENCIA
159 Quintana León Socorro de la Luz  ASISTENCIA
160 Quiñones Canales Lourdes Eulalia  ASISTENCIA
161 Rangel Espinosa José  PERMISO

MESA DIRECTIVA
162 Rangel Segovia Alejandro  ASISTENCIA
163 Rellstab Carreto Tanya  ASISTENCIA
164 Retamoza Vega Patricia Elena  ASISTENCIA
165 Robles Aguirre Mayra Karina  ASISTENCIA
166 Rocha Piedra Juan Manuel  ASISTENCIA
167 Rodríguez Calderón José Alberto  ASISTENCIA
168 Rojo García de Alba José Antonio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
169 Román Bojórquez Jesús Tolentino  PERMISO

MESA DIRECTIVA
170 Romero Valencia Salvador  CÉDULA
171 Rubio Lara Blas Ramón  ASISTENCIA
172 Ruíz Arriaga Genaro  ASISTENCIA
173 Ruíz Gutiérrez Adán David  PERMISO

MESA DIRECTIVA
174 Ruíz Moronatti Roberto  ASISTENCIA
175 Ruíz Sandoval Cristina  ASISTENCIA
176 Sahui Rivero Mauricio  ASISTENCIA
177 Salgado Delgado Fernando  ASISTENCIA
178 Salgado Peña Abel Octavio  ASISTENCIA
179 Sámano Peralta Miguel  ASISTENCIA
180 Sánchez Cruz Leopoldo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
181 Sánchez Romero Carlos  ASISTENCIA
182 Sánchez Santiago María Guadalupe  ASISTENCIA
183 Schroeder Verdugo María Fernanda  PERMISO

MESA DIRECTIVA
184 Serna Escalera César Agustín  PERMISO

MESA DIRECTIVA
185 Solís Nogueira Eduardo  ASISTENCIA
186 Sosa Altamira W illiam Renan  ASISTENCIA
187 Treviño Villarreal Pedro Pablo  ASISTENCIA
188 Ugalde Alegría Aurora Denisse  ASISTENCIA
189 Valanci Buzali Simón  CÉDULA
190 Valdés Palazuelos Jesús Antonio  ASISTENCIA
191 Valencia González Gloria María del Carmen  ASISTENCIA
192 Vargas Vargas Laura Guadalupe  ASISTENCIA
193 Vásquez Villanueva Martín de Jesús  ASISTENCIA
194 Vázquez Saut Regina  PERMISO

MESA DIRECTIVA
195 Velasco Orozco Víctor Hugo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
196 Velázquez Díaz María Guadalupe  ASISTENCIA
197 Velázquez López Mirna  ASISTENCIA
198 Velázquez Ramírez Diana Karina  ASISTENCIA
199 Villaseñor Gudiño Blanca Ma.  ASISTENCIA

200 Villaseñor Vargas María de la Paloma  ASISTENCIA
201 Vitela Rodríguez Alma Marina  ASISTENCIA
202 Zacarías Capuchino Dario  ASISTENCIA
203 Zamora Morales Fernando  ASISTENCIA

Asistencias: 161
Asistencias por cédula: 15
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 27
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 203

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Acosta Croda Rafael  PERMISO
MESA DIRECTIVA

2 Adame Alemán Juan Pablo  JUSTIFICADA
3 Aguilar Rodríguez Aurora de la Luz  ASISTENCIA
4 Aguilar Vega Marcos  ASISTENCIA
5 Alonso Morelli Humberto  ASISTENCIA
6 Álvarez Tovar Martha Berenice  PERMISO

MESA DIRECTIVA
7 Anaya Cortés Ricardo  ASISTENCIA
8 Anaya Llamas José Guillermo  ASISTENCIA
9 Angulo Parra Carlos Fernando  ASISTENCIA
10 Aquino Calvo Juan Jesús  PERMISO

MESA DIRECTIVA
11 Arana Lugo Francisca Rosario  ASISTENCIA
12 Arzola Godínez María Lucrecia  ASISTENCIA
13 Baca Bonifaz Rocío  ASISTENCIA
14 Botello Montes José Alfredo  ASISTENCIA
15 Bueno Torio Juan  ASISTENCIA
16 Cáceres de la Fuente Juan Francisco  PERMISO

MESA DIRECTIVA
17 Camarillo Ortega Rubén  ASISTENCIA
18 Cárdenas Guízar Gabriel de Jesús  ASISTENCIA
19 Carreño Muro Genaro  ASISTENCIA
20 Castaños Valenzuela Carlos Humberto  ASISTENCIA
21 Contreras Rojas José Luis  ASISTENCIA
22 Coronado Quintanilla Alberto  ASISTENCIA
23 Cortés Berumen Isaías  ASISTENCIA
24 Cruz Mendoza Eufrosina  ASISTENCIA
25 Chan Lugo Sergio Augusto  ASISTENCIA
26 Dávila Delgado Mario Alberto  ASISTENCIA
27 de la Rosa Anaya Andrés  ASISTENCIA
28 De León Pérez María Eugenia  ASISTENCIA
29 Díaz Trujillo Alberto  ASISTENCIA
30 Dorador Pérez Gavilán Rodolfo  CÉDULA
31 Enríquez Ramírez Maribel  ASISTENCIA
32 Estrada Martínez Heidy Guadalupe  ASISTENCIA
33 Flores Suarez Ricardo  ASISTENCIA
34 García González Carlos Alberto  ASISTENCIA
35 García Ramírez José Guadalupe  ASISTENCIA
36 García Rojas Mariana Dunyaska  ASISTENCIA
37 Gastélum Buenrostro Juan Manuel  ASISTENCIA
38 González Carrillo Adriana  CÉDULA



39 González Manríquez Víctor Rafael  ASISTENCIA
40 González Morfín José  ASISTENCIA
41 González Serna José Ángel  ASISTENCIA
42 Gordillo Castillo Néstor Octavio  ASISTENCIA
43 Gutiérrez Coronado Ana María  ASISTENCIA
44 Gutiérrez Landavazo Lorena  ASISTENCIA
45 Guzmán Cervantes Carlos Bernardo  ASISTENCIA
46 Heredia Lizárraga Martín Alonso  ASISTENCIA
47 Jiménez Castillo Blanca  ASISTENCIA
48 Jiménez Cerrillo Raquel  ASISTENCIA
49 Jiménez Esquivel María Teresa  JUSTIFICADA
50 Labastida Sotelo Karina  ASISTENCIA
51 Larrazabal Bretón Fernando Alejandro  ASISTENCIA
52 Licea González Margarita  ASISTENCIA
53 Limón Robles Ofelia  ASISTENCIA
54 Lomelí Cervantes Simón  ASISTENCIA
55 López Cisneros José Martín  ASISTENCIA
56 López Landero Leticia  PERMISO

MESA DIRECTIVA
57 López López Raudel  ASISTENCIA
58 López Noriega Alejandra  ASISTENCIA
59 Lorenzini Rangel Julio Cesar  ASISTENCIA
60 Lugo Barriga Patricia  ASISTENCIA
61 Llanas Alba José Alejandro  ASISTENCIA
62 Medina Valdés María de Lourdes  ASISTENCIA
63 Mendoza Jiménez Yatziri  PERMISO

MESA DIRECTIVA
64 Micalco Méndez Rafael Alejandro  ASISTENCIA
65 Mondragón González Ma. Guadalupe  ASISTENCIA
66 Morgan Navarrete Tania Margarita  ASISTENCIA
67 Muñoz Márquez Juan Carlos  ASISTENCIA
68 Neblina Vega Heberto  ASISTENCIA
69 Niño de Rivera Vela Homero Ricardo  JUSTIFICADA
70 Oliveros Usabiaga José Luis  ASISTENCIA
71 Orta Coronado Marcelina  ASISTENCIA
72 Ortiz Mantilla María Isabel  ASISTENCIA
73 Oviedo Herrera J. Jesús  ASISTENCIA
74 Pacheco Díaz Germán  ASISTENCIA
75 Pantoja Hernández Leslie  PERMISO

MESA DIRECTIVA
76 Paz Alonzo Raúl  PERMISO

MESA DIRECTIVA
77 Pedraza Aguilera Flor de María  JUSTIFICADA
78 Peña Avilés Gerardo  ASISTENCIA
79 Pérez Camarena Carmen Lucia  ASISTENCIA
80 Pérez Covarrubias Jorge Alfredo  ASISTENCIA
81 Prieto Herrera Humberto Armando  ASISTENCIA
82 Quintana Salinas Esther  ASISTENCIA
83 Ramírez Diez Gutiérrez María Concepción  JUSTIFICADA
84 Ramírez Romero Luis Miguel  JUSTIFICADA
85 Reza Gallegos Rocío Esmeralda  ASISTENCIA
86 Ricalde Magaña Alicia Concepción  ASISTENCIA
87 Rivadeneyra Hernández Alfredo  ASISTENCIA
88 Rivera Villanueva Erick Marte  ASISTENCIA
89 Rodríguez Doval Fernando  ASISTENCIA
90 Rodríguez Vallejo Diego Sinhue  ASISTENCIA
91 Romero Sevilla Leonor  PERMISO

MESA DIRECTIVA
92 Rosiñol Abreu Jorge  ASISTENCIA
93 Sada Pérez Verónica  JUSTIFICADA

94 Saldaña Hernández Margarita  ASISTENCIA
95 Salinas Garza José Arturo  CÉDULA
96 Salinas Mendiola Glafiro  ASISTENCIA
97 Sampayo Ortíz Ramón Antonio  ASISTENCIA
98 Sánchez Ruíz Mario  PERMISO

MESA DIRECTIVA
99 Serralde Martínez Víctor  CÉDULA
100 Sosa Govea Martha Leticia  ASISTENCIA
101 Sotomayor Chávez Jorge Francisco  ASISTENCIA
102 Torres Cofiño Marcelo de Jesús  ASISTENCIA
103 Trejo Reyes José Isabel  JUSTIFICADA
104 Urciel Castañeda María Celia  ASISTENCIA
105 Uribe Padilla Juan Carlos  ASISTENCIA
106 Valladares Couoh Cinthya Noemí  JUSTIFICADA
107 Vargas Martín del Campo Elizabeth  JUSTIFICADA
108 Villalobos Seáñez Jorge Iván  PERMISO

MESA DIRECTIVA
109 Villarreal García Luis Alberto  JUSTIFICADA
110 Villarreal García Ricardo  ASISTENCIA
111 Villarreal Rangel Martha Guadalupe  ASISTENCIA
112 Yamamoto Cázares Beatriz Eugenia  ASISTENCIA
113 Yáñez Robles Elizabeth Oswelia  ASISTENCIA
114 Zavala Peniche María Beatriz  ASISTENCIA

Asistencias: 88
Asistencias por cédula: 4
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 11
Inasistencias justificadas: 11
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 114

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Águila Torres Claudia Elena  ASISTENCIA
2 Alavez Ruiz Aleida  ASISTENCIA
3 Algredo Jaramillo Edilberto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
4 Alonso Raya Agustín Miguel  ASISTENCIA
5 Amaya Reyes María de Lourdes  PERMISO

MESA DIRECTIVA
6 Antonio Altamirano Carol  JUSTIFICADA
7 Arias Pallares Luis Manuel  ASISTENCIA
8 Aureoles Conejo Silvano  ASISTENCIA
9 Ávila Pérez José Ángel  ASISTENCIA
10 Barrios Gómez Segués Agustín  ASISTENCIA
11 Bautista Bravo Alliet Mariana  ASISTENCIA
12 Bautista Cuevas Gloria  ASISTENCIA
13 Bautista López Victor Manuel  ASISTENCIA
14 Belaunzarán Méndez Fernando  ASISTENCIA
15 Blanco Deaquino Silvano  CÉDULA
16 Bojórquez Javier Claudia Elizabeth  PERMISO

MESA DIRECTIVA
17 Bonilla Jaime Juana  ASISTENCIA
18 Borges Pasos Teresita de Jesús  ASISTENCIA
19 Brito Lara Tomás  PERMISO

MESA DIRECTIVA
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20 Carbajal González Alejandro  ASISTENCIA
21 Carpinteyro Calderón Purificación  PERMISO

MESA DIRECTIVA
22 Carrillo Huerta Mario Miguel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
23 Cedillo Hernández Angel  ASISTENCIA
24 Ceseñas Chapa María del Socorro  ASISTENCIA
25 Contreras Ceballos Armando  CÉDULA
26 Copete Zapot Yazmin de los Ángeles  ASISTENCIA
27 Correa Acevedo Abraham  PERMISO

MESA DIRECTIVA
28 Cruz Ramírez Arturo  ASISTENCIA
29 Cuéllar Reyes Fernando  ASISTENCIA
30 Cuevas Mena Mario Alejandro  ASISTENCIA
31 de Jesús Alejandro Carlos  PERMISO

MESA DIRECTIVA
32 de la Rosa Peláez Sebastián Alfonso  JUSTIFICADA
33 de la Vega Membrillo Jorge Federico  ASISTENCIA
34 Diego Cruz Eva  ASISTENCIA
35 Duarte Ortuño Catalino  INASISTENCIA
36 Espinosa Cházaro Luis Ángel Xariel  ASISTENCIA
37 Esquivel Zalpa José Luis  ASISTENCIA
38 Flores Aguayo Uriel  ASISTENCIA
39 Flores Salazar Guadalupe Socorro  PERMISO

MESA DIRECTIVA
40 Fócil Pérez Juan Manuel  JUSTIFICADA
41 García Conejo Antonio  ASISTENCIA
42 García Medina Amalia Dolores  PERMISO

MESA DIRECTIVA
43 García Reyes Verónica  CÉDULA
44 Garza Ruvalcaba Marcelo  ASISTENCIA
45 Gaudiano Rovirosa Gerardo  ASISTENCIA
46 González Bautista Valentín  PERMISO

MESA DIRECTIVA
47 González Magallanes Alfa Eliana  ASISTENCIA
48 Guzmán Díaz Delfina Elizabeth  ASISTENCIA
49 Jardines Fraire Jhonatan  ASISTENCIA
50 Jarquín Hugo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
51 Juárez Piña Verónica Beatriz  ASISTENCIA
52 León Mendívil José Antonio  ASISTENCIA
53 López González Roberto  ASISTENCIA
54 López Rosado Roberto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
55 López Suárez Roberto  ASISTENCIA
56 Luna Porquillo Roxana  ASISTENCIA
57 Maldonado Salgado José Valentín  CÉDULA
58 Manriquez González Victor Manuel  ASISTENCIA
59 Medina Filigrana Marcos Rosendo  ASISTENCIA
60 Mejía Guardado Julisa  PERMISO

MESA DIRECTIVA
61 Melchor Vásquez Angelica Rocio  ASISTENCIA
62 Méndez Martínez Mario Rafael  ASISTENCIA
63 Merlín García María del Rosario  PERMISO

MESA DIRECTIVA
64 Mícher Camarena Martha Lucía  PERMISO

MESA DIRECTIVA
65 Miranda Salgado Marino  ASISTENCIA
66 Moctezuma Oviedo Maria Guadalupe  PERMISO

MESA DIRECTIVA

67 Mojica Morga Teresa de Jesús  ASISTENCIA
68 Montalvo Hernández Ramón  ASISTENCIA
69 Morales López Carlos Augusto  ASISTENCIA
70 Morales Vargas Trinidad Secundino  PERMISO

MESA DIRECTIVA
71 Moreno Rivera Israel  CÉDULA
72 Moreno Rivera Julio César  CÉDULA
73 Mota Ocampo Gisela Raquel  CÉDULA
74 Muñoz Soria José Luis  ASISTENCIA
75 Nájera Medina Víctor Reymundo  ASISTENCIA
76 Navarrete Contreras Joaquina  ASISTENCIA
77 Nolasco Ramírez Yesenia  PERMISO

MESA DIRECTIVA
78 Orihuela García Javier  ASISTENCIA
79 Porras Pérez Pedro  ASISTENCIA
80 Portillo Martínez Vicario  ASISTENCIA
81 Posadas Hernández Domitilo  ASISTENCIA
82 Quiroga Anguiano Karen  CÉDULA
83 Reyes Gámiz Roberto Carlos  ASISTENCIA
84 Reyes Montiel Carla Guadalupe  ASISTENCIA
85 Rodríguez Montero Francisco Tomás  PERMISO

MESA DIRECTIVA
86 Rosas Montero Lizbeth Eugenia  ASISTENCIA
87 Salazar Trejo Jessica  CÉDULA
88 Saldaña Fraire Graciela  ASISTENCIA
89 Salgado Parra Jorge  JUSTIFICADA
90 Salinas Narváez Javier  ASISTENCIA
91 Salinas Pérez Josefina  ASISTENCIA
92 Sánchez Camacho Alejandro  CÉDULA
93 Sánchez Torres Guillermo  ASISTENCIA
94 Sansores Sastré Antonio  PERMISO

MESA DIRECTIVA
95 Serrano Toledo Rosendo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
96 Tapia Fonllem Margarita Elena  ASISTENCIA
97 Tovar Aragón Crystal  ASISTENCIA
98 Valles Sampedro Lorenia Iveth  CÉDULA
99 Vega Vázquez José Humberto  ASISTENCIA
100 Zárate Salgado Fernando  PERMISO

MESA DIRECTIVA

Asistencias: 61
Asistencias por cédula: 11
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 23
Inasistencias justificadas: 4
Inasistencias: 1
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 100

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Acosta Montoya Rubén  ASISTENCIA
2 Astudillo Suárez Ricardo  CÉDULA
3 Aubry De Castro Palomino Enrique  PERMISO

MESA DIRECTIVA
4 Camarena García Felipe Arturo  ASISTENCIA
5 Castellanos Mijares Carlos Octavio  CÉDULA



6 Cuéllar Steffan Antonio  ASISTENCIA
7 Escobar y Vega Arturo  PERMISO

MESA DIRECTIVA
8 García de la Fuente Mónica  ASISTENCIA
9 Garza Cadena Ana Lilia  ASISTENCIA
10 González Luna Bueno Federico José  ASISTENCIA
11 Guillén Guillén Mario Francisco  CÉDULA
12 López Moreno Lourdes Adriana  ASISTENCIA
13 Martel Cantú Laura Ximena  ASISTENCIA
14 Medrano Galindo Gabriela  ASISTENCIA
15 Narcia Alvarez Héctor  ASISTENCIA
16 Núñez Aguilar Ernesto  ASISTENCIA
17 Ochoa López Nabor  PERMISO

MESA DIRECTIVA
18 Orozco Gómez Javier  ASISTENCIA
19 Padilla Ramos Carla Alicia  ASISTENCIA
20 Pariente Gavito María del Rosario de Fátima  ASISTENCIA
21 Pérez Hernández Rosa Elba  ASISTENCIA
22 Pérez Tejada Padilla David  ASISTENCIA
23 Romo Fonseca Bárbara Gabriela  ASISTENCIA
24 Torres Mercado Tomás  ASISTENCIA
25 Villafuerte Trujillo Amílcar Augusto  ASISTENCIA
26 Vital Vera Martha Edith  ASISTENCIA
27 Zavaleta Salgado Ruth  ASISTENCIA

Asistencias: 21
Asistencias por cédula: 3
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 3
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 27

MOVIMIENTO CIUDADANO

1 Córdova Bernal Martha Beatriz  ASISTENCIA
2 Coronato Rodríguez José Francisco  ASISTENCIA
3 Gómez Pozos Merilyn  ASISTENCIA
4 Huidobro González Zuleyma  ASISTENCIA
5 Hurtado Gallegos José Antonio  ASISTENCIA
6 Jorrín Lozano Victor Manuel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
7 Mejía Berdeja Ricardo  ASISTENCIA
8 Samperio Montaño Juan Ignacio  JUSTIFICADA
9 Soto Martínez José  PERMISO

MESA DIRECTIVA
10 Valle Magaña José Luis  ASISTENCIA
11 Vargas Pérez Nelly del Carmen  CÉDULA

Asistencias: 7
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 1
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 11

PARTIDO DEL TRABAJO

1 Aguilar Gil Lilia  CÉDULA
2 Anaya Gutiérrez Alberto  CÉDULA
3 Benavides Castañeda José Alberto  PERMISO

MESA DIRECTIVA
4 Cantú Garza Ricardo  ASISTENCIA
5 Martínez Santillán Ma. del Carmen  ASISTENCIA
6 Núñez Monreal Magdalena del Socorro  PERMISO

MESA DIRECTIVA
7 Orive Bellinger Adolfo  ASISTENCIA
8 Roblero Gordillo Héctor Hugo  ASISTENCIA
9 Romero Guzmán Rosa Elia  ASISTENCIA
10 Torres Flores Araceli  ASISTENCIA

Asistencias: 6
Asistencias por cédula: 2
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 10

NUEVA ALIANZA

1 Bribiesca Sahagún Fernando  PERMISO
MESA DIRECTIVA

2 Caamal Mena José Angelino  ASISTENCIA
3 Cerda Franco María Sanjuana  ASISTENCIA
4 Félix Hays Rubén Benjamín  PERMISO

MESA DIRECTIVA
5 Fujiwara Montelongo René Ricardo  ASISTENCIA
6 Garfias Gutiérrez Lucila  ASISTENCIA
7 González Roldán Luis Antonio  ASISTENCIA
8 Olvera Barrios Cristina  ASISTENCIA
9 Rincón Chanona Sonia  ASISTENCIA
10 Talamante Lemas Dora María Guadalupe  ASISTENCIA

Asistencias: 8
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 2
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 10

AGRUPACIÓN MORENA

1 Alcalde Luján Luisa María  ASISTENCIA
2 Bonilla Valdez Jaime  JUSTIFICADA
3 Chávez Contreras Rodrigo  ASISTENCIA
4 Durazo Montaño Francisco Alfonso  ASISTENCIA
5 Huerta Ladrón de Guevara Manuel Rafael  ASISTENCIA
6 López Candido José Arturo  ASISTENCIA
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7 Martínez Martínez Juan Luis  ASISTENCIA
8 Martínez Rojas Andrés Eloy  ASISTENCIA
9 Méndez Denis Lorena  ASISTENCIA
10 Monreal Ávila Ricardo  ASISTENCIA
11 Ortíz Ahlf Loretta  ASISTENCIA
12 Romero Lozano María Fernanda  ASISTENCIA
13 Valencia Ramírez Aída Fabiola  ASISTENCIA
14 Villanueva Albarrán Gerardo  ASISTENCIA

Asistencias: 13
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 1
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 14

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE INASISTENCIAS

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

Diputado
1 Duarte Ortuño Catalino
Faltas por grupo: 1


